
Conocimiento 
que transforma
Veinte años al servicio de un futuro 
próspero, inclusivo y sostenible

20



Conocimiento 
que transforma
Veinte años al servicio de un futuro 
próspero, inclusivo y sostenible



Reporte de Economía y Desarrollo (RED)
Conocimiento que transforma
Veinte años al servicio de un futuro próspero, inclusivo y sostenible

Depósito legal: DC2025000280
ISBN: 978-980-422-326-6

Editor: 
CAF –banco de desarrollo de América Latina y el Caribe–

Este documento ha sido publicado bajo la Presidencia Ejecutiva de  
Sergio Díaz-Granados y la Vicepresidencia Ejecutiva de Programación  
Estratégica de Christian Asinelli. 

Gerenta del Conocimiento: Verónica Frisancho

Director de Investigaciones Socioeconómicas (E): Walter Cont

Gestión editorial:
Dirección de Comunicación Estratégica de CAF

Diseño gráfico:
Good, Creatividad para el Desarrollo

© CAF 2025
Las ideas y planteamientos contenidos en este documento son de exclusiva 
responsabilidad de los autores y no comprometen la posición oficial de CAF. Los 
términos empleados y la presentación de los datos que en ella aparecen no implican 
toma alguna de posición por parte de CAF en cuanto al estatuto jurídico de los países, 
territorios, ciudades o regiones ni respecto de sus autoridades, fronteras o límites.

Acceso abierto bajo la licencia Creative Commons Atribución-NoComercial-SinDerivar 
4.0 Internacional (CC-BY-NC-ND 4.0). Para ver una copia de esta licencia,  
visite https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
 



Prólogo 
América Latina y el Caribe ha tenido incuestionables logros en materia 
de desarrollo. En el siglo pasado, la mayoría de los países de la región 
lograron avances significativos en términos de estabilidad macroeconómica y 
profundización de los mercados financieros. Asimismo, la región ha experimentado 
avances no menores en términos de inclusión. En las primeras dos décadas 
de este siglo, se ha reducido la incidencia de la pobreza en más de 10 puntos 
porcentuales. La mortalidad en niños menores de 5 años ha caído a la mitad y la 
esperanza de vida ha crecido en 14 años. Por su parte, la fracción de hogares con 
acceso a electricidad se ha incrementado en más de 10 puntos porcentuales, y la 
fracción de adultos mayores con acceso a pensiones ha aumentado en torno a 13. 

Lamentablemente, este proceso de desarrollo sigue siendo incompleto. En 
los últimos 70 años, el ingreso per cápita de la región se ha mantenido por 
debajo del 30 % del ingreso per cápita de los Estados Unidos. Asimismo, uno 
de cada tres latinoamericanos y caribeños continúa viviendo en situación de 
pobreza. Problemas estructurales como la informalidad, los limitados niveles de 
competencia en los mercados, las brechas de infraestructura y la debilidad de los 
Estados e instituciones constituyen barreras que impiden escapar a la trampa del 
subdesarrollo y alcanzar los objetivos de desarrollo sostenible.

Las próximas décadas presentan importantes desafíos para la región. Por un 
lado, el envejecimiento de la población ejercerá una creciente presión sobre los 
sistemas de seguridad social, con consecuencias significativas sobre las finanzas 
públicas. Por otro lado, enfrenta una doble transición, digital y verde. La transición 
digital en América Latina y el Caribe debe ser inclusiva y estratégica, priorizando la 
conectividad universal, el desarrollo de habilidades digitales y la modernización de 
sectores clave para aprovechar sus ventajas comparativas. Asimismo, la transición 
verde requiere una respuesta contundente, con medidas rápidas de adaptación para 
abordar los impactos del cambio climático, y estrategias de mitigación de emisiones 
donde la consideración por la inclusión y la equidad en los costos sea central.

No obstante, la doble transición digital y verde representa una oportunidad única 
para que los países de América Latina y el Caribe modernicen sus economías, 
fomenten la innovación sostenible y potencien sus ventajas comparativas, como 
su biodiversidad y riqueza en recursos naturales. La abundante riqueza natural de 
la región constituye una fabulosa palanca para alcanzar el desarrollo sostenible, 
impulsando sectores como el agropecuario, el turístico y el energético. La 
abundancia en minerales, clave para la transición energética, ofrece a algunos 
países de la región la posibilidad de integrarse en cadenas de valor de la energía 
limpia. Por su parte, el gran potencial para producir energía renovable brinda a 
la región la oportunidad de desarrollar un sector industrial, en un mundo donde 
la baja huella de carbono de los productos será una fuente de competitividad. 
Finalmente, la riqueza y extensión de los bosques, manglares y ecosistemas de 
la región son una pieza clave en la solución global al cambio climático, pues cada 
hectárea de bosques en pie alivia las restricciones que impone la ecuación de 
carbono en la economía global.



Convertir los desafíos en oportunidades requiere acceso a financiamiento y una 
hoja de ruta efectiva, informada por la evidencia. CAF se constituye como un 
aliado fundamental en ambos frentes. En el frente de financiamiento, la cartera 
de préstamos, inversiones patrimoniales y avales y garantías ha estado creciendo 
consistentemente y orientándose hacia iniciativas alineadas con la agenda de 
desarrollo sostenible de los países accionistas. En 2023, la cartera total superó 
los 34.000 millones de dólares, lo que representa un crecimiento respecto al año 
anterior de 9,8 %. La incorporación de nuevos accionistas y el fortalecimiento 
patrimonial recientemente aprobado por la Asamblea permiten proyectar que en 
los próximos años continuará esta dinámica de crecimiento. Además, la institución 
avanza en su objetivo de ser el banco verde de América Latina y el Caribe, con 
el compromiso de alcanzar para 2026 un 40 % de financiación verde. Al cierre de  
2024, estas operaciones representan ya un 35 % de la cartera. 

Para el abordaje del segundo frente, CAF desarrolló una oferta de productos 
de conocimiento variada, desde instrumentos detallados de nivel sector-país 
que contribuyen a la priorización de programas específicos, lo que incluye los 
documentos de estrategia país que son el instrumento de diálogo con las nuevas 
administraciones de los países miembros, hasta documentos de análisis y 
discusión de políticas con perspectiva integradora para la región en su conjunto. 
El propósito del Reporte de Economía y Desarrollo (RED) es el de zanjar la brecha 
entre la investigación y la toma de decisiones en el ámbito público para contribuir 
a la formulación de políticas basadas en evidencia. Este producto consolida 
además una visión cercana a las necesidades y la realidad de los países de la 
región, cada uno con puntos de partida diferentes y en búsqueda de un propósito 
común que es el desarrollo y la integración de la región. 

Con esta edición especial para conmemorar los 20 años de nuestro reporte 
bandera, el RED, CAF reafirma su compromiso de aportar a nuestros países 
miembros desde el frente de conocimiento. La primera edición del RED, publicada 
en 2004 bajo el título Reflexiones para retomar el crecimiento, abordó la cuestión 
central de cómo lograr una senda de crecimiento sostenido, una interrogante 
que sigue vigente veinte años después. El crecimiento económico, la integración 
comercial y la transformación productiva fueron el foco de las primeras ediciones, 
aunque siempre promoviendo una visión integral del desarrollo. Con el tiempo, 
las ediciones del RED abordaron la inclusión social (educación, empleo y 
desigualdad) y, más recientemente, la protección ambiental y respuestas al 
cambio climático (desafíos globales y transición energética). Además, se exploró 
el fortalecimiento de las capacidades del Estado con un enfoque territorial y con 
ediciones específicas sobre finanzas públicas, integridad y efectividad estatal. 
Hoy, el RED constituye una herramienta fundamental de CAF para iniciar y 
sostener un diálogo fluido de políticas y brindar un insumo de conocimiento que se 
produce desde, por y para la región.

Sergio Díaz-Granados
Presidente ejecutivo CAF –banco de desarrollo de América Latina y el Caribe–
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Introducción 
El crecimiento económico es una condición necesaria para el desarrollo de 
América Latina y el Caribe, pero no la única. Promover el progreso de la 
región se logra no solo mejorando el nivel y la distribución del ingreso, sino 
también procurando entornos saludables, seguros, pacíficos y justos para 
todos. El acceso a oportunidades a partir de objetivos y aspiraciones con base 
en el talento, las competencias y habilidades de las personas debe ser parte 
fundamental de esa búsqueda por alcanzar un bienestar integral. 

En las últimas dos décadas, la región ha mostrado avances en múltiples 
dimensiones, que incluyen, por ejemplo, un incremento en el nivel de ingresos 
cercano al 40 % para América Latina y al 26 % para el Caribe. A pesar de estos 
números positivos, una de cada tres personas vive aún en la pobreza y la 
región se encuentra entre las más desiguales del mundo. Además, esa pobreza 
se transmite entre generaciones, lo que refleja la persistencia de barreras 
en el acceso a educación, empleo y salud. Mejorar la inclusión social es un 
imperativo moral y, al mismo tiempo, una fuente para el crecimiento económico, 
ya que permite a la sociedad aprovechar las habilidades y talentos de quienes 
actualmente se encuentran excluidos.

CAF ha consolidado su propósito de ser un instrumento central y estratégico 
para promover ese desarrollo a través de intervenciones en diversos sectores. 
Su compromiso con el desarrollo sostenible y la integración regional, su 
capacidad para abordar desafíos desde y para la región, y el aprovechamiento 
de sus herramientas de financiamiento para mejorar la calidad de vida de las 
personas son eje del trabajo institucional que el organismo lleva adelante con 
éxito hace 56 años. En ese contexto, la generación y difusión de conocimiento 
propio constituye una herramienta de trascendencia y gran potencial, puesto que 
el conocimiento tiene el doble propósito de agregar valor a sus intervenciones y 
de nutrir una discusión informada que mejore la efectividad y el impacto de las 
políticas públicas de sus países miembros. 

Este libro celebra los 20 años del Reporte de Economía y Desarrollo, un recurso 
que ha promovido y posicionado una visión integral e integradora del desarrollo 
en América Latina y el Caribe. El volumen aborda los avances logrados, los  
retos pendientes y los instrumentos más efectivos para encararlos. Asimismo,  
la publicación se enriquece con los valiosos aportes de trece destacados líderes 
de reconocimiento mundial que han compartido reflexiones sobre el camino 
recorrido y el futuro de la región. Agradezco a Juliano Assunção, Raquel Bernal, 
Mauricio Cárdenas, Bianor Cavalcanti, Marcela Eslava, Ricardo Hausmann, 
Karen-Mae Hill, Colm Imbert, Santiago Levy, Nora Lustig, Sebastián Mazzuca, 
Carmen Reinhart y Augusto de la Torre por su generosidad con esta obra y por 
su compromiso con el desarrollo de la región.

Christian Asinelli
Vicepresidente Corporativo de Programación Estratégica CAF –banco de 
desarrollo de América Latina y el Caribe–

9





Luces y sombras  
del elusivo desarrollo  
de América Latina  
y el Caribe

Capítulo 1



1.

4.

2.

5.

3.

6.

El desarrollo demanda 
éxito en tres ámbitos 
interrelacionados: crecimiento 
económico, inclusión y 
sostenibilidad ambiental. 
La región muestra avances 
parciales en cada uno. 

Durante el siglo XXI la tasa de 
crecimiento de las emisiones 
totales cayó, debido 
especialmente a una caída de 
las asociadas al componente 
agrícola y de deforestación 
(AFOLU). La lucha por el 
cambio climático demanda, 
sin embargo, esfuerzos de 
mitigación mayores de cara 
al futuro. Por otra parte, ha 
habido deterioro acelerado  
del capital natural en las 
últimas décadas.

Aunque la región ha 
experimentado un  
crecimiento del PIB per cápita, 
ha sido insuficiente para 
cerrar la brecha respecto al 
mundo desarrollado.

El desarrollo incompleto 
tiene rasgos prominentes en 
la región. Tres fenómenos 
que se destacan son la alta 
informalidad, las brechas 
de infraestructura y la 
criminalidad. Un aspecto 
positivo es que, a diferencia 
del pasado, hoy la región 
muestra una estabilidad 
macroeconómica superior y 
una mayor resiliencia ante 
los choques.

La pobreza total cayó de 
manera importante en 
la primera década del 
siglo XXI. A pesar de esta 
mejoría, casi el 30 % de los 
latinoamericanos y caribeños 
viven en situación de 
pobreza, y más del 10 %,  
en pobreza extrema.

ALyC es una región rica en 
capital natural. Su desarrollo 
se puede apalancar en este 
importante acervo.

Mensajes clave
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7. 8. 9.
Tres transiciones 
condicionarán de manera 
significativa el desarrollo 
de ALyC en las próximas 
décadas. La primera es el 
acelerado envejecimiento. 
La segunda, la transición 
verde, que, entre otros 
hechos, involucra una fuerte 
reducción de emisiones y 
una mayor valoración global 
por activos presentes en la 
región, como el potencial 
de generación verde, la 
dotación de minerales y 
el acervo de ecosistemas. 
Finalmente, la región debe 
completar su desarrollo en 
un mundo dominado por las 
tecnologías digitales, incluida 
la inteligencia artificial, con 
implicancias sustantivas para 
los empleos.

Las décadas por venir 
suponen desafíos importantes 
asociados, entre otros, a 
impactos fiscales, distributivos 
y en la estructura económica. 
No obstante, también ofrecen 
oportunidades para que la 
región cierre brechas  
de desarrollo.

Cerrar brechas de desarrollo 
demanda una agenda integral 
y con base en el conocimiento. 
Por ello, el RED es un recurso 
indispensable, pues ofrece 
una discusión informada sobre 
políticas públicas en los temas 
claves del desarrollo desde y 
para la región.
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En las últimas décadas, América Latina y el Caribe (ALyC) ha conseguido un 
progreso significativo en dimensiones clave del desarrollo. Sin embargo, persisten 
grandes brechas respecto a las economías avanzadas que sitúan a la región 
frente a un triple desafío. 

Por un lado, debe crecer de manera vigorosa y continua para cerrar la brecha 
de ingreso per cápita respecto al mundo desarrollado. Por otro, debe lograr una 
reducción drástica de la desigualdad y la pobreza. Finalmente, estos dos objetivos 
deben alcanzarse preservando la sostenibilidad ambiental del planeta. Estas tres 
esferas del desarrollo interactúan entre sí, por lo que se generan importantes 
tensiones y sinergias.

El futuro es retador, pero también ofrece claras oportunidades para cerrar brechas 
y superar el subdesarrollo. Ciertamente, algunas tendencias condicionarán el 
proceso de desarrollo de la región: el envejecimiento poblacional, el cambio 
tecnológico y la descarbonización de la economía global. Simultáneamente, 
subsisten un conjunto de barreras estructurales que limitan las posibilidades 
de la región para posicionarse adecuadamente ante tales tendencias. No 
obstante, vista en su conjunto, la región presenta condiciones propicias de cara 
a los desafíos futuros, que incluyen avances en estabilidad macroeconómica y, 
especialmente, una generosa dotación de recursos naturales.

Este capítulo ofrece un contexto necesario para abordar la discusión sobre las 
políticas clave en los temas de productividad (capítulo 2), de inclusión (capítulo 
3) y de sostenibilidad ambiental (capítulo 4). El capítulo 5 aborda, con una 
visión prospectiva, oportunidades para el desarrollo sostenibles así como los 
ingredientes institucionales y el rol de los bancos multilaterales para materializar 
el cierre de las brechas de desarrollo.

Introducción
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El triple desafío para el desarrollo 
de América Latina y el Caribe

La multidimensionalidad del desarrollo 

El concepto de desarrollo ha evolucionado en el tiempo. De una visión restrictiva, 
que ponía énfasis en los niveles de ingreso por habitante, pasó a una más amplia, 
que trasciende medidas basadas en el ingreso y que, además, incluye aspectos 
distributivos y de sostenibilidad ambiental. 

Claramente, el proceso de desarrollo implica una mejora significativa en la 
calidad de vida de la gente, la cual depende, sin duda, del ingreso. De allí que 
el crecimiento del ingreso per cápita sea una dimensión esencial del desarrollo. 
De hecho, esta dimensión fue el foco de la visión global de desarrollo desde la 
Segunda Guerra Mundial. 

No obstante, desde la década de 1970, se hacen esfuerzos concretos para 
adoptar una perspectiva amplia del bienestar y de las mediciones del progreso 
en el desarrollo. Fue evidente la necesidad de incluir como primer elemento la 
pobreza. Un ejemplo fue el enfoque de las necesidades básicas, cuyos orígenes 
institucionales se remontan a la Conferencia Mundial del Empleo de 1976, de la 
Organización Internacional del Trabajo (Reinert, 2023).

Bajo esta visión, a comienzos de la década de 1980, la CEPAL introdujo la 
medición de las necesidades básicas insatisfechas (NBI) como herramienta de 
diagnóstico social y apoyo a la puesta en práctica de programas sociales. Tal 
metodología eligió una serie de indicadores censales que permitían constatar 
si los hogares satisfacían o no algunas de sus necesidades principales. Por 
disponibilidad de datos, las necesidades consideradas solían limitarse a cuatro 
categorías: (i) acceso a una vivienda que asegurara un estándar mínimo de 
habitabilidad, (ii) acceso a servicios básicos que aseguraran un nivel sanitario 
adecuado, (iii) acceso a educación básica y (iv) capacidad económica para 
alcanzar niveles mínimos de consumo (Feres y Mancero, 2001).

El avance hacia una visión multidimensional del desarrollo continuó durante las 
dos décadas siguientes con una serie de reflexiones y conferencias, en las que se 
resaltaron aspectos tales como el género, la infancia, la alimentación, la salud y, 
con una importancia creciente, la preservación de la naturaleza y del ambiente. 

Estos esfuerzos y reflexiones fueron la base de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM), derivados de la Declaración del Milenio, proclamada por más de 
150 líderes mundiales en la Cumbre del Milenio, celebrada en septiembre de 2000. 
Los ocho objetivos destacados en la declaración para 2015 fueron: (1) erradicar 
la pobreza extrema y el hambre, (2) lograr la educación primaria universal, (3) 
promover la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres, (4) reducir 
la mortalidad infantil, (5) mejorar la salud materna, (6) combatir el VIH/sida, la 
malaria y otras enfermedades, (7) garantizar la sostenibilidad ambiental y (8) 
crear una alianza mundial para el desarrollo. Cada objetivo conllevaba a metas 
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concretas; por ejemplo, una de las metas específicas del objetivo 1 fue reducir a la 
mitad, entre 1990 y 2015, la proporción de personas con ingresos inferiores a un 
dólar diario.

En septiembre de 2015, la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó la 
Resolución 70/1, titulada «Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible», en la que se afirmaba:

“La nueva agenda se basa en los Objetivos de Desarrollo del Milenio (...) Sin 
embargo, en su alcance, el marco que anunciamos hoy va mucho más allá de 
los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Además de mantener las prioridades 
de desarrollo, como la erradicación de la pobreza, la salud, la educación y la 
seguridad alimentaria y la nutrición, establece una amplia gama de objetivos 
económicos, sociales y ambientales” (Naciones Unidas, 2015b).

Con esta resolución, los Objetivos del Milenio se actualizaron en 17 Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), con 169 metas asociadas. Entre las adiciones, 
en relación con los ODM, destaca la incorporación explicita de la reducción de la 
desigualdad (ODS 10) y de la igualdad de género (ODS 5), así como las metas 
ambientales específicas relativas a la conservación de los océanos (ODS 14), 
la sostenibilidad de los bosques y la protección de la biodiversidad (ODS 15), y 
al cambio climático y sus efectos (ODS 13). Como era de esperarse, los ODS 
también incluyen metas vinculadas con el crecimiento económico, con el empleo 
de calidad y con la innovación (ODS 8 y 9).

Figura 1.1 
ODS
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Diagnóstico de la región: vaso medio lleno y medio vacío
El grado de cumplimiento de las metas asociadas a los ODS ofrece una visión 
panorámica del desarrollo de la región. En CEPAL (2024) se hace un análisis con 
datos a febrero de 2024, en donde se clasifican las metas de cada uno de los 
17 objetivos1 en cuatro categorías posibles: (1) la tendencia se aleja de la meta, 
(2) la tendencia es correcta pero el avance es demasiado lento para alcanzarlo, 
(3) la meta se alcanzó o es probable que se alcance y (4) sin datos suficientes. 
Los resultados se presentan tanto para la región en conjunto como para tres 
subregiones: Suramérica, Centroamérica, y México y el Caribe (ver gráfico 1.1). 
Para la región, solo el 22 % de las metas que se han podido proyectar muestran 
horizontes de cumplimento a 2030. Alrededor del 46 % de las metas continúan 
en la dirección correcta, pero necesitan acelerar el ritmo de avance para alcanzar 
los umbrales establecidos. Finalmente, el 32 % de las metas tienen un retroceso 
respecto del punto de partida en 2015. Vale destacar que, incluso dentro de los 
diversos objetivos, en general existen metas encaminadas hacia el cumplimiento 
y otras que muestran retroceso. Al contrastar entre subregiones, Suramérica 
muestra algunas ligeras ventajas, pero un panorama similar.

Gráfico 1.1  
Metas de los objetivos de ODS según grado de cumplimiento 
 

 
 
 
 
Nota: Se omitieron del gráfico aquellas metas para las cuales no se cuenta con información disponible acerca 
de su grado de cumplimiento.
Fuente: CEPAL (2024).

1	 La información disponible permitió evaluar la probabilidad de alcanzar los umbrales 
a 2030 para 131 metas (78 % del total).
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Medir el desarrollo de las naciones sobre un conjunto extenso de indicadores, 
como es el caso de los ODS, resulta valioso para sacar a la luz los diferentes 
aspectos clave del desarrollo omitidos por el PIB per cápita. No obstante,  
la gran complejidad del sistema puede ser, en sí misma, un desafío para guiar 
las políticas públicas dentro de un país2. 

Una manera habitual de abordar la multidimensionalidad del desarrollo es 
mediante tres ámbitos de análisis. El primero es el crecimiento económico, para 
cerrar la enorme y persistente brecha de ingresos por habitante respecto al 
mundo desarrollado. El segundo es la inclusión, para hacer que el crecimiento 
económico llegue a todos y reduzca la pobreza y la fuerte desigualdad en la 
región. El tercero es la sostenibilidad, procurando tres objetivos: adaptarse y 
mejorar la resiliencia frente al cambio climático, contribuir a la reducción global de 
emisiones y preservar el capital natural.

2	 Kanbur et al. (2018) destaca una “tensión inevitable y duradera entre la tendencia a 
expandir y ampliar nuestros indicadores para evaluar y supervisar el progreso económico 
y social en el desarrollo, por un lado, y, por otro, el imperativo de mantener un número 
relativamente pequeño de indicadores (...) a fin de facilitar la formulación de políticas”.

Figura 1.2  
Los tres ámbitos del desarrollo sostenible

Crecimiento 
económico

Inclusión  
social

Desarrollo 
sostenible

Resiliencia climática 
y sostenibilidad ambiental
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Ahora bien, estos no son ámbitos aislados, sino que interactúan entre 
sí. Esto implica que existen riesgos de trampas de subdesarrollo con 
bajos niveles del PIB per cápita, deterioro del ambiente y altos grados de 
pobreza y desigualdad. No obstante, estas interacciones también habilitan 
la posibilidad de círculos virtuosos, donde los avances en los tres ámbitos 
del desarrollo sostenible se refuerzan entre sí (ver recuadro 1.1).

Recuadro 1.1 
Interrelaciones entre ámbitos del desarrollo sostenible 

Crecimiento, desigualdad y pobreza 

Existe evidencia para el mundo desarrollado que señala que la innovación 
y el cambio tecnológico pueden incrementar la brecha salarial entre los más 
y los menos educados y, con ello, la desigualdad salarial (Acemoglu, 2002). 
La informalidad, por su parte, explica la baja productividad de la economía 
y también la desigualdad en salarios. Por otro lado, la inclusión social favorece 
el crecimiento económico al promover una mejor asignación de los talentos 
(Hsieh et al., 2019). 

Conexión entre crecimiento y sostenibilidad 

El cambio climático afecta el crecimiento y la productividad. Los eventos 
climáticos extremos, cuya frecuencia e intensidad son mayores por el 
calentamiento global, producen pérdidas de vidas humanas y daños a la 
infraestructura, comprometen la producción agropecuaria e impactan la 
acumulación de capital humano. Ganancias de productividad, incluidas 
las del sector agrícola, por su parte, pueden favorecer simultáneamente 
el crecimiento económico y la protección del ambiente, dado que implican 
un menor uso de energía y depreciación de capital natural por unidad de 
producto. Sin embargo, las ganancias en la eficiencia con que se puede 
explotar un recurso natural también pueden resultar en una mayor demanda 
del recurso, agravando la presión sobre los ecosistemas. Finalmente, el 
aumento en los ingresos de los hogares está acompañado de un aumento en 
el consumo de la mayoría de los bienes, cuya producción y desecho generan 
consecuencias adversas para el equilibrio ambiental.

Conexión, inclusión y sostenibilidad 

Los eventos climáticos extremos, como sequías e inundaciones, afectan más 
fuertemente a los más pobres, convirtiéndose en un factor que amplifica la 
desigualdad. Por un lado, los hogares de menores ingresos están más expuestos 
a estos eventos que el resto de la población, en parte por vivir en zonas más 
riesgosas (Winsemius et al., 2018). Por otro, son más vulnerables; esto es, en 
el caso de sufrir un evento, es más probable que este tenga efectos negativos 
severos y persistentes. Asimismo, la pobreza y la desigualdad imponen ciertas 
restricciones a la adopción de tecnologías limpias o eficientes energéticamente 
en los hogares, en parte por limitaciones para financiar estas medidas.
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“Lo que hemos observado, en general en los países que se han 
desarrollado, es que el proceso de crecimiento y desarrollo, para que 
este sea sostenido e incluyente, implica que durante ese proceso la 
población que está empleada en sectores de baja productividad se 
traslada, por la fuerza de la demanda y de la demanda por bienes 
y servicios, a los sectores de más alta productividad”.
Con base en entrevista a Nora Lustig

“Si bien existen tensiones y pueden haber círculos viciosos entre 
las distintas dimensiones que son importantes para el desarrollo 
económico y social (...), también existen complementariedades. 
Y creo que la buena política pública necesita explotar esas 
complementariedades para que el avance en pro de una dimensión, 
por ejemplo, del crecimiento, sea compatible y ayude al avance en 
otra dimensión del desarrollo económico y social, por ejemplo, la 
sustentabilidad ambiental o la equidad social”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Para tener una perspectiva más detallada de la dinámica del desarrollo 
regional, revisaremos un conjunto reducido de indicadores clave en cada uno 
de los tres ámbitos de desarrollo sostenible. Para cada ámbito destacaremos 
un hecho relevante: 

Hecho # 1: La región ha experimentado un crecimiento del PIB per cápita, 
aunque este ha sido insuficiente para reducir significativamente la brecha 
respecto al mundo desarrollado.

Entre 2010 y 2019, el PIB real por habitante de América Latina fue más de 
4,4 veces el promedio del período 1950-1959. Para el Caribe, este valor fue 
2,4 veces mayor (gráfico 1.2, ver panel superior). No obstante, este crecimiento 
ha sido insuficiente para cerrar la brecha de PIB per cápita respecto al mundo 
desarrollado, por ejemplo, a Estados Unidos, que ha permanecido prácticamente 
invariable por debajo del 30 % en las últimas décadas (ver gráfico 1.2).
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Gráfico 1.2 
Evolución del PIB per cápita 

Nota: Para el gráfico se utiliza la variable de PIB real del lado de la producción en PPA (USD millones en 2017) de la base de Penn 
World Table. Los agregados regionales corresponden al promedio ponderado por población de los valores a nivel país (para lo cual se 
utilizaron los datos poblacionales de WPP). Con base en estos valores, luego se calculan promedios simples para cada década. En el 
gráfico, se reporta el valor promedio para cada década relativo al promedio del decenio de 1950 (panel superior) y relativo al valor de 
EE. UU. (panel inferior).
Fuente: Feenstra et al. (2023) y WPP (2024).
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Hecho # 2: En las últimas dos décadas ha existido una reducción de 
la desigualdad y la pobreza, pero aún somos una de las regiones más 
desiguales y mantenemos niveles de pobreza muy elevados.

La pobreza total cayó de manera importante en la primera década del siglo XXI. 
Luego, esa caída se ralentizó y se revirtió ligeramente desde mediados de la 
segunda década del siglo, con un repunte asociado al COVID-19. A pesar de esta 
mejoría, según los datos más recientes, casi el 30 % de los latinoamericanos y 
caribeños viven en situación de pobreza y más del 10 % en situación de pobreza 
extrema. Para las zonas rurales la incidencia de la pobreza supera el 40 % y la 
pobreza extrema casi el 20 %. Estos niveles están muy por encima de lo registrado 
en regiones desarrolladas (gráfico 1.3). El índice de Gini, medida clásica de la 
desigualdad, también muestra una tendencia favorable en lo que va del siglo; no 
obstante, de acuerdo con este indicador, la región es de las más desiguales en 
materia de distribución del ingreso en el mundo.

Gráfico 1.3  
Dimensión de pobreza y desigualdad 
 
A. Evolución de las tasas de pobreza 
en América Latina 
 

Nota: En el panel B, cada línea representa un suavizado polinomial local del índice de Gini, 
que mide la desigualdad de ingresos promedio por región y año.
Fuentes: Banco Mundial (2023) y CEPAL (2023a).
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“América Latina es una región que tiene un exceso de pobreza. (...) 
y una de las fuentes esenciales de por qué hay un exceso de 
pobreza es precisamente porque es una de las regiones más 
desiguales del mundo. ¿Por qué estamos en un mundo tan desigual 
en América Latina? (...) Porque el tipo de desarrollo que se da 
no genera suficientes empleos para ofrecer oportunidades a las 
personas que vienen todavía con menores niveles de educación 
o de capacitación”.
Con base en entrevista a  Nora Lustig

La contracara de esta reducción de la pobreza experimentada por la región 
en las últimas décadas es un crecimiento significativo de las clases medias 
en América Latina y el Caribe. Según estimaciones, la clase media pasó de 
representar cerca del 20 % de los hogares, a principios de siglo, a 38 % en 
20193 (Banco Mundial, 2021).

El crecimiento de la clase media representa una oportunidad para impulsar el 
desarrollo económico y social de la región. Sin embargo, es necesario abordar los 
desafíos existentes para consolidar estos avances. Un desafío particularmente 
relevante es que una gran parte de la clase media de la región se encuentra 
en una situación vulnerable, susceptible de caer en la pobreza ante shocks 
económicos. Por ejemplo, Stampini et al (2016), encuentran que en la región 
el 14 % de las personas de clase media se ven en situación de pobreza al menos 
una vez en un período de 10 años.

Hecho # 3: En la región, las emisiones de GEI por habitante son inferiores 
a las de otras regiones como América del Norte. No obstante, hay una alta 
exposición a las consecuencias del cambio climático. Además, se observa un 
deterioro acelerado del capital natural.

Según la estimación más reciente, las emisiones de GEI per cápita en América 
Latina y el Caribe son menos de la mitad de las de América del Norte, y también 
inferiores a las de otras regiones como Asia Oriental y Oriente Medio (gráfico 1.4). 
Por otra parte, la región ha sido responsable del 11 % de las emisiones de GEI de 
origen antropogénico desde 1850.

3	 Definida en este caso como la fracción de hogares con ingresos ajustados por el poder 
de compra entre 13 $ y 70 $ diarios.
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Gráfico 1.4  
Emisiones por habitante
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Nota: Para la población se utilizan datos del World Population Prospects.
Fuentes: Minx et al. (2021); WPP (2024).

En lo que respecta a la composición de emisiones, América Latina se caracteriza 
por la importancia de sus emisiones no energéticas. A nivel global, casi el 
80 % de las emisiones de GEI provienen del consumo de energía fósil y de los 
procesos industriales (CFPI), mientras que un poco más de un 20 % proviene 
del sector de ASOUT (agricultura y otros usos de la tierra). En contraste, en 
América Latina, alrededor del 55 % de las emisiones procede de este sector, 
una cantidad mucho más significativa que el 14 % del Caribe o el 8 % en los 
países de la OCDE (ver capítulo 4).

No obstante, la importancia de este componente ha estado cayendo en la región. 
Durante los períodos 2000-2009 y 2010-2019, el crecimiento de las emisiones 
totales de América Latina cayó, volviendose incluso negativo, en la última década 
(-3,8 %) debido a una fuerte caída del componente AFOLU (-10,3 %), que 
contrarrestó el crecimiento del componente CFPI (5,2 %). Algo similar ocurrió en 
la región del Caribe, donde se registró en la última década, incluso, una reducción 
tanto en las emisiones AFOLU (-15,6 %) como en las CFPI (-2,5 %), dando lugar 
a una caída en las totales (-4,4 %).
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Gráfico 1.5 
Crecimiento de emisiones de GEI en América Latina y el Caribe 

Nota: Las barras representan la variación anualizada entre los años 1990 y 2000, 2000 y 2009, y 2010 y 2019 
de las emisiones totales de la región. Los sectores que componen CFPI (Combustibles Fósiles y Procesos 
Industriales) son edificaciones, sistemas de energía, industria y transporte. Por su parte, los que componen 
ASOUT (Agricultura, Silvicultura y Otros Usos de la Tierra) son agricultura y UTCUTS (Uso de la Tierra, Cambio 
de Uso de la Tierra y Silvicultura). Para el sector UTCUTS, se utilizó a Friedlingstein et al. (2023) como fuente de 
datos, mientras que para el resto de los sectores se utilizó a Minx et al. (2021).
Fuente: Minx et al. (2021) y Friedlingstein et al. (2023).

Al margen de sus responsabilidades en emisiones, es un hecho que la región 
sufre considerablemente las consecuencias del cambio climático. En efecto, desde 
1980, la ocurrencia de eventos climáticos extremos se ha multiplicado por casi 
2 (ver capítulo 4). Asimismo, se ha evidenciado un incremento importante en el 
número de personas afectadas. Estos eventos suelen afectar con más fuerza a las 
familias más vulnerables, y a algunos sectores como la agricultura y el turismo.

“El aumento del nivel del mar está causando erosión, está dañando 
las regiones costeras. Guyana, por ejemplo, tiene intrusión de agua 
salada que daña sus comunidades agrícolas a lo largo de la costa, 
y así sucesivamente. Y luego, por supuesto, hay huracanes más 
intensos, patrones climáticos mucho más difíciles, lluvia cuando se 
supone que debe estar seco y sequía cuando se supone que debe 
estar lluvioso. Estos son desafíos que el Caribe debe superar si 
quiere ser sostenible”.
Con base en entrevista a Colm Imbert
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La historia reciente de la región también señala un importante deterioro del capital 
natural. Entre 1990 y 2014, el capital natural por habitante se contrajo en la región 
en alrededor de un 40 % (Sanguinetti et al., 2014). Más aún, la región ha estado 
consumiendo su capital natural más rápido que el promedio global. Así pues, 
según el reporte Riqueza Inclusiva 2023, del programa ambiental de las Naciones 
Unidas (2023), para 1990, la región tenía más del 21 % del valor del capital 
natural, pero, para 2019, la cifra había caído a 13,77 %. Asimismo, el Índice de 
planeta vivo muestra pérdida de biodiversidad alarmante en los últimos 50 años 
(ver capítulo 4). Un uso sostenible de nuestro capital natural será clave para 
promover el desarrollo sostenible.

“Indiscutiblemente, tenemos que buscar cómo generar ingresos 
de nuestra propia biodiversidad, protegiéndola. Hay que generar 
recursos y que estos les lleguen, sobre todo, a los sectores más 
vulnerables de la población”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas 

Rasgos históricos que condicionan  
el desarrollo en la región

Las deudas económica, social y ambiental que enfrenta América Latina y 
el Caribe, evidenciadas en el sucinto diagnóstico previo, señalan el alcance 
del desafío a enfrentar. Abordarlo requiere un análisis que tenga en cuenta 
las especificidades del contexto regional y permita identificar los factores 
estructurales que condicionan las posibilidades de desarrollo. 

Tres fenómenos sobresalen por la medida en que atraviesan las múltiples 
dimensiones del desarrollo y porque, además, son característicos de la región: 
la alta informalidad, las brechas de infraestructura y la criminalidad. El primero 
es tanto causa como consecuencia de la baja productividad, e incrementa las 
desigualdades. El segundo hace que los hogares y las empresas de la región 
estén apartadas entre sí, lo que dificulta la producción y el acceso a servicios.  
Y el tercero afecta el tejido social y económico, representando un obstáculo crítico 
para el crecimiento, el bienestar y la cohesión social. 

Pese a estos desafíos, la región muestra fortalezas que no deben pasar 
desapercibidas y que son instrumentales para las políticas que requiere el 
desarrollo de la región. Las instituciones macroeconómicas y financieras han 
mostrado avances significativos, proporcionando una base de estabilidad relativa 
en un contexto de volatilidad global. Además, y especialmente, la nutrida dotación 
de recursos naturales, cada vez más valorados en el escenario global, ofrece 
oportunidades para impulsar el desarrollo.
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Informalidad productiva 
La informalidad productiva es una medida del grado de cumplimiento de la 
normatividad que impone el Estado para que un negocio o persona desarrolle una 
actividad económica. Estas regulaciones son de diferente naturaleza y pueden 
variar entre sectores o según las características de la empresa, especialmente 
su tamaño. En la práctica, aun cuando las regulaciones no tengan un sesgo de 
diseño por tamaño, su cumplimiento suele ser menos frecuente en las empresas 
más pequeñas, por lo que muchas regulaciones acaban siendo, de hecho, 
dependientes del tamaño. 

La informalidad es un fenómeno muy prominente en la región. Un ejemplo de 
ello es la informalidad laboral4. En promedio, alrededor del 57 % de las personas 
ocupadas no hace aportes a la seguridad social, siendo esta la medida más usual 
de este tipo de informalidad. Este promedio esconde importantes diferencias entre 
países. Las tasas oscilan aproximadamente entre  27 y 32 % en Chile y Uruguay, 
y hasta el 80 % en Bolivia, Guatemala, Honduras y Nicaragua. Este escenario se 
manifiesta también en el Caribe: Bahamas, 18 %; R. Dominicana, 56 %; Jamaica, 
55 %; Trinidad y Tobago, 70 %; Barbados, 62 % (OIT, 2024, excepto cálculos 
propios para TyT 2014).

La tasa de informalidad laboral suele caer con el ingreso per cápita del 
país. No obstante, en los países de la región, esta es, incluso, superior a la 
de países de ingreso similar. De allí que podemos hablar de un exceso de 
informalidad (ver gráfico 1.6).

4	 La informalidad se manifiesta en muchas otras métricas, por ejemplo, en el número de 
empresas sin registro mercantil. Según la encuesta de empresas del Banco Mundial 
(WBES, 2024), la fracción de establecimientos que no estaban registrados al momento 
de abrir en la región es de 14,5 %; nueve puntos porcentuales superior a la situación 
en la región de Europa y Asia Central. Vale destacar que esta fuente de información 
se restringe a empresas de más de 10 trabajadores, por lo que no recoge la falta de 
registro en las empresas pequeñas que tienen un mayor sesgo a la informalidad.
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Gráfico 1.6  
Relación entre tasa de informalidad y PBI per cápita
 

Nota: El gráfico presenta la relación entre el PIB per cápita, PPA ($ a precios internacionales actuales) y la tasa de informalidad laboral 
registrada por la OIT. Se considera informales a trabajadores por cuenta propia empleados en sus propias empresas del sector informal; 
aquellos que se dedican a la producción de bienes exclusivamente para el uso final de su hogar (por ejemplo, la agricultura de subsistencia 
o la construcción de viviendas por cuenta propia), si están cubiertos; los trabajadores familiares auxiliares, independientemente de que 
trabajen en empresas del sector formal o informal; asalariados con empleos informales, ya sean empleados por empresas del sector formal, 
por empresas del sector informal o como trabajadores domésticos remunerados por hogares. Se considera que los asalariados tienen 
empleos informales si su relación a la ocupación no está sujeta, en la ley o en la práctica, a la legislación laboral nacional, al impuesto 
sobre la renta, a la protección social o al derecho a determinadas prestaciones por la ocupación (vacaciones anuales o por enfermedad 
remuneradas, etc.). Los valores presentados en el gráfico para cada país corresponden al dato más reciente que existe para la informalidad. 
La línea que se presenta surge de los valores predichos de una regresión en la cual la variable dependiente es la tasa de informalidad y la 
independiente, el logaritmo del PBI per cápita.
Fuentes: OIT (2024) y Banco Mundial (2024b).

La alta proporción de autoempleados, que en la región alcanza el 40 % de los ocupados, explica en 
buena medida la informalidad laboral. Pero esta también se manifiesta bajo la condición de asalariado, 
especialmente en microempresas. En efecto, en América Latina, 1 de cada 4 asalariados informales 
está en empresas de 10 trabajadores o más, mientras que 8 de cada 100 están en empresas de, al 
menos, 100 trabajadores (Álvarez et al., 2018). También suele ser más intensa en sectores como la 
agricultura, donde alcanza el 80 % de los asalariados, pero, incluso, en sectores como manufacturas, el 
35 % de los asalariados son informales.

El nivel de informalidad también varía en función de las características de los trabajadores, siendo 
particularmente alta entre los jóvenes, los de menor educación y los de bajos ingresos. Los asalariados 
con educación secundaria incompleta son el 59 % en promedio en la región, y en casi la mitad de los 
países analizados (7 de 16) supera el 75 %. La informalidad, en el quintil de menores ingresos, alcanza 
el 86 % del empleo asalariado. 
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Es claro que la informalidad es un lastre para la productividad, ya que implica una 
mala distribución de la fuerza de trabajo que reduce la productividad agregada 
de la economía. De hecho, existen diferencias importantes entre los salarios 
promedio de los trabajadores en puestos formales e informales (entre 15 % y 
30 %), independientemente de su educación, edad o género. Estas diferencias 
son indicativas, en parte, de brechas de productividad entre puestos formales e 
informales. El movimiento de estos trabajadores hacia empresas formales y más 
eficientes traería importantes ganancias de productividad. 

La brecha salarial entre trabajadores formales e informales, combinado con el 
gradiente socioeconómico del empleo informal, determina que la informalidad en 
la región sea una causa estructural de la desigualdad salarial. Un estudio reciente 
encuentra que el 34 % de la brecha de desigualdad en la parte baja de la distribución 
de la región con respecto a EE. UU. se explica por una mayor concentración de 
trabajadores en las categorías con peores ingresos relativos y productividad: 
cuentapropismo y empleo en microestablecimientos (Eslava et al., 2021).

“Latinoamérica combina bajos niveles de ingreso per cápita 
con una altísima desigualdad (...). Esos dos problemas no están 
desconectados; son manifestaciones de unas mismas características 
de base que tiene América Latina. (...) tenemos una amplísima masa 
de la población que no logra involucrarse en las actividades más 
productivas, es decir, en las actividades donde más ingreso podrían 
generar para ellos y sus familias y, donde al mismo tiempo, más 
podrían contribuir a la economía”.
Con base en entrevista a Marcela Eslava

La informalidad también atenta contra la formación de habilidades. Por 
una parte, porque los bajos retornos a la educación bajo la condición de 
informalidad desincentivan la inversión en educación y, por otra, porque 
una vez en el mercado laboral, las personas acumulan más habilidades en 
un empleo formal que en uno informal. En efecto, los asalariados reportan 
con mayor frecuencia que los autoempleados muestran un aumento en sus 
habilidades para el trabajo durante su empleo, tanto emocionales como 
técnicas (Berniell et al., 2016). Asimismo, los asalariados formales tienen una 
mayor participación en actividades formativas en su empleo.

La informalidad laboral es, también, la principal barrera para aumentar la 
cobertura y la sostenibilidad financiera de los sistemas de protección social 
contributivos. Con base en datos administrativos de seguridad social en la 
región, se encuentra que, en promedio, un trabajador hace contribuciones 
a la seguridad social de un 35 % del tiempo que dura su trayectoria laboral 
en Argentina, 51 % en Brasil, 47 % en Ecuador y 50 % en Uruguay (Álvarez 
et al., 2020). Debido a que las leyes requieren de un número mínimo de 
contribuciones para acceder a una pensión, una parte importante de la 
fuerza laboral no tendrá acceso a ella en el momento de la jubilación. Por 
otra parte, la alta informalidad reduce los fondos para financiar los esquemas 
contributivos. De hecho, si se redujera a la mitad la informalidad, los ingresos 
de los sistemas de pensiones contributivas aumentarán entre un 14 % 
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(Uruguay) y un 57 % (Ecuador), con un valor promedio de casi 40 % entre los 
países analizados5. Más, en general, la informalidad reduce las capacidades 
de recaudación y, por ende, atenta contra el financiamiento del gasto público. 

“El uso de los instrumentos no contributivos es sumamente 
importante porque la informalidad hace que muchos de los 
beneficios que son parte del sistema de la seguridad social  
no lleguen a la población pobre”.
Con base en entrevista a Nora Lustig

 
Finalmente, la informalidad también introduce desafíos para las políticas 
ambientales. Ver recuadro 1.2.

Recuadro 1.2  
Otro desafío para la transición energética: la informalidad productiva

Por su naturaleza, las empresas informales están al margen de los marcos regulatorios 
que penalizan las emisiones de CO2. Más aún, la existencia de regulaciones ambientales 
puede favorecer el crecimiento del sector informal, con todas las implicaciones 
productivas que ello tiene.

En este sentido, Abid et al. (2023) estudian el impacto de los impuestos al carbono en 
25 economías de África subsahariana. El artículo muestra que la regulación ambiental 
incrementa la huella de carbono de la economía al fomentar la informalidad y argumenta 
que los impuestos al carbono tradicionales no serían apropiados para economías con alta 
informalidad, pues incentivan a las firmas formales a mover parte de sus actividades a 
la informalidad. Este fenómeno no solo afecta las emisiones de carbono, sino que puede 
tener un impacto considerable en la emisión de contaminantes del agua y el aire. 

Bali Swain et al. (2020) muestran que, en países en desarrollo, el sector informal tiene un 
impacto significativo en la contaminación local, tanto del aire como del agua, explicado 
principalmente por la falta de control sobre sus prácticas. Bali Swain et al. (2020), 
Brännlund et al. (2017) y Gani (2012) muestran que las reducciones en la corrupción, que 
implican mejoras en la eficiencia del control ambiental, pueden tener efectos positivos 
relevantes en la calidad ambiental y esto es especialmente importante para países con 
una gran economía informal.

La política productiva y ambiental de la región deberá, entonces, internalizar en su diseño 
la propensión hacia la informalidad que tienen las empresas. El mejoramiento de las 
capacidades estatales de fiscalización es un ingrediente indispensable del abanico de 
políticas para la transición energética.

5	 Los países considerados son Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, México, Paraguay, 
Perú y Uruguay.
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Brechas de infraestructura
La brecha de infraestructura económica es uno de los mayores condicionantes de 
la actividad productiva en la región. Las redes de transporte en todos sus modos, 
de infraestructura energética y de redes de comunicaciones son componentes 
centrales de la producción puesto que permiten el acceso a insumos y a 
mercados. La región muestra un rezago importante en estos tres componentes 
como consecuencia de un bajo nivel de inversión a lo largo del tiempo y de la baja 
eficiencia de las inversiones. 

“Infraestructura para mayor conectividad y mayor integración entre 
nuestros países: esa es la prioridad y la gran apuesta de los próximos 
cincuenta años. Si no hacemos eso, América Latina nunca va a poder 
superar realmente sus problemas de desarrollo”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

 
En el transporte terrestre, este rezago se manifiesta por la menor disponibilidad de 
infraestructura vial. Por ejemplo, en promedio, para 11 países de América Latina, 
la cobertura vial medida en km pavimentados por cada 100.000 habitantes es de 
200, mientras que este indicador para los países de la OCDE alcanza los 1.400. 
Esta baja disponibilidad, junto con la mala calidad de la infraestructura existente, 
resulta en congestión, siniestros viales y tiempos de viaje elevados e inciertos. 
Los índices de conectividad aérea y marítima, que responden a la disponibilidad, 
frecuencia e importancia de las terminales con que están conectados los países 
en cada modo, muestran también rezagos importantes con respecto a economías 
desarrolladas (Sanguinetti et al., 2021; AC&A et al., 2020).

Las brechas en infraestructura de transporte y energía se hacen manifiestas 
también en la operación cotidiana de las empresas. En este sentido, los datos de 
encuestas revelan una alta incidencia de empresas que identifican el transporte y 
la electricidad como una limitación importante o muy severa para sus operaciones 
(WBES, 2024). En el transporte, para el promedio de países de América Latina, 
la incidencia de esta barrera alcanza el 23 %, muy superior al valor promedio de 
OCDE (14 %, excluyendo a países de América Latina). La electricidad se identifica 
como barrera también en un orden muy superior al observado en OCDE, tanto 
para América Latina como para el Caribe (34 y 36 %, respectivamente).
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Gráfico 1.7  
Porcentaje de empresas que identifican como una limitación importante  
o muy severa al transporte y la electricidad

A. Transporte

Nota: Elaborado con base en Enterprise Surveys. El agregado regional responde al promedio simple de los 
porcentajes a nivel país.
Fuente: WBES (2024).
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Una manera de aproximar el rezago en infraestructura de telecomunicaciones es 
por la velocidad de los servicios de internet a los que se puede acceder en cada 
economía. El gráfico 1.8 muestra información sobre velocidad máxima de acceso  
a internet para las regiones dentro de los países de la región, proveniente de 
datos abiertos de pruebas de conexión. Para cada país, el Gráfico muestra la 
velocidad máxima de descarga registrada en las provincias o estados (el primer 
nivel de división administrativa del país) más rápido, mediano y, por último, la 
velocidad máxima registrada en el estado o provincia con acceso más lento6.

Gráfico 1.8  
Velocidad máxima de descarga del servicio de internet en conexiones fijas según 
estado o provincia

Nota: La base de datos a nivel de consultas es agregada a nivel departamental tomando el máximo valor 
de velocidad reportado en esa área. Esto permite aproximar la infraestructura de internet disponible en cada 
departamento. Luego se vuelven a agregar los datos a nivel provincial o estatal, utilizando también el valor 
máximo de velocidad de los departamentos. En los países sin una división administrativa a nivel estatal, así 
como en aquellos donde no se dispone de información con mayor desagregación geográfica que la estatal o 
provincial, se omite este último paso. Con esta base final, se procede a reportar el valor mínimo, la mediana y el 
valor máximo dentro de cada país.
Fuente: Elaboración propia con base en Ookla (2024); Buccari y Fajardo (2024).

6	 El foco está en la velocidad máxima para dar cuenta de la disponibilidad de 
infraestructura de comunicaciones, en lugar de promedios que reflejan también desafíos 
de asequibilidad.
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Estos datos revelan importantes brechas de infraestructura de conectividad. 
La mediana de velocidad de descargas en países de altos ingresos supera 
los 90 MBPS, por encima de la máxima velocidad a la que pueden acceder, 
incluso, los estados de mejor conectividad para la gran mayoría de los países 
de la región. Algunos países, como Cuba, Haití y Surinam, muestran brechas 
notables: la máxima velocidad a la que se puede acceder en los estados con 
mejor conectividad en estos países es apenas la sexta parte respecto al de mejor 
desempeño, Brasil (129 MBPS). Adicionalmente, todos los países muestran 
brechas internas significativas. Por ejemplo, en 21 de los 24 países mostrados, 
la mejor conexión disponible en los estados más lentos es similar o inferior a la 
mejor velocidad registrada en Haití (26 MBPS). 

Las brechas de infraestructura en la región también alcanzan, y de manera 
particularmente acuciante, a la infraestructura de agua segura y saneamiento, 
como muestra el gráfico 1.9. América del Sur y Central evidencian avances 
significativos en las últimas dos décadas, alcanzando, por ejemplo, una cobertura 
en acceso a agua segura casi universal en áreas urbanas y superior al 90 % en los 
hogares rurales. El Caribe se muestra rezagado. Por ejemplo, cerca de la mitad de 
los hogares urbanos no tienen infraestructura de saneamiento adecuada. 
En cuanto al acceso a electricidad por parte de los hogares, también se observan 
importantes avances y desafíos. En los últimos 20 años, la fracción de hogares 
conectados creció en 10 puntos porcentuales; no obstante, en al menos seis 
países de la región, todavía más del 10 % de los hogares rurales no tiene 
conexión al sistema eléctrico (Allub et al., 2024). 

Gráfico 1.9  
Acceso a servicios de agua y saneamiento 

A. Zona urbana
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B. Zona rural

Nota: Las variables utilizadas son la proporción de la población que utiliza servicios de agua potable gestionados de forma segura (agua 
potable procedente de una fuente de agua mejorada que se encuentra en las instalaciones) y la proporción de la población que utiliza 
servicios de saneamiento gestionados de forma segura (uso de instalaciones mejoradas que no se comparten con otros hogares y en las 
que los excrementos se eliminan de forma segura in situ o se transportan y tratan fuera del lugar). El color azul claro representa el valor 
en el año 2000, mientras que el color azul oscuro, el valor correspondiente al último año disponible. El último año varía entre países de 
acuerdo con la disponibilidad de datos. La línea vertical representa el promedio ponderado por población para OCDE de ingresos altos 
no ALyC en el año 2022.
Fuente: Naciones Unidas (2024). 
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La infraestructura económica brinda el soporte para el flujo de bienes físicos, 
energía e información, es decir, de virtualmente la totalidad de los intercambios 
económicos y, por ende, resulta clave para el crecimiento económico. 

La infraestructura de transporte afecta la facilidad con que las empresas acceden 
a los mercados, tanto para proveerse de insumos como para posicionar sus 
productos frente a sus competidores y consumidores finales. En este sentido, la 
región muestra brechas de cantidad y calidad, particularmente en la infraestructura 
terrestre, que pueden estar actuando como limitantes para la profundización de las 
cadenas regionales de valor. Siendo deficiente, aumenta los costos de distribución 
local e internacional, erosionando su competitividad. A su vez, limita los procesos 
de crecimiento y productividad asociados a la especialización productiva e 
integración comercial. 
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0 % 20 % 40 % 60 % 80 % 100 % 0 % 20 % 40 % 60 % 80 % 100 %
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Por su parte, la energía es un insumo crítico en la producción y es transversal 
a todos los sectores económicos. Una infraestructura energética deficiente, 
particularmente la eléctrica, resulta en inestabilidad del suministro, lo que puede 
ocasionar daños en los equipamientos productivos y pérdidas de mercancía. 
Esto, a su vez, somete a las empresas a inversiones y erogaciones costosas 
para mitigar los riesgos, por ejemplo, en capacidad de generación eléctrica 
propia y almacenamiento de combustibles. La importancia del sector eléctrico es 
creciente de cara a los objetivos de descarbonización de las economías debido 
al incremento esperado en el consumo. Además, la integración de capacidad 
de generación de fuentes no convencionales, que se caracterizan por ser más 
atomizadas, dispersas e intermitentes, requerirá de inversiones sustanciales en 
redes de transmisión (Allub et al., 2024).

La infraestructura de telecomunicaciones determina la facilidad con que las 
empresas se vinculan con sus clientes, proveedores y, de modo cada vez más 
relevante, con sus empleados. Los servicios digitales a los que da soporte esta 
infraestructura representan una porción creciente del valor de los bienes  
y servicios comercializados. Cerrar las brechas en conectividad será, entonces, 
esencial para la integración productiva de la región.

Por último, la infraestructura de agua y saneamiento es un determinante clave 
del bienestar de los hogares. Favorecer el acceso al agua segura y al tratamiento 
adecuado de los efluentes reduce la incidencia de enfermedades, con impactos 
perdurables en la acumulación de capital humano (capítulo 3). La falta de energía 
limpia también supone daños en la salud del hogar. 

“El déficit de infraestructura que tenemos (...) va a requerir mucha 
inversión privada y muchas estructuras de inversión en la que 
van a tener que participar no sólo los privados, sino también las 
entidades multilaterales”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre

Crimen 
El crimen es un flagelo con costos económicos y sociales muy relevantes. 
A pesar de la falta de datos confiables que suelen estar muy presentes en la 
medición de este fenómeno, la información disponible señala la magnitud del 
problema en la región. Con importantes diferencias entre países, la región 
presenta altos niveles de homicidios intencionales, de actos violentos, y de 
corrupción y soborno.
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Gráfico 1.10 
Tasa de homicidios según región
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Entre  las estadísticas de mejor calidad se encuentra la tasa de homicidios 
intencionales. Para el año 2000, según los datos de la Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), la tasa de homicidios intencionales 
en América Latina y el Caribe fue de 21,66 por cada 100 mil habitantes. Para 
2022, la tasa cayó en apenas 2 homicidios aproximadamente, para alcanzar 
un valor de 19,58 homicidios por cada 100 mil habitantes. Esta medida es 
significativamente mayor que la de los países de Europa, que están por debajo 
de 1 homicidio por cada 100 mil habitantes, pero también está por encima del 
promedio mundial de 5,61 homicidios por cada 100 mil habitantes. 

Por supuesto, existen importantes diferencias entre países. En Honduras, 
Jamaica, Trinidad y Tobago y Bahamas la tasa es notoriamente alta, con más de 
30 víctimas por cada 100 mil habitantes. Por otro lado, en Bolivia, Uruguay, Chile y 
Argentina este indicador está por debajo de 10. 
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“En el Caribe estamos viendo aumentos en el crimen, especialmente 
en la transgresión juvenil. (...) Las estadísticas muestran que (...) 
estamos viendo padres más jóvenes, hogares fracturados, el 
síndrome del padre ausente, jóvenes que se sienten desilusionados  
y se unen a pandillas en busca de un sentido de pertenencia.  
Y tenemos que abordar las causas fundamentales de esto”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

 
El crimen y la violencia imponen altos costos a la sociedad. Hay costos directos, que 
incluyen el gasto público y privado asociado a la prevención y control del delito, el 
gasto del sistema de justicia penal y cárceles, y el valor de los bienes y propiedades 
destruidos por el crimen, así como costos asociados a la pérdida de vidas y otras 
consecuencias sobre la salud física y mental de las víctimas y sus familias. No 
obstante, el efecto del crimen va más allá de estos costos. Ciertamente, el crimen 
afecta la confianza entre los ciudadanos y entre estos y el Estado. También cambia 
la conducta de las personas y empresas. En particular, reduce los incentivos de las 
empresas y de las familias a invertir en capital físico y en educación. Estos costos 
indirectos son significativos, aunque más difíciles de estimar (ver Sanguinetti et al., 
2014 para más detalles conceptuales de los costos del crimen).

“Hay una relación directa entre el crimen y el rendimiento económico. 
Porque si las personas no se sienten seguras para invertir, no lo 
hacen. Las personas no se van a sentir seguras para venir a visitar 
y gastar su dinero. Y así, la economía se paraliza. Nadie se siente 
seguro, nadie se siente protegido, nadie se siente empoderado para 
participar en una sociedad infestada por el crimen”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

Una de las estimaciones más comprensivas y recientes de los costos directos 
es Jaitman et al. (2017). Los autores encuentran un costo directo para 17 países 
de la región de 3,5 % del PIB, estimación que duplica la cifra respecto al mundo 
desarrollado. Las estimaciones varían entre países. Honduras, El Salvador y 
Bahamas están por encima del 4 % del PIB, y Argentina, Perú, Chile, Barbados, 
Uruguay y México, por debajo del 2 %7. 

El crimen y la corrupción son fenómenos complejos y multidimensionales que 
demandan una estrategia de acción integral. El RED 2014 (Sanguinetti et al., 2014) 
presenta un conjunto de acciones clave para reducir el delito con importante foco en 
la prevención. Estas acciones incluyen políticas dirigidas a la familia, los colegios y 
al entorno urbano, pero también a los sistemas de justicia criminal y a las mismas 
capacidades del Estado. Por su parte, el RED 2019 (Fajarado et al., 2019) se enfoca 
en la corrupción y destaca políticas vinculadas con los mecanismos de control interno 
y externo, con los esquemas de selección de burócratas (electos y no electos) y con 
otras instituciones para regular la interacción entre el Estado y el sector privado, 
como las leyes antisoborno y los mecanismos de adjudicación de contratos. 

7	 El resto de los países en el estudio son Jamaica, Brasil, T&T, Costa Rica, Ecuador, 
Paraguay, Colombia y Guatemala, con valores entre 2 y 4 % del PIB.
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Instituciones macroeconómicas

La existencia de mercados financieros robustos y la estabilidad macroeconómica 
son dos condiciones habilitantes clave para el crecimiento económico y la 
inclusión. Los mercados financieros cumplen un rol fundamental para el bienestar 
de las familias dado que, mediante operaciones de ahorro y crédito, estas pueden 
adecuar mejor su consumo en el tiempo. Además, los mercados financieros 
permiten intermediar fondos a proyectos productivos favoreciendo el crecimiento 
económico. La estabilidad macroeconómica, por su parte, es esencial para la 
viabilidad de los proyectos productivos de las empresas y la estabilidad de los 
ingresos para los hogares.

La región ha logrado avances significativos en la profundidad de los mercados 
financieros. En 1980, la relación crédito/PIB en los países de la región alcanzaba 
en promedio 25,6 % y hoy alcanza 44,7 %. No obstante, la brecha en profundidad 
de los mercados respecto a países desarrollados se ha ampliado: la relación 
crédito/PIB de 2023 en la región es significativamente menor al valor de Reino 
Unido (121 %) y EE. UU. (195 %).

El gráfico 1.11 muestra un conjunto más amplio de indicadores del sistema 
financiero en los países de la región (Financial Development Index), en las 
dimensiones de acceso, profundidad y eficiencia en los mercados de crédito 
(identificado como instituciones financieras) y de capitales (identificado como 
mercados financieros). El gráfico deja claro que los países de la región han tenido 
mejoras generalizadas respecto a lo observado en la década de 1980. Tales 
mejoras son especialmente generalizadas en el sector de instituciones financieras 
en las dimensiones de acceso y profundidad. Sin embargo, se aprecian retrocesos 
generalizados en la dimensión de eficiencia. En cuanto al mercado de capitales, se 
observan mejoras en un grupo de países, entre los que se destacan México, Brasil, 
Chile y Colombia. Al comparar el desempeño actual respecto al promedio simple 
de Estados Unidos y Canadá (panel derecho), se observan rezagos significativos y 
generalizados que se muestran más acuciantes para el mercado de capitales.
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Gráfico 1.11  
Índice de desarrollo de los mercados financieros

Fuente: FMI (2024a).

Costa Rica 0,31 0,15 -0,06 -0,04 0,02 -0,05 -0,30 -0,59 -0,13 -0,63 -0,93 -0,84

El Salvador 0,09 0,21 -0,23 -0,07 0,00 -0,08 -0,53 -0,53 -0,29 -0,64 -0,95 -0,87

Guatemala 0,33 -0,04 -0,04 -0,09 -0,01 -0,09 -0,29 -0,77 -0,08 -0,65 -0,97 -0,87

Honduras 0,12 0,01 -0,14 -0,10 0,09 -0,11 -0,49 -0,71 -0,20 -0,65 -0,86 -0,87

México 0,19 0,10 -0,04 0,29 0,25 0,19 -0,42 -0,64 -0,11 -0,24 -0,70 -0,57

Nicaragua -0,05 -0,03 -0,08 -0,13 -0,03 -0,05 -0,65 -0,76 -0,17 -0,66 -0,98 -0,87

Panamá 0,30 0,08 0,08 0,50 0,22 -0,03 -0,29 -0,64 -0,01 -0,02 -0,73 -0,84

Argentina 0,16 0,02 -0,11 0,42 0,03 0,00 -0,46 -0,70 -0,20 -0,13 -0,92 -0,80

Bolivia 0,36 0,22 -0,03 -0,07 -0,03 -0,08 -0,26 -0,50 -0,12 -0,65 -0,98 -0,87

Brasil 0,50 0,35 -0,07 0,33 0,37 0,83 -0,11 -0,37 -0,16 -0,25 -0,57 0,04

Chile 0,22 0,48 0,00 0,34 0,40 0,12 -0,39 -0,24 -0,08 -0,24 -0,54 -0,67

Colombia 0,15 0,18 -0,05 0,45 0,20 0,07 -0,47 -0,56 -0,13 -0,14 -0,75 -0,73

Ecuador 0,08 0,00 -0,20 -0,07 -0,01 -0,05 -0,54 -0,74 -0,26 -0,65 -0,96 -0,84

Paraguay -0,02 -0,04 -0,15 -0,08 -0,01 -0,02 -0,59 -0,76 -0,27 -0,63 -0,96 -0,82

Perú 0,18 0,09 -0,03 0,33 0,16 -0,02 -0,37 -0,62 -0,12 -0,22 -0,78 -0,83

Uruguay 0,21 0,09 0,01 0,05 0,03 -0,08 -0,36 -0,64 -0,12 -0,60 -0,94 -0,87

Venezuela 0,18 0,00 0,18 0,00 0,25 -0,14 -0,42 -0,76 -0,12 -0,66 -0,71 -0,84

Antigua y Barbuda 0,43 0,19 0,06 -0,11 -0,04 -0,07 -0,18 -0,54 -0,02 -0,66 -0,99 -0,87

Aruba 0,48 0,11 -0,60 -0,10 -0,03 -0,07 -0,13 -0,61 -0,68 -0,66 -0,97 -0,87

Bahamas 0,62 0,15 0,02 0,28 0,22 -0,07 0,01 -0,57 -0,06 -0,28 -0,72 -0,87

Barbados 0,13 0,51 0,00 0,28 0,26 -0,05 -0,47 -0,21 -0,09 -0,29 -0,68 -0,85

Belice 0,22 0,07 -0,09 -0,08 -0,04 -0,07 -0,39 -0,66 -0,18 -0,66 -0,98 -0,87

Dominica 0,11 0,12 0,00 -0,08 -0,04 -0,08 -0,51 -0,62 -0,07 -0,66 -0,99 -0,87

República Dominicana 0,10 0,00 -0,14 -0,07 -0,01 -0,08 -0,52 -0,74 -0,21 -0,65 -0,96 -0,87

Granada 0,31 0,18 -0,08 -0,10 0,18 -0,09 -0,31 -0,55 -0,13 -0,66 -0,76 -0,87

Guyana -0,01 -0,05 -0,03 -0,11 -0,01 -0,10 -0,65 -0,78 -0,08 -0,66 -0,96 -0,87

Haití -0,15 -0,11 -0,04 -0,11 -0,04 -0,11 -0,78 -0,83 -0,11 -0,66 -0,99 -0,87

Jamaica 0,00 0,45 -0,12 -0,09 0,34 -0,07 -0,61 -0,26 -0,19 -0,62 -0,60 -0,82

San Cristóbal y Nieves 0,45 -0,07 0,00 -0,08 -0,04 -0,03 -0,08 -0,77 -0,07 -0,66 -0,99 -0,87

Santa Lucía 0,18 0,12 -0,07 0,41 0,02 -0,04 -0,42 -0,56 -0,14 -0,16 -0,92 -0,87

San Vicente y Las Granadas 0,15 0,03 -0,10 -0,03 -0,04 -0,05 -0,46 -0,64 -0,17 -0,66 -0,99 -0,87

Surinam 0,11 -0,05 0,03 -0,03 -0,03 -0,06 -0,49 -0,72 -0,06 -0,66 -0,97 -0,87

Trinidad y Tobago 0,08 0,31 0,04 0,05 0,17 -0,02 -0,50 -0,34 -0,08 -0,57 -0,75 -0,82
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En cuanto a la estabilidad macroeconómica, la región ha experimentado un 
progreso significativo en lograr la estabilidad de precios en las últimas décadas. 
Las décadas de 1970 y 1980 fueron de crisis recurrentes, caracterizadas por 
escaladas de precios aceleradas y una virtual ruptura del sistema de precios. 
Durante la década de 1970, por ejemplo, Argentina alcanzó un pico inflacionario 
cercano a 400 % en 1976, y Chile llegó al 600 % en 1974; posteriormente, se 
registraron picos de 3.000 % en Argentina, en 1989; de 7.500 % en Perú, en 1990, 
y de 2.500 % en Brasil, en 1993.

Gráfico 1.12  
Evolución de la inflación según país
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Nota: El gráfico muestra el logaritmo base 10 de la inflación trimestral anualizada. Para facilitar la exposición, se 
truncó el valor máximo de la serie en 4 y el mínimo en -0,1.
Fuentes: FMI (2024b). Para Argentina se utiliza, hasta el año 2018, la base de índice de precios al consumidor 
proporcionada por Cavallo y Bertolotto (2018), mientras que para los años posteriores se utilizan los datos 
provistos por INDEC (2024).
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En general, los episodios de escalada inflacionaria respondieron a una mecánica 
de dominancia fiscal (Kehoe y Nicolini, 2022; ver Recuadro 1.3). Los logros 
en estabilidad de precios evidenciados en la región responden, en parte, a la 
introducción de reformas legales que acotaron el mandato de los bancos centrales 
en la estabilidad de precios y apuntalaron su autonomía. Trece países de la 
región introdujeron reformas en este sentido entre 1990 y 1996. Con algunas 
excepciones, estas reformas fueron exitosas y resilientes ante episodios de crisis. 
Dos episodios recientes sin precedentes –la crisis financiera global de 2008 y el 
choque asociado a la pandemia de COVID-19 en 2020– muestran que los bancos 
centrales de la región fueron capaces de implementar una política monetaria 
contracíclica para mitigar los impactos de las crisis y fueron, en gran medida, 
exitosos para revertir las expansiones monetarias previas para contener las 
presiones inflacionarias (Jácome y Pienknagura, 2022).

“Cuando la tasa de inflación de Estados Unidos alcanzó el 9 % y 
la Reserva Federal comenzó a subir las tasas de interés rápida 
y marcadamente, la región resistió los aumentos de las tasas de 
interés de manera admirable, la cual es una situación muy diferente a 
la de finales de la década de los 70 y principios de los 80, cuando el 
fuerte aumento de las tasas de interés internacionales condujo a una 
crisis financiera general. Así que eso apunta a la resiliencia”.
Con base en entrevista a Carmen Reinhart

Recuadro 1.3  
Dominancia fiscal y financiera 

La estabilidad de precios de las economías puede verse comprometida ante episodios de 
dominancia fiscal o financiera. 

Los Gobiernos tienen incentivos para ampliar la cobertura o generosidad de sus 
prestaciones y servicios públicos para satisfacer demandas de la ciudadanía. Sin 
embargo, las erogaciones fiscales requieren de fuentes de financiamiento. Ante la falta 
de capacidad de los Gobiernos para acudir a nuevos impuestos o deuda para financiar 
su gasto, los bancos centrales pueden enfrentar presiones para financiarlo a través de 
la emisión monetaria. Esto resulta en una priorización del objetivo fiscal por sobre la 
estabilidad de precios que resulta eventualmente en inflación, fenómeno conocido como 
dominancia fiscal de la política monetaria. 

De modo similar, la dominancia financiera se refiere a priorizar el sostenimiento del 
sistema financiero. Los choques de escala global o los períodos de contracción de la 
economía de carácter local pueden afectar la solvencia de las instituciones financieras, 
particularmente cuando no realizaron una adecuada gestión de los riesgos y se 
encuentran sobreexpuestas. Los bancos centrales pueden mitigar los costos para 
las instituciones afectadas, particularmente cuando perciben riesgos sistémicos. Sin 
embargo, una política monetaria que se percibe laxa y permeable a mitigar los riesgos 
de insolvencia por parte de las instituciones financieras puede generar incentivos a la 
sobreexposición a riesgos y, en consecuencia, conducir a un equilibrio con una expansión 
acelerada del crédito y expectativas de inflación.

Para evitar estas dinámicas que comprometen la estabilidad de precios se requieren 
mecanismos institucionales robustos que preserven la independencia de los bancos 
centrales para tomar decisiones.
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Espacios fiscales comprometidos

Los desequilibrios fiscales representan una importante amenaza a la 
estabilidad macroeconómica. Y en la región se observan niveles elevados 
y crecientes de endeudamiento. En efecto, 13 de los 32 países mostrados 
en el gráfico 1.13 muestran niveles de deuda pública superiores al 70 % 
respecto del producto. Las condiciones de acceso al financiamiento son 
costosas y dispares para los países: la tasa implícita en los servicios 
de deuda promedia el 3,6 %, 4 % y 5,3 % en las subregiones Caribe, 
Sudamérica, y Centroamérica y México, respectivamente, mientras 
que superan el 5 % en ocho países de la región en su conjunto. En 
consecuencia, la carga de la deuda representa niveles elevados tanto 
para el producto como para los ingresos fiscales. Del lado de los ingresos 
fiscales, un grupo de países –Guatemala, Brasil, Barbados, Belice, 
Guyana, Haití y San Cristóbal y Nieves– presenta ingresos superiores 
al 30 % del PIB, similares al promedio de OCDE (33 %) (FMI, 2024c) 
contrastando con su rezago en niveles de desarrollo, lo que sugiere poco 
espacio para relajar la restricción fiscal del lado de los ingresos.

El análisis del contexto macroeconómico de la región muestra que, aunque se 
han logrado avances significativos, persisten desafíos estructurales que deben 
abordarse integralmente. El deterioro fiscal observado en varios países, en parte 
derivado de las políticas de respuesta al COVID-19, representa una amenaza real 
para la institucionalidad que ha permitido alcanzar cierta estabilidad. 

“Los problemas fiscales se han agudizado mucho desde el 
COVID-19 porque el colapso de la producción que vimos a nivel 
mundial, el desplazamiento de los mercados laborales, significó 
el colapso de los ingresos, significó más gastos gubernamentales 
para apoyar la economía”.
Con base en entrevista a Carmen Reinhart

El contexto actual demanda que los países de la región emprendan procesos de 
consolidación fiscal para enfrentar nuevos desafíos en política pública. La creciente 
presión para atender temas sociales, ambientales y de desarrollo económico solo 
podrá abordarse con recursos fiscales bien administrados. Esto implica reducir 
déficits y controlar la deuda pública, mejorar los ingresos fiscales en los países 
donde hay brechas en comparación con economías desarrolladas, así como mejorar 
la eficiencia en el gasto público, de modo que los Gobiernos puedan responder 
a necesidades emergentes sin poner en riesgo la estabilidad económica general. 

Finalmente, avanzar en la profundización de los mercados financieros puede ofrecer 
una vía complementaria para estimular el crecimiento y la resiliencia económica. 
A medida que se cierran las brechas en el desarrollo financiero bajo entornos 
regulatorios sólidos, la región podría canalizar mejor los recursos internos y externos 
para actividades productivas. Un sistema financiero eficiente e inclusivo, que facilite 
el acceso al crédito y a los mercados de capitales, puede impulsar el crecimiento 
y permitir una participación más amplia y equitativa en sus beneficios.
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Gráfico 1.13 
Tablero fiscal

El Salvador ACE 75,05 25,77 2,15 -2,44 -3,97 17,82 6,1

Belice ACE 64,14 21,84 0,90 -0,75 -5,21 7,55 2,6

Costa Rica ACE 63,85 16,59 2,10 -2,84 -5,53 29,76 7,7

México ACE 56,03 24,20 1,03 -4,33 -3,22 22,13 9,6

Panamá ACE 54,89 17,35 -2,21 -3,93 -3,86 9,93 3,1

Honduras ACE 49,09 25,47 3,86 1,65 -1,35 8,67 4,5

Nicaragua ACE 43,94 29,28 2,11 0,85 -1,34 4,33 2,9

Guatemala ACE 29,59 12,66 -0,04 -1,71 -2,01 13,17 5,6

Venezuela ASU 157,81 5,96 -5,85 -6,02 0,00 2,98 0,1

Surinam ASU 120,08 27,78 1,07 -3,13 -7,13 15,11 3,5

Brasil ASU 85,33 43,28 4,96 -3,10 -6,12 18,64 9,5

Argentina ASU 84,68 33,43 -1,80 -3,85 -4,99 6,11 2,4

Bolivia ASU 80,01 28,38 -5,50 -7,12 -7,13 5,72 2,0

Uruguay ASU 61,00 27,24 -0,52 -2,52 -2,64 7,36 3,3

Colombia ASU 60,35 27,86 -1,92 -6,20 -4,29 15,37 7,1

Ecuador ASU 57,30 39,39 1,70 0,05 -5,26 4,19 2,9

Paraguay ASU 40,76 19,86 -1,95 -3,77 -2,54 9,17 4,5

Chile ASU 37,98 28,13 2,37 1,36 -2,78 3,57 2,6

Perú ASU 31,49 22,05 0,03 -1,40 -2,37 6,51 4,6

Guyana ASU 26,05 15,37 -4,88 -5,18 -4,32 1,92 1,1

Barbados CAR 122,51 29,67 2,55 -2,05 -4,29 15,50 3,75

Dominica CAR 98,53 43,15 -0,37 -3,86 -7,92 8,09 3,54

Bahamas CAR 88,85 21,09 -1,34 -5,80 -5,16 21,15 5,02

Jamaica CAR 87,96 30,08 5,78 0,28 0,03 18,29 6,25

San Vicente y Las Granadas CAR 87,93 27,61 -7,01 -9,39 0,00 8,62 2,71

Antigua y Barbuda CAR 86,24 20,16 -1,15 -3,73 -7,96 12,77 2,98

Santa Lucía CAR 85,27 21,82 1,47 -1,45 -9,05 13,41 3,43

Granada CAR 63,57 33,16 2,57 0,94 0,10 4,93 2,57

San Cristóbal y Nieves CAR 61,13 51,96 -2,01 -3,25 7,55 2,39 2,03

República Dominicana CAR 59,55 15,27 -0,40 -3,25 -3,39 18,66 4,78

Trinidad y Tobago CAR 50,96 27,79 2,74 0,33 -6,09 8,68 4,73

Haití CAR 25,01 6,24 -1,75 -2,05 -1,81 4,87 1,22
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Fuentes: FMI (2024c, 2024d).
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Riqueza en recursos naturales
América Latina y el Caribe es una región exuberante. Con tan solo 8 % de la 
población global, posee el 16 % del territorio, el 15 % de la tierra agrícola, el 
23 % de la cobertura de bosques, el 34 % de la cobertura primaria de bosques, el 
31 % de las áreas pesqueras y el 32 % de las fuentes de agua potable. En lo que 
respecta a energía, posee el 19 % de las reservas de petróleo y casi el 12 % de la 
oferta global de energía de fuentes renovables, con un potencial muy importante 
en generación solar y eólica. También es rica en minerales, incluyendo aquellos 
críticos para la transición verde. Por ejemplo, el 47 % de las reservas de litio; el 
36 % de las de cobre y el 34,5 % de las de plata, por citar algunas. También es una 
región sumamente biodiversa, contando con 6 de los 17 países definidos como 
megadiversos (Venezuela, Brasil, Colombia, Ecuador, México y Perú)8.

Tabla 1.1 
Dotación física y recursos naturales de América Latina

Porcentaje de reservas globales Porcentaje de la producción global
Minerales

Litio 47 % 36,7 %
Cobre 36,6 % 37,1 %
Molibdeno 35 % 36,5 %
Plata 34,5 % 50,8 %
Grafito 23,8 %
Estaño 20,6 % 20,7 %
Hierro 18,8 % 18,2 %
Tierras raras 16,7 %
Níquel 15,7 %
Zinc 13,9 % 20,9 %
Plomo 13,9 %
Oro 13 %
Bauxita y aluminio 9,8 %
Fuentes de energía
Aceite 19 % 8,7 %
Gas natural (solo 
convencionales) 4,3 % 4,5 %

8	 Vale destacar que la riqueza natural suele estar concentrada dentro de la región en 
países específicos. Por ejemplo, los recursos de litio se concentran fuertemente en 
Chile, Argentina y Bolivia; los recursos fósiles en Venezuela, Ecuador, y Trinidad y 
Tobago; y los bosques primarios en Brasil, Colombia, Perú y Bolivia.
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Porcentaje de reservas globales Porcentaje de la producción global
Tierra y suelo
Tierra 16 %
Tierra agrícola 15 %
Tierra cultivable 11 %
Tierra bajo civilización 11 %
Producción de cultivos 19 %
Ganado de gallinas 15 %
Ganado de ganado vacuno 28 %
Ganado de cerdos 10 %
Producción de alimentos 18 %
Bosques
Cobertura forestal 23 %
Cobertura forestal primaria 34 %
Carbono de la biomasa 
forestal 36 %

Producción de madera 
aserrada 12 %

Producción de papel para 
impresión y escritura 4 %

Biodiversidad

Megadiversidad

6 de los 17 países megadiversos del 
mundo (República Bolivariana de 

Venezuela, Brasil, Colombia, Ecuador, 
México y Perú).

Ecorregiones terrestres 24 %
Ecorregiones marinas 18 %

Capacidad de los 
ecosistemas

40 % de la capacidad de los 
ecosistemas para producir bienes 

naturales y asimilar los subproductos 
de su consumo, lo que otorga a los 
habitantes de la región una ventaja 

comparativa en recursos naturales tres 
veces superior al promedio mundial.

Océanos
Área de pesca 31 %

Aguas territoriales
El 22 % de la superficie de las  

aguas territoriales está protegida  
(8 % en el mundo).

Producción pesquera 7 %
Agua
Recursos de agua dulce 
renovable 32 %
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Porcentaje de reservas globales Porcentaje de la producción global
Hogares con servicios de 
agua potable gestionados 
de forma segura

75,4 %

Hogares con servicios de 
saneamiento gestionados 
de forma segura

34,0 %

Valor añadido por metro 
cúbico de agua extraída

USD 12 de valor añadido por metro 
cúbico de agua extraída  

(indicador 6.4.1 de los ODS)  
(USD 19 a nivel mundial).

Sitios importantes para la 
biodiversidad de agua dulce 
que están protegidos

45 % (40 % en el mundo).

Fuente: CEPAL (2023b).

 
Este capital natural ha sido y seguirá siendo una significativa fuente de riquezas. 
Por ello, no es de extrañar la importancia de las actividades económicas de 
producción y extracción vinculadas a los recursos naturales. Los sectores 
extractivos, agricultura y de provisión de electricidad, agua y gas, representan más 
del 10 % del PIB regional, muy por encima del valor para los países de la Unión 
Europea y Estados Unidos. Es interesante que, en países desarrollados como 
Australia, Canadá y Noruega, la contribución de estos sectores a la economía sea 
destacada, al igual que en la región. Esto demuestra que una estructura económica 
con elevada participación de sectores basados en el capital natural no es 
incompatible con un alto desarrollo económico y social. La región puede, entonces, 
apalancar su desarrollo en el importante acervo de capital natural que posee.

“El gran punto de contacto entre la agenda de desarrollo económico, 
la desigualdad social y la protección del medio ambiente es 
justamente hoy en día encontrar caminos para usar mejor los 
recursos naturales, internalizando que necesitamos tener en cuenta 
los costos de nuestras decisiones como sociedad”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção
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Gráfico 1.14 
Importancia de sectores económicos asociados a dotación natural

 

Nota: Se representa la participación de cada sector en el total del valor agregado del país o región. En el caso 
de las regiones, los valores representan las participaciones considerando la suma de valor agregado (total y 
sectorial) entre los países que componen a cada una de ellas. El sector de “agricultura” incluye agricultura, 
silvicultura y pesca. El sector de “electricidad, gas y agua” incluye suministro de electricidad, gas, vapor y aire 
acondicionado, y suministro de agua, alcantarillado, gestión de residuos y actividades de remediación. Final-
mente, el sector “extractivo” incluye minería y explotación de canteras. Los valores corresponden al promedio 
de los últimos cinco años disponibles. 
Fuente: AIE (2023b).  

 
 
La impronta de los recursos naturales también se manifiesta en otras variables: 
por ejemplo, en los ingresos fiscales. En el caso de la extracción de hidrocarburos, 
supera el 4 % del PIB en países como Ecuador, Guyana, Trinidad y Tobago, y 
Bolivia. Por su parte, los ingresos fiscales asociados a minerales representan 
3 % y 1,5 % del PIB en Chile y Perú, respectivamente. Los recursos fósiles 
representan, adicionalmente, una importante fuente de divisas. En Colombia, 
Bolivia, Trinidad y Tobago, y Ecuador, esas exportaciones superan el 20 % de las 
ventas totales al exterior de los bienes y servicios.
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Un futuro de  
oportunidades y desafíos

Tres transiciones condicionarán de manera significativa el desarrollo de América 
Latina y el Caribe en las próximas décadas: la demográfica, la verde y la digital. 
Junto con estas transiciones, factores geopolíticos recientes como la guerra 
comercial entre Estados Unidos y China, o los conflictos armados globales, 
pueden reconfigurar las cadenas globales de valor con implicaciones para la 
región (Estevadeordal et al., 2024). 

La transición demográfica: una población que envejece 
aceleradamente
América Latina y el Caribe todavía muestra una población relativamente joven. 
Para 2024, la fracción de adultos mayores de 65 años es, en promedio, 9,76 % en 
América Latina y un poco más de 11 % en los países del Caribe. En contraste, en 
los países de la OCDE se encuentra alrededor del 21 %.

Gráfico 1.15 
Proporción de la población envejecida, actual y futura, por países
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Fuente: WPP (2024).

No obstante, en las próximas décadas, la región va a sufrir un rápido e inexorable 
proceso de envejecimiento. Para 2050, los mayores de 65 años serán el 19 % de 
la población en América Latina y el 18 % en el Caribe. Vale destacar que mientras 
a países como Francia y Suecia les tomó 115 años y 85 años, respectivamente, 
en experimentar un aumento de su población mayor de 65 años, del 7 % al 14 % 
(Aranco et al., 2018); este fenómeno ocurrirá en la región en apenas 30 años.

Durante el proceso de transición demográfica, la tasa de dependencia9 suele 
seguir un comportamiento en forma de U, donde la fase decreciente se identifica 
con el primer bono demográfico10. En promedio, la región ya alcanzó su mínima 
tasa de dependencia, en otras palabras, ya pasó su primer bono demográfico. Sin 
embargo, países como Bolivia y Paraguay todavía experimentarán algunos años 
adicionales con una tasa de dependencia decreciente.

9	 Este indicador se construye como el cociente entre la fracción de personas mayores 
de 65 y menores de 15 años, y la fracción de personas entre 15 y 65 años. Refleja 
inversamente la importancia relativa de la fuerza laboral.

10	 Este bono demográfico se entiende como el potencial crecimiento del consumo per 
cápita originado en el cambio de la estructura de edades de la población, dada la 
productividad del trabajo.

D. Proporción de la población con 80 años o más en el Caribe
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Gráfico 1.16 
Evolución pasada y proyecciones futuras sobre la tasa de dependencia

Fuente: WPP (2024).

La dinámica de la estructura de edades de la población y de la tasa de 
dependencia responde a la esperanza de vida y a la tasa de fecundidad11.  
Ambos factores se han movido en la misma dirección del mundo desarrollado. 
En 1950, la esperanza de vida al nacer para un ciudadano latinoamericano 
era de apenas 50 años, y para una persona nacida en los países de la OCDE 
era de hasta 65 años. Hoy, los números son 76 y 81, respectivamente. En los 
últimos 70 años, la esperanza de vida ha crecido en más de 25 años para los 
latinoamericanos y caribeños. Se espera que estos valores se mantengan al alza 
hacia finales de siglo, alcanzando 87 años para los latinoamericanos, muy cerca 
de los 91 años de los ciudadanos de la OCDE. Por otra parte, en este período, 
la fertilidad ha caído notablemente. Entre 1950 y 2024, la tasa de fecundidad 
de América Latina pasó de más de seis a alrededor de dos hijos nacidos vivos 
por mujer en edad fértil. Hacia finales de siglo, se espera que siga cayendo y 
convergiendo a los niveles de la OCDE, en torno a los 1,7 nacimientos por mujer, 
valor por debajo de la fecundidad de reemplazo poblacional.

11	 La migración es un tercer fenómeno que puede cambiar la estructura de edades de 
la población, dado que los migrantes suelen ser, en mayor proporción, personas en 
edad de trabajar. La capacidad de la migración de afectar la estructura de edades 
depende de qué tan importante sea el flujo migratorio como proporción de la población. 
En esta métrica, destacan países como El Salvador, Uruguay, Paraguay y Venezuela. 
Los datos presentados en los gráficos de proporción de adultos mayores y de tasa de 
dependencia incorporan los efectos de las migraciones esperadas. Las migraciones 
juegan un rol cuantitativamente moderado en el fenómeno de envejecimiento acelerado 
destacado en este apartado (ver Álvarez et al.,. 2020).
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La transición verde: cambio climático y la creciente 
preocupación por la sostenibilidad ambiental

En los últimos 70 años, las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) se 
han multiplicado por más de 6. Su mayor concentración en la atmósfera ha llevado 
la temperatura global del planeta a más de un grado centígrado por encima de la 
temperatura de la era preindustrial. Los efectos de este calentamiento global son 
evidentes, con un incremento en la frecuencia e intensidad de eventos climáticos 
extremos (ver capítulo 4). 

“Hemos visto cómo el cambio climático ha causado estragos  
en todo el mundo, pero especialmente en los pequeños Estados 
insulares en desarrollo. Los huracanes que experimentamos son  
más grandes, más feroces y causan más daño de lo que podríamos 
llegar a comprender”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

La sostenibilidad del planeta demanda un cambio radical en el modelo de 
producción. Ese cambio debe traducirse en una considerable reducción 
de las emisiones de GEI y en una mayor protección del capital natural. 
Afortunadamente, parece existir un importante consenso global en torno a esta 
necesidad (ver capítulo 4). 

Frente al cambio climático, este compromiso exige, a largo plazo, una reducción 
drástica del uso de combustibles fósiles a nivel mundial y su sustitución por 
fuentes de energía limpias como la solar, la eólica y el hidrógeno verde. En efecto, 
para 2022, el carbón, el petróleo y el gas representaban el 80 % de los insumos 
energéticos. Bajo el escenario de cero emisiones netas (CEN) de la AIE, esa 
contribución caerá al 17 % para 2050. Por su parte, las fuentes solar y eólica, que 
para 2022 representaban alrededor del 2 %, pasarán a representar el 42 % de la 
oferta energética para 2050 bajo ese mismo escenario.
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Gráfico 1.17 
Oferta energética global

Nota: El escenario de políticas actuales muestra la trayectoria que dichas políticas implican. El escenario de 
compromisos anunciados asume que todos los objetivos declarados por los Gobiernos se cumplen por completo 
y en los plazos previstos, incluyendo sus objetivos de acceso a la energía y de cero emisiones a largo plazo. El 
escenario de cero emisiones netas en 2050 traza el camino a seguir para lograr la estabilización del aumento 
de la temperatura mundial en 1,5°C y el acceso universal a la electricidad y a sistemas modernos de energía 
para 2030. Las etiquetas señalan la participación con relación al total en el año de cambio de década. Otras 
incluyen energía termosolar de concentración, energía geotérmica, energía marina, hidrógeno y amoníaco.
Fuente: Elaboración propia con base en AIE (2021, 2023c).

Esta transformación energética también tiene asociada una creciente demanda 
de ciertos minerales que son esenciales para las tecnologías de energía limpia. 
En efecto, bajo el escenario CEN, se estima que la demanda de litio será más de 
10 veces mayor a la actual para 2050. La demanda de los otros minerales también 
crecerá notablemente: la de cobalto se multiplicará por tres, la de níquel, por más 
de dos, y la de cobre, por más de 1,5.
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Gráfico 1.18 
Demanda de minerales críticos en el escenario de cero emisiones netas

Fuente: Elaboración propia con base en AIE (2023a).

La transición digital

Sin duda, las tecnologías digitales12 están produciendo transformaciones 
profundas en la sociedad. La digitalización de la economía ha avanzado 
formidablemente con la masiva penetración de las computadoras y del uso de 
internet, y de otras tecnologías de la información y la comunicación (TIC). Para 
2022, el número de usuarios de internet alcanzó 5,3 billones, dos tercios de la 
población global (Banco Mundial, 2024c).

12	 Las tecnologías digitales –esto es las herramientas, sistemas y artefactos que permiten 
generar, almacenar, transmitir y procesar información en formato digital– incluyen un 
amplio espectro de herramientas. Una primera generación incluye las computadoras y 
sus componentes, y, posteriormente, el Internet y las TIC. Ambas tecnologías han sido 
trasformadoras. Lo mismo se espera de las “nuevas” tecnologías digitales, entre las que 
podemos citar el internet de las cosas, la robótica, la inteligencia artificial y el machine 
learning, el big data, el cloud computing, las plataformas digitales, el blockchain y la 
impresión tridimensional.
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Gráfico 1.19 
Porcentaje de la población que usa internet

Fuentes: Banco Mundial (2024c) e ITU (2024).

Sin embargo, este crecimiento ha sido desigual. Aún existen brechas en el acceso 
entre las economías desarrolladas y en desarrollo. Para 2022, en América Latina 
y el Caribe, el 78 % de la población tenía acceso a internet, un valor 13 puntos 
porcentuales menor que en el mundo desarrollado. Adicionalmente, existen 
grandes diferencias dentro de los países: entre zonas rurales y urbanas, entre 
grupos etarios y entre géneros. En la esfera productiva hay brechas entre sectores 
y empresas de diferente tamaño. 

Por ejemplo, según el Reporte de Progreso y Tendencias Digitales 2023 (Banco 
Mundial, 2024a), los países de ingresos medios-altos presentan brechas en 
el uso de internet urbano y rural de 22 puntos porcentuales; las brechas de 
género son de 5 puntos porcentuales, y entre adultos y jóvenes son de 19 
puntos. Para el caso de los países de ingreso medio-bajo, los valores son 34, 
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15 y 13, respectivamente. El reporte también señala, con base en la encuesta 
Pulso empresarial del Banco Mundial, que para el año 2022, a nivel global, la 
fracción de microempresas (entre 5 y 19 trabajadores) que había adoptado una 
solución digital era alrededor del 30 %. Entre las empresas grandes (más de 100 
trabajadores) era de casi el 65 %. 

A pesar del avance presentado en las últimas tres décadas, el fenómeno de 
digitalización se encuentra aún en sus fases tempranas. Se anticipa una importante 
penetración de tecnologías digitales emergentes o avanzadas como el internet de las 
cosas (gráfico 1.20) y la inteligencia artificial. Por ejemplo, se prevé que el volumen del 
tráfico mundial de datos crezca en un factor de 2,5 para 2029, en gran parte asociado 
a la expansión de la tecnología de quinta generación. Las proyecciones de adopción 
de esta tecnología apuntan hacia un crecimiento en la cobertura del 45 % en 2023 
hasta alrededor del 85 % a finales de la década (UNCTAD, 2024). 

También se espera un incremento importante del internet de las cosas (IoT, por 
su sigla en inglés), término que se refiere a la red de dispositivos dotados de 
sensores y activadores conectados a la red para recolectar y compartir datos en 
tiempo real. Esta tecnología facilita la automatización de procesos, el monitoreo 
remoto, la optimización de recursos y la creación de sistemas inteligentes que 
mejoran la eficiencia y la comodidad en diversos ámbitos, como hogares y 
ciudades inteligentes, salud, agricultura e industria, entre otros.

Gráfico 1.20 
Uso de IoT

A. Dispositivos IOT con conexiones celulares 
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B. Tráfico de datos móviles 

Fuentes: UNCTAD (2024) y Ericsson (2024).

Se estima que alrededor de 39.000 millones de conexiones estarán 
relacionadas con IoT para 2029, en comparación con alrededor de 
16.000 millones de conexiones existentes en 2023. El segmento 
empresarial representará más del 60 % de dichas conexiones 
(UNCTAD, 2024).
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Entre 2016 y 2021 el tráfico en nube se multiplicó por un factor de 6, 
fundamentalmente explicado por la dinámica en Asia-Pacífico y Norteamérica. 
América Latina representa una muy pequeña fracción del global, cercana a 2,5 % 
(UNCTAD, 2019). 

Finalmente, una de las tecnologías más trasformadoras será la inteligencia 
artificial (IA). Según las estimaciones, la inversión mundial en empresas privadas 
de IA se ha multiplicado por un factor de más de 4 entre 2015 y 2019. Los Estados 
Unidos tienen el mercado más importante, representando más de la mitad de 
dicha inversión (UNCTAD, 2021).

La capacidad de los algoritmos de IA ha evolucionado vertiginosamente a lo largo 
del tiempo. Los parámetros utilizados en los modelos (una medida de complejidad) 
han crecido exponencialmente, de apenas 255 en 1955 a 1,6 billones en 2022. 
La adopción generalizada de esta tecnología puede impulsar un crecimiento 
y eficiencia acelerados, y ofrecer oportunidades para los países en desarrollo, 
especialmente por sus aplicaciones en los sectores de la educación, el transporte 
y la sostenibilidad, entre otros (Banco Mundial, 2024a).

Implicaciones para el desarrollo

Estas tendencias, sin duda, tendrán notables impactos para el desarrollo 
sostenible de los países de la región. 

Ámbito fiscal y de capacidades del Estado

El envejecimiento acelerado de la población generará un crecimiento importante 
en la demanda de los servicios de salud y cuidado al adulto mayor, mientras 
que un mayor número de personas alcanzarán una pensión. Ambas fuerzas 
impactarán las cuentas fiscales. Estimaciones llevadas a cabo en el RED (Álvarez 
et al., 2020) señalan que, de mantenerse los lineamientos de los sistemas de 
pensiones y salud, los déficits fiscales de ambos sistemas aumentarán en casi 
cuatro puntos del PIB en promedio para la región, únicamente como resultado del 
envejecimiento. A esto se deben agregar los gastos asociados al cierre de brechas 
de cobertura y calidad.

La descarbonización también tendría impactos fiscales importantes. Para 
el año 2021, por ejemplo, los ingresos fiscales originados en la industria 
de hidrocarburos eran superiores al 2,5 % del PIB para América Latina y el 
Caribe. No obstante, para algunos países como Trinidad y Tobago, Guyana y 
Ecuador, los valores superaban el 4 % del PIB. La cada vez menor prevalencia 
global de los combustibles fósiles asociada a la descarbonización supondrá 
importantes pérdidas en estas fuentes de ingreso. Por otro lado, la mitigación y 
la adaptación al cambio climático en los próximos años requerirá erogaciones 
fiscales significativas (ver capítulo 4). La búsqueda de nuevas fuentes de ingresos 
tributarios, como los impuestos ambientales o las actividades emergentes como la 
producción de minerales críticos para la transición energética, es un aspecto clave 
para dotar al fisco de ingresos. 
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La digitalización del Estado, por su parte, puede incrementar las capacidades 
de recaudación y la eficiencia del gasto público con miras a enfrentar el 
deterioro fiscal de estas tendencias. Existe evidencia de que la digitalización y la 
automatización de las ventas y de los procesos tributarios facilita la identificación 
de la base tributaria, mejora el monitoreo y cumplimiento de pago de impuestos 
y reduce los costos transaccionales de pagar los impuestos. La misma evidencia 
apunta a que la incorporación de tecnologías digitales mejora la provisión de 
servicios públicos, al menos por tres canales: habilitando nuevas formas de 
entregar el servicio (ej., aprendizaje virtual), mejorando la focalización de los 
programas y, finalmente, mejorando la transparencia, la rendición de cuentas y 
reduciendo la corrupción (Nayyar et al., 2024). Por ejemplo, Laajaj et al. (2017) 
muestra cómo una reforma que automatizó el procedimiento de declaración de 
importaciones en Colombia redujo los casos de corrupción reportados.

“La tecnología nos va a ofrecer unas herramientas que no 
conocemos, que no tenemos totalmente adoptadas en nuestros 
países, pero que van a ser fundamentales para mejorar la eficiencia 
del Estado, para mejorar la recaudación de impuestos. Esas 
tecnologías van a ser realmente muy útiles en darnos un salto 
cualitativo grande en la forma como opera el Estado”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

“Hay demandas de gastar más en la transición climática, tanto en 
mitigación como en adaptación. Hay demandas para las necesidades 
sociales. Hay demandas para una población envejecida. (...) Nada de 
eso va a desaparecer pronto. Los gobiernos tienen que dar prioridad 
a que se aborden estas demandas con la vista puesta en que 
tengan un alto impacto, ya que hacer frente a todas estas demandas 
agotará los recursos fiscales muy rápidamente”.
Con base en entrevista a Carmen Reinhart

“Tanto pensiones como salud pública en la región se ven cada 
vez más afectados por el envejecimiento de la población que está 
tomando lugar en la región a pasos acelerados y, por tanto, vamos 
a necesitar rediseños importantes de nuestros sistemas de salud 
pública que van a tener que atender una demografía distinta, con 
distintos problemas de salud, y eso posiblemente requiera recursos 
fiscales importantes”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre
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“La gente no está viviendo la calidad y la longitud de vida que 
debería vivir en el Caribe. Y ese es un desafío enorme para nuestros 
sistemas de salud, para nuestro capital social, para el desarrollo 
de políticas humanas, y debemos hacer algo al respecto como una 
prioridad urgente para el Caribe”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

 
Crecimiento económico 

Estas tendencias también tendrían repercusiones en lo que respecta al 
crecimiento económico, lo que, a su vez, incide en el potencial de recaudación 
fiscal. En el plano demográfico, la pérdida del primer bono demográfico hace 
indispensables ganancias de productividad como fuente de prosperidad. 
Afortunadamente, la expectativa de vivir más años podría incentivar un mayor 
ahorro privado para financiar un período más largo de retiro. Bien canalizado, este 
ahorro podría impulsar el crecimiento económico (a este canal se le asocia un 
“segundo bono demográfico”). 

La transición verde, aunque desafiante para los países ricos en hidrocarburos, 
ofrece oportunidades de desarrollo productivo para la región en virtud de su riqueza 
en capital natural. Ciertamente, la industria fósil representa un factor dinamizador de 
muchas economías en la región13, y con la descarbonización, esta perderá su poder 
de tracción. Sin embargo, los sectores asociados a los minerales que sirven de 
insumo a las tecnologías limpias, cobrarán relevancia. 

América Latina y el Caribe cuenta con dos de los principales productores de 
cobre: Chile y Perú. La región también tiene una participación muy significativa 
en cuanto a reservas de litio. Una de las principales reservas del mundo de este 
mineral está situada en el límite entre Argentina, Bolivia y Chile, región conocida 
como triángulo del litio. Con relación al níquel, la región tiene una participación 
significativa en las reservas mundiales (17 %), aunque la producción es reducida, 
puesto que no llega al 5 % del total mundial. Esto le ofrece la oportunidad de 
incorporarse a la CDV de la energía limpia. 

Dada la creciente preocupación por el ambiente, el acceso a energías limpias podría 
ser un determinante en la localización de empresas powershoring que buscan 
reducir su huella de carbono. De esta forma, se facilitaría su acceso a mercados 
de consumo en los países desarrollados. La región ha tenido, históricamente, 
una matriz eléctrica limpia. Hoy, el 57 % proviene de fuentes renovables frente 
al 37 % del promedio global. Y aunque es cierto que esta ventaja proviene 
fundamentalmente de su excelente potencial hídrico –que aún queda por 
explotar–, también es conocido que la región cuenta con un excelente potencial 
solar y eólico (Allub et al., 2024). Este potencial es atractivo para empresas, 
especialmente en sectores intensivos en energía, y también permitiría desarrollar 
una industria de producción y exportación de combustible limpio como el H2 verde. 

13	 En América Latina y el Caribe (ALyC) los sectores energéticos aportan en su conjunto 
aproximadamente el 4,6 % del valor agregado (VA); en los países de la Organización para 
la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), proporcionan menos de un 2,5 %. Si se 
quita la electricidad, los sectores energéticos de base fósil representan el 2,8 % del VA en 
ALyC y aproximadamente el 1 % en la OCDE (Allub et al., 2024).
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“Hay que empezar diciendo que América Latina y el Caribe 
está en una posición privilegiada en el mundo con respecto a la 
energía eléctrica y, sobre todo, a la energía eléctrica limpia con 
fuentes renovables. Nosotros tenemos ese gran activo y debemos 
aprovecharlo porque somos capaces. Podríamos ofrecer productos 
de la agricultura y de la industria con baja huella de carbono 
porque nuestra energía eléctrica es limpia, pero tenemos que 
descarbonizarnos aún más”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

Por su parte, la transformación digital ha sido y seguirá siendo un importante 
motor de crecimiento a nivel global. En los países en desarrollo, podría implicar 
un salto tecnológico (leap frogging) que permita cerrar su brecha de ingresos 
respecto a los países desarrollados (ver capítulo 5). La digitalización incrementa 
la producción y la productividad al expandir los mercados y mejorar la calidad 
de los emparejamientos entre la oferta y la demanda; asimismo, mejora la 
eficiencia de los procesos de las empresas e impulsa la acumulación de capital 
intangible (Nayyar et al., 2024). La digitalización, y en particular la IA, puede 
tener un impacto significativo en la economía mediante nuevos descubrimientos e 
invenciones, reconfigurando la naturaleza del proceso de innovación, investigación 
y desarrollo (Cockburn et al., 2019). Finalmente, la transformación digital puede 
promover una reconfiguración de las cadenas globales de valor. Por un lado, la 
automatización puede reducir las ventajas del acceso a mano de obra barata; 
por el otro, las nuevas tecnologías digitales reducirán los costos de coordinación, 
monitoreo y comercio, promoviendo la descentralización de la producción y la 
conformación de cadenas de valor (Estevadeordal et al., 2024).

Para aprovechar las oportunidades de crecimiento que brinda la transformación 
digital, la región debe estar preparada. Estevadeordal et al. (2024) propone ocho 
indicadores para evaluar el grado de preparación14. Los datos muestran que 
América Latina y el Caribe tiene un rezago considerable respecto a la OCDE 
en múltiples dimensiones. Estas brechas son particularmente amplias en la 
importancia del comercio de servicios entregables digitalmente y la preparación 
del capital humano, así como en indicadores asociados a los marcos de política: 
la ciberseguridad y la promoción gubernamental de la inversión en tecnologías 
emergentes. Asimismo, los resultados de las variables de desempeño logístico y 
conectividad móvil reflejan desafíos persistentes de infraestructura y logística, que 
limitan las oportunidades de aprovechar el potencial de facilitación del comercio de 
la tecnología digital.

14	 El trabajo en cuestión se forma de un conjunto de siete trabajos de investigación, 
resultado de una cooperación entre CAF y el Instituto de las Américas de la Universidad 
de Georgetown, para explorar oportunidades de inserción en cadenas globales de valor 
para los países de la región.
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Gráfico 1.21 
Preparación para aprovechar las oportunidades de crecimiento que brinda 
la transformación digital

Mercado laboral, desigualdad e inclusión

Los cambios demográficos impactan la oferta de trabajo. El incremento de la 
esperanza de vida, por ejemplo, puede ampliar la vida laboral de las personas. Por 
su parte, la reducción de la fecundidad favorece el incremento de la participación 
laboral de la mujer y una mayor inversión en capital humano por descendiente. 

Una de las grandes preocupaciones es el impacto que estas tendencias puedan 
tener en el empleo. La transformación verde implica que algunos sectores se 
reduzcan y otros se expandan. Se espera que esta reasignación sea intensa, toda 
vez que existen estimaciones que sugieren que al menos un 70 % de la oferta 
laboral está en empleos no verdes y, por ende, corren el riesgo de reducirse con 
la descarbonización de las economías (Allub et al., 2024). Esta reasignación 
se complejiza por el hecho de que los empleos verdes demandan habilidades 
diferentes a los no verdes. 

Fuente: Elaboración propia con base en Estevadeordal et al. (2024).
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Un fenómeno similar ocurre con la transformación digital y, en particular, con 
la automatización de los procesos productivos. Una primera pregunta es si la 
automatización reduce o incrementa la demanda de empleos. En primer lugar, la 
automatización de ciertas tareas y procesos llevados a cabo habitualmente por 
personas reduciría la demanda de trabajo. Por otro lado, la automatización puede 
incrementar la productividad del trabajo y, por esa vía, la demanda de este para 
tareas no automatizables. Asimismo, las tecnologías digitales pueden crear nuevas 
tareas, incrementando la demanda de trabajo (Acemoglu y Restrepo, 2019). 

La transformación digital también puede afectar la demanda de trabajo por un 
incremento general en la demanda de bienes y servicios. Las nuevas tecnologías 
reducen los precios, mejoran la calidad de los productos, permiten una mayor 
personalización e incrementan la velocidad de entrega. Si la demanda aumenta 
lo suficiente debido a estos procesos, el empleo crecerá, aunque la mano de obra 
requerida por unidad de producción disminuya (Bessen, 2017).

“No creo que alguien pueda predecir con precisión cómo se va a ver 
afectado el mercado de trabajo a nivel local, regional e internacional 
como resultado de este proceso de rápido cambio tecnológico, 
de digitalización y ahora con la expansión muy importante 
de herramientas conectadas con la inteligencia artificial. Los 
economistas sabemos que ciertos cambios tecnológicos desplazan 
algunos empleos y a veces los destruyen. (...) Lo que creo que va 
a ser vital para América Latina es su capacidad de adaptarse a 
los impactos de este gran cambio tecnológico, por ejemplo, de la 
inteligencia artificial y la digitalización en el mercado de trabajo”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre

La evidencia sugiere que la adopción de las TIC asociada a la primera ola de 
digitalización no ha reducido el empleo agregado en las economías avanzadas. 
Los pocos estudios empíricos sobre las economías en desarrollo concluyen, en 
términos generales, que el efecto neto en los empleos ha sido positivo, aunque 
con diferencias según el tipo. La evidencia sobre los efectos de los robots no se 
ha consolidado. Algunos estudios encuentran que la robotización reduce la tasa 
de empleo (Acemoglu y Restrepo, 2020) pero otros (Jäger et al., 2016) encuentran 
que la penetración de robots industriales no ha tenido, hasta ahora, efectos 
directos (Nayyar et al., 2024). 

Una pregunta relacionada tiene que ver con la hipótesis de polarización. Esto 
es, si la mayor parte de las tareas automatizadas se encuentra en los empleos 
de la parte media de la distribución de habilidades, la automatización llevaría 
a una reducción de la fracción de empleos en este segmento, pero habría, en 
consecuencia, un incremento en la fracción de empleos de alto y bajo nivel de 
habilidades. Existe evidencia de esta hipótesis en el mundo desarrollado, pero no 
se verifica, al menos aún, en los países de la región (Berniell et al., 2016; Álvarez 
et al., 2020) ni en otras economías en desarrollo (Molina y Maloney, 2019). 

Una consecuencia de la polarización del empleo es el aumento de la desigualdad. 
Mientras que los trabajadores altamente calificados se ven beneficiados por 
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la tecnología, puesto que complementa sus habilidades, los trabajadores de 
calificación baja pueden sufrir una reducción de sus ingresos, en parte por el 
desplazamiento de trabajadores de calificación media a empleos de menor 
calificación (Álvarez et al., 2020). 

Asimismo, el cambio climático también tiene implicancias sustantivas para la 
desigualdad y la pobreza. El incremento en la frecuencia e intensidad de eventos 
climáticos extremos, como sequías e inundaciones, afectan más fuertemente a 
los más pobres, convirtiéndose en un factor que amplifica la desigualdad (capítulo 
4). La revisión de subsidios y tarifas de bienes energéticos que demanda la 
descarbonización afecta los precios de la energía con potenciales implicaciones 
distributivas. A la vez, el avance tecnológico ha abaratado las fuentes de energía 
solar y eólica, lo que, dadas sus características de escala, puede favorecer 
el cierre de acceso a electricidad en zonas remotas. En esta misma línea, la 
digitalización ha mostrado ser un potente instrumento para la inclusión financiera, 
especialmente de los hogares en zonas remotas (Nayyar et al., 2024).

Veinte años pensando el desarrollo 
desde América Latina y el Caribe

El Reporte de Economía y Desarrollo
El primer Reporte de Economía y Desarrollo (RED) fue publicado en 2004 como 
respuesta a la creciente necesidad de agregar conocimiento a las operaciones de 
CAF y apoyar la toma de decisiones en políticas de desarrollo. Desde sus inicios, 
el RED buscó complementar las intervenciones de la institución mediante un 
análisis profundo de los desafíos en la región. 

El contexto que caracterizaba a América Latina y el Caribe en los inicios de 
la serie RED fue el de una región que, aunque heterogénea, había logrado 
avances significativos en términos de consolidación democrática, estabilidad 
macroeconómica y profundización de los mercados. Sin embargo, estos avances 
no habían cubierto las expectativas y promesas en materia de crecimiento 
económico sostenido y robusto, y persistía una profunda deuda social. De hecho, 
la región había experimentado tasas de crecimiento del ingreso per cápita 
agregado de solo 1 % en la década precedente, y mostraba un crecimiento 
significativo de la pobreza.

Para ese momento, CAF tenía 35 años de trayectoria y estaba atravesando una  
etapa de transformación. La institución, que en sus inicios había tenido su eje de 
trabajo en el financiamiento de proyectos de infraestructura económica, buscaba 
transformarse en un banco de desarrollo con una misión que abarcara una mayor 
diversidad de sectores. Además, ampliaba su presencia territorial con la incorporación 
de 9 países socios en la década precedente y de 5 en el último quinquenio, para 
alcanzar 17 miembros. Hoy, la institución está compuesta por 21 miembros y 
avanza hacia la consolidación de su presencia en toda América Latina y el Caribe.
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En respuesta a las necesidades del contexto, el RED fue concebido como una 
plataforma de conocimiento que permitiera una discusión informada sobre 
políticas públicas en los temas clave para el desarrollo regional. Desde un inicio, 
cada reporte anual se dedicó a realizar un diagnóstico empírico exhaustivo, 
analizar la evidencia rigurosa disponible y aportar investigaciones originales, 
con el fin de ofrecer recomendaciones de política claras y realizables. Siempre 
aportando una mirada desde y para la región. Este enfoque ha contribuido a 
que el RED sea un referente para quienes diseñan e implementan políticas en la 
región, consolidándose como un recurso indispensable para un desarrollo efectivo 
y basado en evidencia. 

Desde su concepción, el reporte procuró una visión integral del desarrollo, 
entendiendo el crecimiento económico como una condición sine qua non y, a la 
vez, un medio para mejorar el bienestar de los habitantes de la región. Los énfasis 
de las primeras tres ediciones del RED estuvieron en el crecimiento económico, 
la integración comercial y el cambio en la estructura económica (Reflexiones 
para retomar el crecimiento, América Latina en el contexto global y Camino a la 
transformación productiva); en todos ellos, la preocupación por la inclusión tuvo 
una importancia central15. 

Con el paso de los años, el reporte fue abordando de modo sistemático los 
ámbitos de la inclusión social (oportunidades en América Latina; más habilidades 
para el trabajo y la vida; desigualdades heredadas), el crecimiento económico 
y la integración (servicios financieros para el desarrollo; emprendimientos en 
América Latina; instituciones para la productividad; caminos para la integración) 
y, más recientemente, la protección del ambiente (desafíos globales, soluciones 
regionales; transición energética justa para el desarrollo sostenible). Además, la 
serie abordó en profundidad el estudio de las capacidades del Estado; un eje de 
trabajo de central importancia y una de las grandes deudas del desarrollo de la 
región. Este abordaje se dio de manera transversal y con un foco territorial, así 
como mediante ediciones dedicadas (finanzas públicas para el desarrollo; un 
Estado más efectivo; integridad en las políticas públicas; el Estado próximo).

A lo largo de dos décadas, las preocupaciones centrales de las ediciones del 
RED han persistido: promover el desarrollo sostenible de América Latina y el 
Caribe. En este tiempo, la región ha experimentado una convergencia regional 
en ciertos aspectos: países que antes mostraban indicadores de desarrollo 
humano característicos de economías de ingresos bajos, como Paraguay, 
Perú, Bolivia y República Dominicana, se han acercado a países otrora más 
aventajados en la región, como Argentina, Uruguay y México. Sin embargo, 
parecen ser los flamantes integrantes del grupo de economías en la “trampa de 
los ingresos medios”, caracterizada por el estancamiento económico, niveles altos 
y persistentes de pobreza y desigualdad, y una calidad institucional intermedia. La 
agenda de conocimiento futura debe responder a los retos y al contexto particular 
de cada país, considerando un contexto global marcado por las tendencias 
demográfica, digital y verde. Además, debe abordar el fortalecimiento de las 
capacidades estatales que se requieren para abordar las tareas pendientes hacia 
el desarrollo sostenible de la región. 

15	 Por ejemplo, uno de los cinco capítulos en la primera edición del RED aborda la 
inclusión social.
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Contenidos del libro

Este libro, desarrollado con ocasión de los 20 años de trayectoria de la serie 
RED, está organizado en cinco capítulos. Este primero introduce el concepto 
de desarrollo en su naturaleza multidimensional y presenta un diagnóstico 
estilizado de los avances y pendientes en la región. Asimismo, se abordan las 
características transversales más destacadas del contexto latinoamericano y 
caribeño (la informalidad productiva, la infraestructura deficiente y el crimen, la 
dotación de recursos y la institucionalidad macroeconómica), y las transiciones 
de largo plazo (tecnológica, demográfica y verde) que condicionan el camino del 
desarrollo en la región.

Los capítulos 2, 3 y 4 abordan los ámbitos de crecimiento económico, inclusión 
social y sostenibilidad ambiental, proporcionando un diagnóstico detallado y una 
propuesta de políticas específicas para cada uno de ellos. El diagnóstico del 
capítulo 2 señala que el PIB per cápita de la región ha crecido de forma insuficiente, 
limitando la capacidad de converger hacia los niveles de ingreso de los países 
desarrollados. Se resalta que ese bajo crecimiento está vinculado a una baja 
eficiencia productiva que atraviesa a todos los sectores económicos. Las políticas 
propuestas tienen como eje mejorar la distribución de factores productivos y 
promover la innovación. Estas incluyen estrategias laborales, en especial aquellas 
orientadas a la formalización del empleo y al desarrollo de habilidades para los 
sectores emergentes. Asimismo, se abordan políticas de competencia y acceso a 
insumos de calidad, la participación en el comercio global y el impulso de una nueva 
política industrial, que evite viejos errores de “elegir ganadores”, y promueva la 
coordinación y generación de externalidades productivas.

El capítulo 3 muestra que, aunque se han registrado progresos importantes 
en la reducción de la pobreza en las últimas dos décadas, uno de cada tres 
habitantes de la región sigue viviendo en situación de pobreza, mientras este 
continúa siendo uno de los territorios más desiguales del mundo. El capítulo 
presenta los principales instrumentos de política, organizados en torno al ciclo 
de vida de los individuos, los que priorizan atacar las barreras en el acceso a 
oportunidades como forma de reducir la pobreza de modo perdurable y romper 
los ciclos intergeneracionales de exclusión. A la vez, reconoce que las políticas 
de redistribución ex post son un complemento necesario para quienes atraviesan 
privaciones críticas y no pueden tomar provecho de las oportunidades laborales.

El capítulo 4 advierte que los esfuerzos globales para la reducción de emisiones 
de gases de efecto invernadero son insuficientes para evitar las graves 
consecuencias del cambio climático. Asimismo, la degradación de los ecosistemas 
y la contaminación del aire y del agua que experimentan los habitantes de la región 
es alarmante. Los impactos del cambio climático ya son manifiestos y afectan 
especialmente a la región, por lo que se enfatiza en la necesidad de políticas de 
adaptación. El capítulo destaca la importancia central de políticas de mitigación en 
el sector agropecuario-forestal, así como en el energético y el industrial, que tendrán 
una importancia creciente conforme se expande la economía. Asimismo, presenta 
instrumentos para la protección del ambiente y de los ecosistemas. El capítulo 
discute las oportunidades que brinda la tecnología y el acervo de recursos naturales 
en el territorio y pone especial atención al impacto fiscal que implican estas políticas 
y la transición verde en general.
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Finalmente, el capítulo 5 ofrece una mirada prospectiva, delineando una 
estrategia de desarrollo que permita a la región responder a las tendencias clave 
identificadas en el primer capítulo y en el contexto de los desafíos preexistentes 
de crecer, incluir y preservar el ambiente. Se aborda el fortalecimiento de la 
institucionalidad y de las capacidades estatales necesarias para implementar las 
políticas requeridas y para adaptar las estructuras de gobernanza a un contexto 
que requiere políticas complejas y de coordinación en múltiples niveles. Este 
último capítulo también analiza el rol de los bancos multilaterales de desarrollo 
como aliados para el proceso de desarrollo.

A través de los capítulos se destacan los valiosos aportes de expertos de 
reconocimiento global, quienes han compartido sus conocimientos en las 
diversas áreas que componen el desarrollo. Sus contribuciones se reflejan en 
forma de Recuadros que capturan la esencia de sus reflexiones en el contexto 
de la discusión.

Figura 1.3 
Últimas ediciones RED

RED 2024
Energías renovadas: 
Transición energética 
justa para el desarrollo 
sostenible

RED 2023
Desafíos globales, 
soluciones regionales: 
América Latina y el Caribe 
frente a la crisis climática y 
de biodiversidad

RED 2022
Desigualdades heredadas. 
El rol de las habilidades, 
el empleo y la riqueza en 
las oportunidades de las 
nuevas generaciones
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1. 2.
Pese a los avances que ha 
tenido la región en términos 
de ingreso por habitante en 
las últimas tres décadas, 
este ha sido insuficiente 
para cerrar la brecha con los 
países más avanzados.

El rezago en el ingreso per 
cápita es un reflejo de la 
baja productividad laboral 
que, a su vez, es explicada 
en gran medida por la baja 
eficiencia productiva de la 
región. La productividad total 
de los factores, un indicador 
que mide la eficiencia en 
la producción, ha estado 
estancado desde 1990.

4.
Reducir la informalidad es 
imperativo para aumentar la 
productividad en la región. 
Políticas que reduzcan los 
costos de la formalidad y 
aumenten sus beneficios 
son medidas en la dirección 
correcta. Una mayor 
fiscalización que busque la 
formalización de empresas 
también puede tener efectos 
positivos sobre el empleo 
formal y la productividad. 
Asimismo, las políticas 
educativas y de capacitación 
son esenciales para este fin.

3.
Economías de la región como 
Chile, Costa Rica, República 
Dominicana, Panamá, Perú, 
Trinidad y Tobago, y Uruguay, 
que han logrado aumentar 
su productividad, han podido 
crecer sustancialmente 
y recortar la brecha de 
ingresos con respecto a los 
países más avanzados.

6.
Una mayor apertura comercial 
es clave no solo para 
fomentar la competencia en 
los mercados de bienes y 
servicios, sino también para 
impulsar la participación de 
las empresas de la región en 
las cadenas globales de valor. 
Una mayor integración regional 
es un paso fundamental 
en esa dirección. Para ello, 
es necesario reducir las 
barreras tanto arancelarias 
y no arancelarias, mejorar 
los sistemas logísticos y la 
infraestructura del transporte, 
y simplificar los trámites 
aduaneros.

5.
Mejorar el acceso al 
financiamiento de las 
empresas es crucial. 
Reformas que fomenten la 
competencia en el sector 
financiero son fundamentales. 
Esto incluye la entrada 
de nuevas instituciones 
financieras como las fintech 
y las cooperativas de crédito, 
y el impulso a la banca 
de desarrollo. Asimismo, 
es necesario promover el 
desarrollo de los mercados  
de capitales como alternativa  
de financiamiento.

Mensajes clave
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7.
La política industrial puede 
servir de mecanismo 
articulador del conjunto 
de reformas necesarias 
para abordar los diferentes 
problemas que aquejan a 
América Latina y el Caribe. 
Esta se presenta como 
herramienta clave para 
impulsar el crecimiento 
económico y la diversificación 
productiva en la región.
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Crecimiento y productividad  
en América Latina:  
un análisis agregado

América Latina y el Caribe (ALyC) ha tenido avances significativos en su calidad 
de vida en las últimas tres décadas. Esto se refleja en un crecimiento de alrededor 
del 56 % en el ingreso por habitante desde 1990 (gráfico 2.1) y se explica, 
principalmente, por la acumulación de capital físico y humano en este período,  
lo que ha permitido aumentar la productividad laboral.

Gráfico 2.1  
PIB per cápita, ALyC, 1990-2023  
(PPA, USD a precios constantes de 2021)

Fuente: Banco Mundial (2024).

Entre 1990 y 2023, el acervo de capital físico por trabajador aumentó alrededor de un 
80 %, mientras que las capacidades del trabajador típico crecieron cerca de un 34 % 
(gráfico 2.2). A su vez, el empleo, como proporción de la población, aumentó un 24 % 
debido, fundamentalmente, al significativo crecimiento de la participación laboral 
femenina, que pasó del 41 % en 1990 al 54 % en 2023, en promedio, en la región.  
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Sin embargo, el número de horas laboradas por trabajador cayó un 9 % en el 
mismo período, atenuando parcialmente el aumento del empleo. Como resultado, 
la productividad laboral por hora trabajada aumentó un 32 %.

Gráfico 2.2 
Productividad, capital y trabajo, ALyC, 1990-2023 (1990 = 100)

Fuente: Cálculos propios basados en datos de The Conference Board (2023).

Pese a este aumento, el rezago de la región con respecto a los países más 
avanzados es importante. En 1990, el producto por trabajador de ALyC equivalía 
al 46 % del de la OCDE, mientras que en 2023 alcanzaba un 37 %. Con respecto 
a Estados Unidos, el retroceso es incluso más acentuado, pasando del 36 % al 
27 % en el mismo período (gráfico 2.3).
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Gráfico 2.3 
Productividad laboral de ALyC como % de la OCDE y EE. UU., 1990-2023

Nota: La productividad laboral de la OCDE es el promedio de los miembros actuales excluyendo a los países 
latinoamericanos pertenecientes a esa organización.
Fuente: Cálculos propios basados en datos de The Conference Board (2023).

Más dramática aún ha sido la evolución de la productividad con respecto al 
conjunto de países emergentes y en desarrollo. Si en 1990 la productividad 
laboral de América Latina y el Caribe era 2,7 veces la de este grupo de países,  
en 2023, era apenas 1,2 veces mayor.

Esta baja productividad laboral se observa, además, en la mayoría de los 
sectores, especialmente aquellos en los que lo privado desempeña un papel 
relevante. Excepto los sectores de Gobierno y de servicios públicos, donde las 
empresas estatales y las regulaciones tienen una influencia significativa, todos los 
demás muestran, en promedio, una productividad laboral más baja en relación 
con la OCDE (gráfico 2.4).
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Gráfico 2.4  
Productividad laboral en ALyC como % de OCDE y participación del empleo por 
sector, 2017

Nota: Las barras del gráfico representan la productividad laboral de cada sector en ALyC como porcentaje 
de la productividad del mismo sector en la OCDE. El promedio de OCDE excluye los países latinoamericanos 
pertenecientes a esa organización.
Fuente: Cálculos propios basados en la GGDC Productivity Level Database (Inklaar et al., 2023).

Sectores importantes como el comercio, la manufactura y otros servicios, 
que emplean una porción significativa de trabajadores (23 %, 10 % y 11 %, 
respectivamente), se caracterizan por la baja productividad laboral, con niveles 
del 33 %, 39 % y 42 % respecto a la OCDE. Otro sector relevante, la agricultura, 
que representa el 15 % del empleo en la región, también muestra una brecha 
significativa, con una productividad laboral del 55 % en relación con el grupo de 
economías avanzadas.

Un factor determinante del rezago de la productividad laboral es la baja eficiencia 
productiva de las economías de la región. La productividad total de los factores 
(PTF), un indicador que refleja cuán eficientemente una economía utiliza sus 
insumos (capital y trabajo) para producir bienes y servicios, es significativamente 
más baja en ALyC que en los países más desarrollados. La PTF, según los datos 
más recientes, equivale aproximadamente a la mitad de la observada en Estados 
Unidos y a un 60 % de la registrada en la OCDE (gráfico 2.5).
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Gráfico 2.5  
Productividad total de los factores en ALyC, OCDE y EE. UU., 1950-2019  
(ajustada por PPA)
 

Nota: Cálculos propios a partir de datos de la Penn World Table (versión 10.01) (Feenstra et al., 2023).
Fuente: El promedio de la OCDE no incluye a los países latinoamericanos miembros de esa organización.

La baja PTF no solo tiene un impacto negativo en la producción, sino que también 
desincentiva la inversión. Esto se refleja en la escasa dotación de capital por 
trabajador en la región, que apenas alcanza una tercera parte de la observada 
en Estados Unidos y la OCDE, pese a haber aumentado sustancialmente en las 
últimas décadas.

Un análisis de la brecha de productividad laboral entre ALyC y Estados Unidos 
durante el período 2010-2019 reveló que aproximadamente el 80 % de la misma 
se explica por las diferencias en la PTF, considerando tanto su efecto directo 
sobre la producción como su impacto indirecto a través de la acumulación de 
capital físico1. El 20 % restante se atribuye a diferencias en el capital humano, es 
decir, en las habilidades y la formación educativa de los trabajadores. Se estima 
que el capital humano del trabajador típico en ALyC equivale al 70 % del capital 
humano del trabajador típico en Estados Unidos.

1	 Específicamente, se realizó un ejercicio de contabilidad del desarrollo utilizando la Penn 
World Table versión 10.01 (Feenstra, Inklaar y Timmer, 2015), una base de datos con 
información sobre niveles relativos de ingresos, producción, insumos y productividad, 
que cubre 183 países entre 1950 y 2019. Los resultados corresponden al promedio 
para el período 2010-2019 de los 23 países de ALyC que disponen de los datos 
necesarios (Argentina, Barbados, Belice, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
República Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela).
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La baja PTF en la región ha sido una constante a lo largo de, al menos, los últimos 
40 años. Si bien hasta finales de la década de 1970 la PTF creció casi a la par 
de los países desarrollados, la aguda caída experimentada en la década de 1980 
generó un rezago significativo. A partir de 1990, la PTF ha mostrado una relativa 
estabilidad con fluctuaciones cíclicas.

Este pobre desempeño de la PTF en la región desde la década de 1980 limitó 
un crecimiento económico que se ha fundamentado en la acumulación de 
factores de producción, especialmente de capital físico. Los resultados de un 
ejercicio de contabilidad del crecimiento para la región ponen de manifiesto 
esta realidad (gráfico 2.6). Desde 1980, la contribución de la PTF al crecimiento 
ha sido negativa en 30 de los 44 años analizados, con un promedio de -0,87 
puntos porcentuales para todo el período. Por su parte, el capital físico, el capital 
humano y el trabajo han contribuido en promedio con 1,72, 0,48 y 0,91 puntos 
porcentuales, respectivamente, para un crecimiento anual promedio del PIB real 
del 2,23 % desde 1980.

Gráfico 2.6 
Contabilidad del crecimiento, ALyC, 1980-2023

Fuente: Cálculos propios a partir de datos de The Conference Board (2023).
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Esta situación se refleja en el persistente rezago del ingreso por habitante de 
la región con respecto a las economías avanzadas. Como muestra el gráfico 
2.7, desde 1990, el PIB per cápita de ALyC con relación a la OCDE y a Estados 
Unidos ha permanecido alrededor del 34 % y el 27 %, respectivamente, 
mostrando, incluso, una ligera tendencia negativa.

Gráfico 2.7  
PIB per cápita (PPA) de ALyC como % de OCDE y EE. UU., 1990-2023

Nota: Para el cálculo del PIB per cápita promedio de la OCDE, se excluyen los países latinoamericanos miembros 
de esa organización.
Fuente: Banco Mundial (2024).

“Latinoamérica lleva 60 años de rezago de crecimiento. (A diferencia 
de otras regiones) Latinoamérica perdió la oportunidad de 
conectarse de una manera más efectiva con los grandes motores 
del crecimiento que se consolidaron después de la Segunda Guerra 
Mundial. (…) Lo que uno ve en la data es que desde los años 50 
en adelante, el desarrollo latinoamericano a duras penas se ha 
mantenido al ritmo del crecimiento mundial y en períodos largos se 
ha rezagado”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre

“Hemos cerrado muchas brechas en muchos ámbitos, pero no la de 
ingresos per cápita”.
Con base en entrevista a Ricardo Hausmann
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Este análisis regional, sin embargo, esconde algunos casos de éxito. Nos 
referimos a los de Chile, Costa Rica, Panamá, Perú, República Dominicana, 
Trinidad y Tobago y Uruguay2. Entre 1990 y 2023, el PIB per cápita de estos 
países se multiplicó por un factor de aproximadamente 3,15 en el caso de 
Panamá y República Dominicana, y entre 2,18 y 2,65 para el resto. Esto les 
permitió cerrar la brecha de ingresos con los países más desarrollados. Por 
ejemplo, en 1990, Panamá y República Dominicana tenían un ingreso por 
habitante que equivalía al 26 % y el 16 % del de Estados Unidos, y en 2023 
alcanzaba el 49 % y el 31 %, respectivamente. Uruguay, el país que creció menos 
de este grupo, pasó de tener un ingreso por habitante que equivalía al 32 % del 
país norteamericano en 1990, al 42 % en 2023. 

El alto crecimiento de estos países, en contraste con el observado en la región  
en su conjunto, se explica en gran medida por el aumento de la productividad 
total de los factores, que en promedio creció un 25 % entre 1990 y 2019, 
mientras que en la región permaneció prácticamente constante. La PTF jugó un 
rol particularmente importante en Chile y Perú, donde creció alrededor del 31 %3.

El crecimiento del empleo como proporción de la población total también  
fue determinante, especialmente en República Dominicana, Panamá y Perú, 
donde aumentó un 62 %, 59 % y 48 %, respectivamente, frente al 22 % 
registrado en la región.

Por su parte, la acumulación de capital físico jugó un papel importante en 
Panamá, República Dominicana y Chile, donde el capital por trabajador se 
multiplicó por un factor de 5,9, 3,5 y 3,2, respectivamente, mientras que en 
la región lo hizo por 2,14. Finalmente, el aumento del capital humano fue 
particularmente elevado en República Dominicana, donde creció un 44 %,  
en contraste con el 30 % de la región.

De lo micro a lo macro: un breve marco conceptual

Para comprender a fondo qué determina la productividad de una economía 
y su crecimiento, se deben considerar los factores institucionales y los 
más directamente relacionados con la actividad empresarial. Los factores 
institucionales, como la protección de los derechos de propiedad y la calidad de 
los marcos regulatorios, dan forma al entorno empresarial que, a su vez, afecta el 
comportamiento y desempeño de las empresas.

Este entorno determina tanto la eficiencia interna de las empresas como la 
distribución de los recursos productivos entre estas –también llamada eficiencia 
asignativa–. Estos dos factores definen la productividad agregada. En esencia, 
una economía será más productiva si tiene empresas más eficientes y si estas 
concentran mayor cantidad de recursos y tienden a ser más grandes. 

2	 No se incluye Guyana por ser un caso reciente de éxito puramente basado en la 
explotación petrolera. Desde 2019, el PIB per cápita ha aumentado casi un 300 %.

3	 Estas cifras son obtenidas a partir de los datos de la Penn World Table versión 10.01.
4	 Este aumento del capital por trabajador difiere del que se muestra en el gráfico 2.2 

porque el stock de capital está expresado de manera diferente. Específicamente, en la 
Penn World Table, el capital está ajustado por un factor PPA.
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Esto, evidentemente, es un fenómeno dinámico influenciado, por el lado de 
la eficiencia asignativa, por el crecimiento de las empresas existentes y por la 
entrada y salida de empresas. En cuanto a la eficiencia interna, factores como 
la innovación, la adopción de nuevas tecnologías y las mejoras en las prácticas 
organizacionales y gerenciales son cruciales para el aumento de su productividad.

Estos fenómenos, a su vez, están interconectados. Por un lado, los cambios en 
la eficiencia interna de las empresas están asociados con su crecimiento (Eslava 
et al., 2023). Por el otro, distorsiones de mercado que limitan el crecimiento de 
las empresas o la entrada de nuevas tienen un efecto adverso en los niveles de 
innovación y, por ende, en la productividad. 

El Reporte de Economía y Desarrollo (RED), de 2018, titulado Instituciones 
para la productividad: hacia un mejor entorno empresarial (Álvarez et al., 2018), 
argumenta que el rezago productivo de la región se debe, en gran medida, a las 
deficiencias institucionales que afectan transversalmente al sector productivo. El 
papel que juegan las instituciones económicas en la configuración de un entorno 
propicio para el desarrollo productivo es crucial. 

Para comprender mejor cómo las deficiencias institucionales afectan a las 
empresas, el reporte profundiza en cuatro ámbitos clave: las relaciones laborales, 
el acceso al financiamiento, la competencia y las relaciones entre las mismas 
empresas. Un análisis más profundo de cada uno de estos ámbitos revela 
desafíos y oportunidades para fomentar el desarrollo productivo de las economías 
de la región.

“Una dimensión del problema de baja productividad de América 
Latina, por supuesto, tiene que ver con que las distintas empresas 
tienen en promedio menor productividad que las de los países más 
desarrollados. Eso es cierto, no solamente hablando de empresas, 
sino también de cualquier unidad productiva, incluyendo las 
personas que trabajan por su cuenta propia. Pero, además, hay un 
factor adicional que uno a veces como que le cuesta más imaginarse 
y es el hecho de que las empresas más productivas, que son las que 
más capacidad tienen para absorber más personas como fuerza 
laboral, pagarles mejores salarios –justamente porque generan más 
productividad–, (...) no crecen tanto como deberían crecer. Es decir, 
no acaban absorbiendo tantas personas como deberían absorber. 
Mientras que las empresas de menor productividad, las unidades 
productivas que menos capacidad tienen para generar buenos 
ingresos, se vuelven más grandes de lo que idealmente serían. A 
veces sobreviven más tiempo del que idealmente sobrevivirían”.
Con base en entrevista a Marcela Eslava
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El mercado laboral:  
desafíos y políticas

El buen funcionamiento del mercado laboral es indispensable para una eficiente 
asignación del trabajo entre ocupaciones, sectores y empresas. Como señala 
el RED 2018 (Álvarez et al., 2018), los procesos de emparejamiento entre 
trabajadores y empresas, así como los mecanismos de fijación de salarios, son 
cruciales para la productividad5.

En general, si los salarios reflejan la productividad del puesto de trabajo, servirán 
como guía a los trabajadores en el proceso de búsqueda y emparejamiento que 
caracteriza al mercado laboral. 

El funcionamiento adecuado de los mecanismos de fijación de salarios es clave 
para que las empresas de mayor productividad puedan atraer a los trabajadores 
mejor calificados. Sin embargo, impuestos, regulaciones y otros aspectos 
institucionales como los aportes patronales a la seguridad social, las leyes de 
salario mínimo y la negociación colectiva, pueden distorsionar este proceso6.

Un aspecto de profunda relevancia para ALyC es la distribución de trabajadores 
entre los sectores formal e informal. Como muestra el gráfico 2.8, el 52 % de los 
empleos en la región son informales, muy por encima del 13 % en los países de 
ingresos altos o del 7 % en la Unión Europea7. La informalidad en la región es 
alta, incluso, en comparación con otros países de ingresos per cápita similares 
(Álvarez et al., 2020). Esto implica pérdida de productividad por las múltiples 
ineficiencias asociadas al sector informal.

5	 Un aspecto que se menciona en el RED 2018, pero que se ignora en este apartado por 
razones de espacio, es el del impacto sobre la productividad que tienen las condiciones 
laborales dentro de la empresa a través del efecto de estas en el desempeño de los 
trabajadores y la adquisición de habilidades en el puesto de trabajo.

6	 El capítulo 5 del RED 2018 examina estos mecanismos más detalladamente.
7	 Según estimaciones de la OIT para 2023.
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Gráfico 2.8  
Tasa de empleo informal (%)
 

Nota: La gran mayoría de las observaciones son para el año 2023. Para los siguientes países el último dato 
disponible es para un año anterior: Bahamas (2019), Barbados (2016), Granada (2020), Guyana (2019), Honduras 
(2017), Haití (2012), Santa Lucía (2022), Nicaragua (2012), Surinam (2016) y Venezuela (2017).
Fuente: Ilostat, OIT (OIT, 2023b).
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Por un lado, las empresas informales operan generalmente a escalas más 
pequeñas para evitar ser detectadas y esquivar los costos de la formalidad, 
como impuestos y contribuciones parafiscales; los asociados al cumplimiento 
de leyes y regulaciones y los relativos a la protección social de sus empleados. 
Esto impide que alcancen economías de escala, adopten mejores tecnologías 
o accedan a mercados de crédito. Como resultado, el trabajo y el capital no se 
utilizan de la manera más eficiente.
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Producto de lo anterior, los trabajadores en el sector informal suelen tener un 
limitado acceso a recursos y oportunidades de capacitación8. En el RED 2018 
(Álvarez et al., 2018) se muestra evidencia de que en ALyC el empleo informal se 
asocia a una menor adquisición de habilidades y, por ende, de crecimiento dentro 
de su campo de acción9.

Aunado a esto, en economías con un sustancial sector informal, las personas 
pueden no invertir lo suficiente en su propia educación o en adquirir habilidades 
para el trabajo. Como resultado, los trabajadores informales se enfrentan a bajos 
salarios y a falta de protección social, lo cual afecta el desarrollo del capital 
humano y perpetúa la pobreza y la desigualdad. 

No es gratuito que los niveles de escolaridad sean considerablemente más 
bajos entre trabajadores informales. Por ejemplo, en ALyC, el porcentaje de 
trabajadores con al menos educación secundaria es alrededor de 30 puntos 
porcentuales menor en el sector informal que en el formal (OCDE, 2024a).

Del mismo modo, la informalidad afecta la calidad de los emparejamientos entre 
trabajadores y puestos de trabajo. Según datos de OCDE (2024a), cerca del 16 % 
de los trabajadores informales en ALyC, en promedio, tienen un nivel educativo 
inferior al requerido por su puesto de trabajo, lo cual contrasta con el 9 % 
observado en el sector formal10.

Y, para completar este desolador panorama, la baja calidad de los 
emparejamientos laborales en el sector informal resulta en una mayor movilidad 
entre puestos de trabajo. En el RED 2018 (Álvarez et al., 2018) se estima que 
la antigüedad de los asalariados informales es un 16 % menor que la de los 
formales de características y empleos similares11.

En definitiva, las altas tasas de informalidad en la región tienen profundas 
consecuencias negativas para la productividad agregada y perpetúan un ciclo de 
baja eficiencia y precariedad que limita el desarrollo. 

La informalidad también tiene otras consecuencias, más allá de los efectos 
sobre la productividad. La literatura destaca que empeora la capacidad fiscal 
de los Gobiernos, lo cual se constituye en un obstáculo para el crecimiento de 
economías en desarrollo como las de ALyC12.

Siendo la informalidad un fenómeno complejo, en última instancia, está 
determinado por decisiones que toman empresas y trabajadores. Desde la 

8	 OCDE (2024a).
9	 Jaramillo y Escobar (2022) llegan a una conclusión similar examinando datos de Perú  

y México.
10	 Los países de la región para los que existen datos de este desfase de cualificaciones 

son Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, El Salvador, México, Paraguay y Perú.
11	 Si no se controla por características de los trabajadores y de los puestos de trabajos, 

las diferencias de antigüedad entre los sectores formal e informal pueden llegar a ser 
más del 50 % en varios países de la región, como en Colombia, Guatemala, Perú, 
Paraguay, República Dominicana y Uruguay.

12	 Olgivie (2022), Besley y Persson (2013), Dincecco y Prado (2012), y Dincecco y Katz 
(2016), entre otros.
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perspectiva de las empresas, los altos costos asociados al registro, cumplimiento 
de regulaciones y pago de impuestos pueden disuadir la formalización. La 
percepción de pocos o nulos beneficios de la formalidad, en términos de acceso 
limitado al crédito o la protección legal, también reduce los incentivos de operar 
dentro del marco regulatorio. Además, si las instituciones para hacer cumplir las 
leyes y regulaciones son débiles, las operaciones informales proliferarán debido al 
bajo riesgo de sanciones.

Por el lado de los trabajadores, las políticas de bienestar social que no diferencian 
entre el empleo formal y el informal, sumadas a las rigideces del mercado laboral, 
pueden empujar a las personas hacia la informalidad. 

Asimismo, las oportunidades educativas limitadas restringen el acceso a empleos 
formales. Si la percepción de los retornos del empleo formal, en términos de 
salarios, seguridad laboral y desarrollo de habilidades es baja en comparación 
con el sector informal, la decisión individual se inclinará hacia este último.

“No podemos hablar de inclusión social cuando la mitad de los 
trabajadores de la región no tienen acceso a la seguridad social. Y el 
segundo gran problema es que, en un contexto de alta informalidad, 
el desempeño de las empresas y de los trabajadores se ve afectado 
en múltiples dimensiones que deprimen la productividad. Y estas son 
dos ideas que deben de verse como resultado simultáneo del mismo 
fenómeno de instituciones disfuncionales, alta informalidad y falta de 
protección social y baja productividad”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Políticas para la formalidad

Abordar los múltiples factores causales de la informalidad implica una 
combinación de políticas que deben adaptarse al contexto específico de cada 
economía. Un primer conjunto de políticas son las dirigidas a reducir los costos 
de la formalización. Estas se basan en la idea de que las empresas que apuestan 
por la informalidad están motivadas por los altos costos regulatorios y los 
asociados al inicio de la operación, como el registro mercantil. Sin embargo, la 
evidencia empírica sugiere que estas políticas no son efectivas para reducir la 
informalidad, pues los costos de entrada no son el principal obstáculo. 

En contraste, las políticas que apuntan a reducir los costos recurrentes de operar 
en el sector formal, o que aumentan sus beneficios, tienden a ser más efectivas, 
pues para muchas empresas, los costos de la formalidad superan los beneficios. 
No obstante, este tipo de medidas podrían no tener un impacto demasiado 
grande y no ser costoefectivas (Ulyssea, 2020).
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La reforma tributaria en Colombia en 2012 es un buen ejemplo. Con ella, se 
disminuyeron los aportes patronales a la seguridad social del 29,5 % al 16 %, 
sustituyéndolos con un impuesto a los beneficios. Esto se asocia con una caída 
en la tasa de informalidad de casi cinco puntos porcentuales, principalmente por 
un incremento en la creación de empleo formal dentro de las micro y pequeñas 
empresas13. Esto sugiere que la reducción de los costos de la formalidad puede 
incentivar a los empleadores más pequeños a integrar a sus trabajadores en el 
sector formal.

Otras políticas que imponen costos al empleo formal son las de salario mínimo 
y las de protección al empleo, ampliamente usadas en la región. En cuanto a 
la primera, los altos salarios mínimos en algunos países empujan a muchos 
empleadores hacia la informalidad. 

En efecto, en el RED 2018 (Álvarez et al., 2018) se muestran los resultados de un 
ejercicio empírico que señala que, en sectores donde los salarios mínimos son más 
altos frente al salario medio, cualquier cambio en la remuneración mínima legal 
tiene un mayor impacto en la informalidad. No obstante, la magnitud del impacto 
parece ser pequeña, lo que concuerda con los hallazgos de la literatura, que 
sugieren que el salario mínimo tiene efectos inexistentes o muy pequeños sobre la 
informalidad. Estos estudios, sin embargo, se refieren en general a salarios mínimos 
moderados, lo cual no es el caso para algunos países de la región. 

Acerca de la protección del empleo, hay evidencia de que niveles altos de 
protección, como la regulación de los despidos y de la contratación, se asocian 
con una mayor informalidad, especialmente cuando su cumplimiento se vigila de 
manera más estricta14.

Como se puede apreciar en el panel A del gráfico 2.9, aunque la región tiene en 
promedio niveles de protección al empleo medios en comparación con otras, 
existe una gran heterogeneidad dentro de esta. Por un lado, Bolivia, Santa 
Lucía, México, Venezuela y Panamá poseen niveles de protección similares a los 
observados en Europa, la región con la legislación más estricta en esta materia. 
Por otro lado, Costa Rica y Brasil exhiben bajos niveles.

Asimismo, en el panel B, se muestra que existe una asociación positiva entre los 
niveles de protección al empleo y la tasa de informalidad. Esto, por supuesto, no 
indica una relación causal, pero es sugerente a la luz de la evidencia mencionada.

13	 Ver Fernández y Villar (2017), Bernal et al. (2017) y Morales y Medina (2017)  
para más detalles.

14	 Consultar, por ejemplo, David, Pienknagura y Roldos (2020), y Chaurey, Chiplunkar y 
Soundararajan (2024).
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Gráfico 2.9 
Protección al empleo e informalidad 
 
A. Índice de LPE
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B. LPE vs. tasa de informalidad
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Nota: En el panel A se muestra un indicador compuesto de legislación de protección del empleo (LPE) que rige 
los contratos regulares y despidos individuales. La mayoría de los datos corresponden a 2019, pero algunos 
países como Argentina, Chile, Antigua y Barbuda, y Panamá corresponden a 2018, Bolivia y Santa Lucía a 2017, 
y Venezuela a 2016. En el panel B se muestra la relación entre el índice de LPE y la tasa de informalidad.
Fuente: Base de datos EPLex e ILOSTAT, ambos de OIT (OIT, 2019, 2023b)

En este contexto, las políticas de salario mínimo y de protección del empleo deben 
calibrarse cuidadosamente para no desalentar la creación de empleo formal. 

Otro conjunto de medidas que puede tener un impacto positivo son las que 
aumentan los beneficios de la formalidad, como los programas de protección 
social atados al empleo formal. La evidencia empírica apunta en esa dirección. 
Por ejemplo, en Brasil, los trabajadores formales están dispuestos a pagar por 
beneficios más generosos en la forma de un menor salario respecto al informal 
(Almeida y Carneiro, 2012). Esto implica que aumentar las prestaciones sociales 
del empleo formal podría atraer a los trabajadores informales. En Uruguay, una 
reforma de la seguridad social en 2008, que amplió los beneficios de salud de los 
trabajadores formales, tuvo un efecto positivo sobre la formalización (Bergolo y 
Cruces, 2014). 

Un corolario que se desprende de esta evidencia es que los programas sociales 
no contributivos o en los cuales la condición de beneficiario se vincula con el 
empleo informal deben usarse con cautela; de lo contrario, se pueden generar 
incentivos perversos que no solo aumentan la informalidad, sino que también 
reducen la participación laboral (Álvarez et al., 2018; Álvarez et al., 2020).
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En ALyC varias experiencias lo demuestran. En Brasil, el Programa de Salud de 
Familia (PSF), introducido en 1994 con el objetivo de avanzar en la cobertura 
universal del sistema de salud, provocó un aumento de la informalidad, en 
particular entre los trabajadores con bajos niveles de educación, que se estimó 
entre el 8 % y el 10 %. En México, el programa Seguro Popular, que extendió la 
cobertura de salud a los trabajadores informales, también causó una disminución 
en el empleo formal. En Colombia, el Régimen Subsidiado de Salud, el 
mecanismo mediante el cual la población más pobre tiene acceso a los servicios 
médicos a través de un plan de beneficios subvencionado por el Estado, provocó 
una reasignación de puestos formales a informales. En Uruguay, el programa de 
transferencias monetarias condicionadas dirigido a hogares vulnerables generó 
una caída de un 13 % en el empleo formal de los beneficiarios, lo cual significó, 
además, un aumento de la inactividad laboral. Finalmente, en Argentina, la 
introducción de la Asignación Universal por Hijo (AUH), un programa que ofrece 
un subsidio monetario por hijo menor de edad a trabajadores desocupados 
e informales, que antes estaba limitado a los trabajadores formales, redujo la 
probabilidad de formalización de los beneficiarios en un 40 %15.

“El principal problema de la protección social en América Latina es 
que está segmentada, fragmentada. Tenemos sistemas contributivos 
para trabajadores que están en una relación con las empresas y 
las empresas cumplen con la ley. Y para todos los demás tenemos 
otro sistema, un pastiche de programas de salud, programas de 
pensiones no contributivas y otro tipo de programas de protección 
social que son un sustituto imperfecto, pero que segmentan a la 
población. Básicamente, como esto funciona es que si tienes un 
trabajo en una empresa formal, accedes a este tipo de protección, y 
si tienes un trabajo en otras condiciones, tienes acceso a este otro 
tipo de protección”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Otro conjunto de políticas de formalización son las dirigidas a aumentar el 
costo de la informalidad mediante una mayor fiscalización. Existen dos tipos de 
medidas: las que buscan la formalización de empresas (margen extensivo) y las 
que tienen como objetivo la formalización de trabajadores informales empleados 
en el sector formal (margen intensivo). 

En cuanto al primer tipo, la escasa evidencia sobre el impacto de un mayor 
esfuerzo de fiscalización sugiere un efecto positivo (De Andrade et al., 2016). 
Estudios encuentran que una mayor fiscalización se asocia con ganancias de 
productividad a nivel agregado. Estas ganancias son, en parte, producto de la 
salida de empresas informales de baja productividad y por la reasignación de 
recursos a empresas formales más productivas. Ahora, si bien estos efectos 
conducen a una mayor productividad, también pueden resultar en mayor 
desempleo. Sin embargo, un estudio reciente encuentra que una fiscalización 

15	 Para más detalles, revisar Conti, Ginja y Narita (2019) para el caso del PSF en Brasil; 
Bosch y Campos-Vázquez para el del Seguro Popular en México; Camacho, Canover 
y Hoyos (2014) para el del Régimen Subsidiado en Colombia; Bergolo y Cruces (2021) 
para el de Uruguay, y Garganta y Gasparini (2015) para el de la AUH en Argentina.
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más estricta no tiene efectos sobre el desempleo debido a que empresas 
formales absorben a los trabajadores desplazados del sector informal (Dix-
Carneiro et al., 2021). 

Respecto a la mayor fiscalización en el margen intensivo, los resultados pueden 
ser muy diferentes. La evidencia empírica sugiere que, si bien puede incrementar 
el empleo formal, también puede aumentar el desempleo y la inactividad laboral 
(Almeida y Carneiro, 2012; Samaniego de la Parra, 2017). Asimismo, la mayor 
fiscalización de las empresas formales puede aumentar la fracción de empresas 
informales. La razón es que una mayor fiscalización incrementa los costos de la 
formalidad, en especial para las empresas menos productivas (Ulyssea, 2018). 

La reducción de la informalidad también pasa por mejoras educativas de la fuerza 
laboral. Las políticas de formación y capacitación son esenciales para aumentar 
la productividad de los trabajadores y facilitar su inserción en el sector formal.

La evidencia indica que la caída de la informalidad en Brasil a comienzos de 
la década de 2000 se debió en gran parte a las mejoras significativas en la 
composición educacional de la población (Haanwinckel y Soares, 2021; Soares 
y Haanwinckel, 2017; Fairris y Jonasson, 2020). Esto sugiere que las políticas 
educativas pueden ser la herramienta más efectiva para abordar el problema de la 
alta informalidad a largo plazo, pues tales cambios ocurren lentamente. 

Existen, sin embargo, políticas de capacitación y formación de habilidades con 
efectos a corto plazo. Varios estudios encuentran que el programa Jóvenes en 
Acción, en Colombia, dirigido a incentivar la formación de capital humano de 
la población joven en situación de pobreza y vulnerabilidad, ha tenido efectos 
positivos y persistentes sobre el empleo formal (Attanasio et al., 2011, 2017). Un 
programa similar en República Dominicana, Juventud y Empleo, también muestra 
un impacto positivo y sostenido en el tiempo en el empleo formal y los salarios de 
los participantes (Ibarrarán et al., 2014, 2015).

Otros estudios apuntan en la misma dirección. Hablamos específicamente del 
metaanálisis de Escudero et al. (2019), que encuentra que los programas de 
capacitación implementados en ALyC han sido particularmente efectivos en 
comparación con otras políticas. También concluye que los programas que 
incorporan capacitación en el trabajo, como pasantías, presentan una mayor 
probabilidad de tener un impacto positivo en la empleabilidad. Además, se 
observa que los programas con una duración de más de cuatro meses y que se 
desarrollan en colaboración con instituciones privadas, o donde los proveedores 
pasan un proceso de licitación, tienen un mayor impacto. 

Políticas laborales frente  
a los grandes cambios tecnológicos

Las políticas educativas y de capacitación son esenciales para afrontar los 
grandes cambios tecnológicos presentes y futuros, como los relacionados con 
la transición energética, la digitalización, la automatización y la inteligencia 
artificial. En este contexto, es fundamental invertir en el desarrollo de nuevas 
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competencias, reentrenar a los trabajadores y adaptar los sistemas educativos y 
de formación profesional a las necesidades del mercado laboral del futuro16.

En este sentido, la creación de los llamados Consejos de Competencias son 
un paso en la dirección correcta. Se trata de espacios de diálogo donde los 
sectores público y privado y los trabajadores pueden identificar las necesidades 
de competencias y diseñar estrategias para satisfacerlas. Asimismo, pueden 
fomentar la colaboración entre el sector educativo y el empresarial, asegurando 
que los programas de formación sean pertinentes.

También son necesarias otras políticas activas de empleo, así como 
compensatorias que apoyen a los trabajadores durante la transición. Por el lado 
de las políticas activas, la creación de agencias de empleo puede ayudar a los 
desempleados a encontrar vacantes y certificar sus competencias. También es 
importante que la información sobre las oportunidades laborales sea accesible 
para todos, incluyendo aquellos con brecha digital. Los casos de Job Bank en 
Canadá y SkillFuture en Singapur pueden servir como ejemplos17.

En cuanto a las políticas compensatorias, un sistema de seguro de desempleo 
puede ser una herramienta crucial para mitigar el impacto de los cambios 
tecnológicos. Sin embargo, la cobertura de estos seguros en ALyC es 
considerablemente más baja que en los países desarrollados. En este sentido, 
fortalecer estos mecanismos de aseguramiento es clave para enfrentar los 
posibles efectos disruptivos del cambio tecnológico.

Finalmente, los subsidios a trabajadores de bajos ingresos y menos calificados 
son otra herramienta para atenuar los efectos adversos del cambio. Estas 
medidas, sin embargo, deben complementarse con estrategias de inserción 
laboral y capacitación como las expuestas anteriormente, para que no 
desincentiven el empleo formal.

Políticas para la inclusión laboral femenina

Las diferencias en participación laboral por género son significativas en la 
región. La brecha promedio con respecto a los hombres es de casi 22 puntos 
porcentuales, mientras que en los países de la OCDE es de 10 puntos (gráfico 
2.10). Esto no solo implica un grave problema de inclusión social, como se 
discute en el capítulo 4, sino también un problema de eficiencia económica, como 
se menciona en el capítulo 1. Por lo tanto, la inclusión laboral de las mujeres 
debería ser una prioridad de las políticas públicas.

16	 El RED 2024 (Allub et al., 2024) resalta el caso de la transición energética.
17	 Visitar https://www.jobbank.gc.ca/home y https://www.skillsfuture.gov.sg/  

para más detalles.
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Gráfico 2.10  
Participación laboral según sexo (%), 2023
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El RED 2020 (Álvarez et al., 2020) hizo un detallado análisis de las políticas 
para fomentar la participación laboral de las mujeres. El reporte destacaba dos 
conjuntos de medidas que van de la mano con los principales determinantes de 
la brecha de género: las dificultades que tienen las mujeres para conciliar la vida 
familiar con la laboral y el nivel de educación formal (Marchionni et al., 2019).
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Abordar el primero de los problemas pasa por implementar políticas de 
licencias de maternidad y paternidad que contribuyan a compartir la carga de 
responsabilidades en el hogar, esencialmente el cuidado de los niños recién 
nacidos. En este sentido, una iniciativa que se ha tomado en muchos países 
es otorgar licencias igualitarias y compartidas. Sin embargo, como este tipo 
de licencias se suele ofrecer a trabajadores formales, su efectividad puede ser 
limitada donde hay alta informalidad.

Asimismo, la expansión de la oferta de servicios de cuidado y la ampliación de 
la jornada escolar reducirían el costo de oportunidad asociado a la maternidad y 
facilitaría que las mujeres se incorporaran al mercado laboral.

En cuanto al segundo problema, vale la pena subrayar las siguientes cifras. Para 
niveles de educación terciaria, la brecha en la tasa de participación laboral en 
la región es de 7 puntos porcentuales en promedio, mientras que para niveles 
inferiores se ubica alrededor de 20, 26 y 28 para niveles de educación secundaria, 
primaria y menos de primaria, respectivamente18. En este contexto, políticas 
activas de empleo y programas de apoyo al emprendimiento femenino pueden 
fomentar la inclusión laboral de las mujeres.

Los mercados financieros  
y el desarrollo productivo

El acceso de las empresas al financiamiento es un factor fundamental para la 
eficiente asignación del capital y la productividad. La situación de ALyC en este 
sentido no es alentadora.

El crédito, en relación con el tamaño de las economías, es relativamente bajo. El 
gráfico 2.11 muestra que en ALyC el crédito al sector privado equivalía al 51 % 
del PIB en 2023, mientras que en los países de la OCDE alcanzaba el 150 % en 
promedio. Esto no solo indica un deficiente desarrollo financiero en la región, sino 
que también sugiere que las empresas y los hogares tienen un limitado acceso19.

18	 Estas cifras son calculadas a partir de datos de la OIT como promedios de los años 
2021-2023.

19	 Por supuesto, existe una gran heterogeneidad en la región. Países como Chile y 
Panamá son conocidos por la profundidad y estabilidad de sus sistemas financieros, lo 
cual contribuye con los altos niveles de crédito al sector privado como porcentaje del 
PIB que se observan. La gran mayoría de los países de la región, sin embargo, tienen 
niveles de crédito mucho menores.
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Gráfico 2.11 
Crédito al sector privado (% PIB)
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Fuente: Banco Mundial (2023b).

Otros indicadores así lo confirman. Las pequeñas y medianas empresas (pymes), 
que constituyen casi la totalidad de las que operan en la economía y concentran 
alrededor del 70 % del empleo asalariado en ALyC, enfrentan serias restricciones 
al crédito. Como ilustra el panel A del gráfico 2.12, en la región, cerca del 15 % 
de los préstamos de bancos comerciales van dirigidos a pymes, mientras 
que en el resto de las regiones del mundo superan el 20 %, llegando casi al 
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120 140 160
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28 % en Europa. Asimismo, los préstamos a pymes en ALyC solo representan 
alrededor del 5 % del PIB, significativamente por debajo de las demás regiones, 
excepto África, donde llegan a casi un 3 % (panel B). En cambio, en Europa, los 
préstamos a pymes equivalen al 13 % del PIB, y en Asia y Pacífico, casi al 20 %.

Gráfico 2.12  
Préstamos de bancos comerciales a pymes

A. Porcentaje sobre préstamos totales 
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Nota: Las barras muestran la proporción que representan los préstamos a pymes sobre el total de préstamos de 
los bancos comerciales (panel A) y el PIB (panel B) en cada región, calculados como el promedio simple de los 
países para los que se dispone de información en todas las variables y para todo el período.
Fuente: FMI (2024).

Otra señal es el diferencial de tasas de interés que pagan las pymes con 
respecto a las empresas grandes. Según datos de la OCDE (2024b), este 
es sustancialmente más elevado en ALyC con relación al foro de países 
desarrollados. El gráfico 2.13 muestra que para los países de ALyC, este 
diferencial se encuentra entre 3,6 puntos porcentuales en México y casi 20 en 
Perú. El promedio para estos dos países junto a Chile, Colombia y Brasil es 8,6. 
En contraste, la mediana para la muestra de 36 países incluidos en el gráfico es 
menor a 1 punto porcentual.
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Gráfico 2.13  
Diferencial de tasas de interés entre préstamos a pymes y empresas grandes, 2022
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Un limitado acceso a financiamiento constituye un significativo obstáculo al 
crecimiento de las empresas, impidiendo que exploten plenamente las ganancias 
de eficiencia derivadas de la innovación20. Cuando las empresas, especialmente 
las pymes y las firmas jóvenes, enfrentan altos costos de endeudamiento 
y barreras para acceder al crédito, su capacidad para invertir en nuevas 

20	 Aghion y Fally (2007) y Ayyagari et al. (2021) encuentran que un mayor acceso 
a financiamiento conduce a un mayor crecimiento del empleo de las empresas, 
especialmente de las micro y pymes.

América Latina OCDE Otros
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tecnologías, expandir operaciones e, incluso, mantener su capital existente es 
limitada. También afecta las decisiones de innovación, pues limita la inversión en 
insumos complementarios críticos, adquirir maquinaria avanzada, contratar mano 
de obra calificada o implementar nuevas prácticas organizativas21.

El gráfico 2.14 muestra que el gasto en investigación y desarrollo en los países 
de ALyC representa, en promedio, 0,31 % del PIB, con Brasil a la cabeza con 
el 1,15 %. En contraste, el promedio para los países de la OCDE se ubica en el 
2,3 % del PIB, con países como Alemania, Japón y Estados Unidos por encima 
del 3 %. Otros indicadores de innovación muestran la misma imagen. Por 
ejemplo, en términos de solicitudes de patentes, ALyC representa solo el 0,35 % 
de las solicitudes a nivel mundial, mientras que, a modo de comparación, la 
región tiene más del 8 % de la población y alrededor del 7,3 % del PIB mundial22.

Gráfico 2.14  
Gasto en investigación y desarrollo (% PIB)

Nota: Para la mayoría de los países los datos son para el año 2021, exceptuando los siguientes. Para Brasil, Chile 
y Colombia, corresponden al 2020; Australia y Honduras, 2019; Venezuela, 2016; Nicaragua, 2015; y Ecuador, 
2014. El promedio OCDE corresponde al promedio simple de los países miembros de dicha organización, 
exceptuando Colombia, Chile y México.
Fuente: Banco Mundial (2022).

21	 Hay una extensa literatura que muestra evidencia de que restricciones financieras se 
asocian con niveles más bajos de inversión en innovación. Por ejemplo, Bond, Harhoff 
y Van Reenen (2003) y Gorodnichenko y Schnitzer (2013) con datos para Alemania y 
el Reino Unido y, más recientemente, Zhang (2023) con datos para China e India. Para 
el caso de América Latina, Crisóstomo, López-Iturriaga y Vallelado (2011) encuentra 
evidencia para Brasil que apunta en la misma dirección.

22	 Estos datos provienen del World Development Indicators del Banco Mundial.
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Por supuesto, la falta de acceso a financiamiento no es la única causa de la baja 
innovación en la región, pero sí es un factor crucial de acuerdo con la evidencia 
empírica. La competencia en los mercados de bienes y servicios, así como la 
cooperación entre empresas y la participación en cadenas de valor, como se verá 
más adelante, son también determinantes.

Las fricciones financieras son otro elemento que reduce la entrada de nuevas 
empresas23. Los altos costos de entrada y el acceso limitado al capital inicial 
implican que solo las empresas con suficientes fondos internos o conexiones 
pueden ingresar al mercado. Esto reduce la competencia, lo que permite que 
empresas menos productivas sobrevivan y prosperen.

En esencia, un sistema financiero que no funcione de manera eficiente impide 
que el capital fluya, especialmente hacia las empresas más productivas y con 
mayor potencial, lo que finalmente se traduce en una menor productividad a 
nivel agregado.

El acceso al financiamiento también incide sobre las decisiones ocupacionales de 
los individuos. Cuando existen barreras y el capital no llega a los emprendedores 
con más potencial, la economía sufre de una ineficiente distribución del talento. 
Esto implica que empresarios con menos capacidades, pero con acceso a 
recursos, terminen operando empresas menos productivas que demandan menos 
trabajo y capital. Esto se refleja en salarios más bajos, lo cual hace que la opción 
de ser asalariado sea menos atractiva. Así las cosas, más individuos buscan 
ser emprendedores, generándose un círculo vicioso que resulta en excesivos e 
ineficientes emprendimientos, muchos de los cuales terminan en la informalidad.

La relación entre informalidad y fricciones financieras no termina con los efectos 
que tienen estas sobre las decisiones ocupacionales de los trabajadores. Cuando 
las empresas carecen de historial financiero o de los activos necesarios para 
asegurar préstamos en el sector formal, pueden optar por operar informalmente 
para evitar los costos asociados con la formalización. 

Otro efecto adverso de las barreras al financiamiento es que dificulta la 
expansión de las empresas hacia nuevos mercados y su participación en 
cadenas globales de valor. En resumen, las fricciones financieras tienen 
profundas consecuencias sobre el tejido productivo y la productividad de las 
empresas y la economía en su conjunto. 

Reforma financiera: mayor acceso al crédito e inclusión

Para mejorar el acceso al crédito, especialmente a las pymes, y fomentar una 
mayor inclusión financiera en ALyC, es fundamental abordar las deficiencias 
actuales del sistema bancario. En la región, este se caracteriza por una elevada 
concentración y por la falta de incentivos para orientar las fuentes de financiamiento 

23	 Aghion, Fally y Scarpetta (2007) muestran que la disponibilidad de financiamiento tiene 
un fuerte efecto sobre la entrada de nuevas empresas. Asimismo, Klapper, Laeven y 
Rajan (2006) encuentran evidencia de que el desarrollo financiero tambien tiene un 
impacto significativo sobre la entrada de empresas.
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hacia las pymes, que son percibidas como más riesgosas, lo que obliga a muchas 
de estas empresas a depender de recursos internos o informales.

En este sentido, es crucial implementar políticas que fomenten la competencia, 
la transparencia y la eficiencia. Esto implica, por un lado, promover el desarrollo 
de sistemas de información crediticia que proporcionen información confiable 
sobre los prestatarios, facilitando una evaluación más precisa del riesgo por 
parte de los bancos. Esto conlleva el fortalecimiento —o, incluso, la creación— 
de centrales de riesgo, tales como los burós de crédito, que recopilen y 
diseminen información crediticia de personas y empresas. Estás instituciones, 
al reducir las asimetrías de información que caracterizan al sistema financiero, 
promueven un mayor acceso al crédito, un endeudamiento responsable y un 
sistema financiero más inclusivo y eficiente.

“En términos de inclusión, una característica común de América 
Latina (…) es que el acceso al crédito suele estar muy sesgado  
hacia las empresas más grandes. Por lo tanto, las pequeñas y 
medianas empresas y los hogares tienen un acceso mucho más 
limitado al crédito”.
Con base en entrevista a Carmen Reinhart 

Por otro lado, es necesario facilitar la entrada de nuevas instituciones financieras, 
incluyendo fintech y cooperativas de crédito, para diversificar el mercado y 
ofrecer más opciones a las empresas y al público.

El impacto de las fintech en ALyC podría ser significativo en la mejora del acceso 
al crédito, especialmente para los sectores tradicionalmente desatendidos por 
la banca convencional. Las fintech tienen el potencial de democratizar el acceso 
a servicios financieros mediante el uso de tecnología innovadora que reduce 
costos operativos y permite ofrecer productos y servicios más adaptados a las 
necesidades de los clientes.

Una de las principales ventajas de este tipo de instituciones es su capacidad para 
evaluar el riesgo utilizando datos no tradicionales, como el historial de pagos de 
servicios públicos o perfil de redes sociales, y métodos de análisis alternativos. 
Esto les permite evaluar la solvencia de las pymes y de personas naturales con 
historial crediticio limitado o nulo, o con garantías insuficientes (Kelly et al., 2017). 

Al operar con costos más bajos, las fintech pueden ofrecer condiciones de 
financiamiento más favorables. Esto se traduce en una mayor competencia en el 
sector financiero que se manifiesta tanto de forma directa, a través de la rivalidad 
entre las instituciones fintech y los bancos tradicionales, como de forma indirecta, 
al proporcionar incentivos para que las instituciones financieras tradicionales 
inviertan en nuevas tecnologías (Bakker et al., 2023).

Hay evidencia de que esta mayor competencia se ha reflejado en la reducción 
de los márgenes de tasas de interés, haciendo que el crédito sea más 
asequible. En las economías emergentes y en desarrollo, así como en ALyC, 
un aumento en la actividad de los bancos digitales está asociado con una 
reducción en esos márgenes. 
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Específicamente, un incremento de un punto porcentual en la proporción de 
transacciones de bancos digitales respecto al total de préstamos bancarios se 
asocia con una disminución en el margen de interés de entre 0,2 y 1,9 puntos 
porcentuales. En Brasil, donde hay una gran presencia de fintech, los márgenes 
de tasas de interés disminuyeron aproximadamente 13 puntos porcentuales entre 
2017 y 2020, y se estima que el aumento en la actividad de los bancos digitales 
contribuyó a una reducción de 3 puntos porcentuales en estos márgenes (Bakker 
et al., 2023).

El impacto de las fintech va más allá, pues también están contribuyendo a la 
inclusión financiera. Las tecnologías digitales permiten que sea más rentable 
atraer y servir a poblaciones tradicionalmente excluidas, como aquellas 
asentadas en áreas rurales y personas de bajos ingresos, superando barreras 
geográficas o de otra índole y creando productos y servicios especialmente 
diseñados para las necesidades de estos grupos. 

Los datos para América Latina y el Caribe muestran que, en efecto, cada vez 
más los emprendimientos fintech se enfocan en segmentos de la población 
desatendidos por el sistema financiero tradicional. En 2023, “el 57,32 % de las 
empresas fintech tiene como población objetivo a personas o empresas sub-
bancarizadas o no bancarizadas”24, lo cual representa un significativo aumento en 
comparación con el 36 % observado en 202125. 

La asociación entre entidades financieras tradicionales y las fintech también 
ha demostrado ser una estrategia efectiva, permitiendo así un mayor acceso al 
crédito de personas y empresas, en particular pymes, que de otro modo habrían 
permanecido excluidas. 

Estas asociaciones permiten aprovechar las fortalezas de ambos tipos de 
organizaciones. Las instituciones financieras tradicionales aportan su marca, 
cartera de clientes y acceso a fondos, mientras que las fintech ofrecen innovación 
tecnológica, sistemas modernos de información y la capacidad de analizar 
grandes volúmenes de datos de consumidores (Kelly et al., 2017).

Una pregunta que queda pendiente de respuesta es si el crecimiento de la 
industria fintech efectivamente mejora el acceso al crédito de empresas y 
consumidores. La evidencia presentada en Berg et al. (2022) sugiere que, al 
menos en economías desarrolladas, las fintech no han logrado ampliar el acceso 
al crédito de manera significativa a prestatarios desatendidos por la banca 
tradicional, salvo en nichos específicos. Otros estudios muestran, sin embargo, 
una mejora en el acceso al crédito en ciertos segmentos y mercados26. En cuanto 
a las empresas, específicamente, hay evidencia de que las fintech pueden 
mejorar el acceso a financiamiento, especialmente de las pymes27.

24	 Finnovista y BID (2024), p. 169.
25	 Las fintech impulsan la inclusión financiera no solo con productos y servicios, sino 

también con herramientas que mejoran la educación y salud financiera de los usuarios. 
En 2021, dos tercios de las fintech en ALyC ya ofrecían este tipo de apoyo, crucial en 
una región con bajas capacidades financieras (BID, 2022).

26	 Ver, por ejemplo, Jagtiani, Lambie-Hanson y Lambie-Hanson (2021) y Jagtiani y 
Lemieux (2018, 2019).

27	 Beaumont, Tang y Vansteenberghe (2021), Hau et al. (2018) y Cornelli et al. (2024).
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En el caso particular de economías en desarrollo, las fintech tienen un mayor 
potencial de expandir el acceso al crédito, pues sus sistemas bancarios suelen 
carecer de la infraestructura y de recursos para una adecuada evaluación del 
riesgo. Por lo tanto, las fintech, al usar datos y métodos no tradicionales, pueden 
tener un mayor impacto. 

Para que ese impacto sea plenamente efectivo, es necesario que los Gobiernos 
y los reguladores de los países de la región establezcan un marco normativo 
que promueva la innovación mientras protege a los consumidores y garantiza 
la estabilidad del sistema financiero. Esto incluye la creación de un entorno 
competitivo que permita a estas instituciones operar junto a entidades bancarias 
tradicionales, promoviendo así un ecosistema más inclusivo y dinámico.

El recuadro 2.1 profundiza en las reformas necesarias al marco normativo y 
regulatorio para un mejor desarrollo del sector fintech.

Recuadro 2.1. 
Un ambiente favorable a las fintech

Para alcanzar los cambios regulatorios necesarios para impulsar el crecimiento de las 
fintech, a la vez que se protege a los consumidores y garantiza la estabilidad del sistema 
financiero, se pueden implementar diversas medidas específicas, clasificadas en las 
siguientes categorías:

1. Medidas para promover la claridad regulatoria

•	 Definición de categorías y servicios: establecer definiciones claras y precisas de 
las diferentes categorías de fintech y los servicios que ofrecen. Esto puede lograrse 
mediante la creación de un glosario o taxonomía específica para el sector fintech, 
que sea utilizada por todos los actores del ecosistema, incluidos los reguladores, las 
empresas fintech y los consumidores.

•	 Marco regulatorio equilibrado: desarrollar un marco regulatorio que equilibre 
la necesidad de proteger a los consumidores y la estabilidad financiera con la 
flexibilidad necesaria para que las fintech innoven y compitan. Esto puede implicar 
la creación de regulaciones específicas para el sector fintech, que sean diferentes 
de las regulaciones aplicables a las instituciones financieras tradicionales, o la 
adaptación de las regulaciones existentes para que sean más flexibles y se adapten 
a las nuevas necesidades del sector.

2. Medidas para fortalecer la protección al consumidor

•	 Privacidad de datos: implementar regulaciones que protejan la privacidad de los 
datos de los consumidores, incluyendo la forma en que las fintech los recopilan, 
utilizan y comparten. Esto puede implicar la adaptación de las leyes de protección 
de datos existentes o la creación de nuevas leyes específicas para el sector fintech. 

•	 Divulgación de información: exigir a las fintech que divulguen de manera clara y 
transparente la información sobre sus servicios, incluyendo los costos, los riesgos 
y los beneficios. Esto puede ayudar a los consumidores a tomar decisiones 
informadas sobre los servicios fintech que utilizan.

•	 Prevención de la discriminación: implementar regulaciones que prevengan las 
prácticas crediticias discriminatorias por parte de las fintech. Esto puede incluir 
la prohibición de la discriminación por motivos de género, raza, religión u otros 
factores protegidos.
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3. Medidas para garantizar la estabilidad financiera

•	 Supervisión: implementar una supervisión adecuada de las fintech para mitigar los 
riesgos sistémicos, especialmente a medida que crecen y se integran más al sistema 
financiero. Esto puede implicar la creación de un organismo regulador específico 
para este sector o la adaptación de los organismos reguladores existentes. 

•	 Requisitos de capital y liquidez: establecer requisitos de capital y liquidez para las 
fintech, que sean proporcionales a los riesgos que plantean. Esto puede ayudar a 
garantizar que las fintech sean solventes y capaces de absorber pérdidas, lo que 
puede contribuir a la estabilidad del sistema financiero.

4. Medidas para promover la competencia

•	 Competencia justa: implementar regulaciones que promuevan la competencia entre 
las fintech y entre ellas y las instituciones financieras tradicionales. Esto puede incluir 
la eliminación de barreras a la entrada para las fintech, como la reducción de los 
requisitos de licencia o la facilitación del acceso a la infraestructura financiera. 

•	 Acceso a la infraestructura: asegurar que las fintech tengan acceso equitativo a 
la infraestructura financiera, como los sistemas de pago. Esto puede ayudarlas a 
competir en igualdad de condiciones con las instituciones financieras tradicionales.

5. Medidas para fomentar la innovación responsable

•	 Innovación con protección: crear un entorno regulatorio que fomente la innovación 
en áreas como el uso de datos alternativos, la inteligencia artificial y el aprendizaje 
automático en la evaluación crediticia, al mismo tiempo que se asegura la protección 
de los consumidores. Esto puede implicar la creación de un sandbox regulatorio, 
que permita a las fintech probar nuevas tecnologías y modelos de negocio en un 
entorno controlado. 

•	 Supervisión de nuevas tecnologías: supervisar las nuevas tecnologías y modelos 
de negocio para mitigar los riesgos potenciales y asegurar la protección de los 
consumidores. Esto puede implicar la creación de un grupo de trabajo o comité 
que se dedique a monitorear las nuevas tecnologías y desarrollar regulaciones para 
mitigar los riesgos.

En resumen, para alcanzar los cambios regulatorios necesarios para el 
crecimiento de las fintech, se requiere un enfoque integral que incluya medidas 
para promover la claridad regulatoria, la protección al consumidor, la estabilidad 
financiera, la competencia y la innovación responsable.

La banca de desarrollo como alternativa

La banca de desarrollo puede desempeñar un papel crucial en mejorar el acceso 
al financiamiento de las empresas, al actuar como un complemento a la banca 
privada y las cooperativas de crédito. También está en capacidad de impulsar 
el crecimiento de las pymes, que son el motor de muchas economías de la 
región. A través de programas de apoyo y productos financieros adaptados a las 
necesidades de estas empresas, la banca de desarrollo puede facilitar acceso 
al crédito y promover la creación de empleos, la inversión y la innovación. Tales 
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objetivos los puede lograr a través de dos mecanismos tradicionales: el crédito 
directo y los programas de garantías28.

El crédito directo consiste en el otorgamiento de préstamos por parte de los 
bancos de desarrollo a las empresas. Existen dos modalidades principales de 
crédito directo: préstamos a clientes finales, y de segundo piso a instituciones 
financieras. En el primer caso la banca de desarrollo otorga los préstamos 
directamente a las empresas mientras que en el segundo se canalizan a través de 
instituciones financieras privadas que actúan como intermediarias. 

Los préstamos otorgados directamente a los clientes finales suelen tener condiciones 
más favorables que los ofrecidos por la banca comercial, como tasas de interés más 
bajas y plazos de pago más flexibles. La efectividad de este instrumento depende 
de la capacidad de la banca de desarrollo de llegar a las pymes, que suelen estar 
dispersas geográficamente. También requiere de una amplia red de atención y la 
capacidad de evaluar el riesgo de cada operación de forma precisa.

El alcance de los programas de segundo piso suele ser mayor, ya que aprovechan 
la infraestructura y la información de las instituciones financieras aliadas para llegar 
a un mayor número de clientes, sin incrementar significativamente el costo del 
financiamiento. En este caso, además, el riesgo crediticio es compartido. La evidencia 
sugiere que esta modalidad de préstamos tiene índices de morosidad más bajos en 
comparación con los préstamos directos de la banca de desarrollo, lo cual puede 
reflejar un proceso de selección de clientes y administración de riesgo más eficiente.

Por otro lado, los programas de garantías son instrumentos diseñados para 
facilitar el acceso al crédito de las pymes, especialmente en contextos donde 
enfrentan barreras significativas debido a problemas de información asimétrica. 
Estos programas permiten que las empresas que no tienen suficiente respaldo 
para garantizar un crédito puedan acceder a financiamiento mediante la 
compra de garantías que lo sustituyan. Este seguro permite que empresas con 
potencial, pero percibidas como de alto riesgo, puedan acceder al crédito con 
mejores condiciones.

Si bien algunos estudios muestran un impacto positivo de estos programas de 
financiamiento público en el acceso a crédito y la generación de empleo, los 
efectos sobre la inversión, la innovación y la productividad son menos claros. 
Esto se debe a que el éxito del financiamiento público depende crucialmente de 
un buen diseño e implementación de los programas (Abadi et al., 2022).

Un problema típico de este tipo de programas es que los recursos otorgados 
terminan beneficiando a empresas que no enfrentan restricciones financieras. 
En estos casos, el crédito privado es sustituido por financiamiento público y 
no se mejora el acceso a los recursos de las empresas excluidas. Este tipo de 
problemas se evitaría si el diseño de estos programas priorizara la participación 
de empresas que efectivamente enfrentan restricciones de crédito.

Asimismo, para mejorar el impacto de estos programas, se recomienda la 
focalización en empresas con potencial de crecimiento y capacidades para usar 
los recursos de manera efectiva, lo cual implica un importante desafío en términos 

28	 Para una discusión más extensa sobre este tema, consultar Álvarez et al. (2021).
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de identificación de las empresas, no solo con potencial y capacidades, sino 
también con limitado acceso a financiamiento. 

Complementar el apoyo financiero con servicios de desarrollo empresarial, 
como capacitación en gestión financiera, diagnóstico de prácticas 
gerenciales, asesoría en comercialización y apoyo a la internacionalización, 
puede amplificar significativamente los efectos positivos de los programas de 
financiamiento público29. 

Esta combinación de financiamiento y servicios de desarrollo empresarial es 
crucial, ya que permite a las pymes acceder a capital y mejorar sus capacidades 
internas. La implementación de tales programas de manera integrada puede, por 
lo tanto, contribuir al desarrollo sostenible de las pymes.

Un aspecto importante en el diseño de estos programas es el monitoreo 
constante. La realización de evaluaciones de impacto rigurosas permite medir su 
efectividad, identificar áreas de mejora y optimizar la asignación de recursos. Para 
lograrlo, es fundamental asegurar la transparencia en los procesos de selección 
de beneficiarios y en la distribución de los fondos. 

Un monitoreo adecuado de los fondos de garantía, por ejemplo, no solo 
ayudaría a determinar si el programa está efectivamente mejorando el acceso al 
crédito, sino también si es sostenible a largo plazo. Un desafío común en estos 
programas es que los bancos podrían tener incentivos para llevar a sus clientes 
más riesgosos a los programas de garantías, o bien, relajar sus esfuerzos en la 
selección y monitoreo de las empresas beneficiarias, lo que podría resultar en 
mayores tasas de mora y afectar la sostenibilidad del programa. 

Estos problemas de incentivos también resaltan la necesidad de introducir en 
su diseño una adecuada distribución del riesgo entre el banco de desarrollo, 
el banco comercial y las empresas participantes. Además, la implementación 
de mecanismos de penalización a los bancos con altas tasas de impago y de 
incentivos a aquellos con buen desempeño, puede fomentar que los bancos 
mantengan un interés activo en la calidad crediticia de los prestatarios, mitigando 
los problemas de riesgo moral y de sostenibilidad del programa. 

Para que la banca de desarrollo pueda cumplir a cabalidad con su función de 
mejorar el acceso al crédito, es necesario que se lleven a cabo algunas reformas 
que permitan optimizar su funcionamiento, garantizar su sostenibilidad y asegurar 
su capacidad de respuesta a las necesidades del sector productivo. 

Estas reformas deben asegurar que la banca de desarrollo actúe como un 
complemento a la banca comercial y que sea capaz de identificar las fallas de 
mercado que deben superar, así como de determinar qué instrumentos utilizar 
para apoyar las políticas de desarrollo productivo definidas por los Gobiernos. 
Asimismo, los bancos nacionales de desarrollo deben ser capaces de identificar 
sectores y actividades con potencial de generar externalidades positivas en la 
economía, como la innovación, la diversificación exportadora, la economía verde 
y el desarrollo de cadenas de valor.

29	 Experiencias en Brasil (Pires et al., 2014), Chile (Arráiz, Stucchi y Henríquez, 2011) y 
Argentina (Peirano, 2011) son ilustrativas.
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En este sentido, estas reformas deben incluir la definición de un mandato 
claro que guíe la acción de la banca de desarrollo y que asegure su 
complementariedad con el sector privado. A su vez, para asegurar que puedan 
cumplir con este mandato, es necesario que adopten buenas estructuras de 
gobernabilidad que garanticen su independencia, su capacidad técnica y su 
sostenibilidad financiera. Solo así podrán desempeñar un papel activo en la 
transformación productiva de las economías de la región.

“Efectivamente, los bancos de desarrollo tienen un rol muy 
importante que jugar, mucho más allá del financiero. Son el lugar 
donde aprendemos los unos de los otros, donde de pronto un país 
quiere hacer un proyecto en una nueva área (...), y eso lleva a que el 
banco aprenda en el proceso de financiar ese tipo de actividades. 
Una vez que aprende, puede transmitir esos conocimientos para que 
otros países exploren esos mismos rumbos”.
Con base en entrevista a Ricardo Hausmann

El rol de los mercados de capitales en el financiamiento

Más allá del papel que juega el acceso al crédito para impulsar el desarrollo 
productivo, otro aspecto importante que debe tomar en cuenta una reforma 
financiera integral es el desarrollo de los mercados de capitales. 

Los mercados de valores de la región poseen un potencial de crecimiento 
significativo, pero materializarlo requiere de reformas específicas. Una prioridad 
es mejorar la accesibilidad al mercado mismo. Reducir barreras como los 
altos costos de transacción y las regulaciones complejas puede fomentar una 
participación más amplia, particularmente de los inversores minoristas. Además, 
promover la inversión institucional de entidades como los fondos de pensiones 
puede inyectar una liquidez que siempre es necesaria. Desarrollar mercados 
de bonos más profundos también puede proporcionar vías de financiación 
alternativas y complementar el crecimiento del mercado de valores.

Fortalecer la transparencia y la gobernanza corporativa es, igualmente, crucial. 
Esto implica mejorar los requisitos de divulgación para las empresas que cotizan 
en bolsa, garantizar el cumplimiento riguroso de las normas internacionales de 
contabilidad y presentación de informes e incorporar factores ambientales, sociales 
y de gobernanza en las publicaciones de las empresas. Establecer organismos 
reguladores fuertes e independientes, con mecanismos de aplicación sólidos, es 
esencial para mantener la integridad del mercado y proteger a los inversionistas. 

En general, una buena gobernanza corporativa facilita el acceso a financiamiento, 
tanto de fuentes internas como externas. En este panorama, resalta la necesidad 
de protección a los accionistas minoritarios.

El gráfico 2.15 muestra el rezago que tiene la región en este aspecto. Se observa 
que los países ofrecen, en general, una menor protección a los inversores 
minoritarios que los países más desarrollados. Esto sugiere la existencia de 
brechas significativas en el marco legal e institucional que rige este importante 
aspecto de la gobernanza corporativa.
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Gráfico 2.15 
Protección a los inversionistas minoritarios, 2019 

ALyC OCDE

Nota: Índice de 0 a 50 (mejor) construido con base en los siguientes subíndices: grado de transparencia, 
responsabilidad de los directores, facilidad de los juicios a los accionistas, derechos de los accionistas, 
gobernanza y transparencia corporativas.
Fuente: Banco Mundial (2020).
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Esta brecha tiene implicaciones profundas para el acceso a financiamiento de 
las empresas. Cuando los accionistas minoritarios están más protegidos, el 
capital tiende a asignarse de manera más eficiente, pues los inversionistas se 
sienten más seguros de invertir sabiendo que sus derechos están garantizados. 
Una sólida protección a los accionistas minoritarios reduce el riesgo de que los 
accionistas mayoritarios o los directivos abusen de su poder en detrimento de los 
minoritarios. Esto fomenta el desarrollo de los mercados de valores y permite que 
el capital fluya hacia empresas con mejores perspectivas de crecimiento.

Ahora bien, para fortalecer los derechos de los accionistas minoritarios, se debe 
establecer un marco legal claro y completo que defina explícitamente tales 
derechos. Entre otros, se pueden mencionar los derechos de voto, acceso a la 
información de la empresa y la posibilidad de emprender acciones legales contra 
la propia empresa o sus directores. 

Este marco legal debe complementarse con organismos reguladores sólidos e 
independientes, con facultades para hacer cumplir las normativas y garantizar un 
trato justo para todos los accionistas, independientemente de su participación. 
Además, es esencial promover prácticas de gobierno corporativo transparentes, 
como juntas directivas independientes y procesos claros de toma de decisiones. 
Finalmente, deben existir mecanismos de resolución de disputas accesibles 
y eficientes para abordar los conflictos entre los accionistas y la empresa, 
asegurando que los minoritarios tengan una plataforma justa e imparcial para 
expresar sus inquietudes y buscar reparación.

También es determinante para el desarrollo de los mercados de capitales, 
en particular de los mercados de deuda, el diseño adecuado de las leyes de 
quiebras. Estas proporcionan un marco clave para abordar la insolvencia, reducir 
la incertidumbre tanto para los prestatarios como para los prestamistas y, en 
última instancia, para promover el buen funcionamiento del sistema financiero.

Reducir el riesgo y aumentar la confianza de los inversores son las principales 
formas en que las leyes de quiebras apoyan el desarrollo de los mercados de 
capitales. Procedimientos de quiebra bien definidos proporcionan procesos claros 
y predecibles para manejar las insolvencias, dando a los acreedores la seguridad 
de que sus derechos estarán protegidos. Esto hace más atractiva la inversión 
en títulos de deuda, pues los prestamistas están más dispuestos a proporcionar 
capital cuando confían en la capacidad del sistema legal para manejar las 
dificultades financieras de las empresas.

Además, leyes de quiebra eficaces permiten la reestructuración y reorganización 
eficiente de empresas con problemas financieros. Al proporcionar un marco 
legal para que negocien con los acreedores y reduzcan su carga de deuda, 
estas leyes ayudan a prevenir la liquidación innecesaria de compañías. Esto 
preserva su valor económico, mantiene los empleos y permite que las empresas 
viables continúen operando30.

30	 Más allá de los mercados de capitales, las leyes de quiebra también tienen un impacto 
significativo sobre el crédito. Los procedimientos de insolvencia claros y eficientes 
reducen el riesgo para los bancos, haciéndolos más dispuestos a otorgar créditos a 
empresas y personas (Claessens y Klapper, 2005).
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El gráfico 2.16 muestra que los países de la región, en general, tienen 
procedimientos de insolvencia menos eficientes que los países más desarrollados. 
En ALyC, los acreedores recuperan alrededor de un tercio de la deuda en caso de 
insolvencia en promedio, mientras que en la OCDE recuperan el 70 %.

Gráfico 2.16 
Procedimientos de insolvencia 
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Aunque hay diferencias entre países, algunas reformas comunes son necesarias 
en ALyC para fortalecer las leyes de quiebra y hacer más eficientes los 
procedimientos de insolvencia. Por un lado, es necesario modernizar y armonizar 
los marcos legales. Esto implica actualizar las leyes de bancarrota para reflejar 
las complejidades de los instrumentos financieros modernos y las transacciones 
transfronterizas, mejorar la eficiencia y la transparencia en los procedimientos 
de bancarrota y establecer tribunales especializados para manejar los casos de 
manera efectiva.

Por otro lado, es esencial fortalecer los derechos de los acreedores, al tiempo que 
se garantiza un trato justo a los deudores. Mejorar la protección de los acreedores 
en aspectos como la prelación de pagos y los procedimientos de ejecución 
de las garantías, puede aumentar la confianza de los inversores y fomentar el 
crecimiento del mercado de deuda. Al mismo tiempo, es importante equilibrar 
estas protecciones con disposiciones para la reestructuración y rehabilitación de 
la deuda para brindar a los deudores la oportunidad de recuperarse.

Otro aspecto del mercado de capitales que puede conducir a un mejor acceso 
a financiamiento por parte de las empresas es el desarrollo de instrumentos de 
capital de inversión privada y de riesgo. El primero va dirigido a empresas más 
maduras que buscan reestructurarse o expandirse, mientras que el segundo está 
enfocado en emprendimientos en fase inicial con alto potencial de crecimiento. 

Para las pymes y las empresas jóvenes con dificultades para acceder a la 
financiación tradicional, estos instrumentos sirven como complemento y, 
en algunos casos, como alternativa a los de deuda. Estos mecanismos son 
apropiados para superar los pesados requisitos que exigen las fuentes más 
tradicionales, como la demostración de ingresos para optar al crédito o la 
exoneración de pagar intereses en una etapa temprana de operación, cuando 
suele existir una clara estrechez de liquidez (Álvarez et al., 2021).

A pesar de sus ventajas, estos mecanismos han tenido poca penetración en ALyC 
debido a problemas de información, la opacidad de los registros financieros y la 
falta de familiaridad de los empresarios con estos vehículos de financiamiento. 
Para superar estas barreras, se sugieren políticas que fomenten tanto su 
demanda como su oferta. 

Del lado de la demanda se puede fomentar la creación de bases de datos 
de pymes con potencial para atraer inversores, como parte de los servicios 
empresariales que ofrecen las agencias gubernamentales o las asociaciones 
gremiales. La promoción de “aceleradoras” e “incubadoras” de startups son otro 
modo de acercar a las empresas a posibles inversionistas de capital de riesgo.

Del lado de la oferta, se pueden ofrecer incentivos tributarios para inversores 
de capital de riesgo. Por otro lado, la inversión directa o coparticipación 
gubernamental en fondos de capital de riesgo puede servir de instrumento 
catalizador para la participación de inversionistas privados, lo cual es clave para 
el buen funcionamiento de estos fondos.
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La competencia como  
motor de la innovación  
y de la productividad

La competencia en los mercados de bienes y servicios es determinante para la 
productividad agregada al influir tanto en la eficiencia asignativa de la economía 
como en la eficiencia interna de las empresas. La falta de competencia conduce a 
una asignación ineficiente de los factores de producción. En primer lugar, barreras 
a la competencia permiten que empresas poco productivas sobrevivan e, incluso, 
prosperen, mientras que las más productivas no necesariamente desarrollan todo 
su potencial.

En segundo lugar, en industrias donde la entrada de nuevas empresas está 
restringida, el rol del proceso de selección en la dinámica de empresas se 
desvirtúa, reduciendo la posibilidad de que nuevas firmas de mayor productividad 
reemplacen a otras salientes y menos productivas, que no podrían sobrevivir en 
ambientes de mayor competencia.

Por otro lado, la falta de competencia también afecta la productividad de las 
empresas de forma directa. Al enfrentar menos presión competitiva, las empresas 
tienen menos incentivos para innovar y mejorar sus procesos y prácticas 
gerenciales. Asimismo, un alto poder de mercado puede conducir a prácticas 
laborales más restrictivas, que tienden a reducir la eficiencia y el esfuerzo de los 
trabajadores (Álvarez et al., 2018). 

El RED 2018 (Álvarez et al., 2018) muestra que ALyC presenta bajos niveles de 
competencia, especialmente en el sector servicios, que se traduce en márgenes 
de precios altos comparados con otras regiones y, en particular, con los países 
de mayores ingresos. En un reporte reciente del Banco Mundial, Maloney et al. 
(2024) encuentran que los mercados en ALyC se caracterizan por un alto nivel de 
concentración y poder de mercado, con la presencia de unas pocas empresas 
gigantes dominantes.

El gráfico 2.17 confirma esos hallazgos. Ahí se muestra un índice de grado de 
dominio de mercado donde se aprecia que, según la opinión de ejecutivos de 
negocios en cada uno de los países, los niveles de competencia en los de ALyC 
está por debajo de los observados en los de la OCDE.
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Gráfico 2.17 
Índice de grado de dominio del mercado 

Nota: Este índice proviene de la pregunta de la encuesta “En su país, ¿cómo caracteriza usted la actividad 
empresarial? [1 = dominado por unos pocos grupos empresariales; 7 = distribución entre muchas empresas]. 
Promedio ponderado 2018-2019 o período más reciente disponible. 
El promedio OCDE excluye los países de ALyC que pertenecen a la organización.
Fuente: World Economic Forum (2019).
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Es saludable proteger la competencia
Si bien en los últimos 20 años ha habido avances importantes con “la 
promulgación de numerosas nuevas leyes de competencia, de modificaciones de 
las existentes y del establecimiento de un importante número de autoridades de 
competencia”31, la región sigue mostrando un rezago en esta materia respecto 
a los países más desarrollados. Aunque algunos países han adoptado políticas 
de competencia alineadas con las buenas prácticas, persisten deficiencias en la 
aplicación y cumplimiento de las leyes, así como en la capacidad institucional 
para promover un entorno más competitivo (Álvarez et al., 2018). 

Asimismo, las políticas de competencia son todavía jóvenes y débiles en muchos 
países de la región, gracias, en parte, al poder y la influencia que ejercen las 
grandes compañías. En general, las agencias de competencia tienen insuficiente 
personal y presupuesto en comparación con sus pares en países de la OCDE. 
Esto se refleja en menos investigaciones de oficio por conductas anticompetitivas 
(Maloney et al., 2024; OCDE, 2022).

Para fortalecer los marcos normativos de defensa de la competencia y de las 
agencias correspondientes es necesario implementar un conjunto de medidas 
que aborden las deficiencias identificadas. Estas medidas deben enfocarse, 
ante todo, en mejorar las capacidades institucionales. Esto implica dotar a las 
agencias de mayor autonomía y recursos para que puedan investigar y sancionar 
conductas anticompetitivas de manera efectiva. Esto incluye mejorar los sistemas 
de recopilación y análisis de información, así como la capacitación del personal.

Por otro lado, se debe mejorar la aplicación y el cumplimiento de las leyes. Esto 
implica asegurar que las leyes de competencia se apliquen de manera imparcial 
y eficiente, con sanciones disuasorias para las empresas que incumplan las 
normas. También es crucial promover la conciencia sobre la importancia de la 
competencia y facilitar la denuncia de prácticas anticompetitivas por parte de  
los consumidores.

La apertura comercial

Otra política que destaca el RED 2018 (Álvarez et al., 2018) para promover 
la competencia es la apertura comercial. Allí se muestra que “a pesar de los 
avances que indudablemente ha mostrado América Latina en las últimas décadas 
en materia de apertura comercial, la región sigue estando relativamente cerrada a 
la competencia internacional en comparación con los países más desarrollados” 
(p. 122). Como muestra el gráfico 2.18, la región tiene altos aranceles en 
comparación con otras regiones. Por ejemplo, ALyC tiene una tasa de arancel 
efectiva promedio de casi el 7 %, mientras que los países más desarrollados 
la tienen alrededor del 3 % o, incluso, más bajas, como es el caso de la Unión 
Europea. Asimismo, ALyC tiene aranceles similares a los de otras economías 
en desarrollo y mucho menores que los observados en los países y regiones de 
menores ingresos. 

31	 OCDE (2022), pág. 8.
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Gráfico 2.18  
Aranceles efectivos promedio (%), 2022 

 

Nota: Estos valores se refieren al promedio simple de las tasas de aranceles efectivamente aplicados (AHS). 
Fuente: WITS (2022).
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Dentro de la región, sin embargo, existe una gran heterogeneidad. Por un lado, 
se encuentran Perú y un grupo de países centroamericanos como Honduras, 
Costa Rica, Nicaragua y El Salvador con aranceles bajos, a niveles similares a los 
observados en países más desarrollados. Por otro lado, hay un grupo de países 
con altísimas barreras arancelarias, como los del Mercosur y algunos del Caribe.

Asimismo, como se menciona en el RED 2021 (Sanguinetti et al., 2021), las 
barreras no arancelarias existentes en la región “pueden representar importantes 
restricciones al comercio y en varios casos ser comparables en magnitud o aún 
más altas que las barreras tarifarias” (p. 49). El RED 2018 (Álvarez et al., 2018) 
sugiere que estas barreras han sido utilizadas como sustituto de los aranceles en 
el diseño de la política comercial en la región en un contexto de caída continuada 
de los aranceles desde la década de 1990. 

Las barreras al comercio en ALyC se reflejan en el relativamente bajo volumen 
de comercio internacional con respecto al tamaño de la economía. En el gráfico 
2.19 se muestra que el comercio total de la región representa alrededor del 50 % 
del PIB, por debajo de la mayoría de las otras regiones del mundo y los países 
más desarrollados, entre los que destaca la Unión Europea, donde este indicador 
alcanza el 94 %. Incluso los países menos desarrollados, la mayoría de los cuales 
se encuentran en África Subsahariana, tienen niveles de comercio superiores. 

Nuevamente, existe una gran variabilidad dentro de la región. En particular, 
economías pequeñas como las del Caribe y de Centroamérica tienen unos niveles 
de apertura comercial que tienden a ser más elevados, como es de esperarse en 
este tipo de economías, a la vez que las más grandes, como Argentina, Brasil y 
Colombia, tienen niveles de comercio significativamente más bajos. El caso de 
México es excepcional en este sentido por su relación con Estados Unidos, a 
donde dirige alrededor del 80 % de sus exportaciones y de donde provienen casi 
la mitad de sus importaciones.

Estos bajos niveles de apertura comercial en la región se traducen, a su vez, en una 
baja integración regional. Los países no solo comercian relativamente poco con el 
resto del mundo sino también entre ellos mismos. Como se observa en el panel A 
del gráfico 2.20, ALyC es una de las regiones con menor participación intrarregional 
de sus importaciones y exportaciones, ambas representando alrededor del 15 % 
del total. En el caso de las exportaciones, ALyC solo se encuentra por encima de 
Asia meridional (o del Sur)32, cuyas exportaciones intrarregionales solo representan 
el 7 % del total y, prácticamente, al mismo nivel que el Medio Oriente y Norte 
de África. En general, ALyC se encuentra muy lejos de los valores de comercio 
intrarregional de Europa y Asia Central, y Asia Oriental y Pacífico. 

La falta de integración regional también se aprecia en el nivel de aranceles que 
se aplican a las importaciones intrarregionales. En el panel B, se muestra que los 
aranceles efectivos a las importaciones intrarregionales no solo son más elevados 
que los aranceles efectivos totales en ALyC, sino que también son los segundos 
más altos entre las regiones allí incluidas.

32	 Que incluye Afganistán, Bangladés, Bután, India, Maldivas, Nepal, Pakistán y Sri Lanka.
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Gráfico 2.19  
Comercio como porcentaje del PIB, promedio 2018-2023 
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Gráfico 2.20 
Comercio intrarregional, 2022
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“El tema de comercio internacional, del desarrollo del sector 
transable, no solo de exportaciones que encuentran nichos 
de calidad en el mundo sino también de sustituciones 
eficientes de importaciones, es un proceso muy importante. 
Yo soy un convencido de que en ese sentido, la estructura 
importa para el crecimiento. Hay algunos economistas que 
piensan que lo único que importa es ser productivo en 
cualquier cosa que uno produce, pero yo tiendo a pensar que 
no solo es ser productivo y eficiente sino tender a producir 
más, orientarse hacia la demanda externa, hacia el sector 
transable. Esa estructura me parece a mí que ofrece una 
gama más amplia para crecer con base al aprendizaje, al 
desarrollo y la adopción tecnológica”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre

A. Comercio intrarregional, % total B. Aranceles totales e intrarregionales, 2022

Exportaciones intrarregionales (% total) Arancel promedio efectivo total
Importaciones intrarregionales (% total) Arancel promedio efectivo intrarregional
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“El comercio internacional es un aliado importante de la mejor 
capacidad productiva, y lo es por al menos dos canales que además 
la literatura ha mostrado que se manifiestan en América Latina y lo 
ha mostrado a partir de los distintos episodios de liberalización del 
comercio. Un primer elemento es la presión competitiva”.
Con base en entrevista a Marcela Eslava

Para promover una mayor apertura comercial, los países de la región deben, en 
primer lugar, reducir o remover las barreras arancelarias y no arancelarias. Los 
países con altos aranceles, como los del Mercosur, deberían considerar una 
reducción paulatina de estos hasta alcanzar niveles similares a los de países 
con menores gravámenes de importación. En segundo lugar, se requieren 
mejoras de los sistemas logísticos y la simplificación de los procesos y trámites 
aduaneros, evitando mayores restricciones y costos del comercio. Por último, es 
necesario impulsar la integración regional, para lo cual es clave también mejorar 
la infraestructura de transporte, especialmente terrestre33.

Relaciones entre empresas:  
acceso a insumos y cooperación

El acceso a insumos en términos de cantidad, calidad y variedad es esencial 
para que las empresas alcancen altos niveles de productividad. También lo es la 
cooperación, que permite que ellas puedan obtener los insumos necesarios para 
su producción de manera más eficiente y que exista un flujo de información que 
facilite la adopción de insumos innovadores y mejores tecnologías. 

En este sentido, dado que la producción se organiza en cadenas de valor donde 
una empresa depende de los insumos de otras, las distorsiones en un sector 
pueden transmitirse a otros y afectar su productividad. Por lo tanto, el entramado 
de relaciones entre empresas actúa como un mecanismo de transmisión de 
choques sectoriales que termina por afectar la productividad agregada.

El sector servicios

Un análisis de las relaciones insumo-producto sectoriales en ALyC revela 
la gran importancia de los sectores de servicios y, en particular, del sector 
comercio como proveedor de insumos (Álvarez et al., 2018). También identifica 
distorsiones sectoriales que afectan el acceso a los insumos. Se estima que estas 
distorsiones, en conjunto, ocasionan pérdidas de productividad equivalentes al 
14 % del producto en promedio en la región. 

33	 Sanguinetti et. al (2021), en el RED 2021, ofrece un análisis profundo de las políticas de 
integración regional.
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Si bien estas distorsiones provienen, en buena medida, del conjunto de 
regulaciones y fallas de mercado que afectan transversalmente a todos los 
sectores, algunas surgen de problemas específicos a cada sector. El de servicios 
pareciera especialmente afectado por este tipo de problemas, lo cual es 
particularmente relevante dado su grado de influencia dentro de la economía.

Esto se relaciona con las marcadas deficiencias en la calidad de algunos 
servicios en la región como la electricidad, el transporte y los servicios 
logísticos, esenciales para el funcionamiento de las empresas. La baja calidad 
de los servicios se debe, en parte, a la existencia de brechas importantes de 
infraestructura, como se menciona en el Capítulo 1. Otro factor determinante 
es la presencia de marcos regulatorios deficientes que limitan la competencia e 
imponen barreras al comercio de servicios. 

Abordar estos problemas implica llevar a cabo reformas en dichos marcos 
regulatorios e implementar medidas que favorezcan la competencia, la 
participación privada y el comercio internacional de servicios, algunas de las 
cuales ya fueron discutidas. Otras medidas pueden estar dirigidas a fomentar 
las asociaciones público-privadas en proyectos de infraestructura y la inversión 
extranjera directa en servicios.

Políticas de clúster

Las políticas de promoción de clústeres pueden ser instrumentos poderosos para 
mejorar el acceso a insumos y fomentar la cooperación entre empresas. Esto es 
particularmente relevante en industrias donde la coordinación es esencial para 
alcanzar economías de escala o favorecer el acceso a trabajadores o insumos 
especializados. 

Asimismo, las políticas de clústeres pueden generar importantes ganancias de 
productividad sectoriales al fomentar la división y especialización del trabajo, 
el desarrollo de una amplia gama de insumos y servicios de alta calidad para el 
sector, la provisión de bienes públicos e infraestructura esencial, el desarrollo de 
asociaciones empresariales y la innovación y difusión del conocimiento.

Para que las políticas de clústeres sean efectivas, deben impulsar el desarrollo 
de capacidades tanto en el sector público como en el privado. Esto implica 
fortalecer las instituciones, promover la formación de capital humano y facilitar 
la colaboración entre empresas, Gobierno e instituciones universitarias y de 
investigación. Además, es crucial promover los beneficios que generan los 
clústeres, como los derrames de conocimiento. Para ello, se deben implementar 
medidas que fortalezcan los vínculos dentro del clúster y que faciliten su 
integración con mercados externos (Álvarez et al., 2018).

Este enfoque requiere un conjunto integral de acciones que abarcan desde la 
identificación de clústeres potenciales y el diálogo con los actores clave, hasta la 
provisión de bienes públicos, el fomento de inversiones colectivas, el apoyo a la 
formación de capital humano especializado, el mejoramiento de la infraestructura 
logística y el desarrollo de cadenas de distribución eficientes. 
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Participación en cadenas globales de valor
La integración a las cadenas globales de valor (CGV) es un aspecto clave para 
potenciar el impacto de los clústeres. Esta ofrece múltiples beneficios, como 
el acceso a insumos de mayor calidad, tecnologías avanzadas y procesos de 
producción más eficientes. La integración también expone a las empresas a 
mejores prácticas, estándares internacionales e innovaciones que pueden resultar 
en transferencias de conocimiento. Asimismo, las empresas tienen acceso a 
mercados globales que les permiten crecer, aprovechar economías de escala y 
aumentar su eficiencia. 

“Hay un canal que se desenvuelve a lo largo de la cadena 
productiva y que hace que los beneficios del comercio internacional 
se exacerben, crezcan, mientras construimos sobre la cadena 
productiva. Ese es un elemento muy importante que habla de la 
importancia de tener acceso a mejores insumos. Y eso no solamente 
se traduce en que yo importo insumos mejores o más baratos, sino 
en presión competitiva en los niveles de insumos. También lleva a 
una mejoría de la producción local de esos insumos”.
Con base en entrevista a Marcela Eslava

Un estudio realizado por Fernandes et al. (2021) revela que las empresas 
exportadoras de la región que participan en CGV –es decir, aquellas que no solo 
exportan, sino que también importan insumos intermedios y bienes de capital– 
presentan un mejor desempeño exportador. Estas empresas, además, tienden a 
ser más grandes y diversificadas.

“Cuando uno ve en general, en la integración de América Latina a 
las grandes cadenas de valor, lo que encuentra es que estamos 
conectados al comienzo o al final de la cadena con algunos 
productos. Los estudios que se han hecho muestran que los 
países que han tenido mayor éxito en el crecimiento típicamente 
tienen conexiones multidimensionales y variadas con las cadenas 
globales de valor. En particular, se encuentran muy insertadas en los 
segmentos intermedios. Eso sugiere que cuando se está en el medio 
de la cadena, se tiene más opción de aprender, adquirir y desarrollar 
nuevas tecnologías, y mejorar la calidad de lo que se hacen porque , 
por un lado, se tiene que importar, y por otro, exportar”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre 

Lamentablemente, ALyC muestra un bajo nivel de integración a las CGV. Esto se 
ve reflejado también en una débil integración en las cadenas de valor regionales, 
lo cual se alinea con el bajo nivel de comercio intrarregional que ya se ha 
mencionado. La evidencia muestra que, en comparación con otras regiones, 
las empresas exportadoras de ALyC evidencian una menor dependencia de los 
mercados intrarregionales, tanto para sus exportaciones como para la obtención 
de sus insumos.
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La integración de las empresas de la región en las CGV requiere una estrategia 
integral que aborde diferentes aspectos clave. En primer lugar, facilitar la inversión 
extranjera directa (IED). Esto permite que empresas multinacionales aprovechen las 
ventajas de la economía local, como menores costos o la disponibilidad de insumos 
específicos. Además, la IED puede generar oportunidades para que empresas 
nacionales se integren a las cadenas de producción de estas multinacionales, y 
propiciar efectos derrame que beneficien a las empresas locales.

En segundo lugar, se requieren políticas transversales que impulsen la apertura 
comercial, la innovación y el desarrollo del capital humano, así como otras 
que mejoren el acceso a financiamiento. También son necesarias reformas 
institucionales que, por ejemplo, fortalezcan los derechos de propiedad y 
promuevan la transparencia regulatoria. 

Finalmente, para fortalecer las cadenas regionales de valor, es esencial simplificar 
y armonizar las reglas de origen en los acuerdos comerciales intrarregionales. 
La complejidad e inconsistencia de estas reglas dificultan la acumulación de 
procesos productivos en varios países y desincentivan la integración regional.

La política industrial como 
habilitadora del desarrollo 
productivo

Hasta ahora, se han planteado reformas y políticas para enfrentar problemas 
puntuales como la informalidad y la falta de acceso a financiamiento. Sin 
embargo, muchos de estos problemas tienen raíces comunes que requieren 
un enfoque integral y coordinado capaz de articular estas políticas. La política 
industrial puede servir como mecanismo articulador. 

La política industrial se define como el conjunto de acciones gubernamentales 
que buscan transformar la estructura de la actividad económica en busca de 
algún objetivo público. Estas políticas son focalizadas, lo que significa que se 
orientan a actividades específicas, y son intencionales en el sentido de que 
buscan cambiar la estructura de la economía. 

En América Latina y el Caribe, la política industrial presenta una oportunidad para 
impulsar el crecimiento económico y la diversificación productiva. Uno de los 
beneficios potenciales es la capacidad de transformar la estructura económica 
hacia sectores más avanzados y competitivos, lo que podría generar empleos de 
calidad y fomentar la innovación. Sin embargo, para maximizar estos beneficios, 
es crucial que las políticas estén bien diseñadas y se sustenten en un análisis 
riguroso que considere las características específicas de cada país y los riesgos 
inherentes a la intervención estatal.
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La política industrial moderna se mueve dentro de una triada compleja: la 
incorporación de nuevas tecnologías, la promoción de la inclusión social y la 
búsqueda de la sostenibilidad ambiental (CEPAL, 2017). Este triple desafío 
exige un enfoque integral que no solo fomente la competitividad, sino que 
también garantice que los beneficios del crecimiento se distribuyan de manera 
equitativa y que el desarrollo económico sea compatible con la protección del 
medioambiente. Por ejemplo, la promoción de industrias de energías renovables 
puede generar empleos verdes, reducir la dependencia de combustibles fósiles 
y contribuir a la mitigación del cambio climático. Sin embargo, es crucial que 
estas políticas no excluyan a los sectores más vulnerables de la población y que 
consideren los impactos sociales y ambientales a largo plazo.

A pesar de sus beneficios potenciales, la implementación de la política industrial 
conlleva ciertos riesgos. Uno de ellos es la captura política, donde intereses 
particulares pueden desviar recursos hacia actividades que no benefician a 
la sociedad en su conjunto. La falta de información adecuada puede llevar 
a decisiones ineficientes en la selección de sectores. Otro riesgo es que las 
políticas mal diseñadas otorguen ventajas desproporcionadas a ciertas empresas, 
comprometiendo la competencia.

Para reducir los riesgos, es fundamental implementar un enfoque basado 
en datos y evidencia empírica. Las políticas deben pasar por pruebas de 
costo-beneficio, considerando no solo los costos directos, sino también los 
administrativos. Es importante incluir mecanismos de seguimiento y evaluación 
continua para ajustar las políticas según sea necesario. 

La colaboración público-privada también es fundamental para generar 
información relevante, formular agendas de acción y asegurar que las políticas 
sean eficaces. Además, es crucial aprender de las experiencias internacionales 
y, especialmente, regionales, dado que los contextos económicos y sociales tal 
vez sean similares. Al adoptar estas estrategias, los países de la región pueden 
aprovechar los beneficios de la política industrial mientras minimizan sus riesgos.

Ahora bien, una política industrial bien diseñada debe ofrecer un marco 
direccional que permita a los actores privados tomar decisiones de inversión a 
largo plazo, como la promoción de tecnologías que hagan un uso eficiente de los 
recursos y produzcan bajas emisiones de carbono. Esto implica la creación de 
un entorno que estimule la competencia y ofrezca garantías para la adopción de 
medidas correctivas, alejándose de los enfoques rígidos y centralizados que han 
fracasado en el pasado (CEPAL, 2017).

La política industrial dispone de una amplia gama de instrumentos para  
alcanzar sus objetivos de desarrollo productivo. Estos pueden ser transversales  
o selectivos.

Las políticas transversales, también llamadas horizontales, buscan 
mejorar el entorno productivo general, beneficiando a todas las empresas 
independientemente de su actividad económica o ubicación.

Muchas de las políticas que se han discutido en este capítulo están entre 
las transversales, como, por ejemplo, las que buscan facilitar el acceso a 
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financiamiento de las empresas. También están las políticas comerciales y de 
integración a los mercados internacionales, las de formación y capacitación 
de recursos humanos, y las de competencia. Otras intervenciones incluyen 
las políticas de ciencia, tecnología e innovación, así como la inversión en 
infraestructura y la provisión de bienes públicos como educación, salud y 
protección social.

Las políticas selectivas, en cambio, se enfocan en áreas específicas de la 
economía. Por un lado, están las políticas sectoriales dirigidas a identificar 
y promover industrias con alto potencial de crecimiento, como las energías 
renovables o la biotecnología. Para ello, se realizan análisis rigurosos de mercado 
y se implementan medidas para fomentar la innovación, la colaboración público-
privada y la atracción de inversiones. Las políticas territoriales, por otro lado, 
buscan un desarrollo económico equilibrado en todo el territorio, reduciendo las 
disparidades regionales e impulsando la competitividad. 

Entre los instrumentos o estrategias que pueden ser utilizados tanto por las 
políticas sectoriales como territoriales, se encuentra el desarrollo de clústeres 
que, además de fomentar el desarrollo de un sector o actividad específica, 
también impulsa el crecimiento económico local, la generación de empleo y la 
competitividad regional.

Finalmente, la selección y combinación de estos instrumentos dependerá de 
las estrategias industriales de cada país, así como de las características de su 
estructura productiva y su contexto económico. El Recuadro 2.2 ilustra el caso 
de la transformación digital del sector productivo como estrategia industrial de 
particular interés para ALyC.

Recuadro 2.2  
La transformación digital

La transformación digital del sector productivo busca mejorar el desempeño de las 
empresas mediante la adopción de las tecnologías de la Industria 4.0 como el internet de 
las cosas, la inteligencia artificial, la computación en la nube, el big data y el blockchain, 
entre otras. 
 
Actualmente, la región se encuentra rezagada en el uso de tecnologías digitales por parte 
de los hogares, las empresas y los gobiernos. Esto se asocia con el atraso en materia 
de infraestructura digital que tiene la región, que se manifiesta, por ejemplo, en bajas 
tasas de conectividad a internet y baja densidad de redes de fibra óptica (Agudelo, 2021; 
Álvarez y Toledo, 2022). 
 
Por el lado de las empresas, la brecha en la adopción de tecnologías digitales se explica 
en gran parte por “la falta de capacidades y conocimiento de gerentes y trabajadores 
para identificar necesidades y soluciones digitales, así como para adaptar los procesos, 
la cultura organizacional y el modelo de negocios a estas tecnologías” (Alvaredo, et. al., 
2023). Las capacidades internas de las empresas no solo son un determinante clave para 
la adopción y desarrollo de tecnologías digitales, sino también condicionan su impacto 
sobre la productividad. 
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Abordar este problema implica la creación de programas de formación laboral y gerencial 
en transformación digital que contribuyan a reducir la brecha de capacidades de los 
trabajadores y empresarios. Esta iniciativa puede ser acompañada por programas de 
asistencia técnica que ofrezcan servicios subsidiados de consultoría a empresas que 
buscan dar el salto tecnológico, pero que no cuentan con la experticia ni los recursos 
para evaluar sus necesidades tecnológicas y diseñar e implementar las soluciones 
digitales más adecuadas. 
 
Los gobiernos también pueden crear programas paraguas que recojan y coordinen 
un conjunto amplio de iniciativas complementarias. Además de ofrecer oportunidades 
de formación y de asesoría, pueden proveer espacios de intercambio y colaboración 
entre empresas donde compartan sus experiencias y conocimientos. Asimismo, estos 
programas pueden incluir el desarrollo de plataformas abiertas a través de la cuales se 
brinden herramientas y contenidos que faciliten la transformación digital de las empresas. 
 
Otro significativo obstáculo que enfrentan las empresas de la región para su digitalización 
es el limitado acceso a financiamiento, que tiende a agudizarse en el caso de proyectos 
digitales debido a la dificultad de usar los activos intangibles y la propiedad intelectual 
como garantías crediticias. Además, los bancos suelen tener mayores dificultades para 
evaluar estos proyectos. Esto justifica el desarrollo de instrumentos específicamente 
diseñados para financiar la digitalización de las empresas. En este sentido, se pueden 
adaptar instrumentos existentes como fondos de garantías y programas de créditos 
directos, así como esquemas de subvenciones. 
 
Para facilitar la digitalización de las empresas, también es fundamental mejorar la 
infraestructura digital y la conectividad. Un aspecto crucial para lograrlo es la colaboración 
entre el sector público y privado, especialmente en el despliegue de redes 5G. Para ello, 
se deben implementar políticas que liberen suficiente espectro radioeléctrico, agilicen 
los procesos de concesión de licencias y fomenten la inversión en infraestructura 
pública, como fibra óptica. También se debe facilitar el otorgamiento de permisos y el 
acceso a ubicaciones idóneas para la construcción de torres de telecomunicaciones, así 
como promover el uso compartido de infraestructura. Asimismo, se debe garantizar la 
conectividad en zonas rurales y desatendidas, donde la inversión del sector privado puede 
ser limitada. Esto puede requerir subsidios específicos u otros incentivos. 
 
Finalmente, es necesario establecer un marco regulatorio adecuado que garantice la 
asequibilidad, calidad y seguridad de los servicios digitales, estableciendo estándares de 
calidad de servicio, mecanismos de resolución de disputas y protegiendo la privacidad 
del consumidor y la seguridad de los datos. El marco regulatorio también debe promover 
la competencia en el sector de las telecomunicaciones fomentando la entrada de nuevos 
participantes infraestructura y previniendo conductas anticompetitivas. 

 

Capacidades productivas, 
complejidad y diversificación

El panorama productivo de América Latina y el Caribe tiene su contrapartida en 
términos de la complejidad y diversificación de las economías de la región, es 
decir, en el grado de sofisticación y diversidad de sus capacidades productivas 
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(Hidalgo y Hausmann, 2009). Estas capacidades, que incluyen el conocimiento 
tecnológico, las habilidades de la fuerza laboral, las redes de cooperación entre 
empresas y la calidad de las instituciones, son las que permiten a un país innovar, 
adaptarse a los cambios del entorno global, ascender en la cadena de valor y, en 
definitiva, crecer de manera sostenida.

“Sudamérica deberá tener una orientación de desarrollo muy 
fuertemente marcada por un esfuerzo de diversificación de su 
estructura y un buen uso de los recursos naturales para ampliar la 
prosperidad en otros sectores. El gran desafío de Sudamérica, por 
tanto, es desarrollar actividades económicas que sean competitivas 
internacionalmente, más allá de los commodities, y eso requiere 
mejorar el valor agregado en el sector de commodities mismo, pero 
también diversificar”.
Con base en entrevista a Augusto de la Torre

El desarrollo productivo de la región requiere la acumulación de estas 
capacidades, que se traducirá en economías no solo más diversificadas sino 
también menos vulnerables a choques externos. Asimismo, los países de la 
región serán capaces de aprovechar mejor las oportunidades que ofrecen los 
mercados internacionales y los cambios tecnológicos en curso y futuros.

Para avanzar en este sentido, no hay recetas mágicas. Los países de la región 
necesitan acometer profundas reformas que les permitan resolver los graves 
problemas que se han expuesto en este capítulo y, así, promover un entorno 
productivo dinámico, competitivo e innovador.

Como mensaje final, es importante enfatizar en que el diseño e implementación 
de estas reformas y políticas deberían estar articulados dentro de una estrategia 
amplia de desarrollo y ser producto de un análisis riguroso, basado en evidencia, 
para asegurar su efectividad y sostenibilidad en el tiempo. 

La participación de todos los actores relevantes, incluyendo el sector privado, 
el Gobierno, la academia y la sociedad civil, es crucial para construir consensos 
y garantizar que las políticas respondan a las necesidades reales del entorno 
productivo. Además, es fundamental que estas políticas integren los principios 
de sostenibilidad ambiental y equidad social, reconociendo que el desarrollo 
económico no debe comprometer el bienestar de las generaciones futuras ni 
perpetuar las desigualdades existentes.
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4.

2.

5.

3.

6.

En ALyC, el 30 % de la 
población vive en pobreza, 
y la región se destaca 
por ser una de las más 
desiguales en ingresos y 
riqueza, especialmente 
en áreas rurales y entre 
poblaciones indígenas y 
afrodescendientes.

La primera infancia 
representa una etapa crítica 
de intervención para cerrar 
las marcadas brechas en 
capital humano. Políticas 
exitosas en la región, como las 
transferencias condicionadas 
de ingresos y la expansión de 
servicios de salud materno-
infantil, han demostrado su 
efectividad; sin embargo, aún 
queda un largo camino por 
recorrer para ampliar y mejorar 
la calidad de la educación en 
la primera infancia.

Un pilar fundamental de 
las políticas de inclusión 
debe ser la garantía de 
igualdad de oportunidades. 
Sin embargo, en la región, 
persisten numerosas barreras 
que obstaculizan esta 
igualdad, contribuyendo 
significativamente a las 
brechas socioeconómicas 
en diversas dimensiones 
del bienestar. Por ello, las 
políticas redistributivas ex 
post siguen desempeñando 
un papel crucial.

La calidad y pertinencia de 
la educación básica es una 
deuda pendiente que no 
ha acompañado la notable 
expansión en cobertura 
educativa. Los grupos 
desfavorecidos también 
enfrentan importantes 
barreras financieras para 
acceder a niveles educativos 
superiores, los cuales 
ofrecen retornos salariales 
que más que duplican los 
de quienes alcanzan niveles 
más bajos.

Se requiere un conjunto 
amplio de políticas públicas 
para superar las barreras 
estructurales que frenan la 
inclusión social, asegurando 
oportunidades clave para que 
los grupos desfavorecidos 
desarrollen capital humano, 
accedan a empleos de 
calidad, fortalezcan su 
capacidad de ahorro y 
adquisición de activos 
esenciales, y cuenten con la 
protección de ingresos, salud 
y cuidados en la vejez.

El acceso a empleos de 
calidad y la acumulación 
de activos esenciales 
son fundamentales para 
la inclusión durante la 
vida adulta. Sin embargo, 
barreras estructurales como 
la informalidad laboral y la 
limitada protección social, el 
acceso limitado al crédito, las 
dificultades específicas para 
grupos étnicos y mujeres, y 
las desigualdades regionales 
generan profundas brechas 
de inclusión.

Mensajes clave
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10.

7. 8. 9.
Las políticas para reducir 
las brechas en el acceso a 
oportunidades económicas 
deben actuar en varios 
frentes: igualar el potencial 
productivo mediante el 
fortalecimiento del capital 
humano en la etapa laboral, 
promover un trato equitativo 
en el mercado laboral para 
personas con habilidades 
similares, independientemente 
de género o etnia, mejorar la 
toma de decisiones laborales 
de los grupos desfavorecidos 
mediante un acceso adecuado 
a la información, y fortalecer la 
inclusión financiera.

La informalidad laboral deja a 
muchas personas sin acceso 
a pensiones contributivas. 
Las no contributivas se han 
ampliado para garantizar 
un ingreso mínimo en la 
vejez, pero su cobertura y 
suficiencia aún son desafíos 
importantes en varios países.

El envejecimiento de la 
población y la falta de 
servicios de cuidado formal 
sobrecargan a las familias, 
especialmente a las mujeres. 
Es crucial desarrollar políticas 
de cuidado para la vejez, 
que hasta ahora han sido 
inexistentes en la región.

Las políticas de inclusión 
enfrentan desafíos transversales 
como la necesidad de focalizar 
eficazmente a los beneficiarios, 
garantizar capacidades 
técnicas e institucionales para 
una implementación eficiente, 
asegurar un financiamiento 
sostenible que permita 
mantener estas políticas 
a largo plazo, mejorar la 
capacidad redistributiva, y evitar 
distorsiones que socaven los 
incentivos a la productividad y al 
crecimiento económico.
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Introducción

En el corazón del desarrollo regional se encuentra el objetivo crucial de garantizar 
la inclusión social, entendida principalmente como la participación plena de las 
comunidades en la vida económica de la sociedad. El cumplimiento cabal de 
este principio aseguraría que todas las personas y grupos sociales accedieran 
a las mismas oportunidades para prosperar, lo que reduciría las disparidades 
socioeconómicas. Sin embargo, este objetivo ha sido esquivo en la región y sigue 
siendo una meta difícil de alcanzar.

Durante las últimas tres décadas, América Latina y el Caribe logró avances 
significativos en mejorar las condiciones de vida y la equidad socioeconómica. 
No obstante, el camino recorrido hacia la erradicación total de la pobreza y la 
disminución profunda de la desigualdad sigue siendo incompleto. En los últimos 
años, de hecho, este proceso parece haberse ralentizado e, incluso, estancado en 
algunos países. Aproximadamente, el 30 % de los latinoamericanos y caribeños 
aún viven en condiciones de pobreza según datos de CEPAL (CEPALSTAT, 
2024)1. Además, América Latina y el Caribe todavía se posiciona como una de las 
regiones con mayor desigualdad, tanto de ingresos como en riqueza, del mundo2. 

Abordar las causas estructurales subyacentes es esencial para superar los 
obstáculos que limitan la inclusión social de amplios sectores de la población 
en América Latina y el Caribe. Identificar las posibilidades de inclusión pasa por 
entender el complejo entramado de oportunidades que deberían estar presentes 
a lo largo del curso de vida de las personas. En la infancia y la adolescencia, es 
crucial garantizar la formación del capital humano a partir de la educación y la 
formación para el trabajo; en la adultez, facilitar el acceso a empleos de calidad y la 
posibilidad de ahorrar y acumular activos clave; y en la vejez, garantizar el bienestar 
y la autonomía a través de una protección adecuada de ingresos, salud y cuidado.

1	 Este dato resulta de un promedio ponderado por población de los países de la región. 
Existe una amplia heterogeneidad en los niveles de pobreza entre países. De acuerdo 
con los datos de 2022, en un extremo se encuentran Ecuador, México y El Salvador, 
con tasas de pobreza altas (entre 25 y 30 %), mientras que en el otro extremo están 
Uruguay, Chile y Panamá, con niveles de pobreza bajos (entre 4 y 14 %).

2	 Alvaredo, F., Bourguignon, F., Ferreira, F. H. y Lustig, N. (2023) analizan en profundidad 
la desigualdad de ingresos en América Latina y el Caribe, y muestran que existe cierta 
incertidumbre sobre los niveles exactos de desigualdad debido a diferencias en las fuentes 
de datos y métodos utilizados. Según su análisis, África subsahariana emerge como la 
región geográfica con mayor desigualdad, seguida por América Latina y el Caribe.
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Un pilar de las políticas de inclusión debe ser la garantía de igualdad de 
oportunidades. No obstante, dado que en la región persisten numerosas 
barreras que limitan esta igualdad y contribuyen significativamente a las 
brechas socioeconómicas en distintas dimensiones del bienestar, las 
políticas redistributivas ex post continúan desempeñando un papel crucial. 
Este enfoque dual, que combina la promoción de oportunidades con las 
medidas redistributivas, es esencial para combatir tanto las causas como las 
consecuencias de la pobreza y la desigualdad en ALyC.

Este capítulo se enfoca en áreas clave de intervención en la región, tomando en 
cuenta la amplitud de las brechas socioeconómicas y su potencial de impacto 
y beneficio social. Las políticas deben abordar las principales barreras que 
enfrentan las personas y los hogares más desfavorecidos, como las restricciones 
financieras, la falta de aseguramiento y el acceso limitado a servicios públicos 
de calidad. Existen barreras de otra naturaleza, como la falta de conocimiento 
e información, las normas sociales, la discriminación y las fricciones espaciales 
que también deben ser atendidas. El diseño de las políticas de inclusión se 
enfrenta, a su vez, a nuevos desafíos derivados de macrotendencias como los 
cambios tecnológicos, demográficos y climáticos. Estas transformaciones traen 
consigo nuevas problemáticas, como la presión fiscal sobre los sistemas de 
pensiones, de salud y de cuidados de la vejez, la amenaza a la empleabilidad 
y los riesgos climáticos que afectan de manera desproporcionada a los grupos 
más vulnerables. Pero también ofrecen oportunidades, como el acceso a 
nuevas tecnologías para la inclusión financiera. La capacidad de adaptación y la 
planificación a largo plazo serán claves para mantener efectivos los avances en 
inclusión social.

“Cuando pensamos en el medioambiente, creo que América Latina 
ha pecado de ser un poco extremista en sus preocupaciones por la 
protección. Hay un creciente movimiento antiminería: ya vimos lo 
que pasó recientemente en Panamá, estamos viendo la imposibilidad 
de desarrollos mineros en Colombia, en Perú, en Chile. Yo le quiero 
decir a América Latina que no podemos salvar la atmósfera sin 
arañar la tierra y tenemos en eso una gran dificultad en balancear la 
protección global del ambiente con la protección local”.
Con base en entrevista a Ricardo Hausmann

147
Capítulo 3. 
Balance y perspectivas de la inclusión social para construir sociedades más equitativas



Inclusión social en América  
Latina y el Caribe: una mirada  
a la historia reciente

La evolución de la inclusión social en América Latina y el Caribe ha estado 
marcada por fluctuaciones importantes en las últimas tres décadas. Tras 
las severas crisis económicas que afectaron a varios países de la región a 
comienzos de los años 2000, la mayoría lograron retomar el crecimiento, 
acompañado de mejoras significativas en los indicadores sociales. A diferencia 
de lo observado en la década de 1990, el nuevo milenio trajo consigo una 
reducción notable de la pobreza y la desigualdad. Ello fue posible gracias a 
una combinación de políticas públicas y un contexto internacional favorables 
(Gasparini, L., 2019). El auge registrado entre 2002 y 2012, cuando se observó 
una caída acelerada de la desigualdad, se desvaneció a partir de 2013. La caída 
en la pobreza se dio de manera más sostenida a lo largo del período, con una 
leve desaceleración durante la década de 2010 en América del Sur con relación 
a Centroamérica y el Caribe. Más recientemente, la pandemia del COVID-19 
supuso un fuerte retroceso para todos los países de la región, exacerbando las 
desigualdades preexistentes.

La pobreza no afecta de manera uniforme a toda la población. Existen marcadas 
disparidades según edad, género, región y origen étnico. Según datos de CEPAL 
(CEPALSTAT, 2024), los niños representan el grupo más vulnerable, con una tasa 
de pobreza del 43 % para los menores de 14 años, en comparación con el 15 % 
de los adultos mayores de 65 años en 2022 (gráfico 3.1). Las brechas regionales 
son significativas dentro de los países: las zonas rurales concentran gran parte de 
la pobreza extrema (17 % en comparación con 5 % en áreas urbanas) y presentan 
tasas de pobreza que, prácticamente, duplican las de las ciudades (39 % frente a 
21 %). También se observan brechas de género, con una mayor incidencia en las 
mujeres (25 %) en comparación con los hombres (24 %) de la región. 

América Latina y el Caribe se destaca por su notable heterogeneidad étnico-
racial. De la población total, un 23 % se autoidentifica como blanca, un 
43 % como mestiza, un 16 % como negra, un 7 % como indígena y un 12 % 
en otro grupo étnico o racial (Albina et al., 2024). Los grupos indígenas y 
afrodescendientes enfrentan tasas de pobreza considerablemente más altas: el 
43 % de los indígenas y el 24 % de los afrodescendientes viven en situación de 
pobreza, superando al 21 % del resto de la población.
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Gráfico 3.1 
Pobreza según edad, región, origen étnico y género

A. Evolución de la pobreza por grupo etario, 2000-2022

B. Pobreza y pobreza extrema por región, origen étnico y género, 2022

Nota: El panel A del gráfico muestra la evolución del porcentaje de la población total cuyo ingreso per cápita promedio se 
encuentra por debajo de la línea de pobreza en América Latina, desglosado por grupos etarios. El panel B presenta la tasa de 
pobreza para diferentes subgrupos poblacionales en América Latina. Los ingresos se calculan a nivel de hogar, considerando 
la suma de los salarios, ingresos por trabajo independiente, rendimientos de activos, transferencias y subsidios recibidos por 
todos los miembros del hogar, además del alquiler imputado en los hogares propietarios de su vivienda. Las líneas de pobreza 
son estimadas periódicamente por la CEPAL y se ajustan conforme a la inflación y las particularidades de cada país y región. 
El promedio regional para América Latina es ponderado, utilizando las proyecciones de población más recientes para ajustar la 
población total de la encuesta. En algunos casos, los datos de cada país no corresponden al valor observado, sino a proyecciones 
de pobreza y pobreza extrema basadas en modelos que completan datos faltantes o enlazan series no comparables.
Fuente: Elaboración propia con base en CEPALSTAT (2024).
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A lo largo de las últimas tres décadas, además de la reducción de la pobreza y la 
desigualdad, varios indicadores sociales también mostraron mejoras, aunque con 
distintos matices. Por ejemplo, la región ha experimentado adelantos sostenidos 
en términos de salud, con caídas en la mortalidad infantil y aumento de la 
esperanza de vida al nacer. Las brechas socioeconómicas en estos indicadores, 
sin embargo, no se han cerrado (Bancalari et al., 2024). El gráfico 3.2 presenta la 
variación anual promedio de los valores de otro conjunto de indicadores, según 
el decil de ingreso de la población, entre 1992 y 20193. Los valores positivos de 
los indicadores reflejan mejoras para el decil correspondiente respecto al período 
base (década de los 90), excepto para el indicador de informalidad, para el cual 
un valor negativo refleja mejoras respecto al período base.

“Hemos cerrado (brechas) en muchas áreas. Por ejemplo, en  
materia de educación, de fertilidad, el número de hijos que tienen  
las mujeres, de educación de las mujeres y de su participación en  
el trabajo, de expectativa de vida, de población en la idea de trabajar 
como porcentaje de población total”.
Con base en entrevista a Ricardo Hausmann

Se destaca la notable mejora global en la cobertura de educación secundaria 
en todos los deciles de ingreso, acompañada por un cierre de brechas entre 
los deciles más pobres y más ricos. Estos resultados son consistentes con la 
expansión significativa y generalizada de la educación básica que experimentaron 
los países de la región en este período. Un patrón similar se observa en el 
acceso al agua en la vivienda, un servicio esencial con especial impacto en la 
salud, aunque la magnitud del aumento ha sido más moderada. La cobertura 
de la educación superior aumentó en todos los deciles de ingreso, pero esta 
expansión ha sido especialmente mayor en los deciles más altos. Esta asimetría 
es preocupante pues queda en evidencia una perpetuación de las desigualdades, 
en especial cuando se toma en cuenta que las primas salariales de la educación 
superior son sustanciales.

En el resto de los indicadores, los resultados han sido menos promisorios, lo que 
pone en evidencia dónde están las barreras más inquebrantables para el progreso 
social. En materia laboral, la informalidad –que incluye asalariados no registrados, 
cuentapropistas no profesionales y trabajadores familiares no remunerados– 
cayó a nivel global, pero especialmente en los deciles más altos. En los deciles 
más bajos del ingreso, este fenómeno prácticamente no registra cambios. 
Los empleos informales, además de ofrecer peores remuneraciones y menor 
estabilidad, generan desigualdades en el acceso a la protección social que, en 
gran medida, sigue estando vinculada en la región al empleo formal. 

3	 El gráfico representa la “curva de incidencia del crecimiento” (CIC; en inglés, growth-
incidence curves). Las CIC son evaluaciones anónimas de la movilidad, en el sentido 
en que el resultado de un indicador seleccionado se compara para un mismo percentil 
p en dos momentos distintos, no para un mismo hogar o persona (Gasparini y Bracco, 
2023). El eje vertical muestra la tasa de variación anualizada ponderada del indicador 
correspondiente para cada percentil de la distribución de ingresos.
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Finalmente, la tasa de propiedad de la vivienda cayó en los deciles más bajos, 
mientras se mantuvo constante entre los más altos. La tenencia de vivienda, si bien 
es una medida imperfecta por no contemplar, por ejemplo, aspectos de la calidad, 
es una buena proxy de la riqueza de los hogares, ya que para el grueso de la 
población es el activo más importante de su riqueza total (De la Mata et al., 2022).

Gráfico 3.2 
Variación anual entre 1992 y 2019 de indicadores clave para la inclusión según decil de 
ingreso. Promedio para países de América Latina 

 

Nota: El eje vertical muestra la variación anual (en puntos porcentuales) en cada indicador, según decil de ingreso 
de los hogares. Las variaciones se calculan comparando los valores para cada decil de ingreso en 1992 y 2019. 
Las variables consideradas incluyen: agua: porcentaje de hogares que tiene acceso a una fuente de agua (agua 
segura según se reporta en la encuesta) en la vivienda o en el terreno; educación secundaria: porcentaje de 
jóvenes en edad de educación media que asiste a ese nivel; educación superior: porcentaje de jóvenes en edad 
de educación superior que asiste a ese nivel; informalidad laboral: porcentaje de trabajadores que son asalariados 
no registrados, o cuentapropistas no profesionales o trabajadores familiares; propietario de vivienda: porcentaje de 
hogares propietarios tanto del terreno como de la construcción. Los valores son promedios simples entre países. 
Los países incluidos son: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Honduras, 
México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay. Los países pueden variar de acuerdo con 
cada una de las variables consideradas.
Fuente: Gasparini y Bracco (2023) con base en datos de SEDLAC.
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Ciclo de vida y dimensiones clave 
de la inclusión social

La inclusión social es un proceso complejo que depende de varios factores a 
lo largo del ciclo de vida. Estos se desarrollan secuencialmente y de manera 
interconectada, dando lugar a un itinerario de oportunidades y desafíos. La figura 
3.1 ilustra un esquema sencillo para pensar las políticas de inclusión social, 
donde el curso de vida se divide en tres etapas: la primera cubre las primeras dos 
décadas, donde la formación de capital humano es crucial; la segunda abarca la 
adultez, con oportunidades laborales y de acumulación de riqueza; y la tercera, la 
vejez, donde debe garantizarse la protección en ingresos, salud y cuidados.

El desarrollo adecuado del capital humano durante las primeras dos décadas 
de vida es crucial para la inclusión plena. Este consiste en un conjunto amplio 
de habilidades esenciales para la vida, desde la salud física y mental hasta 
las habilidades cognitivas y socioemocionales, que posteriormente permiten 
la adquisición de conocimientos especializados. Las personas no nacen con 
habilidades predeterminadas e inmodificables. La evidencia demuestra cada 
vez más que las habilidades se acumulan a lo largo de toda la vida. Esta misma 
evidencia señala también que algunas etapas de la vida son más importantes que 
otras. Los momentos más cruciales comienzan durante la gestación y culminan 
luego de la adolescencia. Es aquí cuando ocurren los mayores cambios a nivel 
biológico y social, y es también cuando se sientan las bases de todo el desarrollo 
posterior. En este proceso, las inversiones de las familias, las instituciones 
educativas y de salud, y el entorno físico y social serán cruciales para establecer 
unas habilidades sólidas. 

Serán estas habilidades las que permitan acceder, en la vida adulta, a 
oportunidades laborales de calidad, alejadas de la informalidad y del autoempleo 
de baja productividad. Acceder a empleos formales en la región es, en la 
actualidad, sinónimo de mejores condiciones de protección social, mejores 
salarios y mejores oportunidades de desarrollo profesional. Las políticas públicas 
enfocadas en los grupos más vulnerables para facilitar su tránsito a la formalidad, 
así como para amortiguar los shocks negativos en el mercado laboral, son críticas 
en una agenda que busque derribar las barreras más profundas detrás de la 
exclusión social. 

Las oportunidades laborales también determinan la capacidad de ahorro y de 
acumulación de riqueza, en lo que juega un papel fundamental el acceso al 
crédito y al adecuado conocimiento financiero. Las personas con acceso a estas 
oportunidades pueden mejorar su calidad de vida y asegurar un futuro más 
estable. Un acceso equitativo a recursos financieros es fundamental para reducir 
la vulnerabilidad y fomentar inversiones en educación, salud y vivienda. 
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La vejez presenta desafíos en términos de inclusión y es fundamental asegurar la 
protección en ingresos, salud y cuidados. Las oportunidades equitativas a lo largo 
del curso de vida son particularmente relevantes en esta etapa, ya que muchas 
personas dependen de los recursos acumulados en etapas anteriores para 
afrontar esta fase. A su vez, los mecanismos de aseguramiento que proveen los 
sistemas de protección social son clave para asegurar una trayectoria de vida en 
la vejez que no se vea interrumpida por choques de salud, reducción de ingresos 
propios del período de retiro del mundo laboral y otro tipo de vulnerabilidades.

Figura 3.1 
Oportunidades clave a lo largo del ciclo de vida para favorecer la inclusión social

El círculo virtuoso entre la formación de capital humano, empleo, ahorro, 
acumulación de activos y protección en la vejez no se limita a una sola generación: 
los logros de un individuo repercuten en las oportunidades que tendrán sus hijos. 
Esta visión destaca la necesidad de políticas integrales que reconozcan sus 
posibles impactos intergeneracionales y da una motivación adicional para fomentar 
las políticas redistributivas. Por ejemplo, las transferencias monetarias a adultos 
o adultos mayores pueden repercutir en los niños, en la medida en que estos 
recursos sean utilizados en la formación de su capital humano. 
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La razón por la cual gran parte de la población no acumula capital humano, no 
accede a empleos de calidad, no ahorra, ni cuenta con protección en la vejez 
es que existe un notable número de barreras. Identificarlas es crítico a la hora 
de diseñar y focalizar las políticas públicas para la inclusión. Y entre ellas hay 
una central que enfrentan la mayoría de las familias en la región: la restricción 
financiera para hacer inversiones con un retorno positivo. Las familias pobres no 
cuentan con los recursos suficientes para garantizar buena alimentación, cubrir 
gastos en salud, educación y cuidados, o acceder a una vivienda adecuada en 
entornos que favorezcan el desarrollo de sus hijos. Las decisiones educativas 
y de residencia, tomadas bajo condiciones financieras limitadas, determinan en 
buena medida también la calidad de la educación y del entorno, tanto físico como 
social, en el cual los niños y jóvenes se desarrollan. 

Estas dificultades se agravan cuando los servicios públicos básicos son 
deficientes o inaccesibles. A su vez, se acentúan por el limitado acceso al crédito, 
que no se encuentra disponible como herramienta para emprender inversiones 
de mayor envergadura, como la vivienda, o para afrontar shocks negativos de 
ingresos. Esta vulnerabilidad se intensifica con los riesgos de salud, económicos, 
tecnológicos o ambientales que surgen a lo largo de la vida, los cuales impactan 
de manera desigual, según el nivel socioeconómico.

La capacidad de las familias para protegerse mediante mecanismos de 
aseguramiento, tanto privados como sociales, es clave para garantizar 
trayectorias estables, amortiguar eventos negativos y evitar la pérdida de ahorros 
o activos. Las más pobres de la región enfrentan un aseguramiento limitado, 
pues el tipo y calidad de las coberturas provistas por los sistemas de seguridad 
social dependen, en general, de la condición de los trabajadores en el mercado 
laboral. La falta de aseguramiento es crítica para la formación de capital humano, 
especialmente en etapas clave como el período prenatal y los primeros años de 
vida, donde la falta de inversión puede tener efectos irreversibles. A esto se suma 
que los hogares más vulnerables están más expuestos a todo tipo de imprevistos 
que afectan sus ingresos, empleos y acumulación de riqueza.

“Las regulaciones en materia de aseguramiento social vienen de la 
Europa del siglo XIX, de un modelo en donde se asocia la protección 
social a la relación entre la empresa y el trabajador (…) los Estados 
de la región le dan tratamiento asimétrico a la misma persona en 
función del contrato laboral que tiene. (...) si queremos inclusión 
social, tenemos que repensar con profundidad cómo estructuramos 
la protección social en la región. Debemos dejar de seguir 
transitando por la misma vía de simplemente agregar más y más 
programas y más y más gasto sin tener ninguna lógica y ninguna 
coherencia en lo que se está haciendo”.
Con base en entrevista a Santiago Levy
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Existe otro conjunto amplio de barreras no financieras que obstaculizan la 
inclusión y que, a menudo, actúan a través de mecanismos más sutiles. Estas 
son igualmente importantes y abarcan aspectos como la falta de conocimientos e 
información, las normas sociales, la discriminación y las limitaciones que impone 
el espacio, entre otros. Superarlas requiere políticas que fortalezcan el acceso a 
la información para mejorar la toma de decisiones en etapas específicas del curso 
de vida (como información para fortalecer la crianza de los hijos o sobre retornos 
salariales según el título universitario para mejorar la toma de decisiones de los 
estudiantes), o políticas más amplias que transformen normas culturales clave 
para reducir las brechas de género y étnico-raciales. Las barreras espaciales, por 
su parte, exigen políticas adaptadas al contexto, que incluyan acercar servicios 
esenciales a los hogares vulnerables o mejorar la movilidad para facilitar el 
acceso a oportunidades.

Políticas para las  
primeras décadas de vida

La formación equitativa de capital humano es un pilar fundamental para 
la construcción de sociedades más inclusivas y prósperas. Las brechas 
socioeconómicas en el desarrollo de habilidades comienzan desde los primeros 
momentos de la vida y se mantienen a lo largo de la infancia y la adolescencia 
(Berniell et al., 2016; De la Mata et al., 2022). El gráfico 3.3 muestra la asociación 
entre el nivel socioeconómico del hogar en el momento del nacimiento y dos 
indicadores clave del desarrollo infantil: nutrición y desempeño cognitivo, 
evaluados en el mismo grupo de niños en Perú en distintas etapas de su infancia 
y adolescencia. Los valores más altos denotan mayor asociación entre la riqueza 
del hogar y el índice de desarrollo. Los datos muestran que las disparidades 
socioeconómicas en habilidades se manifiestan mucho antes de que los niños 
ingresen a la educación formal4 y se mantienen sin grandes cambios hasta los 15 
años, cuando se realiza la última medición5.

4	 Patrones similares son observados en estudios longitudinales para Chile, Colombia, 
México y Uruguay (Attanasio et al., 2024).

5	 La caída en el valor de los indicadores entre los 5 y los 15 años podría interpretarse 
como un efecto igualador de la educación, pero de una magnitud muy limitada.
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Gráfico 3.3  
Asociación entre riqueza del hogar al nacer y medidas de desarrollo infantil en las 
primeras dos décadas de vida (Perú) 

 

Nota: El gráfico muestra la correlación entre el ranking del hogar en la distribución de riqueza, y el del niño en 
la distribución del indicador de nutrición y desarrollo cognitivo, respectivamente. La correlación se estima como 
el coeficiente de una regresión donde la variable independiente es el percentil de riqueza de los padres en el 
momento del nacimiento del niño, y la variable dependiente es el percentil del indicador de desarrollo infantil. Las 
estimaciones se realizan sobre la misma muestra de niños a medida que se van haciendo mayores, lo cual es 
posible por la naturaleza longitudinal de los datos. Las líneas punteadas representan los intervalos de confianza de 
las estimaciones puntuales (95 %). El índice de riqueza del hogar es construido por Niños del Milenio a partir de 
tres dimensiones (calidad de la vivienda, acceso a servicios y posesión de bienes durables). El índice de nutrición 
se construye con base en la altura para la edad del niño (Z-score) e indica la posición de la altura de un niño con 
relación a la distribución de alturas para niños de esa misma edad. El índice de desarrollo cognitivo resulta de 
la puntuación en el Test de Vocabulario en Imágenes Peabody (TVIP) y captura el desempeño cognitivo de los 
niños en términos de vocabulario receptivo (p. ej., mide el grado de asociación entre palabras mencionadas por el 
evaluador y las imágenes disponibles en las fichas de evaluación).
Fuente: De la Mata et al. (2022) con base en las rondas 1 a 5 del estudio Niños del Milenio. 		

 
El RED 2016 (Berniell et al., 2016) discute diversas razones que justifican la 
intervención estatal en la promoción del desarrollo de los niños y jóvenes. 
Las políticas dirigidas a las primeras etapas de la vida deben enfocarse en 
mejorar las condiciones de acumulación de capital humano, aliviando las 
principales barreras que enfrentan las familias y que, como se ha señalado, son 
esencialmente las financieras, el tiempo, la falta de aseguramiento ante eventos 
de salud y los obstáculos de conocimiento e información6. Un enfoque integral 
debe tener en cuenta la diversidad de contextos socioeconómicos, étnicos 

6	 El RED 2016 (Berniell et al., 2016, p. 201) discute diversas razones que justifican la 
intervención estatal en la promoción del desarrollo de los niños y jóvenes.
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y geográficos de la región y contemplar las múltiples etapas del desarrollo 
infantil, desde la primera infancia hasta la educación superior. Este conjunto 
de políticas puede tener enormes retornos sociales y ser costoefectivo, como 
se ha mostrado en países en desarrollo (Deming, 2022; Hendren y Sprung-
Keyser, 2020). A continuación, se describen algunas de las estrategias más 
prometedoras para reducir estas brechas en tres grandes etapas de la infancia y 
la juventud: primeros seis años de vida, período de educación básica primaria y 
secundaria, y período de educación postsecundaria.

“La financiación de la primera infancia es la mejor inversión que 
cualquier gobierno puede hacer. (…) si uno invierte en los niños 
pequeños, las brechas entre los más y los menos vulnerables no 
emergen (…) hay un gran acuerdo social alrededor de la primera 
infancia algo que no ocurrió con la educación primaria y secundaria 
en los países de Latinoamérica (...) Los países de Latinoamérica 
trabajan juntos para diseñar políticas e intercambian buenas 
prácticas en lo relativo a la implementación de programas de 
primera infancia”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal 

Mejorar las condiciones para la formación de capital 
humano en la infancia y la adolescencia

El desarrollo adecuado del capital humano comienza en los primeros años de 
vida e impacta directamente en el bienestar y en el éxito económico durante 
la vida adulta. Como destaca el gráfico 3.3, las disparidades en habilidades 
se manifiestan mucho antes de que los niños ingresen a la educación formal, 
resaltando la importancia de intervenir en los primeros años de vida y en el 
período preescolar. Así se previene que estas brechas se amplíen y se vuelvan 
más difíciles de cerrar en etapas posteriores. Es por ello que las tasas de 
retorno social de estas inversiones pueden ser particularmente altas (Cunha y 
Heckman, 2007). 

Transferencias condicionadas de ingreso

Un primer conjunto de políticas para aliviar las restricciones financieras incluye 
subsidios, transferencias o la provisión de bienes y servicios orientados al 
desarrollo infantil. De este paquete de herramientas, debe destacarse el rol que 
tienen las transferencias monetarias condicionadas en los países de la región, 
con programas actualmente vigentes en 19 países, que en la última década han 
cubierto al 20 % de la población latinoamericana y caribeña7. Estos programas 

7	 Estos datos surgen de la Base de Datos de Programas de Protección Social No 
Contributiva en América Latina y el Caribe de la CEPAL, Programas de transferencias 
condicionadas [en línea] http://dds.cepal.org/bdptc/.
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tienen un doble objetivo: aliviar la pobreza de manera inmediata mediante 
transferencias a familias vulnerables y promover el capital humano mediante la 
condicionalidad en aspectos como escolarización, atención médica y nutrición 
(Cecchini y Atuesta, 2017). Se afecta así uno de los principales canales de la 
reproducción intergeneracional de la desigualdad y, potencialmente, se reduce 
la necesidad de asistencia gubernamental en el futuro. La evidencia demuestra 
su efectividad en la mejora de indicadores de educación y salud infantil a corto y 
largo plazo (ver recuadro 3.1).

Recuadro 3.1 
Efectividad de las transferencias de ingresos condicionadas

Los programas de transferencias de ingresos condicionadas son un ejemplo claro de la 
innovación en la política social en ALyC. La región ha sido pionera en su implementación 
a gran escala desde la década de 1990. Desde entonces, estos programas se han 
convertido en insignia en muchos países (Millán et al., 2019). Su éxito ha inspirado a 
otros países fuera de la región a adoptar programas similares. Actualmente, representan, 
en promedio, un gasto del 0,26 % del PIB.

Diversas evaluaciones de impacto respaldan el uso de las condicionalidades. Baird et 
al. (2019), a partir de una revisión de 75 estudios sobre 35 programas, muestra que las 
condicionalidades explícitas, monitoreadas eficazmente e implementadas con sanciones, 
aumentan significativamente el impacto en la matrícula escolar, en comparación con 
programas sin condiciones. Evaluaciones rigurosas en Brasil, Colombia, Ecuador, 
México, Nicaragua, Honduras, Chile y Jamaica muestran efectos positivos a corto plazo 
en educación y acceso a servicios de salud para los niños beneficiarios (Fiszbein y 
Schady, 2009). Estos resultados muestran que estos programas no son solo relevantes 
en la primera infancia, sino a lo largo de todo el ciclo educativo. Estos pueden jugar un 
papel crucial en etapas del ciclo educativo donde la deserción escolar se agudiza, como 
la entrada a la educación secundaria (De Janvry y Sadoulet, 2006).

Recientemente, se han comenzado a estudiar los efectos a largo plazo, con resultados 
prometedores en Nicaragua, donde los niños beneficiarios acumulan más años de 
educación en la vida adulta. También se observa una mayor probabilidad de completar la 
educación primaria o secundaria en Colombia, Ecuador, El Salvador, Honduras y México 
(Attanasio et al., 2021; Millán et al., 2019). Sin embargo, los impactos en la trayectoria 
laboral son menos consistentes (Millán et al., 2019). Algunos estudios sugieren un 
aumento significativo en los ingresos laborales a largo plazo, especialmente relacionado 
con mayores niveles educativos (Barham et al., 2018, 2024 para Nicaragua; Behrman 
et al., 2011; Parker y Vogl, 2023 para México; Laguinge et al., 2024 para Brasil). Otros 
estudios no encuentran efectos significativos en el desarrollo laboral de los beneficiarios 
(Araújo et al., 2019; Baird et al., 2019; Filmer y Schady, 2014). La persistencia de 
obstáculos que encuentran los beneficiarios de estos programas en el mercado laboral 
podría estar más relacionada con las barreras estructurales de la región que con el 
diseño de los programas. Aun así, se necesitan más análisis sobre los efectos a largo 
plazo para optimizar su impacto.
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Promoción de la salud materno-infantil y de adolescentes

Las condiciones de vida al nacer están fuertemente influenciadas por el entorno 
del hogar y la situación económica de los padres, no solo durante la gestación 
sino, incluso, desde antes de la concepción. Las políticas de salud materno-
infantil, que aseguren un desarrollo saludable desde el embarazo, son cruciales 
para reducir las brechas desde la raíz. Estas incluyen programas de atención 
prenatal, suplementación nutricional para madres embarazadas y lactantes, y 
seguimiento pediátrico regular en los primeros años de vida. 

El aumento del aseguramiento no contributivo en salud durante las últimas 
décadas tuvo impactos significativos en la reducción de la mortalidad infantil, 
en la salud de los recién nacidos, en el acceso a servicios –fundamentalmente 
en la población materno-infantil–, en la disponibilidad de servicios médicos 
más eficientes y en la reducción de gastos de bolsillo, es decir, aquellos que 
debe cubrir la familia por su cuenta. Estos efectos han sido ampliamente 
documentados en diversos países de la región8. Como efecto colateral, aquellos 
programas cuyos beneficios están atados a la condición de no recibir cobertura 
mediante los sistemas contributivos suelen desincentivar de manera moderada la 
búsqueda de empleo en el sector formal de la economía (Camacho et al., 2014; 
Conti et al., 2018).

Los programas de planificación familiar juegan aquí un papel clave en garantizar 
que los hijos nazcan en un entorno donde los padres puedan proporcionar el 
cuidado y las inversiones necesarias para su desarrollo. En América Latina y el 
Caribe, según datos de las Encuestas de Demografía y Salud (DHS), cerca de 
la mitad de los embarazos no son planeados y las familias más desfavorecidas 
enfrentan mayores barreras para la planificación familiar debido a la falta de 
acceso a métodos anticonceptivos y servicios de salud reproductiva de calidad, y 
a la limitada educación sexual integral en los entornos escolares y familiares. 

El embarazo adolescente es uno de los desafíos más críticos en la región, al punto  
que presenta una de las tasas más altas a nivel mundial. La tasa de fecundidad 
adolescente en 2022 muestra que 52 de cada mil mujeres de entre 15 y 19 años 
tuvo un hijo, contra un valor de 18 para los países de la OCDE y de 9 para los 
países de altos ingresos (Banco Mundial, 2024). El embarazo adolescente implica, 
además, una marcada desigualdad según el nivel socioeconómico (gráfico 3.4). La 
perpetuación de estos embarazos adolescentes en los sectores más vulnerables 
refuerza las desigualdades intergeneracionales (Machado et al., 2023), ya que las 
madres jóvenes suelen enfrentar mayores dificultades, por ejemplo para completar 
su educación, lo que impacta negativamente en sus oportunidades laborales, 
repercutiendo en el desarrollo de sus hijos (De la Mata et al., 2022). Fortalecer las 
políticas de prevención del embarazo adolescente y los programas de educación 
sexual integral es esencial para abordar este problema.

8	 Se destacan los estudios para Argentina (Celhay et al., 2019), Brasil (Bhalotra et al., 
2019), Chile (Clarke et al., 2018), Colombia (Camacho y Conover, 2013; Miller et al., 
2009), Perú (Bernal et al., 2017) y México (Conti y Ginja, 2023).

159
Capítulo 3. 
Balance y perspectivas de la inclusión social para construir sociedades más equitativas



Gráfico 3.4 
Porcentaje de mujeres de 25 a 49 años que tuvieron su primer hijo cuando eran 
adolescentes, por quintil de riqueza del hogar

Nota: Este gráfico reproduce el gráfico 3.9.B de Bancalari et al. (2024) y muestra el porcentaje de mujeres (de     
25 a 49 años) que tuvieron su primer hijo durante la adolescencia. El quintil de riqueza corresponde al hogar de 
las mujeres. La muestra se restringe a mujeres mayores de 25 años, cuando ha finalizado la etapa educativa 
típica. El promedio para América Latina y el Caribe se calcula con los países incluidos en el gráfico.
Fuente: Bancalari et al. (2024) con base en Encuestas de Demografía y Salud (DHS) y Encuesta de Indicadores 
Múltiples (MICS).

Intervenciones tempranas y acompañamiento familiar

El involucramiento de las familias es crucial para el desarrollo infantil. Sin 
embargo, este se ve limitado a menudo por la falta de información sobre la 
importancia del desarrollo en la niñez y el rol de la propia familia en la formación 
de habilidades (Bernal y Fernández, 2013). Los programas de acompañamiento 
familiar, como visitas domiciliarias de profesionales de la salud o trabajadores 
sociales, pueden ser muy efectivos, pues proporcionan a los padres la 
información clave sobre desarrollo infantil, estimulación temprana y cuidado 
adecuado, adaptados a su contexto. En zonas con acceso limitado a centros de 
cuidado, estas políticas son especialmente valiosas (Attanasio et al., 2024).

El programa Reach Up and Learn en Jamaica es un caso innovador y referente 
para la región. Sus impactos positivos se han sostenido, incluso, durante la 
vida adulta de los beneficiarios (Gertler et al., 2014; Grantham-McGregor et al., 
1991). Siguiendo este ejemplo, Colombia realizó una implementación a mayor 
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escala de este modelo en una población vulnerable, aunque no mantuvo los 
efectos iniciales dos años después de completada la intervención (Andrew et al., 
2018). Basado en las lecciones de Colombia, el modelo fue adaptado para ser 
implementado a nivel nacional en Perú con el programa Cuna Más. Evaluaciones 
rigurosas de este programa son alentadoras, mostrando impactos positivos en el 
desarrollo infantil hasta dos años después de la intervención (Araujo et al., 2021). 

Oferta de servicios de cuidado y educación preescolar

Contribuir a la estimulación temprana de los niños entre 0 y 3 años también es 
posible mediante la oferta de servicios de cuidado infantil. En este período, la 
educación formal todavía no es obligatoria, de manera que la oferta pública de 
estos servicios sería clave para aliviar las restricciones monetarias de los hogares 
vulnerables. Dos factores importantes para el éxito de estas intervenciones 
emergen de la evidencia: la escala de la intervención y el grupo destinatario. 
A gran escala, estos programas suelen perder calidad, especialmente en la 
profesionalización de los cuidadores y el seguimiento cercano, lo que es crítico 
para lograr un impacto significativo. Esto es relevante en América Latina, donde la 
profesionalización de cuidadores sigue siendo un pendiente (Andrew et al., 2016). 
Estudios en Bolivia, Ecuador y Perú muestran que muchos centros no cumplen 
con estándares mínimos de calidad, particularmente en aspectos como el 
desarrollo cognitivo y del lenguaje (Berlinski y Schady, 2015). Invertir en la calidad 
docente en este ciclo puede generar grandes beneficios, como lo demuestra un 
estudio en Ecuador (Araujo et al., 2016). Por otro lado, los impactos positivos de 
estos programas suelen concentrarse en los grupos más desfavorecidos, por lo 
que su expansión debe priorizarse con una buena focalización (Bernal y Ramírez, 
2019; Hojman y Boo, 2022). 

La educación formal preescolar es un pilar central para la formación del capital 
humano en los primeros años de vida. La expansión de su cobertura es uno 
de los grandes desafíos en la región ya que, si bien es obligatoria en todos los 
países –generalmente entre los 4 y 5 años–, muchos aún están lejos de alcanzar 
la universalidad. El gráfico 3.5 muestra la tasa de matrícula bruta entre los 3 y 
5 años en diversos países de la región9, destacándose por su alta cobertura 
Argentina, Brasil, Ecuador y Uruguay. No obstante, existe un marcado gradiente 
socioeconómico en toda la región, con un claro rezago en la tasa de asistencia 
de los niños de los hogares más pobres. Esta disparidad se ha agravado en el 
período pospandemia, especialmente en países como Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia, Ecuador, Panamá y Perú, donde la tasa de matrícula de los niños 
de los hogares más vulnerables ha experimentado una caída pronunciada, 
exacerbando las desigualdades.

“Tenemos todavía gran camino que recorrer, en especial porque los 
presupuestos que se destinan a la inversión en educación inicial son 
todavía muy bajos”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal

9	 El grupo específico de edad cambia, dentro de este rango, de un país a otro.
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Expandir la oferta de educación preescolar puede tener importantes retornos 
sociales, como se desprende de las experiencias en la región. Las cohortes 
afectadas por expansiones han mostrado mayor rendimiento en la educación 
primaria en Argentina (Berlinski et al., 2009) y, en los años acumulados de 
escolarización, en Uruguay (Berlinski et al., 2008). Los programas de construcción 
de nuevas infraestructuras, que pueden ser necesarios para aumentar la oferta, 
tienen un componente de costos importante. Sin embargo, dados los efectos 
positivos y significativos en diversas dimensiones y en el largo plazo, este tipo de 
programas podrían resultar costoefectivos (Berniell et al., 2016).

“El gran problema de la región sigue siendo la calidad. (...) La 
calidad de la educación inicial tiene unas particularidades que son 
ligeramente distintas de la calidad en el resto de niveles educativos. 
(...) Dos puntos básicos para garantizar la calidad de la educación 
inicial: lo primero es que los programas de educación inicial tengan 
currículos muy específicos, muy prescriptivos, con diseños de 
resultados de aprendizaje claros; segundo, la formación y el 
desarrollo profesional de los docentes”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal 

Gráfico 3.5  
Asistencia escolar entre los 3 y 5 años* (tasa de matrícula bruta), promedio y por nivel 
socioeconómico (quintil de ingreso del hogar)

 
Nota: *En Bolivia, hasta 2009, la asistencia escolar solo se recoge para niños de 5 años, y a partir de 2010, para 
niños de 4 a 5 años. En Brasil, la PNAD pregunta por niños de 3 a 5 años hasta 2015, mientras que la encuesta 
continua, desde 2012, se enfoca en niños de 5 años. En Costa Rica, hasta 2005, la pregunta incluye a niños de 
3 a 5 años, pero luego se refiere solo a niños de 5 años. En El Salvador, la referencia es a niños de 4 a 5 años. 
En Panamá, hasta 2010, los resultados se refieren a niños de 5 años, y luego incluyen a niños de 4 y 5 años. 
Argentina pasa de cubrir 28 ciudades a 31 en 2006.
Fuente: Elaboración propia con base en SEDLAC (CEDLAS y Banco Mundial).
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Además de aliviar la carga económica de las familias, la expansión de la oferta 
educativa entre los 0 y 5 años permite a los padres, en particular a las madres, 
quienes asumen la mayor carga de cuidados, participar en el mercado laboral sin 
comprometer el cuidado de sus hijos (Berlinski et al., 2011; Berlinski y Galiani, 
2007; Morrissey, 2017). El tiempo de calidad compartido entre padres e hijos 
es crítico para el desarrollo temprano. Este tipo de políticas, junto con otras 
relacionadas con el mercado laboral formal (como licencias de maternidad/
paternidad, licencias por enfermedad de los hijos y la posibilidad de teletrabajo), 
juegan un rol fundamental en la conciliación entre el trabajo y la crianza, 
garantizando que los padres dispongan de suficiente tiempo para invertir en 
sus hijos. Debido a la alta informalidad laboral presente en los grupos más 
vulnerables, las políticas de oferta de cuidado y de educación preescolar tienen 
un gran potencial para aliviar la restricción de tiempo en estos hogares. 

Provisión de servicios básicos en la vivienda y el entorno

Es fundamental garantizar que los hogares tengan acceso a servicios públicos 
esenciales como agua potable, saneamiento, fuentes de energía de calidad 
y espacios recreativos. Estas condiciones mínimas ofrecen a las familias un 
entorno saludable para el desarrollo de sus hijos. Los avances en la reducción 
de la mortalidad infantil y la desnutrición crónica en las últimas décadas han 
sido impulsados, en gran medida, por las inversiones estatales en infraestructura 
(Berlinski y Schady, 2015). La provisión de agua potable, en particular, ha 
demostrado ser crucial en la reducción de la mortalidad y en la mejora de la salud 
infantil (Waddington y Snilstveit, 2009; Wolf et al., 2018). 

Sin embargo, las condiciones de acceso a los servicios básicos en la región 
siguen siendo preocupantes. Casi uno de cada cuatro latinoamericanos y 
caribeños vive en asentamientos informales que, por su condición, presentan 
bajos niveles de cobertura de servicios básicos domiciliarios, como agua, 
saneamiento y energía. Un alto porcentaje de hogares en la región no tiene 
acceso a electricidad, especialmente en las áreas rurales. Todavía es muy 
frecuente en los hogares más pobres el uso de energías sucias para cocinar y 
elevar la temperatura de las viviendas, como la leña y el keroseno, las cuales 
tienen efectos negativos importantes en la salud (Álvarez et al., 2024).

Una infraestructura pública adecuada tiene la ventaja de facilitar la resiliencia 
de los hogares frente a los impactos climáticos. Pero la calidad del espacio 
físico afecta también la forma en que se da la interacción con otras personas. 
Estas características del entorno no son solo importantes en la primera infancia, 
sino también en la adolescencia, otra de las etapas críticas en la formación de 
habilidades. La capacidad de los individuos y de los hogares para modificar su 
entorno es limitada, y por ello el rol estatal es central (Berniell et al., 2016). 
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Incrementar calidad y la pertinencia  
en la educación básica

América Latina y el Caribe ha logrado avances significativos en la cobertura de 
la educación básica. La primaria se ha universalizado en gran parte de la región 
y la cobertura de la secundaria ha aumentado considerablemente (gráfico 3.6.A). 
Mejorar las tasas de finalización de la educación secundaria sigue siendo un 
reto pendiente. Pero más allá de la cobertura, uno de los problemas más críticos 
que ha surgido es la calidad y pertinencia de los currículums respecto a las 
habilidades demandadas en los mercados laborales. 

Los estudiantes en América Latina y el Caribe no están alcanzando niveles básicos 
en áreas clave como lenguaje y matemáticas. Las pruebas estandarizadas PISA 
muestran bajo rendimiento en todos los países de América Latina y el Caribe, a lo 
que se suma la marcada brecha por nivel socioeconómico (gráfico 3.6.B), producto 
tanto del impacto del entorno familiar como de la calidad educativa. La segregación 
escolar en América Latina y el Caribe basada en características socioeconómicas 
es extremadamente alta, como se ha documentado en el RED 2022 (De la Mata 
et al., 2022). Esta segregación es evidente en la división entre educación pública 
y privada, lo que genera disparidades en la calidad y limita la interacción entre 
grupos de distintos contextos socioeconómicos, perpetuando las desigualdades y 
reduciendo la cohesión social. 

Para enfrentar estos desafíos, es fundamental implementar políticas orientadas 
a mejorar la calidad docente mediante programas de formación continua y 
mayores incentivos, especialmente en el sector público, donde se concentran los 
estudiantes más vulnerables. Mejorar la enseñanza docente puede potenciarse 
con diversas estrategias prometedoras, como el enfoque en áreas fundamentales 
(matemáticas y comprensión lectora), la implementación de tutorías a grupos 
pequeños y el uso de tecnologías para el aprendizaje adaptativo, lo que permite 
enseñar al nivel del estudiante y no solo al nivel del currículo (Berniell et al., 2021). 

También es necesario invertir en la infraestructura escolar, particularmente en las 
zonas más desfavorecidas, y actualizar los currículos escolares para desarrollar tanto 
habilidades básicas como competencias que respondan a las demandas cambiantes 
del mercado laboral (recuadro 3.2.). Finalmente, es esencial monitorear y abordar 
activamente la segregación escolar, promoviendo una educación inclusiva que 
brinde a todos los estudiantes, independientemente de su origen socioeconómico, 
igualdad de oportunidades para alcanzar una educación de calidad.

“Todos vamos a tener que ser alfabetizados en lo digital. (…) estoy 
convencida de que, a pesar de tanta tecnología, de la inteligencia 
artificial y la manera como nos transforma, lo que en el futuro seguirá 
siendo totalmente importante, y quizás más, son las competencias 
transversales, porque realmente va a ser muy difícil mantenerse al 
ritmo con tanta tecnología, y lo rápido que va a salir. Y dentro de 
esas competencias perdurables, creo que de las más importantes 
será el aprender a aprender”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal
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Gráfico 3.6  
Cobertura y calidad de la educación

A. Cobertura: Distribución del máximo nivel educativo alcanzado de 
latinoamericanos y caribeños nacidos entre 1960 y 1989 
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B. Calidad: Porcentaje de estudiantes que no alcanzan un nivel mínimo de 
desempeño en matemática en las pruebas PISA 2022, por nivel socioeconómico 
(cuartil del índice de estatus socioeconómico ESCS)

Nota: Panel A: el gráfico muestra la evolución de la distribución del educativo alcanzado en los países de América 
Latina y el Caribe, según el nivel más alto de educación logrado por cohortes nacidas entre 1960 y 1989. En 
el cálculo se incluyen adultos de entre 25 y 70 años en el momento del censo. Los países considerados son 
Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, Surinam, Trinidad y Tobago, 
Uruguay y Venezuela. Promedio ponderado por población. Panel B: el gráfico presenta el porcentaje de individuos 
que tienen una nota mayor o igual a 2 en matemática, por riqueza (índice ESCS). El índice ESCS (Estado 
Económico, Social y Cultural) se deriva de las respuestas de los estudiantes sobre las posesiones en el hogar, la 
educación y ocupación de los padres.
Fuente: De la Mata et al. (2022) con base en microdatos de censos disponibles en IPUMS (2020) (panel A) y 
OECD, PISA (2023) Database (panel B).
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Recuadro 3.2 
Brechas de habilidades digitales

En una economía moderna y crecientemente tecnologizada, las habilidades 
digitales tomarán un rol cada vez más preponderante. Dalio, et. al, (2023), 
estudiando esta temática, establecen que la competencia en el ámbito digital 
está dada por la habilidad de acceder, administrar, integrar, comunicar, evaluar y 
crear información de modo seguro y apropiado a través de tecnologías digitales 
para obtener un empleo, ejercer un trabajo decente y emprender. Con base en 
esta premisa, y utilizando datos publicados por UIT (2022), es posible dividir las 
habilidades digitales según diferentes niveles de complejidad. 

Figura 3.2  
Habilidades digitales por país y por nivel de complejidad 
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Nota: No se cuenta con datos en Chile para medir el porcentaje de la población con habilidades básicas. El 
indicador de habilidades digitales para tareas básicas se construye como el conjunto de las siguientes destrezas: 
copiar o mover un archivo o carpeta; usar herramientas de copiado y pegado para duplicar o mover información 
dentro de un documento, y enviar mails con archivos adjuntos. Tareas intermedias se construye como el conjunto 
de las siguientes habilidades: usar fórmulas aritméticas básicas en hojas de cálculo; conectar e instalar nuevos 
dispositivos, y crear presentaciones digitales utilizando un software hecho para este fin. Tareas avanzadas se 
construye como el conjunto de las siguientes habilidades: escribir códigos de programación usando lenguajes de 
programación especializados; encontrar, descargar, instalar y configurar un software, y transferir archivos entre 
computadoras y/o dispositivos.
Fuente: Dalio et al. (2023).
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Se observa una brecha significativa entre los países de la OCDE y los países de la 
región en todos los conjuntos de habilidades analizadas. Dentro de ALyC también 
se observa variabilidad: Chile es el país con mejores resultados (superando 
incluso al promedio de países OCDE), y Brasil se posiciona al final del ranking en 
todas las categorizaciones. Estas brechas requieren ser abordadas de manera 
sistemática, con políticas educativas que promuevan competencias digitales para 
la vida y el trabajo en un mundo cada vez más interconectado y tecnológicamente 
avanzado. En su momento, el acceso a computadoras y conectividad desde las 
escuelas eran las mayores barreras en la región para avanzar con la agenda de 
digitalización. Hoy en día se requiere, además, la actualización de los currículos 
educativos para integrar competencias digitales de manera transversal en todas 
las materias, enfocándose en el uso crítico y creativo de la tecnología. Asimismo, 
es crucial invertir en la formación continua de los docentes, brindándoles las 
herramientas pedagógicas y técnicas necesarias para enseñar estas habilidades 
de forma efectiva y adaptada a las realidades locales.  

Aumentar el acceso de grupos vulnerables  
a la educación postsecundaria

Los países de la región han hecho importantes esfuerzos para expandir la 
oferta de educación superior creando nuevas instituciones y promoviendo las 
oportunidades de financiamiento mediante becas –en algunos casos incluyendo 
la gratuidad– y créditos (Ferreyra, 2017). Sin embargo, persisten grandes desafíos 
para la inclusión de los grupos menos aventajados, para quienes alcanzar 
niveles educativos superiores sigue siendo difícil. Datos recientes del RED 2022 
revelan que solo 14 de cada 100 jóvenes nacidos en la década de 1990, cuyos 
padres no tuvieron educación universitaria, logran completar estudios superiores. 
Entre aquellos cuyos padres completaron la educación secundaria o superior la 
probabilidad es tres veces más alta (46 de cada 100 logran completar estudios 
superiores) y la brecha sigue aumentando (gráfico 3.7). Aunque parte de esta 
desigualdad se explica por una menor acumulación de habilidades previas y 
la no finalización de la secundaria, existen otras barreras significativas, como 
obstáculos financieros, falta de información, limitaciones en la oferta educativa y 
diferencias en expectativas.
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Gráfico 3.7 
Probabilidad de completar la educación universitaria a los 25 años según el nivel 
educativo de los padres en América Latina y el Caribe, para cohortes nacidas entre 
1930 y 2000
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Nota: El gráfico muestra la proporción de personas que completa la educación universitaria a los 25 años, según 
su año de nacimiento y la educación de sus padres. Las líneas reflejan un ajuste lineal con base en estimaciones 
para cada país, año de nacimiento y educación de los padres.
Fuente: De la Mata et al. (2022) con base en microdatos de censos disponibles en IPUMS (2020).

Se hace urgente abordar esta disparidad cuando se considera la prima salarial 
asociada a la educación superior en la región. Las diferencias salariales entre 
quienes tienen educación superior y quienes solo completaron la secundaria, 
son amplias. En promedio, en 2022, los trabajadores con educación superior 
completa recibían un salario horario un 100 % más alto que los trabajadores 
que solo poseían educación secundaria completa (gráfico 3.8). Estas diferencias 
son mayores que en los países de la OCDE (Fernández et al., 2024). En algunas 
economías como Brasil, Chile, Colombia y México, esta prima supera el 200 %. 
Además, se observa una caída en la prima asociada a la educación secundaria 
respecto a la educación primaria, lo que sugiere que alcanzar solo este nivel 
educativo puede no ser suficiente para garantizar oportunidades laborales de 
mayor calidad.
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Gráfico 3.8 
Aumento porcentual del salario horario al completar cada nivel educativo (respecto a 
nivel educativo anterior), promedio regional, por género, ALyC 
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Nota: El gráfico muestra los retornos marginales de completar cada nivel educativo (primario, secundario y 
superior). Estos retornos se calculan como la diferencia entre los coeficientes del nivel educativo completo y 
el incompleto de una regresión de Mincer, donde la variable dependiente es logaritmo del salario horario en la 
ocupación principal para adultos de entre 25 y 55 años. En dicha regresión se incluyen como regresores dummies 
con categorías educacionales, edad, edad al cuadrado, y dummies de área y región. Promedio no ponderado 
de 13 países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, El Salvador, México, 
Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay.
Fuente: SEDLAC (CEDLAS y Banco Mundial).

Las políticas para mejorar el acceso a la educación postsecundaria 
deben derribar tanto las barreras financieras como las no financieras. Son 
fundamentales políticas integrales que reconozcan la interconexión de 
los factores que influyen en el acceso y el éxito en la educación superior. 
Además, dada la heterogeneidad de los sistemas educativos y los contextos 
socioeconómicos en América Latina y el Caribe, es esencial que estas 
intervenciones se adapten a las realidades locales.

En cuanto a la oferta, la expansión estratégica de instituciones públicas y 
programas de ciclo corto –como tecnologías, técnicas o certificaciones– ha 
demostrado potencial para aumentar la matrícula, especialmente en áreas 
geográficamente desatendidas (Ferreyra, 2017). En Uruguay, la expansión de 
campus universitarios incrementó la matrícula y la proporción de graduados de 
primera generación (Lavy et al., 2024). Los programas de ciclo corto en educación 
superior son relativamente escasos en nuestra región (Ferreyra et al., 2021). 
Una excepción es Colombia, donde aproximadamente el 30 % de la matrícula 
de educación superior corresponde a este tipo de programas, los cuales han 
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mostrado retornos positivos en ingresos y empleo formal, especialmente para las 
mujeres, aunque negativos para los hombres (Ferreyra et al., 2022).

“Otro camino [para el acceso a la educación postsecundaria] puede 
ser la atención de estudiantes a través de trayectorias diferentes a la 
profesional: técnica, tecnológica, aprendizaje flexible en ciclo corto 
o certificación de competencias, para que las personas puedan ir 
construyendo un perfil de competencias con la capacidad financiera 
que tengan en ese momento”.

“También es muy importante que las universidades de alta calidad 
estén presentes en los territorios (...) en la era digital estas 
universidades de alta calidad van a poder ofrecer contenidos si los 
países garantizan conectividad de muy alta calidad, aunque no estén 
físicamente ubicadas en todas las partes del país”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal

Es crucial también reforzar los sistemas de aseguramiento de la calidad en 
conjunto con políticas que difundan información sobre el desempeño de los 
graduados en el mercado laboral, según la institución y el título obtenido, para 
guiar las decisiones de los estudiantes. Estas políticas podrían ayudar a revertir 
fenómenos como los documentados en Chile y Colombia, donde la fuerte 
expansión de la educación postsecundaria no siempre ha ido acompañada 
de aumentos en los retornos individuales de esta inversión. Una proporción 
significativa de graduados podría estar enfrentando retornos negativos (González-
Velosa et al., 2015). Este problema es particularmente grave en los títulos técnicos 
superiores, que suelen ser accesibles para los estudiantes más desfavorecidos.

“Se expandió la cobertura universitaria sin mucho cuidado de la 
calidad. Y esa cobertura mayor sin calidad es muy peligrosa porque 
no estamos cumpliendo la promesa de esos jóvenes. Después, 
ellos se van a graduar, no van a encontrar trabajo ni los salarios que 
esperaban y creo que esa gran frustración es muy preocupante para 
las democracias”.

“Antes de pensar en la educación y en las políticas de capital humano, 
los países de Latinoamérica tenemos un grave problema: la falta de 
claridad en los proyectos productivos de país que estamos buscando”.
Con base en entrevista a Raquel Bernal

En cuanto a la demanda, las becas basadas en necesidad y mérito, así 
como los créditos educativos con condiciones favorables, pueden aumentar 
significativamente el acceso y la permanencia en la educación superior. El 
programa Ser Pilo Paga, en Colombia, es un ejemplo exitoso de cómo un 
enfoque integral de financiamiento puede mejorar la matrícula en universidades 
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de alta calidad, con efectos positivos en graduación, aprendizaje y empleabilidad 
(Londoño-Vélez et al., 2020, 2023). 

Respecto a los créditos, es esencial que los mecanismos de financiamiento 
consideren los riesgos que enfrentan las familias de bajos ingresos y la volatilidad 
del mercado laboral. Debe asegurarse que los niveles de endeudamiento sean 
sostenibles, dadas las condiciones estructurales de la región. En las últimas 
décadas, la mayoría de los países desarrollaron una variedad de programas 
de créditos para estudiantes destinados a ayudar con la matrícula a aquellos 
pertenecientes a grupos de bajos ingresos, pero, con algunas excepciones, se 
sabe poco sobre su cobertura y sostenibilidad (Espinoza, 2013).

“El financiamiento es el gran reto para el acceso y el impacto de la 
educación superior en Latinoamérica y en el mundo. (...) Lo que ha 
funcionado típicamente en otros países es el Pago Contingente al 
Ingreso, es decir, el estudiante se forma de manera gratuita y repaga 
cuando ya tiene un empleo. (...) Se deben establecer fondos de 
financiamiento para la educación superior que tengan aportes de 
todos los sectores.”
Con base en entrevista a Raquel Bernal

La literatura reciente también resalta la importancia de abordar barreras no 
financieras. Intervenciones informativas sobre los beneficios de la educación 
superior, los procesos de admisión y las opciones de financiamiento pueden 
incrementar las aspiraciones y la matrícula de manera costoefectiva (Dinkelman y 
Martínez, 2014).

Atender las brechas regionales y étnico-raciales

Las políticas de inclusión social, especialmente las enfocadas en la formación 
de capital humano, deben atender las brechas étnico-raciales que muchas 
veces han sido desatendidas por la falta de información que permita identificar 
a estas poblaciones (Albina et al., 2024). Las comunidades afrodescendientes 
e indígenas muestran, de manera sistemática, menores logros educativos en 
la mayoría de los países de la región (gráfico 3.9.A). En este caso, políticas de 
acción afirmativa, como por ejemplo, aquellas para el acceso a la educación 
superior y los programas de apoyo académico y socioemocional, han mostrado 
resultados prometedores. En Brasil, las cuotas para el ingreso a la universidad 
para estudiantes de escuelas públicas y grupos étnicos subrepresentados han 
tenido impactos positivos (Estevan et al., 2019; Oliveira et al., 2024). A pesar 
de los posibles desajustes iniciales por falta de preparación (Arcidiacono et al., 
2012, 2016), los beneficiarios logran graduarse aproximadamente en la misma 
proporción que sus compañeros no beneficiarios (Oliveira et al., 2024). Por su 
lado, las cuotas en una universidad de élite en Brasil generaron un aumento 
modesto en ingresos al inicio de la carrera, pero estos efectos se desvanecen con 
el tiempo (Machado et al., 2023), lo que demuestra que estas políticas requieren 
evaluaciones y ajustes para maximizar su impacto.
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La ubicación geográfica es otro determinante clave de las oportunidades de 
formación de capital humano en la región (De la Mata et al., 2022). La división 
urbano-rural es la manifestación más clara de las brechas regionales, con áreas 
rurales enfrentando mayores desafíos en términos de acceso a educación de 
calidad y servicios básicos. Pero las brechas son amplias, incluso, entre distintas 
áreas urbanas dentro de los países. Por ejemplo, hay una considerable variación 
geográfica en el porcentaje de personas que completan, al menos, la educación 
secundaria (gráfico 3.9.B). Del desglose de esta variación, el 54 % se atribuye 
a diferencias dentro de los países y el 46 % a diferencias entre países (Berniell 
et al., 2024). Factores como la oferta educativa limitada y las restricciones que 
enfrentan las familias para invertir en educación en áreas de bajo desarrollo 
económico, explican esta dispersión. Por ello, es imprescindible que las políticas 
de inclusión adopten un enfoque territorial, reconociendo y abordando las 
particularidades de cada región.

Gráfico 3.9 
Brechas étnico-raciales y regionales

A. Diferencias en la probabilidad de tener estudio secundario completo,  
por país y etnia, respecto a mestizo/blanco
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B. Porcentaje de individuos que completaron al menos la educación secundaria 
en unidades geográficas subnacionales de los países de América Latina y el 
Caribe (personas nacidas entre 1980 y 1989)
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Nota: El gráfico muestra la diferencia en la proporción de personas afrodescendientes e indígenas que terminan 
la secundaria respecto al grupo blanco o mestizo. Las diferencias están expresadas como porcentaje de las 
personas que terminan la secundaria en la población general. Las diferencias surgen de una regresión en la cual 
la variable dependiente es una variable binaria que indica si el individuo tiene secundario completo o más y la 
independiente es una variable categórica de etnia, en la cual la omitida es “blanco/mestizo”. La regresión incluye 
controles por género, edad y año de encuesta. La muestra incluye individuos de entre 25 y 60 años, y cubre los 
años 2007 a 2020.
Fuente: Albina, et al. (2024) con base en Latinobarómetro Años (panel A) y Berniell et al. (2024) con base en 
microdatos censales disponibles en IPUMS (2020) (panel B).

Políticas para la vida adulta

La inserción en el mercado laboral y la acumulación de activos juegan un 
papel determinante en el bienestar de las personas y sus familias durante la 
vida adulta. Sin embargo, la persistencia de barreras estructurales, como la 
informalidad laboral, las dificultades para acceder al crédito, la desigualdad de 
género, la discriminación étnico-racial y las disparidades regionales, restringen 
las oportunidades de empleo de calidad y el acceso a mecanismos de protección 
social. Sumando aquí las desigualdades en la formación de capital humano, el 
impacto de todas estas barreras sobre los ingresos laborales –la principal fuente 
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de ingreso de los latinoamericanos y caribeños– es significativo10. Si bien las 
políticas de sostenimiento de ingresos para grupos focalizados son importantes 
para aliviar la pobreza, no son suficientes para revertir los problemas más 
profundos que perpetúan la exclusión. Esta sección se enfoca en abordar estos 
problemas estructurales, proponiendo políticas que buscan una inclusión laboral 
más equitativa y un acceso ampliado a oportunidades económicas.

“A las familias en pobreza, particularmente las que están en 
pobreza extrema, el Estado las tiene que ayudar, no solamente 
ofreciéndoles protección contra riesgos, también con algún tipo 
de transferencias de ingresos. Y aquí la región fue pionera con el 
diseño de programas para transferir ingresos, pero esto solo es una 
parte de la protección social”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Incrementar el acceso a empleos  
de calidad para grupos vulnerables

El limitado acceso a empleos formales, como se documenta en los capítulos 
previos de este reporte, es uno de los problemas estructurales que condiciona 
la inclusión social. El empleo informal se caracteriza por salarios bajos, alta 
inestabilidad, baja productividad y limitadas perspectivas de crecimiento 
profesional. La segmentación del mercado laboral agrava, además, las 
brechas en el acceso a mecanismos de protección social, que en la región 
están principalmente vinculados al empleo formal (Álvarez et al., 2020). Ante 
las dificultades que ofrecen los mercados laborales, las conexiones sociales, 
especialmente familiares, tienen un rol excepcional como mecanismo para 
conseguir empleo. Pero esta dependencia se convierte, a la larga, en una fuente 
adicional de desigualdades en el acceso a oportunidades de empleo: las familias de 
mayor estatus socioeconómico disponen de mejores recomendaciones y contactos 
que aquellas de menor estatus socioeconómico (De la Mata et al., 2022). 

Como lineamientos generales, las políticas para reducir las brechas en el acceso 
a empleos de calidad de los grupos vulnerables deben actuar en tres márgenes: 
primero, tender a igualar el potencial productivo de los trabajadores; de este 
modo se reducen las brechas previamente existentes generadas por el historial 
de acumulación de capital humano y por cambios en las demandas del mercado 
laboral; segundo, hacer más equitativa la forma en que el mercado laboral trata a 
las personas con potencial productivo similar, pero con características distintivas 
como el género o etnia; y tercero, ayudar a los grupos desfavorecidos a tomar 
decisiones laborales con mayor y mejor información.

Aunque las diferencias en el capital humano se constituyen en etapas previas, aún 
existen oportunidades de formación durante la vida laboral (Berniell et al., 2016). 

10	 Los ingresos laborales representan aproximadamente el 80 % de los ingresos totales 
de las familias.

174
Conocimiento que transforma
Dos décadas al servicio de un futuro próspero, inclusivo y sostenible



Las políticas de formación y capacitación laboral –que incluyen formación en el 
aula, en el puesto de trabajo a través de pasantías, o ambas– han mostrado efectos 
favorables en la región, especialmente para jóvenes y mujeres (Escudero et al., 
2019). Aunque anteriormente se tenía una visión pesimista sobre estas políticas en 
países en desarrollo (McKenzie, 2017), investigaciones recientes han demostrado 
su efectividad (Carranza y McKenzie, 2024). Ejemplos exitosos incluyen Jóvenes en 
Acción, en Colombia (Attanasio et al., 2017; Ibarrarán et al., 2019), Programa Primer 
Paso, en Argentina (Berniell y De la Mata, 2017), Projoven, en Perú (Ñopo et al., 
2007), y Yo Estudio y Trabajo, en Uruguay (Le Barbanchon et al., 2023).

“Debemos de sobrepasar la idea de que toda la formación de capital 
humano se da únicamente en las instituciones educativas. Hay un 
espacio inmenso para la formación de capital humano que ocurre 
en las empresas.(…). Y esta dimensión de la formación de capital 
humano, en mi opinión, ha sido altamente subestimada”.|

“En la región ya tenemos millones de trabajadores que tienen  
30 años o más y que estarán en el mercado por los próximos  
30 años. No podemos desperdiciar ese capital humano y ahí 
tenemos un espacio importante de mejora”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Además, frente a la demanda laboral cambiante, impulsada por las 
transformaciones tecnológicas y la transición energética, es crucial readecuar 
las políticas de formación para fortalecer las habilidades de los trabajadores 
vulnerables. Los avances tecnológicos pueden llevar a la sustitución de 
trabajadores por máquinas o a la digitalización de tareas rutinarias (tanto 
manuales como cognitivas simples) en ciertos empleos; también pueden 
aumentar la productividad de algunos trabajadores en tareas no rutinarias y 
expandir las oportunidades de trabajo en nuevas tareas (Álvarez et al., 2020). 
Por otro lado, se espera que la transición energética tenga incidencia en los 
niveles de empleo y en el perfil de habilidades requeridas (Álvarez et al., 2024). 
En este contexto, deben existir políticas públicas que monitoreen estos cambios 
y ofrezcan reentrenamiento a trabajadores afectados para asegurar su tránsito 
hacia esas nuevas oportunidades de trabajo. 

Según datos de la Encuesta CAF 2019 (CAF, 2020), casi la mitad de los 
trabajadores en las ciudades de América Latina se concentra en ocupaciones con 
alto contenido de tareas rutinarias (47 %, en promedio, en las principales ciudades 
de la región, frente al 41 % en Estados Unidos). El análisis por características 
sociodemográficas indica que aquellos trabajadores con menor nivel educativo, 
origen familiar de nivel socioeconómico medio y los jóvenes pueden ser los más 
afectados por la automatización. Brambilla et al., (2023) documentan el efecto de la 
incorporación de robots en los mercados laborales de Argentina, Brasil y México, 
los principales usuarios en América Latina. Los robots reemplazan principalmente 
empleos asalariados formales, afectando en mayor medida a los trabajadores 
jóvenes y semicalificados. Esto induce a los trabajadores desplazados a buscar 
opciones en trabajos informales para escapar del desempleo. Entre aquellos que 
no pierden sus trabajos, la robotización genera mayores pérdidas salariales para 
trabajadores formales de mediana edad y mayores. 
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Otra política activa de empleo se centra en apoyar a los trabajadores para obtener 
un empleo, reduciendo la asimetría de información entre ellos y las empresas, 
o disminuyendo los costos asociados a la búsqueda, que son particularmente 
altos para los grupos vulnerables. Entre estas políticas se encuentran las bolsas 
de empleo –que brindan información sobre vacantes a los trabajadores y sobre 
estos a las empresas–, políticas de apoyo en el proceso de búsqueda, incluyendo 
ayuda sobre cómo preparar un currículum, y formación en habilidades para 
entrevistas. También, la certificación de competencias a partir de la evaluación de 
capacidades productivas de los trabajadores, y el estímulo al desarrollo y uso de 
plataformas digitales de búsqueda de empleo. Otro tipo de políticas que pueden 
contribuir a mejorar la toma de decisiones en etapas clave de la vida laboral son 
aquellas que proveen información sobre la calidad de los puestos disponibles 
y el potencial futuro de las ocupaciones. Este tipo de intervenciones puede ser 
especialmente importante para los jóvenes en el momento en que incursionan 
en el mundo laboral, pues esas primeras experiencias laborales condicionan las 
trayectorias futuras (Berniell y De la Mata, 2017). En conjunto, estas políticas 
pueden contribuir a ampliar el espectro de oportunidades laborales para los 
grupos más vulnerables, y reducir así la dependencia de sus vínculos sociales.

“En cuanto a estos servicios empresariales, importa más el huso 
horario (…) que a cuantos kilómetros estás. Y eso hace que América 
Latina se pueda integrar norte a sur en materia de provisión 
de servicios empresariales que podrían estar usando a nuestra 
creciente población con educación universitaria”.
Con base en entrevista a Ricardo Hausmann

Disminuir la desigualdad 
espacial en oportunidades laborales

Las desigualdades espaciales son un factor crucial en las oportunidades 
laborales de los grupos vulnerables. La ubicación geográfica y el acceso al 
transporte pueden determinar significativamente las posibilidades de conseguir 
un empleo formal o mejorar las condiciones laborales. En América Latina y el 
Caribe las brechas de productividad entre regiones limitan las oportunidades para 
quienes residen en las áreas menos desarrolladas (Alves, 2021). Las políticas 
públicas pueden abordar estas brechas mediante un enfoque territorial que 
reduzca las desigualdades en el acceso a los servicios básicos (educación, salud, 
infraestructura, etc.) fortaleciendo así su potencial productivo.

Dentro de las ciudades, las desigualdades espaciales también son evidentes. 
Los empleos formales tienden a concentrarse en zonas céntricas, generando 
disparidades en las distancias al lugar de trabajo. En la ciudad de Buenos Aires, 
por ejemplo, la mitad de los empleos formales se concentran en un radio de cuatro 
kilómetros en el centro, mientras que el área metropolitana se extiende por decenas 
de kilómetros (Alves et al., 2018) (gráfico 3.10). Situaciones similares ocurren en San 
Pablo, donde los habitantes de las zonas periféricas tienen acceso a menos del 20 % 
de los empleos que se encuentran a menos de una hora de viaje, en contraste con 
más del 50 % para los habitantes del centro (Pereira et al., 2020). Un agravante de 
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esta desigualdad son los altos costos del transporte y la elevada congestión que es 
característica en las ciudades latinoamericanas y caribeñas (Daude et al., 2017).

Gráfico 3.10  
Densidad poblacional y del empleo formal privado en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, año 2017

A. Densidad de la población  
(personas promedio por hectárea)

B. Densidad del empleo registrado en el sector privado 
(total de empleos promedio por hectárea)

Fuente: Alves et al. (2018) con base en registros administrativos de empleo registrado privado de Argentina del 
Sistema Integrado Previsional Argentino y del Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010.

Las políticas activas del mercado laboral previamente descritas, especialmente 
aquellas enfocadas en ayudar a los trabajadores a conseguir empleo, pueden ser 
clave para abordar las barreras espaciales que hacen que los trabajadores limiten 
su búsqueda laboral en entornos reducidos dentro de las ciudades (Berniell, 
et al., 2024; Manning y Petrongolo, 2017). Sin embargo, debido a que parte 
importante de las limitaciones se originan en los costos de desplazamiento que 
enfrentan las poblaciones más vulnerables, la expansión de la infraestructura de 
transporte público debe pensarse como una herramienta eficaz para acercar las 
oportunidades laborales. Un estudio reciente sobre la expansión del metro en 
Ciudad de México demostró que mejorar el acceso al centro de la ciudad, donde 
se concentran los empleos formales, redujo los niveles de informalidad en los 
barrios periféricos y aumentó el bienestar de sus habitantes (Zárate, 2022).
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Erradicar todo tipo de discriminación étnico-racial
La población indígena y afrodescendiente de América Latina y el Caribe enfrenta 
penalizaciones sistemáticas en los mercados laborales de la región. Estas se 
reflejan, entre otras, en menores oportunidades de empleo formal y, cuando 
los obtienen, en menores ingresos. Una parte de estas brechas étnico-raciales 
puede explicarse por diferencias en la formación del capital humano, como se 
ha señalado anteriormente. Sin embargo, otra parte significativa tiene su origen 
en comportamientos discriminatorios del mercado laboral. La denominada 
“discriminación estadística”, donde los empleadores basan sus decisiones en 
características observables como la etnia o el color de piel –como un indicador 
imperfecto de la productividad–, es un ejemplo claro. Pero la discriminación 
puede también estar basada en preferencias. El gráfico 3.11 muestra que las 
probabilidades de estar desempleado o autoempleado son mayores para las 
personas con piel más oscura en comparación con aquellas con piel más clara, 
incluso después de comparar personas con igual nivel educativo, lo que refleja un 
claro sesgo racial en las decisiones de contratación.

Gráfico 3.11  
Brechas de resultados laborales según el color de piel
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Nota: Los coeficientes son resultado de una regresión de mínimos cuadrados ordinarios donde la variable 
dependiente es una variable binaria que indica, según el panel, si el individuo está desempleado o es cuentapropista 
(sin incluir profesionales). Las variables independientes son un conjunto de variables binarias que toman valores del 
1 al 10 e identifican el color de piel del individuo. El color de piel más claro es la variable omitida en la regresión. Los 
intervalos de confianza son del 95 %. Los controles básicos son variables binarias de género, edad, país y año, en 
tanto que el segundo conjunto de controles agrega al primero variables binarias de educación del individuo. Los 
años de la muestra son 2010, 2012, 2014, 2016, 2017, 2018 y 2019 y los países, Bahamas, Barbados, Belice, 
Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Surinam, Trinidad y Tobago, y Uruguay.
Fuente: De la Mata et al. (2022) con base en datos del Barómetro de las Américas de LAPOP.

B. CuentapropistasA. Desempleo
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Diversos estudios han confirmado la existencia de un componente relevante 
de discriminación laboral en la región. Por un lado, algunas investigaciones han 
mostrado que una parte importante de la brecha salarial no puede explicarse de 
manera concluyente por características evidentes asociadas a la productividad 
de los trabajadores (Arcand y D’Hombres, 2004; Card et al., 2021). Por otro 
lado, estudios que emplean la técnica de envío de currículums ficticios a ofertas 
laborales reales, donde se modifica de manera aleatoria la etnia o raza del 
candidato, han demostrado un sesgo claro en la contratación, desfavorable para 
los candidatos afrodescendientes e indígenas (Arceo-Gómez y Campos-Vázquez, 
2014; Galarza y Yamada, 2014).

Las acciones para reducir las brechas étnico-raciales en los mercados laborales 
pueden agruparse en tres grandes áreas. Primera, reformar los procesos de 
selección para que la etnia y la raza no sean factores relevantes; esto conllevaría 
a eliminar fotos y nombres de los candidatos en las primeras etapas de selección 
de candidatos. Segunda, implementar políticas de acción afirmativa, como las 
cuotas mínimas de empleo para grupos étnicos desfavorecidos en concursos 
públicos adoptadas en Brasil y Uruguay (CEPAL y UNFPA, 2021). Aunque la 
evidencia sobre estas políticas es limitada, sugiere que son efectivas para 
aumentar el empleo de grupos desventajados sin afectar la productividad (Holzer 
y Neumark, 2000). Finalmente, estas políticas deben ser complementadas con 
medidas más amplias que aborden la educación y la cultura, áreas clave para 
combatir la discriminación estructural.

Fortalecer la autonomía económica de las mujeres

Las mujeres enfrentan barreras específicas que limitan su inclusión social, 
especialmente en el mercado laboral. Estas desigualdades afectan más, como 
es de esperarse, a aquellas ubicadas en contextos desfavorecidos. Suelen 
manifestarse en aspectos diversos, como en la brecha en participación laboral y 
salarial, la segregación ocupacional y la menor presencia en empleos formales de 
calidad (gráfico 3.12.A). Además, como sobre ellas suelen recaer responsabilidades 
desproporcionadas de cuidado y trabajo no remunerado, ven restringida su 
disponibilidad para participar plenamente en el mercado laboral (gráfico 3.12.B). 
Aunque la asignación de tiempo entre trabajo remunerado y no remunerado podría 
justificarse por ventajas comparativas, la evidencia tiende a rechazar esta idea11. 
Factores institucionales como la limitada cobertura de cuidado infantil o las 
políticas sobre licencias parentales, así como las normas sociales, desempeñan 
un rol preponderante (Berniell et al., 2023; Kleven et al., 2019, 2024; Olivetti y 
Paserman, 2015). Esta situación no solo afecta negativamente la autonomía 
económica de las mujeres, sino que también limita la asignación eficiente de 
talento en las economías, contribuyendo a una menor productividad.

11	 Afridi et al. (2024); Andresen y Nix (2022); Ashraf et al. (2022); Berniell et al. (2024) y 
Fettig et al. (2022).

179
Capítulo 3. 
Balance y perspectivas de la inclusión social para construir sociedades más equitativas



B. Horas semanales dedicadas a quehaceres domésticos y cuidados no 
remunerados, por quintil de ingreso. Promedio para varios países de América Latina 

Gráfico 3.12  
Brechas de género: mercado laboral y tareas domésticas

A. Brechas en el mercado laboral por nivel educativo (diferencia porcentual). 
Promedio para 18 países de América Latina y el Caribe, circa 2022

Media AltaBaja

Hombre
Mujer

Nota: El panel A presenta la diferencia porcentual entre hombres y mujeres entre 25 y 54 años en la tasa de 
participación laboral, la tasa de empleo entre 25 y 54 años, horas semanales dedicadas al trabajo remunerado 
entre 25 y 54 años, salario por hora promedio percibido en la ocupación principal e ingreso laboral mensual 
promedio en todas las ocupaciones. Los resultados corresponden al promedio simple de 18 países de América 
Latina. El panel B presenta las horas de trabajo no remunerado promedio por quintil de ingreso per cápita, 
familia y género. Trabajo no remunerado se refiere al trabajo que se realiza sin pago alguno y se desarrolla 
mayoritariamente en la esfera privada. Se mide cuantificando el tiempo que una persona dedica al trabajo para 
autoconsumo de bienes, labores domésticas y de cuidados no remunerados para el propio hogar o para apoyo 
a otros hogares o a la comunidad. Promedio simple para 13 países de América Latina. Argentina, 2013: Brasil, 
2019; Chile, 2015; Colombia, 2021; Costa Rica, 2022; Ecuador, 2012; El Salvador, 2017; Guatemala, 2022; 
Honduras, 2009; México, 2019; Paraguay, 2016; Perú, 2010 y Uruguay, 2013.
Fuente: Elaboración propia con base en datos de GenLAC (panel A) y CepalStat (panel B), CEDLAS (2024b).
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La brecha de género en la participación laboral cayó considerablemente durante 
la década de 1990 y la primera década de 2000. En ese período pasó de 40 a 30 
puntos porcentuales en 2010, pero se estancó desde entonces. Este fenómeno 
contrasta con el notable avance educativo que lograron las mujeres en las últimas 
décadas, incluso superando en años de escolaridad a los hombres (Marchionni 
et al., 2019). Estudios recientes destacan la maternidad como el factor central 
para explicar las brechas de género (Kleven et al., 2019), pues este factor es 
responsable de casi la mitad de la desigualdad de ingresos entre hombres y 
mujeres (Marchionni y Pedrazzi, 2023). Este resultado es inequívoco en diversos 
países de la región, donde se observa que las trayectorias laborales de las mujeres 
se ven significativamente afectadas tras el nacimiento del primer hijo y no se 
recuperan, incluso, después de varios años12. En contraste, el nacimiento de los 
hijos tiene un impacto prácticamente nulo en la trayectoria laboral de los hombres. 
El gráfico 3.13.A ilustra este fenómeno en el caso de Chile. En la región no solo se 
observa una marcada disminución en la participación laboral de las mujeres tras 
la maternidad, similar a lo que ocurre en países desarrollados, sino que también se 
altera considerablemente la calidad de su empleo, incrementando la informalidad 
laboral (gráfico 3.13.B). Esto podría explicarse por la necesidad de optar por empleos 
con una flexibilidad que el sector formal no suele ofrecer (Berniell, I., et al., 2021).

Gráfico 3.13  
Trayectorias laborales de madres y padres tras el nacimiento del primer hijo en Chile 
(variaciones porcentuales respecto al año previo al nacimiento)

Nota: El gráfico muestra el cambio porcentual respecto al período base (12 meses antes del nacimiento del 
primer hijo) en la tasa de participación laboral (panel A) y en la tasa de informalidad (panel B).
Fuente: Berniell et al. (2021).

12	 Este mismo patrón ha sido documentado en diversos países de la región (Aguilar-
Gómez et al., 2019; Berniell et al., 2021, 2023; y Marchionni y Pedrazzi, 2023).
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Para cerrar las brechas de género en el ámbito laboral es esencial implementar 
acciones que ayuden a las familias a reducir las restricciones de tiempo y 
dinero asociadas al cuidado de los hijos y de personas dependientes. Como 
se mencionó, la expansión de servicios de cuidado infantil es fundamental, 
especialmente para mejorar la situación de las mujeres más vulnerables (Berlinski 
et al., 2011; Berlinski, S., y Galiani, S., 2007; Morrissey, 2017). Una medida 
complementaria sería ampliar la jornada escolar en la educación básica. 

El conjunto de políticas también debe enfocarse en la revisión de la legislación 
laboral y de seguridad social con el propósito de ampliar las licencias parentales 
con un enfoque neutral al género, evitando la discriminación contra las mujeres 
(Arreaza et al., 2023). Las licencias parentales están enfocadas principalmente 
en la maternidad, mientras que las de paternidad son muy cortas. Esta revisión 
debe promover la corresponsabilidad entre padres y madres. Asimismo, se 
debe asegurar que no existan discriminaciones en torno al empleo formal de las 
mujeres, evitando brechas de costo entre la contratación de hombres y mujeres. 

También se requieren políticas que favorezcan la presencia de mujeres en 
ocupaciones mejor remuneradas y de mayor calidad. Estas deben incluir reformas 
curriculares y pedagógicas, a lo largo de todo el ciclo educativo, que sean más 
neutrales al género y que incentiven explícitamente a las mujeres a invertir más 
en formación alineada con las demandas futuras del trabajo. También abarcan 
políticas de acción afirmativa que promuevan la participación femenina en roles 
de liderazgo.

Finalmente, es esencial implementar políticas que promuevan cambios en 
las normas sociales de género, avanzando, por ejemplo, hacia una mayor 
corresponsabilidad en las tareas de cuidado. Esto incluye campañas de 
sensibilización sobre la igualdad de género, programas educativos para un 
reparto equitativo de tareas domésticas, y la promoción de modelos masculinos 
en roles de cuidado. 

La manifestación más extrema de las adversidades que enfrentan las mujeres 
es, sin lugar a dudas, la violencia de género. Según datos de la Organización 
Mundial de la Salud, una de cada tres mujeres ha sufrido algún tipo de violencia 
física o sexual por parte de su pareja u otra persona. La violencia de género 
tiene enormes repercusiones sobre la salud física y mental y en las condiciones 
económicas de las mujeres. Se trata de un problema púbico multidimensional: 
afecta la salud pública, la seguridad y los derechos humanos. Es crucial continuar 
fortaleciendo políticas públicas integrales para prevenir y combatir la violencia 
de género, apoyadas por estudios y herramientas tecnológicas que mejoren la 
recopilación de datos y estadísticas (Aguirre et al., 2022).

Aunque no están explícitamente orientadas a reducir las brechas de género, las 
políticas de transferencias de ingresos, como las condicionadas o las pensiones 
no contributivas, han colaborado en esa dirección al mejorar la autonomía de 
las mujeres en el manejo de los recursos del hogar y su poder para negociar 
decisiones sobre sus vidas y las de sus hijos (Alemann et al., 2016; Berniell et al., 
2020). También han ayudado a retrasar el matrimonio precoz, reducir la fertilidad de 
los beneficiarios, aumentar el uso de anticonceptivos y reducir la probabilidad de 
que las mujeres sufran violencia física por parte de su pareja (Bastagli et al., 2016).
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Promover la inclusión financiera  
y el acceso a activos críticos

América Latina y el Caribe se caracteriza por una alta concentración de la riqueza, 
incluso mayor que la del ingreso. El 50 % más pobre de la población acumula 
solo el 1 % de la riqueza, mientras que el 10 % más rico concentra el 78 % (WID, 
2022). La evidencia señala que alcanzar ciertos umbrales mínimos de riqueza 
es necesario, incluso, para vencer las trampas de pobreza (Balboni et al., 2022). 
En este contexto, el acceso a activos críticos como la vivienda y otros activos 
productivos, junto con la inclusión financiera, son fundamentales para cerrar esas 
brechas de pobreza y desigualdad. 

Para gran parte de la población, el activo más relevante es la vivienda (De la 
Mata et al., 2022). Sin embargo, las brechas de tenencia entre los sectores ricos 
y pobres han seguido creciendo en las últimas décadas. Si bien el acceso a la 
vivienda es relativamente alto, existe un marcado gradiente socioeconómico 
en la calidad, particularmente en términos de acceso a servicios básicos como 
agua potable y saneamiento, así como la tenencia formal de la propiedad. Las 
viviendas en asentamientos informales y sin acceso a servicios públicos siguen 
siendo la realidad de muchos sectores vulnerables (Daude et al., 2017). Por 
otro lado, la tenencia de activos productivos como locales comerciales o tierras 
también sigue un patrón socioeconómico, con un acceso significativamente 
limitado para los sectores más pobres. Las barreras estructurales que enfrentan 
estos grupos incluyen tanto la falta de ingresos suficientes como la falta de 
acceso a instrumentos financieros adecuados y conocimientos que podrían 
facilitar la adquisición y mejora de estos activos.

En este aspecto, los subsidios y las transferencias juegan un rol fundamental para 
garantizar el acceso a la vivienda para los hogares de menores ingresos. Algunos 
estudios han demostrado que los subsidios en efectivo para compra de vivienda, 
en lugar de la construcción estatal, pueden ser más eficientes y transparentes, 
pues reducen los costos y permiten que las familias elijan la ubicación de su 
preferencia (Bouillon, 2012).

Además, los programas de titularización de tierras han mostrado ser efectivos 
para mejorar la inversión en viviendas y la salud de las familias. Este proceso 
permite a los hogares formalizar sus propiedades, facilitando el acceso al crédito 
y promoviendo la inversión en mejoras habitacionales (Galiani y Schargrodsky, 
2010). Sin embargo, es crucial que estos programas también se enfoquen en 
mantener la formalidad en futuras transacciones, evitando que los altos costos de 
registro perpetúen la informalidad en las sucesivas transferencias de propiedad.

Por otro lado, las políticas de inclusión financiera deben ser diversas y abarcar 
desde la capacitación en temas económicos hasta la mejora del acceso a los 
servicios bancarios. Los habitantes de la región se caracterizan, en su mayoría, 
por tener pocos conocimientos financieros. Esta tendencia es directamente 
proporcional al nivel socioeconómico (Azar et al., 2018), como muestran los 
resultados de las encuestas de capacidades financieras de CAF (gráfico 3.14), en 
las que, además, se evidencia una baja educación financiera para las mujeres. 
Las políticas de inclusión financiera integradas en el sistema educativo escolar 
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y en programas de transferencias condicionadas pueden ser una herramienta 
poderosa para mejorar el manejo de las finanzas en grupos vulnerables. Muchos 
de los programas de transferencias condicionadas ya incluyen componentes 
de educación financiera (García et al., 2013). Además, la participación de las 
instituciones financieras estatales también es crítica, pues el sector privado puede 
proveerlos, pero de una manera que no es ideal debido a las externalidades que 
generan en los mercados de crédito (Laajaj y Yang, 2018). 

Los programas de capacitación en este campo no solo mejoran el conocimiento,  
sino también el comportamiento financiero de los beneficiarios (Kaiser et al., 
2022). Y cuando se implementan adecuadamente, tienen efectos económicos 
significativos, especialmente en sectores desfavorecidos (gráfico 3.14). En Perú, por 
ejemplo, un piloto de educación financiera impartido en la escuela secundaria no 
solo tuvo impactos considerables en los conocimientos financieros de los jóvenes, 
sino que también tuvo efectos sobre su comportamiento crediticio tres años más 
tarde, cuando ya se habían graduado de la secundaria (Frisancho, 2023a). También 
se evidenció un efecto derrame de hijos a padres (Frisancho, 2023b).

Gráfico 3.14  
Porcentaje de personas con buen conocimiento 				  
financiero según su género y nivel educativo

Nota: El gráfico presenta la proporción de personas que responden correctamente al menos 5 de 7 preguntas 
formuladas para medir el conocimiento sobre los conceptos de inflación (2 preguntas), diversificación (2 
preguntas) y tasas de interés (3 preguntas), controlando por educación y por género. La información corresponde 
al promedio simple de 7 países de la región en los años más recientes, disponibles en la encuesta de medición de 
capacidades financieras de CAF: Argentina (2017), Bolivia (2013), Chile (2016), Colombia (2019), Ecuador (2013), 
Paraguay (2017) y Perú (2019).
Fuente: De la Mata et al. (2022) con base en encuesta de medición de capacidades financieras de 			 
CAF (CAF, 2020).
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Además de la capacitación financiera, es fundamental mejorar el acceso a los 
servicios bancarios para los más vulnerables. Esto incluye desarrollar políticas 
regulatorias que fomenten el crecimiento de microfinanzas y fintechs, mejorar 
las agencias de crédito y promover la digitalización de estos servicios (Mejía 
y Azar, 2021). En las últimas décadas, la industria microfinanciera ha logrado 
avances significativos en países como Bolivia y Perú, facilitando el acceso 
de sectores tradicionalmente excluidos del sistema financiero formal. El uso 
de nuevas tecnologías supone una oportunidad para la inclusión financiera y 
refuerza la necesidad de consolidar las políticas para cerrar brechas de acceso 
a las mismas, con mayor cobertura de internet y la alfabetización digital de los 
grupos vulnerables.

Políticas para la vejez

La vejez presenta importantes desafíos en términos de inclusión social en 
América Latina y el Caribe, particularmente en lo que respecta a garantizar 
ingresos adecuados y acceso a servicios esenciales. Las consecuencias de las 
desigualdades acumuladas a lo largo del ciclo de vida, como la mayor incidencia 
de la informalidad laboral y la falta de acceso a mecanismos de protección 
social, se hacen más evidentes en esta etapa. Esta sección explora las políticas 
necesarias para fortalecer la protección económica de las personas mayores a 
través de sistemas de pensiones, salud y cuidados más inclusivos.

Proteger los ingresos en la vejez  
mediante los sistemas de pensiones

La vejez plantea importantes desafíos en términos de autonomía económica. 
En esta etapa de la vida, garantizar la seguridad económica es fundamental 
para permitir que las personas mantengan un nivel de vida digno. Los sistemas 
de pensiones juegan un papel central en este proceso, pues proporcionan 
ingresos durante la vejez y protegen a la población en caso de discapacidad 
o fallecimiento de un cónyuge. Sin embargo, los altos niveles de informalidad 
en los mercados laborales de América Latina y el Caribe, han causado que una 
proporción significativa de la población enfrente la vejez sin haber cumplido con 
los requisitos necesarios para acceder a pensiones contributivas, lo que deja a 
muchas personas en una situación de vulnerabilidad económica (Álvarez et al., 
2020). Esto es especialmente relevante para las mujeres, quienes tienen una 
participación laboral más baja, están más expuestas a la informalidad y tienen 
una mayor esperanza de vida. 

Los sistemas de pensiones no contributivas han sido una política clave para 
garantizar ingresos básicos a los grupos más vulnerables durante la vejez. Desde 
la década de 2000 se ha ampliado la cobertura en varios países de la región, 
alcanzando, en algunos, un nivel cercano a la universalización. No obstante, en 
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países donde la cobertura de pensiones contributivas es baja (menos del  
40 % de la población mayor recibe una pensión contributiva), la expansión de las 
no contributivas ha sido limitada, como en República Dominicana, El Salvador, 
Guatemala, Nicaragua, Colombia, Perú y Ecuador (gráfico 3.15.A). 

La suficiencia de las pensiones no contributivas sigue siendo un reto importante. 
Un estudio reciente de Vila et al., (2024) muestra que, en promedio, el valor de 
las prestaciones como porcentaje de la línea de pobreza ha aumentado en 11 
puntos porcentuales en los últimos 12 años, pasando del 81 % en 2010 al 92 % 
en 2022. Sin embargo, existe una considerable heterogeneidad entre los países. 
Mientras que en Argentina, Brasil, Chile y Uruguay las pensiones se sitúan por 
encima de la línea de pobreza, en Bolivia, Colombia, El Salvador y Perú el valor 
de las prestaciones es muy bajo, situándose por debajo del 50 % de la línea de 
referencia. Otros países como Costa Rica, Ecuador, México y Panamá presentan 
niveles intermedios, con pensiones que se sitúan entre la mitad y la línea de 
pobreza (gráfico 3.15.B).

Un desafío clave para los sistemas de pensiones en la región es lograr una 
cobertura universal que asegure a los beneficiarios un nivel mínimo de ingresos 
que les permita esquivar la pobreza. Dada la alta informalidad laboral, esto 
implica, en la práctica, seguir extendiendo las pensiones no contributivas. El 
reto no es crear nuevos programas, pues la mayoría de los países ya los ha 
desarrollado, sino ampliar su cobertura y, en algunos casos, aumentar los montos 
de las prestaciones. 

Según estimaciones realizadas para el RED 2020 (Álvarez et al., 2020), universalizar 
la cobertura de pensiones tendría un costo promedio de entre 0,18 % y 0,24 % 
del PIB, dependiendo de si los beneficiarios obtienen una pensión de USD 4 
por día (en paridad de poder adquisitivo) o el monto de la principal pensión 
no contributiva en cada país. En el primer caso, el mayor reto lo afrontan 
especialmente países con baja cobertura de pensiones en general, mientras que, 
en el segundo caso, lo afrontarían países con altos montos de las pensiones 
actuales (como Brasil y Uruguay). Estas cifras podrían casi triplicarse (0,53 % y 
0,66 % del PIB, respectivamente) teniendo en cuenta la transición demográfica 
que experimentarán los países en los próximos 30 años. Este envejecimiento está 
ocurriendo con mucha más rapidez en la región que en economías desarrolladas 
que ya experimentaron ese proceso. Las reformas necesarias deberán, por tanto, 
responder en tiempo y forma a estas dinámicas demográficas. 

Ante la creciente necesidad de recursos, otro desafío fundamental de los sistemas 
de pensiones, tanto en su componente contributivo como no contributivo, es 
asegurar su sostenibilidad financiera. Esto puede lograrse a través de medidas 
como el aumento de las tasas de contribución de los trabajadores, la ampliación 
del número de contribuyentes (mediante mayores niveles de participación laboral 
de mujeres y adultos mayores, así como la reducción de la informalidad), el 
incremento de los impuestos generales o la modificación de los requisitos de 
años mínimos de aporte y edad de retiro. También es fundamental simplificar y 
hacer obligatorios los aportes de trabajadores por cuenta propia. Estos desafíos 
varían considerablemente entre los países de la región, por lo que cada uno 
requerirá una combinación específica de políticas (Álvarez et al., 2020).
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Gráfico 3.15  
Cobertura y suficiencia de pensiones

A. Cobertura de pensiones contributivas y no contributivas (2022)
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B. Suficiencia de pensiones no contributivas (en relación con línea de pobreza.  
100= línea de pobreza).  

Contributiva (%) No contributiva (%)Ambos tipos de pensiones (%)

2022 Promedio 2010 - 2014

Nota: En el panel A, se presenta el porcentaje de población de 65 años o más con algún tipo de cobertura para 
el año 2022. Ambos tipos de pensiones muestran el porcentaje de las personas de 65 años y más que reciben 
simultáneamente pensiones contributivas y no contributivas. El panel B presenta el porcentaje que representan las 
pensiones no contributivas sobre la línea de la pobreza de cada país, para 2022 y para el promedio 2010-2014.
Fuente: Vila et al. (2024) con base en datos administrativos de cada país, Comisión Económica para América La-
tina y el Caribe (CEPAL), Base de datos de programas de protección social no contributiva en América Latina y el 
Caribe. División de Población de la CEPAL, “Estimaciones y proyecciones de población a largo plazo 1950-2100: 
revisión 2019”, y Naciones Unidas, World Population Prospects 2019.
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Garantizar acceso a una adecuada  
cobertura de salud y cuidados

En la mayoría de los países de América Latina y el Caribe, el acceso a los 
servicios de salud está ligado a la formalidad laboral o al goce de una pensión 
contributiva. Esto deja a una parte significativa de la población fuera del sistema 
de salud de base contributiva. Brasil es una excepción, con un sistema de salud 
universal. Para los adultos mayores que enfrentan mayores riesgos de gastos de 
salud “catastróficos” –aquellos que superan el 10 % de los ingresos del hogar–, 
esta situación es especialmente crítica (Álvarez et al., 2020).

Los sistemas de salud no contributivos son fundamentales para garantizar el 
acceso a los servicios médicos a los grupos vulnerables de todas las edades. Sin 
embargo, existen importantes brechas de calidad entre los sistemas contributivos 
y no contributivos, lo que genera desigualdades en el acceso a los servicios 
necesarios para tratar condiciones crónicas y prevenir problemas de salud en 
los adultos mayores (Bancalari et al., 2024). Si bien estos se han expandido en 
la región, el foco de las prestaciones ha estado puesto, fundamentalmente, en la 
población materno infantil.

Para mejorar la equidad en el acceso a la salud, es fundamental mejorar la 
cobertura de las personas que no están cobijadas por los sistemas contributivos 
y desarrollar planes explícitos que aseguren el acceso a servicios médicos 
esenciales de calidad a toda la población. Una ventaja de los planes explícitos de 
salud es que estos permiten orientar los recursos de manera eficiente, mejorando 
el uso del gasto en esta área al concentrarse en servicios preventivos y curativos 
que tengan un mayor impacto.

Ahora bien, el envejecimiento de la población también genera una creciente 
demanda de servicios de cuidado. En América Latina, la mayor parte del cuidado 
para los adultos mayores es informal y recae principalmente sobre las propias 
familias, especialmente sobre las mujeres. Esta falta de políticas estatales genera 
un vacío en el apoyo formal a las personas mayores que requieren asistencia 
para actividades diarias y, al mismo tiempo, recarga a las familias que enfrentan 
dificultades económicas y de disponibilidad de tiempo. El desarrollo de políticas 
tales como servicios de cuidado domiciliario, centros de día y programas 
de apoyo a cuidadores informales, es esencial para responder al rápido 
envejecimiento de la población en la región (Álvarez et al., 2020).
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Desafíos transversales  
de la política social

Es importante reconocer que las políticas de inclusión enfrentan desafíos 
transversales que influyen en su diseño y ejecución. Uno de los más relevantes 
es la necesidad de una adecuada focalización de los beneficiarios para asegurar 
que las intervenciones lleguen, efectivamente, a las poblaciones que las necesitan. 
Un ejemplo claro sobre las necesidades de mejora en esta dimensión son las 
políticas redistributivas ex post, como los sistemas de transferencias monetarias no 
contributivas. Stampini et al. (2023) documentan que solo el 55 % de la población 
que vive en situación de pobreza se beneficia de estos programas, mientras que el 
41 % de las personas que viven en hogares que reciben al menos una transferencia 
no contributiva se encuentran por encima de la línea de pobreza.

Además, es crucial que el Estado cuente con las capacidades técnicas e 
institucionales necesarias para implementar políticas que sean eficientes. La 
capacidad para diseñar, coordinar y ejecutar programas de inclusión es un factor 
determinante de su éxito. La falta de estas competencias puede limitar el alcance 
y efectividad de las iniciativas. Un estado más eficiente contribuye también a un 
uso más eficiente de los recursos, aliviando así, potencialmente, la tensión fiscal 
asociada a la necesidad de expandir las políticas sociales. 

Otro desafío relevante es la necesidad de garantizar un financiamiento sostenible 
que permita mantener las políticas de inclusión a largo plazo, y que estas no se 
vean amenazadas en contextos de restricciones fiscales o ciclos electorales.  
En las últimas tres décadas, el gasto público social ha duplicado su participación 
en el producto interno bruto (PIB) y su participación dentro del gasto público 
total ha aumentado en prácticamente todos los países, pasando de menos del 
46 % a casi el 54 %. Esto refleja el esfuerzo regional por construir sistemas de 
protección social más robustos. No obstante, los niveles de gasto social en la 
región son inferiores si se comparan con los países de la OCDE. Aunque parte 
de esta diferencia se debe a factores demográficos (los países de la OCDE 
tienen poblaciones más envejecidas y mayor gasto en pensiones) y de desarrollo 
económico, una porción significativa se explica por una menor cobertura y 
generosidad de los programas de protección social en América Latina y el 
Caribe (Álvarez et al., 2020). Aumentar la cobertura y garantizar un piso mínimo 
de calidad para los servicios provistos a los grupos más vulnerables requiere 
asegurar un financiamiento adecuado. 

Un reto pendiente de la política social en la región es mejorar su capacidad 
redistributiva. Si bien el gasto social, excluyendo las pensiones contributivas, 
tiende a igualar la distribución de ingresos en América Latina y el Caribe, los 
sistemas fiscales en su conjunto presentan limitaciones: logran reducir la 
desigualdad, pero lo hacen en menor medida que en otros países de ingresos 
medio-altos, y significativamente menos que en los países avanzados (Lustig 
et al., 2023). En algunos países, la combinación de gasto social y tributación no 
solo no logra reducir la pobreza sino que, en algunos casos, la puede aumentar 
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(Higgins y Lustig, 2016). Estos resultados indican que la política tributaria, tema 
que queda fuera del alcance de este capítulo, tiene un rol importante tanto en el 
financiamiento de las políticas como en la reducción de la desigualdad.

“Hay grandes espacios para mejorar la equidad y la eficiencia en 
América Latina, porque precisamente estamos en un contexto en 
donde un diseño disfuncional, anticuado, de la protección social 
y de los instrumentos tributarios, como los regímenes especiales 
para las empresas, son simultáneamente causas de una protección 
social que no funciona bien y de una baja productividad. Por 
lo tanto, si entendemos esas sinergias, tenemos una inmensa 
oportunidad para rediseñar los sistemas tributarios y mejorar los 
sistemas de protección social, avanzando por el lado de la equidad 
y de la productividad”.
Con base en entrevista a Santiago Levy

Finalmente, el diseño de la política de inclusión debe considerar los efectos que 
esta pueda generar sobre los incentivos a las empresas y a los beneficiarios 
para evitar distorsiones no deseadas en el mercado laboral o en la inversión, y 
garantizar que no se socaven los incentivos a la productividad y al crecimiento 
económico. Este aspecto es crucial en lo que atañe a los beneficios y al 
financiamiento de los instrumentos de la protección social, como salud, 
pensiones y otros programas de transferencias de ingresos (recuadro 3.3). 
Aunque estos temas exceden el alcance de este capítulo, son fundamentales 
en la discusión de los instrumentos de política específicos, ya que influyen 
directamente en la efectividad y viabilidad de las estrategias de inclusión.

Recuadro 3.3 
Ejemplos de desincentivos de la protección social no contributiva

Los sistemas no contributivos de protección social, a pesar de su efecto positivo 
sobre el bienestar social de los trabajadores informales y vulnerables y sus 
familias, pueden generar también incentivos para que estos mismos trabajadores 
decidan permanecer en el sector informal, lo que lleva a niveles más bajos de 
productividad y a afectar la economía. 

Estudios que analizan el impacto de la introducción de programas de protección 
social no contributivos, como transferencias de ingresos y sistemas de salud no 
contributivo, muestran que, si bien existen efectos negativos en la participación 
laboral y la formalidad, su magnitud es de moderada a baja (Bérgolo Sosa y 
Cruces, 2016; Bosch y Campos-Vázquez, 2014; Camacho et al., 2014; Garganta y 
Gasparini, 2015). Estos efectos no deseados deben sopesarse, en cualquier caso, 
con los beneficios en diversos indicadores de inclusión, como salud y educación. 
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Soluciones desde  
la región para  
la sostenibilidad  
del ambiente
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1.

4.

2.

5.

3.

6.

El modelo actual de 
producción y consumo es 
insostenible.

Las economías de la región 
han acordado reducciones de 
emisiones ambiciosas, aunque 
los compromisos globales 
son aún incompatibles con 
el objetivo de no exceder 
los 2 °C de incremento de 
temperatura respecto a la era 
preindustrial.

América Latina y el Caribe 
ya enfrenta significativos 
impactos negativos del 
cambio climático, por lo que 
las políticas de adaptación 
son prioritarias.

En América Latina, el 
perfil de emisiones difiere 
significativamente respecto 
al mundo, puesto que 
se destaca la incidencia 
del sector de suelos y 
agropecuario.

Las características de 
la región apuntan a la 
necesidad de priorizar 
la adaptación en los 
ámbitos agropecuario, de 
infraestructura y ciudades,  
y focalización de 
intervenciones para 
poblaciones vulnerables.

Las prioridades de mitigación 
en el sector de suelos y 
agropecuario son detener el 
cambio en el uso del suelo en 
ecosistemas con alto potencial 
de carbono y mejorar las 
prácticas agropecuarias para 
la productividad y la gestión 
de carbono en suelos.

Mensajes clave
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10.

7. 8. 9.
La mitigación energética 
e industrial presenta 
oportunidades para las 
economías de la región  
con potencial de generación 
eléctrica verde y reservas  
de minerales críticos para  
la transición.

La transición ambiental y 
energética involucra costos 
elevados en una región con 
espacios fiscales limitados.

La contaminación y la 
degradación del ambiente 
afectan negativamente el 
bienestar y la producción.

La protección de los 
ecosistemas requiere 
incrementar la cobertura de 
áreas protegidas, priorizar 
ecosistemas relegados y 
mejorar las capacidades de 
monitoreo y sanción.
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Un modelo de desarrollo insostenible

El período que se inicia con la Revolución Industrial fue testigo de una mejora en 
los estándares de vida sin parangón en la historia de la humanidad. Desde 1850 
hasta hoy, la población global se multiplicó por seis y el producto agregado global 
se ha duplicado, en promedio, cada 25 años. 

Infortunadamente, este desarrollo ocurrió a expensas de un alto impacto  
ambiental que hoy compromete la sostenibilidad del planeta. En consecuencia,  
la temperatura promedio mundial y la degradación del ambiente y los ecosistemas 
se han incrementado. 

La crisis ambiental ya está afectando la actividad económica y el bienestar. 
Un ejemplo claro es el incremento en la frecuencia y severidad de los eventos 
climáticos externos. Por lo tanto, para abordar esta crisis, se requieren tanto 
políticas para la mitigación que reduzcan el impacto de la actividad humana,  
como también políticas de adaptación que permitan afrontar la crisis climática  
con menores costos.

Actividad humana y calentamiento global

Desde la Revolución Industrial, la temperatura media del planeta ha crecido 
paulatinamente hasta alcanzar un valor de 1,2 °C por encima de la época 
preindustrial (1850-1900). La evidencia científica ha demostrado que este 
calentamiento es causado por la emisión de gases de efecto invernadero (GEI) 
originados por la actividad humana. Ciertamente, desde 1850, las emisiones de 
CO2, principal GEI, se multiplicaron por más de 14 veces (gráfico 4.1)1.
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1	 Lo relevante para la temperatura media del planeta es la concentración de GEI en la 
atmósfera. Desde 1850, la actividad humana ha causado la emisión de más de 2.350 
gigatoneladas de dióxido de carbono. Del total de esas emisiones, los océanos y los 
sumideros terrestres han absorbido una cuarta y una tercera parte, respectivamente, y el 
resto se ha acumulado en la atmósfera. Además del dióxido de carbono, cuyas emisiones 
se presentan en el gráfico 4.1, otros GEI importantes son el metano y el óxido de nitrato.
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Gráfico 4.1  
Evolución histórica de emisiones globales, según fuente 

 
Nota: Las emisiones de CO2 se expresan en gigatoneladas. La categoría UTCUTS refiere al uso de la tierra, cambio de 
uso de la tierra y silvicultura, mientras que la categoría CFPI al consumo fósil y a los procesos industriales.
Fuente: Friedlingstein et al. (2023); IPCC (2021).
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Las emisiones de CO2 del gráfico 4.1 se presentan agrupadas en dos grandes 
componentes: las asociadas al uso de la tierra, al cambio de uso de la tierra 
y silvicultura (UTCUTS, en adelante), y las asociadas al consumo fósil y a 
los procesos industriales (CFPI, en adelante). La importancia de estos dos 
componentes ha variado en el tiempo.

Entre 1850 y 1900, el componente UTCUTS representó más del 90 % del total de 
emisiones de CO2 a nivel global. No obstante, este componente ha cedido peso 
ante la creciente importancia de la energía de origen fósil. Actualmente, alrededor 
de cuatro quintos de las emisiones globales provienen del consumo fósil y de 
procesos industriales.

En 2019, las emisiones por habitante en América Latina y el Caribe eran similares 
al promedio global y representaban menos del 80 % del valor correspondiente 
a los países desarrollados y menos de la mitad frente a América del Norte. La 
desigualdad en la responsabilidad de emisiones también se manifiesta según el 
nivel socioeconómico: el primer decil de ingresos global emitió lo mismo que los  
9 deciles restantes, 4 veces más que la mitad más pobre global; por su parte,  
el percentil superior emitió un cuarto de las emisiones globales (Chancel, 2022).

“Los países ricos son los que más emiten, los que más contribuyen 
a que el problema [del calentamiento global] sea mayor y, por otro 
lado, los países más expuestos [a las consecuencias] son aquellos 
que, de hecho, son pobres. Por lo tanto, una cuestión de justicia 
debe ser parte integral de la discusión climática”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção

“El verdadero problema es el cambio climático. (...) Y Trinidad 
y Tobago, en particular, se encuentra en una situación no tan 
agradable. (...) Las emisiones son altas desde el punto de vista  
per cápita porque nuestra población es de solo 1,3, 1,4 millones. (...) 
Aunque nuestras emisiones per cápita sean altas, la cantidad es  
casi indetectable”.
Con base en entrevista a Colm Imbert

 
Aunque esto es relevante a la hora de introducir elementos de justicia climática 
en la discusión sobre los esfuerzos de mitigación, no exime a ningún país o 
región de hacer los esfuerzos necesarios para mantener la temperatura global 
en los niveles apropiados. No sería suficiente que solo los países desarrollados 
hicieran esfuerzos para detener el calentamiento global, dado que el 75 % de las 
emisiones actuales vienen de países de ingresos medios y bajos.
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Actividad humana y degradación  
del ambiente y los ecosistemas

La degradación del ambiente y de los ecosistemas por la actividad humana se 
asocia con cuatro causas, adicionalmente al cambio climático: el cambio en el 
uso del suelo, la sobreexplotación, la introducción de especies invasoras y la 
contaminación (Purvis et al., 2019).

Respecto al uso del suelo, para 1850, menos del 4 % de la superficie de la región 
presentaba modificaciones significativas por la presencia humana. En contraste, 
Europa (sin Rusia), para esta fecha, presentaba modificaciones en cerca del 40 % 
de su superficie. Para el año más reciente con datos (2017), la fracción del suelo 
con bajas o nulas transformaciones se encuentra alrededor del 45 % en la región, 
más cercano al 32 % de Europa (sin Rusia). Esta medida, sin embargo, varía 
significativamente entre subregiones: en Sudamérica alcanza el 47 % mientras que en 
Mesoamérica y el Caribe es del 27 % y el 17 %, respectivamente (ver gráfico 4.2). 

El cambio en el uso del suelo se encuentra fuertemente vinculado al sector 
agropecuario, especialmente en la región, donde este sector muestra una 
participación elevada en el producto interno bruto (PIB). Para 2017, el 35 % de la 
superficie de la región estaba afectada al pastoreo, el uso de menor intensidad, y 
el 16 % a cultivos. En la subregión Caribe, lo dedicado al pastoreo apenas llegaba 
al 8 %, mientras lo dedicado a los cultivos alcanzaba un 35 %.

Finalmente, el uso urbano y el emplazamiento de infraestructura, representado por 
la categoría asentamientos, representaba una fracción comparativamente menor 
de la superficie usada en el conjunto de la región (4,4 %), aunque alcanzaba el 38 
% de la superficie de los países del Caribe. Este uso del suelo lleva asociada la 
transformación más profunda de los ecosistemas en los que se ubica2.

2 	 Por ejemplo, la expansión urbana a lo largo de las costas implica grandes disrupciones 
para procesos ecológicos claves de los ecosistemas costeros, como el pasaje de fauna 
y la hidrología de la que depende la captura de carbono de marismas y manglares 
(Dafforn et al., 2015; Heery et al., 2018).	
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Gráfico 4.2  
Uso de suelos

Categoría América del Sur América Central Caribe Europa (menos Rusia)

Asentamientos 2,97 % 11,41 % 38,25 % 20,32 %
Cultivos 15,72 % 18,56 % 36,96 % 41,41 %
Pastoreo 33,82 % 43,30 % 7,98 % 6,55 %
Seminatural 40,92 % 26,66 % 16,55 % 28,61 %
Natural 6,57 % 0,07 % 0,27 % 3,11 %

Nota: Los valores reflejan la proporción de hexágonos correspondientes a cada categoría de uso del suelo, 
con relación al total de hexágonos que conforman una región determinada, ponderada por la superficie de los 
hexágonos. A los fines de este gráfico, se optó por excluir Rusia de la región de Europa debido a la extensión de 
tierras no aptas para uso humano que hay en este país.
Fuente: Gauthier et al. (2021).
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La segunda causa de degradación del ambiente es la sobreexplotación, esto 
es, la extracción excesiva de recursos naturales, superando su capacidad de 
regeneración. La industria pesquera, el turismo y la extracción de recursos 
madereros experimentan este problema. 

La tercera causa es la introducción de especies invasoras de plantas, animales 
o microorganismos que alteran el equilibrio de los ecosistemas y pueden dañar 
gravemente su biodiversidad. El uso pastoril del suelo, por ejemplo, involucra la 
introducción de especies foráneas de pastizales que ofrecen mayor productividad 
ante las condiciones climáticas locales. En general, estas especies pueden 
expandirse más allá de las regiones dedicadas a la producción, compitiendo con 
especies nativas vegetales y alterando los ciclos de incendios naturales.

La cuarta causa es la contaminación del aire, el agua y los suelos. Esta es una 
externalidad negativa que incide en el bienestar humano mediante la degradación 
de los ecosistemas y los servicios que proveen, y por su impacto directo sobre 
la salud. Los sectores o actividades más frecuentemente vinculados con la 
contaminación son la extracción y procesamiento de hidrocarburos, la minería y el 
sector agropecuario. Las ciudades también son un entorno propenso a problemas 
de contaminación. 

La degradación de los ecosistemas se manifiesta en la pérdida de flora y fauna, 
tanto en términos de la diversidad (número de especies) como de población. 
El índice Planeta Vivo muestra un deterioro importante, especialmente en la 
región de América Latina y el Caribe, donde desde 1970 ha habido un menoscabo 
superior al 90 %.
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Gráfico 4.3  
Índice Planeta Vivo, según región 1970-2018

Nota: El LPI muestra la tasa promedio de cambio en el tamaño de las poblaciones animales, relativo al año tamaño de 1970 
(1970=1). Contabiliza 31.821 poblaciones en 5.230 especies. El índice se construye como un promedio geométrico entre las 
tasas de cambio que tuvieron las distintas poblaciones animales relativo al tamaño que tenían en el año 1970.
Fuente: Sociedad Zoológica de Londres y Fondo Mundial para la Naturaleza (2022).
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Impactos del cambio climático y la degradación de  
los ecosistemas

El calentamiento global ha incrementado la frecuencia e intensidad de algunos 
eventos climáticos extremos como inundaciones, tormentas, sequías, incendios 
forestales y ciclones. En América Latina y el Caribe, la cantidad de estos eventos 
pasó de 28 por año en las dos últimas décadas del siglo XX a más de 53 en las 
dos primeras décadas del siglo XXI. Por su parte, las personas afectadas pasaron 
de 4,5 millones por año a más de 7 millones (gráfico 4.4).

Nota: El gráfico muestra los promedios anuales de eventos climáticos extremos y de personas afectadas  
(en millones) según el tipo de desastre para los períodos 1980-1999 y 2000-2021.
Fuente: EMDAT (2022).
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Gráfico 4.4  
Ocurrencia de eventos climáticos extremos relacionados con el clima y personas 
afectadas en América Latina y el Caribe
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Estos eventos tienen, desafortunadamente, costos sociales y económicos tan 
importantes que, incluso, trascienden generaciones. Caruso (2017) explora las 
consecuencias de los desastres naturales ocurridos durante el siglo XX en la 
región. En sus resultados, encuentra, por ejemplo, que sufrir una inundación 
siendo un feto se asocia con 0,47 años menos en educación, una probabilidad un 
10 % más alta de estar desempleado y una reducción de los ingresos laborales de 
alrededor del 12 %. 

“Nos encontramos, invariablemente, como algunas de las mayores, 
si no las mayores, víctimas del cambio climático. Cuando ocurre 
un huracán, somos nosotros. No hay adónde evacuar. Tu PIB se 
destruye en fracciones de segundo, con multiplicaciones del 100 %, 
200 %, literalmente desaparecido en unas pocas horas, y muy poco 
se puede hacer al respecto. Esto es realmente desafiante para los 
pequeños Estados”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

Los desastres naturales también impactan la infraestructura, motor fundamental 
del crecimiento y la inclusión. Asimismo, las sequías y el cambio en los patrones 
de lluvias pueden comprometer la producción agrícola. Por ejemplo, el sur 
de América Latina acaba de atravesar la peor sequía desde 1944 según la 
Organización Meteorológica Mundial. Se estima que dicho episodio podría costar 
entre el 2 % y el 5 % del PIB en Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay debido, 
principalmente, a los impactos negativos sobre los sectores agrícola, ganadero y 
energético (Perelmuter, 2023). 

El deterioro de los ecosistemas, por su parte, reduce el valor de los servicios 
que brindan, los cuales se clasifican en cuatro grupos: (i) servicios de 
aprovisionamiento, referido al conjunto de materiales físicos que las personas 
obtienen de la naturaleza; (ii) servicios de regulación, que incluyen la moderación 
de las temperaturas, la regulación de ciclos hídricos y la purificación del aire, 
entre otros; (iii) servicios culturales o no materiales, que contemplan el valor 
estético y recreativo de la naturaleza, y (iv) servicios de soporte, referidos a los 
procesos que son necesarios para que todos los otros servicios ecosistémicos y 
la vida humana sean posibles, incluyendo la producción de oxígeno (Millennium 
Ecosystem Assessment, 2005). 
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Aunque la actividad económica suele privilegiar los servicios de aprovisionamiento 
que tienen un valor de mercado, los otros servicios, más difíciles de cuantificar 
y apropiar, son también esenciales. El turismo depende crucialmente del valor 
estético de ecosistemas paradigmáticos de la región (servicio ecosistémico 
cultural o no material), como las playas del Caribe o la selva amazónica, mientras 
que la actividad económica urbana se beneficia de servicios de regulación a través 
de la moderación de las temperaturas por parte de la vegetación. Además, se 
vale de servicios de regulación al deponer sus desechos, donde los ecosistemas 
intervienen en la purificación del aire, los suelos y el agua.

La contaminación, en particular, es una manifestación de la degradación del 
ambiente con importante incidencia en la región (POEA y PNUMA, 2019). 
El gráfico 4.5 muestra los componentes asociados a la salud del ambiente 
reportados por el Índice de protección ambiental (Block et al., 2024). Los 
datos revelan que, en promedio, los países de la región presentan indicadores 
significativamente inferiores a los observados en países de la OCDE.

Gráfico 4.5  
Indicadores seleccionados de salud del ambiente EPI

Nota: Para calcular los valores agregados por categoría se calculó el promedio ponderado de los distintos 
subíndices que lo componen. Los ponderadores originales del EPI fueron ajustados para que sumen  
100 % dentro de cada categoría. Los agregados regionales responden al promedio simple entre los países  
que componen cada región. Los valores corresponden al año 2024.
Fuente: Block et al. (2024).
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Existe abundante evidencia de los efectos sobre el bienestar causados por la 
contaminación. Algunos análisis se enfocan en la contaminación del aire causada 
por combustibles fósiles. Por ejemplo, Rivera et al. (2024) aporta evidencia 
para Chile, donde la expansión en la capacidad de generación de energía 
solar se asoció con la reducción de las admisiones hospitalarias por causa de 
enfermedades respiratorias.

Existen evidencias robustas de episodios agudos de degradación de los 
ecosistemas que impactan negativamente la salud humana. Por ejemplo, impactos 
causados por la pérdida de vegetación debido al rol de esta en mejorar la calidad 
del aire (Jones y McDermott, 2018), y por reducciones súbitas en poblaciones 
de buitres y de anfibios que son importantes para el control de vectores de 
enfermedades (Frank y Sudarshan, 2024; Springborn et al., 2022). 

Adicionalmente, existe evidencia del impacto negativo sobre la actividad 
económica ocasionado por la pérdida de especies clave para el control de plagas 
sobre la producción agropecuaria (Frank et al., 2024). Por su parte, Frank (2024) 
documenta un incremento de un tercio en el uso de pesticidas causado por la 
reducción de poblaciones de murciélagos, y un consecuente incremento en la 
mortalidad infantil de 8 %.

Un pacto global por la sostenibilidad

bienestar humano. No obstante, lo peor podría estar por venir. Al ritmo de las 
emisiones actuales, quedan menos de 30 años para limitar el incremento de la 
temperatura a 2 °C, umbral considerado por los científicos como el punto de no 
retorno a partir del cual existen altos riesgos de daños masivos e irreversibles a 
escala mundial3.

Este panorama ha motivado un importante consenso global en torno a la 
necesidad de proteger el ambiente con esfuerzos que se remontan al último tercio 
del siglo pasado. La figura 4.1 muestra los esfuerzos globales por la sostenibilidad 
ambiental, destacando, por un lado, los principales hitos en acuerdos 
internacionales para el cuidado del ambiente y de la biodiversidad y, por el otro, 
los concernientes a la respuesta al cambio climático.

3	 Para el umbral de 1,5 °C queda menos de una década.
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Fundación de la Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza (UICN)

1948

Convención Internacional  
de Protección Fitosanitaria

Convención sobre la Protección del 
Patrimonio Mundial

Convención de Londres sobre la prevención 
de la contaminación del mar por vertimientos 

de desechos y otros materiales

Creación del Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA)

Convenio Ramsar sobre Humedales

Convenio sobre el Comercio Internacional  
de Especies Amenazadas de Fauna  

y Flora Silvestres (CITES)

Convención sobre la Conservación de las 
Especies Migratorias de Animales Silvestres 

(Convención de Bonn)

Convenio sobre los residuos nucleares

Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono

Creación del IPCC en la Conferencia del Cambio 
 Climático en Toronto, Canadá

Convención de Basilea para el control transfronterizo de 
residuos peligrosos y su disposición

Convenio de Diversidad Biológica (CBD)

Convención para la protección y el uso de cursos 
de agua fronterizos y transfronterizos

Creación de la CMNUCC en la Conferencia  
de la Tierra en Río de Janeiro, Brasil

Convenio Internacional para Prevenir la 
Contaminación por los Buques (MARPOL)

Convención para la contaminación del aire transfronteriza 
de largo alcance (CLRTAP o LRTAT)

1951

1971

1972

1973

1979

1982

1985

1988

1989

1992

1995

Convenio Internacional para Prevenir la 
Contaminación por los Buques (MARPOL) (rev.)

Protocolo de Kioto

1997

Convenio de Rotterdam sobre el procedimiento 
de consentimiento fundamentado previo aplicable 
a ciertos plaguicidas y productos químicos 
peligrosos objeto de comercio internacional

1998

Tratado Internacional sobre los Recursos 
Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura 
(ITPGRFA)

Convención de Estocolmo para los 
contaminantes orgánicos persistentes

2001

Entra en vigor el primer periodo de  
compromisos en el marco del Protocolo  
de Kioto (de 2008 a 2012)

2008

Acuerdo de Copenhague (COP15)
2009

Metas Aichi del Plan Estratégico para 
la Diversidad Biológica 2011-2020

2010

Convención de Minamata sobre  
el mercurio
Entra en vigor el segundo periodo de 
compromisos en el marco del Protocolo 
de Kioto (de 2013 a 2020)
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Figura 4.1 
Hitos del pacto global por la sostenibilidad 

Fuente: Elaboración propia.
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En lo que respecta al cambio climático, el hito reciente más destacable es el 
Acuerdo de París, que plantea como objetivo central “mantener el aumento de la 
temperatura media mundial muy por debajo de 2 °C con respecto a los niveles 
preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura 
a 1,5 °C con respecto a los niveles preindustriales” (Naciones Unidas, 2015). 

El Acuerdo de París constituye un importante avance para dar una respuesta 
mancomunada a la crisis climática. La gran adhesión alcanzada, al conseguir que 
casi todos los países hayan participado y propuesto contribuciones nacionales, es 
su mayor logro. A la fecha de noviembre, 2024, 195 países se han adherido, de 
los cuales 33 son de América Latina y el Caribe. Su modelo de gobernanza, en 
el que los países proponen sus propios compromisos, ha favorecido la adhesión. 
Sin embargo, también tiene implícitas debilidades asociadas a la falta de una 
visión coordinada que garantice la consistencia entre los compromisos y el 
presupuesto de carbono restante, y a la ausencia de mecanismos que garanticen 
el cumplimiento de los compromisos. 

Bajo el Acuerdo de París, América Latina y el Caribe se comprometió a reducir 
sus emisiones en aproximadamente un 11 % para 2030, en comparación con los 
niveles de 2020. Este objetivo contempla esfuerzos de mitigación comparables a 
los de las economías desarrolladas, considerando que el crecimiento poblacional 
proyectado para la región es superior y que busca un crecimiento económico 
que permita acercarse a los niveles de PIB per cápita de estas economías 
desarrolladas. Específicamente, dado el crecimiento demográfico previsto, si el 
PIB per cápita de América Latina y el Caribe crece a una tasa anual de 4 %, la 
región tendría que reducir las emisiones por unidad de PIB  en aproximadamente 
un 5,5 % anual. Este porcentaje es comparable al recorte requerido en la Unión 
Europea, que necesita disminuir sus emisiones por unidad de PIB en un 5,24 
% anual, suponiendo un crecimiento económico del 2 %. Sin embargo, esta 
reducción necesaria en América Latina y el Caribe más que duplica la disminución 
observada en esta variable durante la última década.

Vale destacar que estos compromisos definidos por los países representan un 
paso intermedio para el objetivo de procurar la sostenibilidad ambiental. Para 
detener el calentamiento global por completo se requieren emisiones netas cero, 
y para que el pico de temperatura promedio se mantenga por debajo de 2 °C, 
esa reducción debe ser acelerada. Según el Net-Zero tracker de Climate Watch 
(2024), en el momento de escribir este capítulo, 101 países, que en conjunto 
representan más del 80 % de las emisiones globales, se han comprometido con 
objetivos de emisiones netas cero. Respecto a la fecha, 69 de ellos para 2050,  
10 antes de 2050, 16 luego de 2050, y 6 ya han alcanzado el estatus de emisiones 
netas cero, con el compromiso de mantenerlo. 

Sin embargo, los compromisos actuales son incompatibles con los objetivos del 
Acuerdo de París. A la fecha, la sumatoria de los compromisos incrementará la 
temperatura promedio global en 2,5 grados aproximadamente, con posibilidades 
de alcanzar, incluso, los 3 grados; y la combinación de las acciones efectivamente 
aplicadas da una imagen aún más alarmante (Climate Action Tracker, 2023).
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“Lo que tenemos hoy es un proceso diplomático muy asociado a 
las conferencias anuales sobre el clima (…) que tienen un proceso, 
un cronograma, una velocidad de acción que es incompatible con 
el desafío. (…) Tenemos este desafío institucional de coordinar la 
acción de los países, que son relativamente pocos. El G20 representa 
el 80 % del problema, en términos generales, por lo que es un 
conjunto relativamente pequeño de países que pueden  
hacer mucho”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção

La preocupación por la extinción de especies tiene un hito fundacional en la 
creación de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, en 
1948. Sin embargo, las acciones en materia ambiental tomaron impulso luego 
de la creación del Programa de las Naciones Unidas para la Protección del 
Medio Ambiente (PNUMA), en 1972, en un esfuerzo por coordinar las acciones 
ambientales a nivel internacional y asistir a los países a implementar legislaciones 
en este sentido. 

Entre las iniciativas más exitosas de cuidado del ambiente se encuentran las de 
protección de la contaminación del aire. Entre estas, la Convención de Viena y, 
dentro de ella, el Protocolo de Montreal para la protección de la capa de ozono 
(1985), es considerada una de las más efectivas. Fue ratificada por 196 países 
y, desde su entrada en vigor, trajo asociada una eliminación casi total de las 
emisiones de gases cubiertos por el protocolo. 

La creación de PNUMA se dio en el contexto de una mayor demanda de calidad 
ambiental que dio impulso a regulaciones para la protección del ambiente a escala 
nacional, en particular, el requerimiento de Estudios de Impacto Ambiental (EIA) 
para la aprobación de proyectos productivos. Estados Unidos fue pionero con 
la aprobación del Acta Nacional para la Política Ambiental (1970). Sin embargo, 
el requerimiento de EIA se generalizó en los países en desarrollo en la década 
de 1990, en gran medida impulsados por la incorporación de salvaguardas 
ambientales en los proyectos financiados por el Banco Mundial (ver Directiva 
Operacional 4.01 sobre el análisis ambiental). A la fecha, los EIA son un 
componente central de las políticas ambientales; más de 190 países incorporan 
leyes asociadas al uso de este instrumento (Morgan, 2012).

En materia de protección de los ecosistemas y de la biodiversidad, la 
gobernanza internacional ha avanzado menos que en lo climático. La principal 
instancia de coordinación, el Convenio sobre la Diversidad Biológica de 
1992, ha trabajado en fijar objetivos de conservación. Entre los esfuerzos 
realizados desde entonces, se destacan los objetivos conocidos como Metas 
de Aichi, promulgadas en 2010, siendo el hito más reciente el Marco Global de 
Biodiversidad, firmado en la COP de 2022.

Este marco señala 4 objetivos y 23 metas orientadas a adoptar medidas urgentes 
en el decenio hasta 2030, que incluyen lograr que para 2030 al menos un  
30 % de las zonas de ecosistemas terrestres, de aguas continentales, costeros  
y marinos degradados estén siendo objeto de una restauración efectiva  
(meta 2) y conseguir y hacer posible que, para 2030, al menos el 30 % de las 
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zonas terrestres, de aguas continentales y costeras y marinas, especialmente 
las zonas de particular importancia para la biodiversidad y las funciones y los 
servicios de los ecosistemas, se conserven y gestionen eficazmente mediante 
sistemas de áreas protegidas (meta 3)4. 

Reducción de las emisiones 
causadas por la actividad humana
Perfil de emisiones de América Latina y el Caribe

“La gran contribución de América Latina a la descarbonización global 
está en la reducción de la deforestación. (…) Tenemos que dejar de 
destruir nuestra biodiversidad, protegerla y buscar que el mundo 
pague por eso (…). Porque una hectárea protegida con bosques, con 
selvas en América Latina, es una hectárea que le va a ayudar mucho 
a todo el mundo a mantener una actividad económica dinámica”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

Las emisiones de GEI se suelen clasificar en dos grandes grupos. El primero, 
denominado agricultura, silvicultura y otros usos de la tierra (ASOUT), que 
comprende las emisiones que resultan de las modificaciones que se realizan 
sobre las coberturas terrestres (UTCUTS), así como las emisiones de la 
producción agropecuaria asociadas, de manera crucial, al proceso digestivo 
del ganado, y las de óxidos de nitrógeno asociados al uso de fertilizantes. El 
segundo grupo se denomina Consumo Fósil y Procesos Industriales (CFPI), y 
comprende las emisiones asociadas al uso de combustibles fósiles, así como 
las emisiones no energéticas vinculadas a ciertos procesos industriales y a la 
descomposición de residuos. 

A nivel global, casi el 80 % de las emisiones de GEI provienen de CFPI, mientras 
que un poco más del 20 % proviene del sector de ASOUT. En contraste, alrededor 
del 54 % de las emisiones de América Latina provenían del sector ASOUT, una 
cantidad mucho más significativa que el 13 % del Caribe o el 8 % de los países de 
la OCDE5 (ver gráfico 4.5). 

Como es de esperar, existen diferencias notables dentro de la región en cuanto 
a la importancia entre estas dos fuentes de emisiones. Por ejemplo, en América 
Latina, coexisten países donde ASOUT supera el 70 % de las emisiones (Brasil, 
Nicaragua, Paraguay y Uruguay) con otros donde representa menos del 30 % 
(Chile, México, El Salvador). 

4	 Para más detalles, ver UNEP GBD (2022). 
5	 Los datos corresponden al año 2019; información más reciente en base de datos de 

emisiones de Minx et al. (2021).
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Dentro del componente ASOUT se observa que para el caso de América Latina  
el componente UTCUTS domina ligeramente al agropecuario (56 % vs. 44 %), 
pero ambos son muy importantes. En contraste, en el Caribe y en los países  de 
la OCDE, provienen fundamentalmente del componente agropecuario; más aún, 
el componente UTCUTS ha tenido emisiones negativas debido a procesos como 
el crecimiento de la superficie forestal. Por otra parte, el subsector de mayor 
importancia dentro de las emisiones agropecuarias es la fermentación entérica, 
referida a las emisiones de metano (CH4) asociadas al proceso digestivo del ganado 
vacuno, lo que representa casi dos tercios de las emisiones agropecuarias. 

En lo que respecta a los componentes CFPI, la participación del sector edificaciones 
es modesta: alcanza aproximadamente un 5 % en América Latina, el 3 % en el 
Caribe y más del 10 % en la OCDE. Sin embargo, este valor se refiere solo a las 
emisiones por el uso de combustibles en este sector, aunque es responsable de 
emisiones indirectas asociadas a la generación de la electricidad que usa6. 

El consumo energético en los hogares es comparativamente bajo en la región: 
7,12 gigajulios, muy por debajo de China (19,3), Estados Unidos (30,6) y Europa 
(23,4) (OLADE, 2021; National Bureau of Statistics of China, 2022; EIA, 2020; 
Eurostat, 2022). Esto se debe a los menores ingresos de los hogares y a la poca 
necesidad de calefacción. No obstante, es indispensable adelantar políticas de 
mitigación también en los hogares: se espera que el consumo de energía en el 
hogar aumente a medida que aumentan los ingresos y debido al incremento en  
las necesidades de refrigeración ocasionadas por el calentamiento global7.  
La electrificación del consumo y la eficiencia energética constituyen las 
dimensiones clave para la mitigación en este sector. 

Las emisiones asociadas a los otros componentes son, en general, importantes. 
Por ejemplo, en América Latina, los sistemas energéticos (incluyendo las 
emisiones fugitivas) son responsables de 31 % de las emisiones; el transporte, del 
26 %, y las industrias (incluyendo el manejo de residuos), del 38 %. En el Caribe, 
el transporte tiene una participación comparativamente menor, con 12 %, mientras 
que los sistemas energéticos y la industria representan más del 40 % cada una. 

Cabe destacar que las emisiones asociadas al transporte internacional marítimo 
y aéreo no están incluidas en el gráfico 4.5 debido a que no suelen imputarse a 
ningún país. Estas representan 1,55 % y 1,19 % de las emisiones de GEI a nivel 
global, respectivamente. Para poner este número en perspectiva, conjuntamente 
representan casi 40 % de las emisiones totales de América Latina y el Caribe.  
Por ello, la mitigación en este sector es esencial para lograr emisiones netas cero.

6	 El 40 % de la electricidad es consumida por las industrias, el 33 % por los hogares y el 
20 % por el sector comercial.

7	 En efecto, se espera que la posesión de aire acondicionado en la región suba casi 20 
puntos porcentuales hacia 2050 como consecuencia de la evolución prevista de las 
temperaturas y los ingresos, lo que aumentaría el total del consumo eléctrico residencial 
en un 13 % (Allub et al., 2024).
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Gráfico 4.6 
Perfil de emisiones de América Latina y el Caribe

100 %

90 %

80 %

70 %

60 %

50 %

40 %

30 %

20 %

10 %

0 %

Am
ér

ica
 L

at
in

a

Ca
rib

e

O
CD

E 
in

gr
es

os
 a

lto
s 

no
 A

Ly
C

100 %

90 %

80 %

70 %

60 %

50 %

40 %

30 %

20 %

10 %

0 %

Am
ér

ica
 L

at
in

a

Ca
rib

e

O
CD

E 
in

gr
es

os
 a

lto
s 

no
 A

Ly
C

A. Total de emisiones B. Composición de  
emisiones del sector CFPI

CFPI ASOUT Edificaciones Sistemas de energía

Industria Transporte

C. Composición de  
emisiones del sector ASOUT

Agricultura UTCUTS

Nota: El gráfico ilustra la participación de ASOUT y CFPI en el total de emisiones, desglosando además la 
contribución de cada sector dentro de estas dos grandes categorías. Se consideran los gases de efecto 
invernadero CO2, CH4, N2O y F-gases, los cuales se agregan utilizando la métrica de CO2 equivalente, basada  
en el GWP-100 del AR5. Los cálculos se realizan para el año 2019 (último dato disponible de Minx, 2021). 
Los agregados regionales corresponden a la suma de emisiones de todos los países que lo conforman.
Fuente: Minx (2021); Friedlingstein et al. (2023).

Am
ér

ica
 L

at
in

a

Ca
rib

e

O
CD

E 
in

gr
es

os
 a

lto
s 

no
 A

Ly
C

-20 %

-40 %

20 %

40 %

60 %

80 %

100 %

120 %

140 %

0 %

223
Capítulo 4. 
Soluciones desde la región para la sostenibilidad del ambiente



Mitigación en los sistemas energéticos8 
Desde el lado de la oferta de energía, en el RED 2024 (Allub et al., 2024)  
se resaltan cuatro acciones de mitigación:

Acción # 1: Reducir las pérdidas de los sistemas energéticos

Los procesos de producción, transformación y transporte de energía llevan 
asociadas pérdidas que amplifican las emisiones relacionadas con el consumo, 
por lo que es necesario reducirlas.

En el caso de la electricidad, por ejemplo, para América Latina y el Caribe las 
pérdidas asociadas a la generación eléctrica con base en combustibles ascienden 
en promedio a 56 %, y a 19 % en la fase de transmisión y distribución. Aunque 
no todas son atribuibles a problemas de ineficiencia, las diferencias entre países 
indican potenciales espacios para mejorar; por ejemplo, las pérdidas en transmisión 
y distribución representan 5 % en Estados Unidos (EIA, 2022). Problemas en la 
calidad de la infraestructura de generación y transmisión y distribución pueden ser 
responsables de estas pérdidas excesivas y pueden ser corregibles.

Con respecto a los combustibles, también se identifican pérdidas importantes. 
Para un conjunto de 10 países estudiados, por cada 100 toneladas de CO2 
equivalentes (t CO2e) emitidas en el momento de consumir combustibles fósiles, 
previamente fueron liberadas más de 29 t CO2 adicionales en su producción y 
transporte. La mayor parte fueron emisiones de metano generadas por el venteo 
o la quema de gas natural no aprovechado, o por fugas en los procesos de 
producción, transformación y transporte (ver gráfico 4.7).

8	 Esta sección se basa en el RED 2024.
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Gráfico 4.7  
Emisiones de la producción y transporte de combustibles fósiles respecto a las 
emisiones totales por consumo de productos finales

70 %

60 %

50 %

40 %

30 %

20 %

10 %

0 %

M
éx

ico

Ar
ge

nt
in

a

Cu
ba

Ve
ne

zu
el

a

Co
lo

m
bi

a

G
uy

an
a

Ec
ua

do
r

Bo
liv

ia

Br
as

il

Pe
rú

Ur
ug

ua
y

Tr
in

id
ad

 y
 T

ob
ag

o

Indirectas FugitivasAmérica Latina y el Caribe

Nota: El gráfico muestra las emisiones del sector fósil por uso de energía (emisiones indirectas) y las emisiones 
fugitivas de metano liberadas en la producción, transporte, refinamiento y distribución de carbón, gas, petróleo y 
derivados, como porcentaje de las emisiones por consumo de combustibles finales producidos. Las emisiones 
por uso de energía se computan usando los factores de emisión correspondientes a cada combustible. Consumo 
total se refiere al consumo doméstico más el externo. Se muestran los países para los que existe información 
homogénea sobre emisiones de metano.
Fuentes: OLADE (2023); AIE (2023b).

Estas emisiones previas al consumo se pueden reducir con mejores 
equipamientos y con la electrificación de algunos procesos9. La correcta 
disposición final de los yacimientos de petróleo y gas y de las minas de carbón es 
también crucial para reducir la emisión de metano.

Acción # 2: El gas natural como combustible de transición

El gas natural es el hidrocarburo con menos emisiones de CO2 por unidad de 
energía entregada. Por ejemplo, durante la combustión emite menos del 60 % 
de las emisiones que se obtendrían al conseguir la energía con carbón mineral. 
El gas natural lleva asociadas emisiones significativas en la producción y el 
transporte debido a fugas, un ámbito de acción relevante para la mitigación de  
 

9	 Según la AIE (2023a) el uso de equipamientos más eficientes podría ahorrar en 
torno al 30 % de laenergía necesaria, con descensos equivalentes en las emisiones. 
No obstante, la electrificación de todos los procesos donde es factible permitiría 
disminuciones aún mayores, cercanas a tres cuartas partes de lo que se emite en la 
producción de combustibles actualmente.
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emisiones en la región. Sin embargo, aun si consideramos las emisiones fugitivas 
actuales, el reemplazo del carbón por gas natural implica una reducción de 
emisiones de aproximadamente 20 %. 

Para poner esta virtud del gas en perspectiva, si el 50 % del uso de carbón y de 
combustibles derivados del petróleo en América Latina y el Caribe se sustituyera 
por gas natural, considerando los procesos productivos actuales, se alcanzaría 
una reducción directa equivalente al 7 % de las emisiones actuales, lo que 
representa casi un 65 % de los compromisos fijados para 2030. 

Un riesgo de la penetración del gas es que las inversiones en producción, 
transporte y consumo retrasen la velocidad de convergencia hacia la neutralidad 
en carbono. Una forma de minimizar ese riesgo es considerar la readecuación 
de equipamientos para el uso de gas natural como un paso insertado en una 
estrategia hacia la descarbonización. 

Las dos acciones señaladas hasta ahora apuntan a reducir las emisiones en 
contextos donde persiste la dependencia de fuentes fósiles; no obstante,  
la ruta hacia una mayor descarbonización, y en particular hacia cero emisiones 
netas, descansa en dos pilares: la electrificación verde y la penetración de  
combustibles limpios.

“Para estos países que tienen gas natural, lo importante es que  
nos dan tiempo mientras vamos avanzando en la electrificación.  
Es un combustible fósil de transición, pero hace que esta sea más 
fluida, menos costosa y sobre todo, permite que la economía se 
vaya ajustando”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

Acción # 3: Electrificación verde

Según los datos más recientes (2022), la electricidad atiende aproximadamente 
el 20 % del consumo en América Latina y el Caribe. Esta tasa de electrificación 
es ligeramente inferior a la de los países de la OCDE (en torno al 23 %) y 
notablemente heterogénea entre países (ver gráfico 4.8.A). La matriz eléctrica 
de la región es relativamente verde: el 61 % de esa electricidad es generada con 
fuentes renovables; por encima del 36,5 % a nivel global. No obstante, las fuentes 
renovables no convencionales (solar/eólica) son responsables de un 12,5 % de la 
generación eléctrica, similar al valor global (11,7 %). Esto indica que la ventaja en 
generación no combustible proviene de recursos hídricos (ver gráfico 4.8.B).
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Gráfico 4.8  
Tasa de electrificación y participación de renovables en la matriz eléctrica
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La transición energética demanda aumentar significativamente la tasa de 
electrificación, impulsada notablemente por la expansión de las fuentes 
renovables no convencionales. En efecto, según la AIE, en el escenario de 
compromisos adquiridos, la capacidad de generación eléctrica pasa de 520 GW 
en 2022 a 1.857 en 2050, lo que implica que la tasa de electrificación pasa de 
20 % a 40 %. Por su parte, bajo este escenario, la capacidad de generación de 
las fuentes de energía renovables no convencionales (ERNC, en adelante) se 
debe multiplicar por más de 13, pasando a representar alrededor del 63 % de la 
generación eléctrica (ver gráfico 4.9).
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Gráfico 4.9  
Electrificación verde en América Latina y el Caribe (ALyC)

Nota: El gráfico muestra cómo se compone la capacidad eléctrica en la actualidad y en los escenarios de 
políticas actuales y compromisos asumidos de la AIE. La categoría “otros” incluye bioenergía, energía geotérmica, 
energía marina, hidrógeno y amoníaco.
Fuente: AIE (2023c).
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La electrificación verde tiene desafíos. El primero está relacionado con la 
intermitencia de las energías solar y eólica. Ello hace indispensables mecanismos 
de respaldo que incluyan centrales hidroeléctricas, plantas de generación térmica 
(por ejemplo, a gas natural de ciclo abierto o a base de combustible limpios) y 
baterías. Bajo el escenario de los compromisos adquiridos, se espera que para 
2050 el sistema de baterías tenga una capacidad de 137 GW, un 44 % de la 
capacidad hidroeléctrica estimada para esa fecha. La integración energética de 
sistemas nacionales e internacionales también puede mitigar los problemas  
de intermitencia. 

Un segundo desafío proviene de la estructura de costos de las ERNC, 
caracterizada por costos de inversión inicial relativamente altos, pero costos de 
generación cercanos a cero durante los años de operación. Esta estructura de 
costos muy distintiva respecto de las fuentes de generación eléctrica basadas 
en combustibles hace necesarios cambios regulatorios en la manera en que 
se retribuye a los generadores de electricidad. Adicionalmente, los expertos 
indican que se requieren cambios en la estructura de tarifas que se cobran a 
los consumidores ante la adopción masiva de generación solar en el hogar. 
Esquemas tarifarios basados en cargos fijos y diferenciados según bloque de 
horario en el que se consume la electricidad forma parte de las recomendaciones 
que emergen con la incorporación de la ERNC. 

Un tercer desafío se asocia con la transmisión y la distribución. La red de 
transmisión de la región es de aproximadamente 20 km por cada 10.000 
habitantes y, en el escenario de cero emisiones netas (CEN), se necesita más 
que duplicarla para 2050, en sintonía con el incremento esperado en el consumo 
eléctrico. Esta expansión implica desafíos financieros y de gestión de permisos 
y concesiones de uso del suelo. Por otra parte, la incorporación de ERNC puede 
requerir cambios en las redes de transmisión y distribución, debido a una mayor 
diversidad y dispersión de fuentes de generación y la expansión de paneles 
solares domésticos. 

Acción # 4: Penetración de combustibles bajos en carbono

Aún en el escenario de cero emisiones netas, más del 50 % del consumo de 
energía dependerá de combustibles. Ello responde a la existencia de sectores 
de difícil electrificación y a la necesidad de contar con sistemas de respaldo 
para afrontar la intermitencia de la generación de electricidad a partir de fuentes 
de ERNC. Existen dos alternativas para obtener combustibles limpios que 
reemplacen a los de origen fósil: los combustibles de origen agropecuario y el 
hidrógeno y sus derivados10.

10	 A la hora de la combustión, los combustibles de origen agropecuario generan emisiones 
de CO2, pero el carbono emitido debió ser retirado de la atmósfera previamente por 
acción de la fotosíntesis. Por su parte, el hidrogeno no emite en el momento de su uso 
y, dependiendo del proceso, se puede producir generando pocas o nulas emisiones.
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Los combustibles de origen agropecuario (por ejemplo, biodiésel y etanol) 
tienen los desafíos asociados al uso de la tierra y de insumos agrícolas como 
fertilizantes, herbicidas e insecticidas. Esto implica, por un lado, emisiones de 
GEI por el aumento de la superficie cultivada que impulsa la deforestación y al 
contenido de carbono de los insumos agrícolas, y, por otro, el incremento en el 
precio de los alimentos al competir con su producción. Algunas condiciones que 
reducen estos desafíos son el aumento de la productividad agrícola, el empleo 
de cultivos no alimentarios, desechos forestales, agropecuarios o residuos 
sólidos urbanos, así como la producción en tierras degradadas no aptas para la 
producción de alimentos.

El desarrollo de los combustibles agropecuarios precisa adoptar marcos 
regulatorios que establezcan lineamientos para su producción con bajo impacto 
ambiental, que incluyan marcos de certificación de gestión sostenible con 
verificación independiente y que abarquen toda la cadena de suministro y 
producción. En segundo lugar, conviene la adopción de políticas que incentiven 
el consumo11. Un tercer eje corresponde a políticas que promuevan la innovación, 
especialmente para combustibles basados en residuos, en particular de leña y 
papel. En esta línea se destaca la adopción de cuotas obligatorias de uso de 
biocombustibles avanzados como instrumento de las políticas.

Con respecto a la segunda alternativa, el hidrógeno puede usarse como 
combustible principalmente de manera directa (llamado hidrógeno molecular) 
o en forma de amoníaco. Para que sea un aliado en la descarbonización, debe 
obtenerse con bajas o nulas emisiones. Las alternativas para producirlo son: 
1) la producción con base en gas natural con integración de la captura y el 
almacenamiento de carbono con la producción; 2) la producción de hidrógeno 
por electrólisis de agua, con electricidad generada a partir de fuentes renovables 
o limpias, y 3) el uso de insumos de fuentes orgánicas sostenibles, incorporando 
captura de carbono. La penetración requerida del H2 limpio demanda que se 
reduzcan los costos de su producción y, sobre todo, las dificultad de su transporte 
y almacenamiento.

11	 Argentina, por ejemplo, cuenta con un corte mínimo de etanol en la gasolina, y de 
biodiésel en el diésel del 12 % y el 5 %, respectivamente. Brasil, además de la adopción 
de cuotas mínimas, cuenta con el expendio de etanol al consumidor final y el desarrollo 
de vehículos con motores flexibles (de combustión interna que pueden funcionar con 
gasolina o alcohol).
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Mitigación en los usos de energía
Las estrategias de mitigación que involucran a los usuarios finales implican 
promover la eficiencia energética; fomentar prácticas más sostenibles y la 
electrificación de los usos en lo que es viable, y adoptar combustibles limpios en 
los usos que no. Las acciones concretas son específicas del sector. 

 
Industrias de difícil descarbonización 

Tres industrias son responsables de casi el 60 % de las emisiones de todo el 
sector industrial de la región: el cemento, el acero y la industria de productos 
químicos. Ellas son clave para el desarrollo económico de la región y, a la vez, 
de difícil descarbonización por la naturaleza de sus procesos productivos; por 
ejemplo, por necesidades de calor o de insumos claves con alto impacto en 
emisiones. Las principales políticas de descarbonización para estos sectores se 
presentan en el cuadro 4.2.

Cemento Acero Química

Utilización de hornos  
más modernos

Promoción de la industria del hidrógeno 
verde y fomento de polos industriales en 
zonas cercanas a esta que permitan la 
producción de acero

Promoción de la industria  
del hidrógeno verde y fomento de 
polos industriales en  
zonas cercanas a esta que 
permitan la elaboración de  
productos químicos

Adopción de normas técnicas 
sobre la composición y 
rendimiento del cemento para 
reducir el contenido  
de clínker

Financiamiento para la renovación e 
hornos y otras mejoras tecnológicas

Captura de carbono (tecnología 
madura en amoníaco)

Biomasa como combustible 
y ceniza de biomasa como 
sustituto del clínker

Economía circular y recuperación  
de chatarra

Electrificación de ciertos procesos 
(producción de pellets de plásticos)

Economía circular y reciclaje 
de hormigón

Circularidad y reciclaje del 
plástico, incluyendo regulaciones 
e impuestos a los plásticos de un 
solo uso

Cuadro 4.2  
Políticas de mitigación en tres industrias de difícil descarbonización
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En general, estas políticas se pueden agrupar en tres: 

(1) Uso de combustibles limpios: por ejemplo, hidrogeno verde en la industria del 
acero. 

(2) Modernización de equipos: por ejemplo, modernizar hornos en la industria del 
cemento12.

(3) Transformación de procesos: por ejemplo, reducir el contenido de clínker 
en la industria del cemento, uso de tecnologías de captura y almacenamiento 
de carbono en la industria química, uso de chatarra y hornos eléctricos en la 
producción de acero13. 

Dentro de la estrategia para la reducción de emisiones en procesos industriales, 
también destaca el caso del manejo de los residuos, que representan el 15 % 
y 12 % de las emisiones CFPI en América Latina y el Caribe, respectivamente, 
y apenas el 3 % en los países de la OCDE. Introducir principios de economía 
circular permitiría reducir estas emisiones, al promover la reutilización de los 
recursos que son tratados como desechos. 

 
Sector transporte

En los países de América Latina y el Caribe, el transporte terrestre representa 
casi el 90 % de las emisiones del sector, distribuido aproximadamente en partes 
iguales entre automóviles particulares, vehículos de carga y autobuses. Como en 
el caso del sector industrial, las estrategias de mitigación dependerán aquí del 
modo y del tipo de vehículo. 

En el caso del transporte de carga pesada, las opciones de electrificación aún son 
limitadas. Las estrategias se orientan, en primer lugar, hacia el uso de combustibles 
menos contaminantes como los biocombustibles avanzados o, incluso en la 
transición, el gas natural. En segundo lugar, a promover la eficiencia logística en 
el manejo de las cargas para reducir la incidencia de viajes con poca carga. La 
movilización de carga en trenes puede ser una opción válida de mitigación si la 
escala lo permite. El transporte de carga ferroviario tiene un uso energético que 
supone en promedio solo un 15 % de la energía utilizada en el transporte de carga 
terrestre (Gross, 2020). Sin embargo, la infraestructura férrea es costosa, por lo que 
solo sería económicamente viable cuando una ruta alcance una escala de carga 
suficientemente elevada. Respecto a la logística urbana, típicamente de carga 
liviana, la opción de electrificación sí resulta económica y viable. 

12	 Para la industria del cemento, los hornos rotatorios con precalcinadores y precalentadores 
de suspensión, constituyen la solución más eficiente para reducir las emisiones. En 
América Latina y el Caribe, solo el 65 % de las plantas utilizan este tipo de hornos y 
presentan una edad promedio de 29 años, superior al promedio mundial de 18 años, 
indicando que queda espacio para actualizarlos y ganar en eficiencia.

13	 La vía secundaria de producción del acero utiliza chatarra como insumo principal y se 
realiza con unhorno de arco eléctrico, cuya principal fuente de energía es la electricidad, 
en lugar del carbón. Este método emite significativamente menos GEI que emplear 
mineral de hierro y hornos alimentados con combustible fósil. La vía secundaria está 
restringida por la disponibilidad de chatarra.
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Respecto al transporte urbano de pasajeros, una primera estrategia es 
incrementar el uso del transporte público y su tasa de electrificación; por ejemplo, 
mediante la incorporación de buses eléctricos y, donde sea eficiente, de metros. 
Asimismo, el incremento de formas de movilidad activa como caminar o usar 
bicicleta, también resulta como una opción necesaria para darle capilaridad al 
sistema de transporte público. Esto requiere transformar la infraestructura de las 
ciudades, especialmente en aquellas orientadas al uso del transporte individual. 
La adopción de vehículos eléctricos individuales es una alternativa con menores 
emisiones a los motores de combustión interna, aunque aún limitada por los altos 
costos y la precaria infraestructura de carga en las ciudades.

En el caso del transporte marítimo y aéreo internacional, puesto que todos los 
países son responsables en forma mancomunada por las emisiones en estos 
sectores, los organismos clave para promover la mitigación en este subsector 
son la Organización para la Aviación Civil Internacional (OACI) y la Organización 
Marítima Internacional (OMI). Esta última ha avanzado en la adopción de una 
estrategia basada en dos componentes centrales: estándares de emisiones en 
los combustibles y de eficiencia energética (MEPC, 2023). La OACI, por su parte, 
adoptó una estrategia aspiracional global en 2022 para alcanzar emisiones netas 
cero (OACI, 2022).  

Las acciones de mitigación en este sector incluyen eficiencia energética, pero, 
especialmente, promover combustibles sostenibles que hoy representan una 
muy baja fracción del consumo del sector. Bajo el escenario CEN de la Agencia 
Internacional de Energía, se espera que estos cubran más del 80 % de las 
necesidades del sector para 2050. 

 
Residencial

Las intervenciones para mejorar la eficiencia y promover el ahorro en el consumo 
de electricidad en el sector residencial pueden agruparse en tres categorías: 
(1) mejorar la eficiencia de aparatos eléctricos y edificios mediante subsidios 
o estándares obligatorios; (2) proveer información y educación tanto para la 
adopción de aparatos nuevos más eficientes como para el uso de los existentes  
y (3) modificar el nivel y la estructura de los precios de la energía.

Para el caso de los hogares, además de estas acciones de mitigación es 
necesario cerrar brechas aún existentes de acceso a energía de calidad,  
y garantizar la asequibilidad (ver recuadro 4.1).
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Recuadro 4.1  
Acceso y accesibilidad a energía de calidad 

Acceso a electricidad. En los últimos 20 años, en la región se ha logrado incrementar la 
fracción de hogares con acceso a electricidad en más de 10 puntos porcentuales (desde 
86,5 %). No obstante, en algunos países de la región, más del 10 % de los hogares 
rurales aún no tiene conexión eléctrica (gráfico 1). Las ERNC ofrecen una oportunidad 
para cerrar estas brechas de acceso a la electricidad en zonas remotas debido a la 
posibilidad de generación distribuida; una generación a baja escala cercana al punto  
de consumo.

Figura 4.2  
Acceso al servicio de electricidad, por países de la región 
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A. Evolución de la proporción de hogares  
conectados al servicio en los últimos 20 años
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Conexiones informales. En las zonas urbanas, aunque el acceso es casi universal en la mayoría 
de los países, el reto de las conexiones informales es relevante. La informalidad conlleva riesgos 
para la salud y deficiencias en la calidad de la conexión, tanto en lo que respecta a la continuidad 
del suministro como a su potencia. Por otro lado, la ausencia de medidor implica que se pierde el 
rol regulador que tienen los precios en el consumo de electricidad, además de conllevar potenciales 
problemas de ingresos para las empresas distribuidoras.
Uso excesivo de leña. La región también logró disminuir la dependencia de combustibles 
particularmente dañinos para la salud como la leña. Aunque esta ha disminuido en el 
consumo residencial en todos los países, sigue siendo la fuente más relevante en los 
países de bajos ingresos de la región –Guatemala, Haití, Honduras y Nicaragua– pero 
también en algunos de ingreso mayor como Chile, donde se usa para calefacción, y 
Colombia, Paraguay y Perú, donde se emplea principalmente para la cocción de alimentos. 
Para reducir la dependencia de la leña, la migración hacia la fuente eléctrica es la solución 
ideal, pero ello demanda redes de transmisión y distribución, que en algunas zonas rurales 
de ciertos países no están siempre presentes. La opción del gas natural tiene un problema 
similar. El gas licuado de petróleo, aunque no es el óptimo ambientalmente, es mucho más 
fácil de distribuir, por lo que podría plantearse como una alternativa de transición hasta que 
mejore el acceso a la energía eléctrica.
Asequibilidad. La energía representa un componente importante del presupuesto de los 
hogares, especialmente de los más pobres. En promedio, los hogares gastan un 6 % de 
su presupuesto en energía, mayormente en electricidad, superando el 10 % entre los más 
pobres de algunos países. Según la edición 2018 de la encuesta Latinobarómetro (2018), en el 
promedio simple de 18 países, un 54 % de los entrevistados declararon haber tenido en algún 
momento dificultades para pagar la factura de electricidad. Esto puede ser un desafío para la 
remoción de subsidios a la electricidad importantes en algunos países de la región.
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Nota: El gráfico muestra el porcentaje de hogares con acceso al servicio de electricidad en 19 países y el 
promedio de ALyC. En la figura 4.2.A se muestra la evolución de este indicador entre el período actual (2014-
2021) y comienzos de siglo (2000-2005), mientras que en el igura 4.2.B se presenta el dato actual distinguiendo 
por áreas. La variable fue construida a partir de encuestas de hogares nacionales.
Fuente: Puig y Tornarolli (2023).

B. Proporción de hogares con conexión al servicio en áreas rurales y  
urbanas en la actualidad
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Mitigación en los usos del suelo y la agricultura 
Para las emisiones asociadas al cambio y usos del suelo y la agricultura,  
en el RED 2023 (Brassiolo et al., 2023) se destacan las siguientes acciones  
de mitigación:

Acción # 1: Detener el cambio en el uso del suelo en ecosistemas con alto 
contenido de carbono

En línea con la composición sectorial de emisiones, la principal acción para la 
mitigación en este sector es detener el cambio en el uso del suelo. Es decir, 
frenar el avance de la frontera agropecuaria, particularmente sobre ecosistemas 
con un alto contenido de carbono: bosques tropicales, humedales de agua 
dulce y manglares. Para esto, existe un conjunto de instrumentos que se han 
implementado con moderado éxito: establecimiento de áreas protegidas, leyes 
antideforestación y regulaciones en la cadena de suministro. Sin embargo, la 
efectividad de estas políticas se ve comprometida por la falta de capacidades 
de implementación. A modo de ejemplo, se estima que más del 96 % de la 
deforestación en la región del Amazonas es ilegal. Estas políticas se discuten en 
el apartado “Protección del ambiente y de los ecosistemas”.

 
Acción # 2: Mejorar la productividad agropecuaria

Reducir la deforestación sin comprometer el crecimiento del sector agropecuario 
requiere incrementar la productividad agrícola. Usando datos geográficos 
detallados sobre la producción potencial de cada parcela, Adamopoulos y 
Restuccia (2022) encuentran que el uso de las mejores prácticas y tecnologías 
existentes, junto con una mejor elección de cultivos según las características 
de las parcelas, permitiría multiplicar por cinco la producción por hectárea en 
los países pobres. En esta materia se requiere la participación de los institutos 
públicos de investigación y transferencia de tecnología.

Precisamente, el avance tecnológico presenta grandes oportunidades para 
el sector agropecuario, particularmente en dos dimensiones: la agricultura de 
precisión y la mejora genética en los cultivos y la producción animal. La primera, 
facilitada por el uso de vehículos autónomos y el procesamiento automatizado 
de imágenes para el monitoreo de cultivos, permite reducir el requerimiento 
de insumos, lo que reduce la contaminación. La segunda permite mejorar la 
resiliencia ante la incidencia de plagas y la variabilidad climática. 

Las ganancias de productividad del sector agrícola favorecen la mitigación por 
dos vías: al reducir el uso de insumos, especialmente los que tienen una huella de 
carbono significativa por fabricación o por uso, y al reducir la superficie requerida 
por cada dólar invertido en la producción.
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Aumentar la productividad en el sector agropecuario no garantiza por sí sola que 
la expansión de la frontera agropecuaria se contenga, puesto que incentiva la 
recuperación del uso del suelo para la producción. Contener tal expansión sobre 
ecosistemas con alta densidad de carbono requiere acciones complementarias.

 
Acción # 3: Fortalecimiento de catastros y protección de derechos  
de propiedad

La deforestación y el cambio en el uso del suelo se ven favorecidos en la región 
por los difusos derechos de propiedad sobre la tierra. En el Amazonas brasileño, 
por ejemplo, existen evidencias de que la apropiación ilegal de tierras públicas 
por productores privados y la posterior titulación por el Estado está asociada a la 
deforestación, puesto que el cercado y uso productivo por un plazo prolongado, 
que finalmente la ocasionan, están incluidos en los mecanismos de regularización 
de tierras (Carrero et al., 2022). La implementación imperfecta de los derechos 
de propiedad que posibilitan las apropiaciones conlleva costo cero o, incluso, una 
remuneración a las emisiones asociadas al cambio del uso del suelo. Por ello, la 
regularización de dominios, el fortalecimiento de catastros y la implementación ágil 
de los mecanismos legales y jurídicos para garantizar el respeto a los derechos de 
propiedad y detener las apropiaciones y explotaciones ilegítimas, especialmente 
sobre tierras públicas, son clave.

 
Acción # 4: Mejores prácticas agrícolas para la gestión del carbono en 
suelos, las emisiones del ganado y los desechos agropecuarios

En las regiones afectadas a la producción de cultivos y al pastoreo, los suelos 
tienen un gran potencial para almacenar carbono. 

Algunas prácticas que permiten incrementar el carbono en tierras de cultivos son 
el uso de variedades mejoradas, la rotación de cultivos y el uso de cultivos de 
cobertura entre ciclos de siembra. En tierras de pastoreo, se destacan la gestión 
adecuada de la cantidad de ganado por hectárea, el uso de variedades diversas 
de pasturas y la prevención del fuego. 

El secuestro de carbono en los suelos a través de mejores prácticas agrícolas es 
considerado un espacio de alto potencial y bajo costo, aunque sujeto a dificultades 
de monitoreo y verificación, necesarios para su adopción generalizada  
(IPCC, 2022a).
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Dos herramientas transversales: precio al carbono  
y tecnologías de captura 
 
Mercados de carbono e impuesto al carbono 

Las emisiones de GEI generan una externalidad negativa a nivel global. Quien 
emite no considera todos los costos que dichas emisiones imponen sobre el resto 
de la sociedad; por ello, son ineficientemente altas. Los impuestos al carbono y los 
mercados de carbono procuran corregir esta externalidad. 

En términos de impuestos, el Gobierno fija un precio por la emisión de unidades 
CO2 equivalente que debe ser pagado por quien emite. La presencia de este costo 
desincentiva las emisiones de GEI. Además de asignarles a estas el costo social, 
tales impuestos proporcionan ingresos fiscales que pueden financiar proyectos 
necesarios para la transición verde.

En cuanto a los mercados de carbono, se trata de sistemas comerciales donde se 
negocian créditos de carbono. Distintos agentes económicos, como empresas o 
familias, pueden compensar sus emisiones a través de la adquisición de créditos 
de carbono asignados por el Gobierno u ofrecidos por otros agentes que eliminan 
o reducen las emisiones de GEI. Estos mercados de carbono pueden ser de dos 
tipos: regulados, donde las empresas y entidades compran créditos para cumplir 
con regulaciones nacionales o internacionales, o voluntarios, donde compran 
créditos de manera facultativa (PNUD, 2022)14. 

Existen distintas formas de distribuir estos permisos de emisión. Por ejemplo, 
asignándolos a empresas según su nivel de emisiones en algún período de 
referencia o a través de subastas, lo que resulta en una fuente de ingresos.  
Tras la asignación inicial, se autoriza el comercio de licencias de emisiones entre 
empresas (o países), permitiendo que quienes emitieron menos de lo previsto 
vendan su excedente a otros, incentivando la mitigación.

Entre las ventajas de los mercados de carbono se encuentra que el precio lo 
determina el mercado, mientras que el impuesto requiere procesos administrativos 
para cambiar su monto. Esto puede brindar a los mercados de carbono más 
flexibilidad para ajustarse a las situaciones particulares de la economía; pero, a la 
vez, hace más volátil el precio. Por otra parte, a nivel de cooperación internacional, los 
impuestos al carbono requerirían la unificación global del precio por tonelada de CO2 
equivalente o mecanismos de ajuste en frontera para evitar lo que se denomina fugas 
de carbono, esto es, emisiones de empresas que migran su producción desde países 
con regulaciones estrictas a otros donde son más permisivas. 

14	 En el primer caso, el Estado asigna el acervo de permisos de emisiones en función de 
sus objetivos de mitigación, mientras que, en el caso voluntario, la oferta procede de 
actores privados o Gobiernos que desarrollan proyectos de reducción o eliminación 
de carbono, que son los oferentes de los créditos, mientras que la demanda viene de 
actores particulares que desean reducir su huella de carbono.
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“Si hay algo que sabemos en economía es que el precio del carbono 
debería ser el mismo en todo el mundo, porque una emisión de una 
partícula en China es equivalente a una emisión de una partícula en 
Brasil (…). Cuando realmente estemos comprometidos con la agenda 
climática (…) necesitaremos tener estos mercados integrados. Por 
eso, no creo que podamos hacer del carbono una pieza fundamental 
de la agenda de mitigación mientras estos mercados sigan 
segmentados. (…) Necesitamos un mercado con participación del 
Gobierno, que esté regulado y que haya esta integración entre los 
diferentes países”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção

Captura, uso y almacenamiento de carbono (CUAC)

Incluso en los escenarios de cero emisiones netas, los combustibles fósiles 
no desaparecerán, al menos hasta mediados del siglo XXI. Esto pone de 
manifiesto la necesidad de avanzar en el desarrollo de tecnologías de captura, 
uso y almacenamiento de carbono para eliminar las emisiones asociadas a 
los combustibles fósiles que perduren. Los incentivos de penetración de estas 
tecnologías estarán condicionados por el costo que se asigne a las emisiones de GEI. 

Existe un proceso natural de captura, uso y almacenamiento de carbono (CUAC). 
Este se da mediante la recuperación de bosques o vegetación al eliminar las 
actividades productivas sobre los suelos. También existen tecnologías con diverso 
grado de desarrollo que pueden tener un espacio en el conjunto de medidas de 
mitigación15. En la fase de captura, existen dos tipos de tecnología: la que capta 
emisiones directamente en el lugar de emisión (un punto físico, como una fábrica o 
una planta generadora térmica), y las que toman carbono del aire (conocido como 
direct air capture). Las aplicaciones con mayor desarrollo del primer tipo se dan en 
los sectores eléctrico e industrial. En cambio, la captura del aire es más costosa 
dado que insume más energía. 

La CUAC puede permitir recuperar una parte del valor de los activos energéticos 
con riesgo de abandono en los procesos de transición, dado que su efecto 
negativo sobre el clima sería menor (Clark y Herzog, 2014; IPCC, 2005). 
Para que estas tecnologías sean viables económicamente, hace falta que los 
inversores perciban que esa actividad tiene una valorización y esta refleje los 
costos ambientales en el futuro.

 

15	 Además de los procesos naturales (ej. reforestación) y artificiales de capturas de 
carbono, existen otras opciones intermedias, como la meteorización mejorada 
(estimulación del proceso de degradación de rocas y liberación de cationes para mejorar 
la captura de CO2), prácticas mejoradas para captura de CO2 en el suelo (cambios en 
el uso de la tierra que mejoran la absorción de gases) y la fertilización oceánica (para 
estimular la captura de CO2). Ver detalles en Terlouw et al. (2021).
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Protección de los ecosistemas  
y la biodiversidad
Las cualidades del ambiente que habitamos responden al conjunto de servicios 
de los ecosistemas. Las actividades humanas afectan el ambiente y la calidad de 
vida de las personas mediante la exposición a la contaminación y la pérdida de 
servicios ecosistémicos. Quienes realizan actividades con alto impacto ambiental 
lo hacen sin atender los costos que estos imponen a otros, lo cual ha motivado un 
conjunto amplio de instrumentos diseñados para lidiar con estas externalidades en 
los niveles local, nacional e internacional (figura 4.1). A continuación, se discuten 
las principales acciones y materias pendientes para la protección del ambiente, 
enfocadas en la protección de los ecosistemas y la biodiversidad.

“La protección de los ecosistemas, principalmente en los países 
tropicales, (…) es un desafío que requiere una acción gubernamental 
muy contundente. No existe ningún tipo de mercado bien 
estructurado (…), no hay ninguna estructura organizada que se 
beneficie de los servicios ecosistémicos. Pero sabemos que son 
muy importantes y cruciales para nosotros (…) porque desempeñan 
un papel en varios sistemas globales que son extremadamente 
importantes para la vida humana”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção

Acción # 1: Establecer áreas protegidas en ecosistemas relegados, 
fortalecer su monitoreo y garantizar su interconexión 

Entre los instrumentos de mayor foco para la preservación de los ecosistemas y la 
biodiversidad a nivel global se encuentra el establecimiento de áreas protegidas (AP). 
Estas involucran delimitaciones territoriales donde se imponen restricciones al tipo 
de actividades que pueden desarrollarse. Simplificando, pueden ser de tipo estricto, 
donde no se permite el establecimiento de personas ni el desarrollo de actividades 
económicas, o de usos múltiples, donde se permiten actividades en grado variable. 

Evaluar de manera exhaustiva la efectividad de las áreas protegidas es desafiante 
debido a la dificultad de establecer una comparación válida. Dos desafíos centrales 
son su emplazamiento y los efectos derrame. La evidencia sobre los efectos en la 
deforestación y la cobertura vegetal, que son los principalmente evaluados, muestra 
impactos modestos. Los efectos positivos suelen encontrarse en zonas con mayores 
presiones de degradación. A su vez, la evidencia sobre los resultados de derrame 
es mixta, presentando en ocasiones efectos positivos y, en otras, negativos de la 
protección en áreas circundantes, que parecen depender del valor productivo de las 
regiones bajo protección y la proximidad de vías de transporte (Reynaert et al., 2024).

La región ha mostrado un incremento significativo en la cobertura de áreas 
protegidas hasta alcanzar en la actualidad alrededor de un 22 % de la superficie 
terrestre, superando en cerca de 10 puntos porcentuales el agregado global. 
Presenta, además, un porcentaje similar de la superficie marítima. Cerca de un 
tercio de las áreas protegidas terrestres de la región son de tipo estricto, mientras 
que esta categoría alcanza la mitad de las áreas marítimas.
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Gráfico 4.10  
Proporción protegida terrestre según tipo y país
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A. Terrestre

Nota: Se muestra la participación de las áreas protegidas estrictas como porcentaje del total de las terrestres y marítimas. En el caso de las 
áreas marítimas, se consideran como superficie total nacional las zonas económicas exclusivas. En este análisis, se incluyen todas las áreas 
con designación de tipo nacional y se consideran como AP estrictas aquellas áreas clasificadas por la Unión Internacional para la Conservación 
de la Naturaleza entre las categorías I a IV, ambas inclusive. Para más detalles, consultar el apéndice online del RED (Brassiolo et al., 2023).
Fuentes: PNUMA-CMVC y UICN (2022); Flanders Marine Institute (2019).

B. Marítima
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Además de la proporción de la superficie cubierta, resulta central para la 
biodiversidad que estas áreas incluyan una representación amplia de los diversos 
ecosistemas y que estas estén interconectadas, de modo que las especies 
pueden trasladarse entre ellas. En este aspecto, existen desafíos pendientes 
en la región debido al avance heterogéneo entre países (gráfico 4.10) y entre 
ecosistemas. Por ejemplo, mientras que la cobertura de áreas estrictas alcanza 
un 10 % en bosques, en zonas con predominio de pastizales es de solo 3 % 
(Brassiolo et al., 2023). 

Acción # 2: Apalancar la protección a través de las comunidades locales

En principio, las áreas protegidas de tipo estricto son las que mayor protección 
deberían ofrecer sobre las regiones cubiertas. Sin embargo, este no 
necesariamente es el caso. La protección efectiva requiere de esfuerzos costosos 
y continuos de monitoreo, e impone costos sobre individuos y empresas afectados 
por las regulaciones. 

Una manera de aliviar la tensión entre las necesidades de conservación y de 
sustento económico es la figura de arreglos de coadministración. Esto implica 
transferir a una comunidad local el derecho de desarrollar una explotación 
económica en el área protegida, de manera sostenible y con exclusividad. Tales 
arreglos ofrecen una fuente de ingresos genuina para las comunidades. A la vez, 
los derechos de propiedad generan incentivos para que las comunidades sean 
actores activos en los esfuerzos de conservación. 

La evidencia apunta a que no existen diferencias en la protección que brindan 
las áreas estrictas sobre las áreas mixtas, una vez que se tienen en cuenta las 
características geográficas (Reynaert et al., 2024; Rico-Straffon et al., 2022; 
Kere et al., 2017). Adicionalmente, la combinación de demarcación de áreas 
protegidas con la transferencia de derechos de explotación a comunidades locales 
e indígenas dentro de estas, o en zonas contiguas de transición, puede mejorar 
la protección efectiva (Sims y Alix-Garcia, 2017; Baragwanath y Bayi, 2020; 
Blackman, 2015).

“Hay que generar recursos y que estos les lleguen sobre todo a los 
sectores más vulnerables de la población. (…) Una de esas políticas 
que busquen, ante todo, mejorar las condiciones de vida en zonas 
rurales, donde la naturaleza es muy importante (…). La figura es 
cómo logramos traer el capital financiero para invertir en esa riqueza 
natural para proteger y que eso nos genere unos ingresos que hoy 
no tenemos”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas
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Acción # 3: Zonificación y regulación focalizada en ecosistemas clave 

Ciertos tipos de ecosistemas se destacan por su importancia para el bienestar 
humano y juegan un rol central para la respuesta al cambio climático. Por ejemplo, 
los manglares, humedales de agua dulce y bosques tienen un alto potencial de 
carbono, a la vez que moderan los ciclos hídricos; los glaciares son un reservorio 
natural de agua dulce vital en las temporadas secas. En consecuencia, existe un 
conjunto de regulaciones enfocadas en zonas y ecosistemas críticos. Ejemplos 
de estas son las leyes de bosques o antideforestación, así como de humedales 
y glaciares. Entre las políticas más conocidas se encuentra el Código Forestal 
de Brasil, que regula las actividades que se desarrollan dentro del área conocida 
bajo la definición legal del Amazonas: prohíbe la deforestación en las zonas de 
propiedad del Estado, y establece que al menos el 80 % de la superficie en tierras 
de propiedad privada deben preservar su vegetación natural. En Argentina, la Ley 
de Bosques estableció tres categorías según el estado de conservación de base 
de los bosques nativos, prohibiendo toda afectación de la cobertura natural en las 
zonas con mejor conservación (categoría 3). 

La efectividad de las regulaciones basadas en zonificación o en ecosistemas 
depende crucialmente de las capacidades de monitoreo, sanción y cumplimiento 
efectivo. La escala territorial que comprende este tipo de regulaciones dificulta 
su implementación efectiva, en contraste con los esfuerzos relativamente más 
focalizados de las áreas protegidas. En el Amazonas brasileño, por ejemplo, 
casi la totalidad de la deforestación registrada es ilegal, y en su mayoría ocurre 
en bosques públicos, de manera fragmentada y en explotaciones de baja escala 
(Ferreira, 2023; Valdiones et al., 2021). Sin embargo, varios instrumentos 
aplicados para mejorar la detección temprana y focalizar los esfuerzos de 
monitoreo mostraron ser efectivos para reducir drásticamente el ritmo de la 
deforestación (Ferreira, 2023). 

Acción # 4: Expandir y fortalecer el diseño de los esquemas de pagos por 
servicios ecosistémicos

Los instrumentos para la protección de los ecosistemas basados en mecanismos 
de mercado buscan brindar incentivos económicos para que los hogares y 
empresas participen en acciones de conservación. 

Los pagos por servicios ecosistémicos (PES, por sus siglas en inglés) son 
mecanismos de participación voluntaria que compensan a los participantes por 
tomar una determinada acción de conservación. Típicamente involucran tres 
componentes: una fuente de financiamiento, en general, proveniente de fondos del 
Estado o de asistencia internacional; uno o más intermediarios que se ocupan del 
monitoreo e implementación; y los beneficiarios finales, quienes se comprometen 
contractualmente a adelantar las acciones de conservación a cambio del pago. 

América Latina y el Caribe ha sido pionera en la implementación de esquemas 
de PES y en la actualidad representa cerca de la mitad de los 550 programas 
conocidos a nivel global (Salzman et al., 2018), con ejemplos de programas 
implementados en gran escala en México y Costa Rica. En la región existen 
programas de nivel nacional en cinco países, aunque mayoritariamente son de 
nivel regional o local (Alpízar et al., 2020). 

243
Capítulo 4. 
Soluciones desde la región para la sostenibilidad del ambiente



En un principio, los PSE se centraron en la protección de las fuentes hídricas. 
En virtud de ellos, los productores participantes, ubicados en cuencas hídricas, 
reciben pagos por acciones de protección y manejo forestal y por reforestación. 
Paulatinamente, otros programas promovieron la captura y el almacenamiento de 
carbono, la conservación de la biodiversidad y de la belleza escénica  
(Wunder et al., 2008).

Los esquemas de PES no están exentos de desafíos. Primero, dependen de 
la preexistencia de derechos de propiedad bien definidos y robustos. Quienes 
participan de esquemas de PES deben poder demostrar la propiedad y tenencia 
legítima del área que postulan. Ello limita la implementación en regiones con 
territorios en disputa y de tenencia informal, situación frecuente en el contexto 
regional, además de dejar por fuera las actividades informales e ilícitas que se 
desarrollan en tierras públicas. 

Segundo, con frecuencia, dependen de una fuente de financiamiento pública o de 
asistencia internacional, por lo que son vulnerables a cambios en la disponibilidad 
presupuestal de los países o al contexto internacional. Esto responde, en parte, 
a las dificultades de medir de manera completa y certera los servicios brindados 
y la naturaleza difusa de los beneficiarios que, en ocasiones, imposibilita que 
contribuyan a los costos. 

Tercero, los esquemas son de participación voluntaria, por lo que no está 
asegurado por diseño que se cumpla el principio de adicionalidad16. Hacer parte 
de los esquemas PSE es atractivo para los individuos cuando el beneficio supera 
los costos de participación, por lo que es posible que las parcelas que se postulan 
sean las de menor valor productivo y que, de cualquier manera, se hubieran 
conservado sin necesidad del programa (ver, por ejemplo, Jayachandran, 2023). 

Cuarto, aunque permiten sustituir en parte los ingresos que se hubieran obtenido 
por el desarrollo de una actividad con impacto ambiental, los esquemas de PSE 
no están exentos de impactos distributivos adversos. Es posible que, al resignar 
ciertas actividades productivas, disminuyan el empleo y los ingresos entre los 
hogares que no son propietarios de tierras. Las evidencias, en este sentido, son 
mixtas (Alix-Garcia et al., 2019; Villalobos et al., 2023).

Una primera dimensión para mejorar los esquemas de PSE es apostar por una 
mayor participación del sector privado en su financiamiento, particularmente en los 
casos donde los beneficios son más locales y donde existen sectores económicos 
directamente dependientes de estos servicios. Los casos más comunes son los 
sectores de ecoturismo y las empresas de provisión de agua potable. Otra vía es 
mediante mecanismos de compensación, en virtud de los cuales las empresas 
participan del financiamiento de programas de PES como parte del acuerdo 
de licenciamiento con el Estado por el desarrollo de una actividad con impacto 
ambiental en otra región. 

16	 Este principio se refiere a que el verdadero impacto de una acción de protección del 
ambiente, y que debiera ser el foco de lo que se retribuye en los esquemas de PSE, 
implica una comparación con lo que hubiera sucedido en ausencia de esa acción.
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La segunda dimensión es reducir el sesgo de selección y mejorar el conjunto 
de parcelas participantes de los esquemas. Para esto, la introducción de una 
restricción que impide la incorporación de las propiedades de manera parcial se 
muestra promisoria para reducir la deforestación respecto al diseño tradicional 
(Izquierdo-Tort et al., 2024).

Una tercera consiste en evaluar cuidadosamente los impactos distributivos de 
los programas e identificar instrumentos complementarios para el abordaje de 
la pobreza y el empleo. Por ejemplo, a través de la promoción de actividades 
económicas locales de bajo impacto ambiental, apalancadas en el capital natural 
que se preserva. 

Acción # 5: Fortalecer las regulaciones con trazabilidad como estrategia de 
inserción comercial y posicionamiento ante los consumidores

La preocupación por la protección del ambiente tiene una presencia creciente 
entre consumidores y empresas alrededor del mundo. Las ecocertificaciones son 
una manera de apalancar esa inquietud para canalizar recursos hacia prácticas 
sostenibles de producción. Estas consisten en el etiquetado de los productos con 
información sobre la calidad de las prácticas ambientales a través de toda la cadena 
de valor. Esto requiere de mecanismos de trazabilidad del origen de todos los insumos 
y la acción de una agencia que participe del monitoreo y la certificación. Las etiquetas 
permiten que la valoración del ambiente se materialice en una mayor disposición de 
los consumidores a pagar por productos con altos estándares ambientales, lo que, a 
su vez, incentiva a las empresas a adoptar mejores prácticas. 

Actualmente, existen más de 400 esquemas de ecocertificación alrededor del 
mundo, administrados por organizaciones gubernamentales, asociaciones de 
la industria e iniciativas particulares. Algunos ejemplos destacados de la región 
comprenden sectores de producción de plátano, café y cacao (Blackman et al., 
2014). La evidencia sobre el impacto de estos esquemas es promisoria aunque 
incipiente y requiere de mayor desarrollo para establecer las características de 
diseño más adecuadas para su efectividad (Ibáñez y Blackman, 2016; Blackman y 
Rivera, 2011; Rico-Straffon et al., 2023). 

La agenda y las políticas implementadas a nivel global tienen implicancias que 
trascienden fronteras, en particular en el caso de los grandes mercados o de las 
implementadas en bloques. A medida que un conjunto creciente de mercados 
ejecuta regulaciones ambientales más estrictas, crece la presión sobre terceros 
países para que apliquen regulaciones similares, bien sea por la presión de los 
consumidores o para motivar la competencia justa con las empresas radicadas en 
jurisdicciones con regulaciones más estrictas. Eventualmente, las regulaciones 
ambientales de los países pueden traducirse, incluso, en barreras al comercio. 

La regulación antideforestación de la Unión Europea (EUDR, 2023), en vigencia 
desde 2025, exige que un grupo de commodities y sus derivados sean libres 
de deforestación para poder ingresar o ser exportado desde el mercado 
europeo. Estos productos se han identificado como los principales asociados 
a la deforestación a nivel global. En Estados Unidos, se encuentra en proceso 
de discusión legislativa del acta Forest, enfocada también en el comercio de 
productos libres de deforestación. Las regulaciones sobre la cadena de suministro 
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aplicadas en el comercio internacional resultan en incentivos sustantivos para que 
los socios comerciales actuales y potenciales implementen medidas regulatorias 
comparables y fortalezcan la institucionalidad para evidenciar su cumplimiento, lo 
que les permite mantener el acceso a mercados internacionales.

En respuesta a esa dinámica, han surgido ejemplos ambiciosos en la región de 
acuerdos de la industria para detener la deforestación. La Moratoria de la Soja es 
un buen ejemplo. Se trata de un acuerdo amplio de empresas del sector agrícola, 
actores de la sociedad civil y el Gobierno, por el cual las empresas participantes 
se comprometen a comprar únicamente soja producida en terrenos que no hayan 
sido deforestados después de julio de 2016, una condición que se monitoreó, 
primero, mediante inspecciones aeronáuticas y, después, con sensores remotos. 

La evidencia sugiere que la moratoria fue exitosa en contribuir a la reducción de 
la deforestación en el Amazonas, al disminuir los retornos que los productores 
obtenían al expandir la frontera agropecuaria (Nepstad et al., 2014; Rudorff et al., 
2011). En contraste, una iniciativa similar para desincentivar la compra de ganado 
vacuno criado en zonas deforestadas de Brasil, habría tenido un éxito limitado 
debido a la dificultad de establecer mecanismos efectivos de trazabilidad sobre 
los animales (Ferreira, 2023). En última instancia, el éxito de las intervenciones en 
la cadena de suministro depende de tecnologías e instituciones que permitan un 
seguimiento estricto a lo largo de toda la cadena.

Adaptación al cambio climático  
y al deterioro de los ecosistemas

Los países de América Latina y el Caribe tienen realidades diversas, pero exhiben 
algunas características comunes con grandes implicancias para los impactos que 
la región enfrenta por el cambio climático y sus necesidades de adaptación.

Primero, como se discutió en los capítulos 1 y 3, las economías de la región 
muestran una gran desigualdad de ingresos y estos son, en general, medios o 
bajos. La elevada incidencia de la pobreza incrementa la necesidad de políticas 
públicas para reducir sus impactos en los grupos vulnerables. 

Segundo, la región exhibe un elevado y creciente nivel de urbanización, con una 
planificación inadecuada. También, muestra brechas de infraestructura básica, lo 
que incrementa sus necesidades de adaptación e intervenciones desde el Estado.

Tercero, en muchos países de la región, la población se concentra en zonas costeras, 
expuestas al aumento del nivel del mar y, por ende, a la mayor frecuencia e intensidad 
de las tormentas y las consecuentes marejadas. Este es, particularmente, el caso 
del Caribe, donde cerca de un quinto de la superficie y un 12 % de la población se 
encuentran a menos de 10 metros de elevación sobre el nivel del mar.

Cuarto, la estructura económica de la región es fuertemente dependiente del 
sector agropecuario, que representa un 15 % del empleo en promedio y ronda 
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el 30 % en siete países (Brassiolo et al., 2023)17. Este sector es particularmente 
vulnerable a los cambios ya experimentados y previstos en los regímenes de lluvia 
y temperaturas, resultado del calentamiento global.

Las políticas de adaptación buscan reducir los impactos del cambio climático en la 
salud, contribuir al bienestar, a la seguridad alimentaria, y a la conservación de la 
biodiversidad y la reducción de riesgos y daños (IPCC, 2022b). Considerando las 
características de la región, las prioridades de adaptación pueden ordenarse en 
tres grupos: sector agropecuario, ciudades e infraestructura resiliente y políticas 
focalizadas para poblaciones vulnerables. 

Las políticas para la adaptación en el sector agropecuario apuntan, en primer 
lugar, a fortalecer la resiliencia de los sistemas agrarios frente a los impactos del 
cambio climático, a través de prácticas que optimicen el uso del agua y del suelo, 
y que sean más resistentes a eventos climáticos extremos, como las sequías e 
inundaciones. Esto involucra el desarrollo de sistemas de información climática, 
la planificación del uso del suelo, incluyendo cambios en la elección de los 
cultivos según parcelas, el desarrollo y la adopción de variedades resistentes a 
los cambios esperados y el crecimiento de la superficie bajo riego en las zonas 
afectadas por estrés hídrico. La gestión hídrica requiere inversiones tanto en 
infraestructura tradicional como en soluciones basadas en la naturaleza: presas 
para el almacenamiento de agua para riego y la prevención de inundaciones, 
construcción y ampliación de la capacidad de cursos de agua para mejorar el 
drenaje, y el apalancamiento en ecosistemas –manglares, humedales interiores, 
bosques– para moderar los ciclos hídricos (Brassiolo et al., 2023; IPCC, 2022b).

En segundo lugar, es preciso desarrollar y profundizar el acceso a mecanismos 
de aseguramiento y al crédito. Los seguros agrícolas, el financiamiento a la 
producción y los mercados de futuros permiten mejorar la gestión de riesgos de 
los productores agropecuarios y levantar las barreras financieras que impiden las 
inversiones necesarias.

En el sector urbano y de infraestructura, la planificación y gestión territorial y el 
desarrollo de infraestructura resiliente son los instrumentos de mayor importancia. 
La planificación de la expansión urbana y de infraestructura (ej., de transporte, 
energía y comunicaciones) debe tener en cuenta los posibles cambios en las 
condiciones climáticas, contemplando la incertidumbre asociada a los escenarios 
previstos. Adicionalmente, los sistemas de información tienen un rol destacado 
para guiar las decisiones de familias y desarrolladores, incluyendo la difusión 
de información sobre los riesgos ambientales con granularidad espacial y los 
sistemas de pronósticos y alertas tempranas (De la Mata et al., 2022).

Al hablar de infraestructura resiliente se hace referencia a la capacidad que 
esta tiene para enfrentar condiciones ambientales extremas (lluvias, vientos, 
marejadas), lo que se obtiene, por ejemplo, mediante una mayor resistencia o 
un mejor emplazamiento. Algunas dimensiones clave donde se requiere mayor 
resiliencia son la infraestructura para prevenir la erosión costera (ej. malecones), 
la infraestructura para drenaje de precipitaciones en ciudades, las redes de 

17	 Bolivia, Ecuador, Guatemala, Haití, Honduras, Nicaragua y Perú.
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transmisión y distribución eléctrica que sufren pérdidas de eficiencia por altas 
temperaturas y deben adaptar su consumo a las necesidades de refrigeración,  
y la transición energética, entre otras. 

“El Caribe está justo en medio del cinturón de huracanes del 
Atlántico, y la temporada va de junio a noviembre. Así que, cada año, 
habrá al menos un huracán que golpee las islas del Caribe, a veces 
más de uno, y pueden ser muy destructivos. Y muchas de estas islas 
son pequeñas, por lo que les es difícil resistir sus efectos. (...) No hay 
nada que las islas del Caribe puedan hacer al respecto. Tienen que 
tratar de construir viviendas resistentes a huracanes, asegurarse 
de tener sistemas de drenaje adecuados, pero no hay mucho que 
puedan hacer excepto prepararse”.
Con base en entrevista a Colm Imbert

“Quiero que nos movamos hacia soluciones que construyan las 
estructuras, que inviertan en las tecnologías que necesitamos para 
asegurarnos de que nuestros sistemas de alerta temprana sean 
lo más fuertes posible y que nuestros sistemas para reconstruir y 
reagrupar sean lo más sólidos posible”.
Con base en entrevista a Karen-Mae Hill

Las soluciones basadas en la naturaleza (o infraestructura verde) tienen un rol 
central en la adaptación en ciudades y costas y reducen las necesidades de 
infraestructura tradicional (o gris). Por ejemplo, la reapertura de cursos de agua 
urbanos junto a áreas verdes permite moderar los ciclos hídricos y prevenir 
inundaciones; la restauración de manglares, arrecifes de coral y barreras de 
ostras permiten absorber la energía de las olas y reducir la erosión costera; la 
restauración y remoción de escombros y desechos de quebradas y cursos de 
agua reduce el riesgo de inundaciones.

La planificación territorial en el ámbito urbano debe implementarse de manera 
efectiva. Esto implica desafíos en la región, puesto que las ocupaciones informales 
son recurrentes y tienden a emplazarse en sitios de elevada exposición a riesgos 
ambientales. Las políticas en el ámbito urbano focalizadas en grupos vulnerables 
deben abordar el doble desafío de la mejora en la calidad de las viviendas y el 
entorno de los vecindarios informales. Esto amplifica su capacidad de adaptación, 
a la vez que evita el crecimiento en regiones con alta exposición a riesgos, donde 
la adaptación conlleva costos elevados. Las políticas para mejorar la inclusión 
laboral (capítulo 3), aumentando los ingresos y diversificando sus fuentes, son 
fuertemente complementarias para los objetivos de adaptación climática.
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El nexo entre las transiciones  
digital y verde
Las grandes tendencias introducidas en el capítulo 1, asociadas al cambio 
tecnológico y a la adopción global de políticas para la sostenibilidad ambiental, 
tienen múltiples espacios de interacción. Entender los desafíos, los espacios 
de conflicto y las sinergias que tales tendencias plantean resulta clave para el 
desarrollo de la región. 

Un primer espacio de conflicto entre la digitalización y la sostenibilidad ambiental 
está asociado a los requerimientos de materiales. A pesar de la naturaleza 
inmaterial del valor que produce la creciente economía digital, esta depende de un 
componente físico que le da soporte. Por un lado, los dispositivos que materializan 
el vínculo entre las personas y el mundo digital: teléfonos móviles, computadoras 
personales y cada vez más dispositivos de todo tipo que se conectan a la red. 
Por otro lado, la infraestructura de soporte para el transporte, almacenamiento 
y transformación de datos, que comprende conexiones físicas de cable o fibra 
óptica y servidores de almacenamiento y cómputo de datos. Adicionalmente, 
las políticas para la sostenibilidad también tienen un requerimiento material 
significativo, pues requieren la elaboración de paneles solares, molinos eólicos, 
redes eléctricas y baterías. Además, algunas evidencias señalan que la intensidad 
de materiales de los dispositivos electrónicos, que contempla todos los recursos 
físicos que se movilizan en su producción, es mayor que el promedio, a la vez que 
su obsolescencia es acelerada (UNCTAD, 2024). 

Las transiciones digital y verde modifican la composición de la demanda material 
de la economía y dependen de un conjunto más amplio de elementos, como el 
litio y el cobalto para baterías, el cobre y el aluminio para las redes eléctricas, el 
oro y las tierras raras para los dispositivos electrónicos y semiconductores. Esta 
nueva composición le da mayor relevancia a un conjunto de países de la región. 
Notablemente Chile, Bolivia y Argentina comparten el triángulo del litio, donde 
se concentra un estimado 46 % de las reservas globales; Chile, Perú y México, 
el 36 % del cobre; Brasil, el 26 % del grafito y el 19 % de las tierras raras, etc. 
(UNCTAD, 2024). La minería requerida para la extracción de estos materiales trae 
asociados impactos ambientales significativos. La extracción, procesamiento, uso 
y disposición final de siete metales con demanda creciente por estas tendencias 
puede incrementar su impacto ambiental entre el doble y el cuádruple para 2060 
(OCDE, 2019).

Un segundo espacio de tensión se refiere a la demanda energética asociada a 
la digitalización. La producción y uso de los dispositivos electrónicos, redes y 
centros de datos demandan una cantidad significativa de energía que, a la fecha, 
lleva asociadas emisiones significativas de GEI. En términos de uso, por ejemplo, 
en 2022, el consumo eléctrico combinado de un conjunto seleccionado de las 
mayores empresas digitales alcanzó cerca de 125 teravatios-hora (TWh), nivel 
similar al consumo eléctrico anual de Argentina (139 TWh en 2022) (Ministerio 
de Economía de Argentina, 2022). Adicionalmente, este avance tecnológico 
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impulsa un acelerado crecimiento del consumo energético de la mano de los 
nuevos usos, como es el caso de la inteligencia artificial de propósito general. Al 
respecto, el consumo de electricidad de Microsoft aumentó un 70 % entre 2021 y 
2023 hasta alcanzar 24 TWh, período de despliegue al público de las aplicaciones 
ChatGPT soportadas por la infraestructura de esta compañía (Microsoft, 2024). Si 
bien la demanda de energía de este sector es en forma de electricidad y resulta 
comparativamente viable de descarbonizar, el ritmo de crecimiento presenta 
desafíos para la mitigación de emisiones.

Pero las nuevas tecnologías y la digitalización también presentan oportunidades 
para la sostenibilidad ambiental, puesto que los desarrollos tienen casos de uso 
de central importancia. Una primera aplicación tecnológica que se destaca permite 
potenciar las capacidades de monitoreo. Primero, la disponibilidad creciente de 
datos provenientes de satélites facilita monitorear parámetros ambientales clave 
de manera remota y con creciente granularidad temporal y espacial. Esta es 
una precondición para el control sobre eventos como deforestación, incendios 
forestales, liberaciones accidentales o deliberadas de metano en la cadena 
de valor de los combustibles fósiles, minería y pesca ilegal, entre otros. Esta 
aplicación está habilitada, además, por el desarrollo de herramientas avanzadas 
de análisis de datos (modelos de aprendizaje profundo para la detección 
automatizada en imágenes) y la creciente capacidad de procesar datos. 

Un buen ejemplo de esta aplicación es el “Plan de acción para la prevención y 
control de la deforestación de la Amazonía”, creado en 2004 en Brasil. Este plan 
se asocia a una reducción de la deforestación de casi 80 % en ocho años desde el 
máximo registrado en 2004. El componente central de este plan fue la creación del 
sistema de detección de deforestación en tiempo real (DETER) a partir de datos 
satelitales (Ferreira, 2023).

En una segunda aplicación, la digitalización puede permitir sustanciales 
reducciones de emisiones en la transición energética, habilitando mecanismos 
de respuesta en la demanda de electricidad. Se destacan la interconexión de 
dispositivos electrónicos y el establecimiento de redes eléctricas inteligentes, que 
permitan la optimización automática del consumo. El componente central de los 
sistemas energéticos limpios son las energías renovables no convencionales, 
principalmente solar y eólica. Estas se caracterizan por su intermitencia: entregan 
electricidad a un costo marginal virtualmente cero, pero solo cuando brilla el sol o 
sopla el viento. Las tecnologías mencionadas permiten automatizar la respuesta 
de la demanda para sacar provecho de los excedentes de electricidad y reducir 
el consumo en momentos de escasez, lo que evita recurrir a la generación 
basada en combustibles. Los medidores eléctricos inteligentes y bidireccionales, 
uno de los componentes de las redes eléctricas inteligentes, son un ejemplo 
de aplicación. Estos permiten recoger y reportar a los operadores el consumo 
eléctrico casi en tiempo real y premiar reducciones de consumo de los hogares 
en momentos de escasez. Adicionalmente, permite a los hogares equipados con 
paneles solares o baterías (domésticas o de automóviles) inyectar electricidad a la 
red cuando más se requiere (IDEAL, 2022; AIE, 2023d). 
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En una tercera aplicación, la digitalización puede permitir ganancias de 
eficiencia con implicancias para el impacto ambiental. Al respecto, Hubbard 
(2003) encuentra que la adopción de computadores de abordo en el sector de 
transporte de cargas carretero resultó en un incremento en la tasa de uso de 
la capacidad de carga de tres puntos porcentuales, representando beneficios 
económicos sustantivos. La agricultura de precisión, discutida en el apartado 
anterior, es otro ejemplo de mejoras en eficiencia y resultados ambientales 
asociados a la digitalización.

La macroeconomía de la  
transición verde

La transición verde impactará las economías de la región más allá de aspectos 
estrictamente vinculados con la sostenibilidad. Por un lado, puede tener incidencia 
en los balances externos; en la conformación de precios; en la estabilidad del 
sistema financiero y, especialmente, en el ámbito fiscal. Por el otro, puede 
favorecer una transformación estructural con implicaciones para el mercado de 
trabajo y el desarrollo productivo. 

Respecto al balance externo, aunque la mayoría de los países de América Latina 
y el Caribe son importadores netos de energía, algunos como Colombia, Bolivia, 
Trinidad y Tobago, Ecuador y Venezuela son fuertes productores de hidrocarburos 
y sus exportaciones netas de productos energéticos superan el 20 % de las 
exportaciones totales. En estos casos, la descarbonización de la economía global 
podría tener un impacto negativo en las fuentes de divisas. 

La transición verde también podría afectar los niveles, estructura y volatilidad de 
precios. El incremento de eventos climáticos extremos puede afectar la oferta de 
bienes agrícolas e incrementar su precio, y la remoción de subsidios energéticos y 
la imposición de impuestos verdes puede tener efectos en los precios de la energía, 
mientras que el incremento en la demanda de insumos para la transición verde puede 
afectar su precio y el de otros bienes que los usan. En el ámbito financiero, la pérdida 
de valor de activos vinculados a la economía fósil (activos varados) también podría 
impactar la estabilidad si afectan al valor de los bienes o activos de que disponen los 
bancos y, por el mismo efecto, el acceso al crédito de las empresas asociadas, directa 
o indirectamente, con la producción de energía fósil.

Los impactos del ámbito fiscal son, posiblemente, los de mayor relevancia.  
El estudio de Cárdenas y Orozco, (2022), por ejemplo, presenta estimaciones 
sobre los costos que implica alcanzar los objetivos planteados en los compromisos 
de respuesta al cambio climático para seis países de la región. Los autores 
encuentran estimaciones que van en promedio desde el 7 % hasta el 11 %  
del PIB por año, superiores a los montos requeridos en el mundo desarrollado. 
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A estas necesidades de financiamiento debe sumárseles el deterioro de los 
ingresos fiscales para los países que disponen de recursos fósiles. En América 
Latina y el Caribe, los ingresos fiscales por hidrocarburos alcanzaron en 2022 el 
4,2 %; pero la importancia en países como Ecuador, Guyana y Trinidad y Tobago 
supera, para este año, el 9 % del PIB (OCDE, 2023). La descarbonización de la 
economía global reduce notablemente esa fuente de ingresos tributarios.

“No podemos seguir subsidiando actividades que generan grandes 
problemas de sostenibilidad, como, por ejemplo, el consumo de los 
combustibles fósiles. Esos subsidios son regresivos, les llegan a los 
sectores que no lo necesitan, son malos desde el punto de vista de 
la sostenibilidad. Tenemos que conseguir que esos subsidios, que 
hoy demandan muchos recursos del Estado, se vayan desmontando”.
Con base en entrevista a Mauricio Cárdenas

“No hay, desde el punto de vista económico, justificaciones 
razonables para destinar presupuesto público para subsidiar el 
consumo de combustibles fósiles. (…) Este es un elemento de 
política pública que no requiere ni siquiera tanta institucionalidad. (…) 
Tenemos que abordar el problema desde una perspectiva económica 
tal vez más amplia”.
Con base en entrevista a Juliano Assunção
 
Como respuesta, en un contexto de espacios fiscales menguados (ver  
capítulo 1), algunos Gobiernos tienen potenciales ahorros vinculados a la 
remoción de subsidios energéticos. Impuestos relacionados con el ambiente,  
tales como gravámenes a la energía, al transporte, a la contaminación y, en 
general, a las emisiones de carbono; así como la subasta de derechos de emisión 
también pueden otorgan fuentes de financiamiento para la transición verde. 

En América Latina, los subsidios a la energía (tanto directos como indirectos) 
equivalen al 4,7 % del PIB, cifra que supera en más del doble los valores en 
los países más desarrollados (en torno al 2,2 %). Para los países con recursos 
minerales críticos para la transición energética, es posible que crezca de manera 
importante la recaudación asociada con la actividad minera. 

En el agregado, se espera que las necesidades de financiamiento verde 
excedan estas potenciales fuentes de ingresos fiscales. Desafortunadamente, 
el financiamiento climático internacional suele ser muy limitado respecto a las 
necesidades de inversión y estar sesgado hacia la mitigación (Brassiolo et al., 
2023). Los fondos multilaterales climáticos18 pueden ayudar a canalizar  
 

18	 Algunos fondos multilaterales a los que los países en desarrollo tienen acceso son el 
Fondo Verde para el Clima (FVC), el Fondo para el Medio Ambiente Mundial (FMAM) y 
el Fondo de Adaptación (FA). Estos se crearon a lo largo de los años como mecanismos 
financieros de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(CMNUCC) con el fin de proporcionar recursos a los países en desarrollo.
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financiamiento hacia actividades verdes al aumentar la visibilidad de los aportes de 
cada país a las metas climáticas, además de contribuir a que un monto más elevado 
de los fondos tome la forma de transferencias no reembolsables o de créditos 
concesionales, es decir, aquellos que se otorgan en condiciones más favorables 
que las disponibles en el mercado financiero tradicional. Esto permite a los países 
en desarrollo atender los objetivos climáticos sin sacrificar recursos disponibles para 
otras metas de desarrollo. En efecto, el acceso a crédito concesional para algunos 
países parece clave para poder hacer inversiones de adaptación, especialmente en 
el ámbito de infraestructura resiliente19 (Arreaza et al., 2023). 

La figura de bonos atados a objetivos climáticos también puede atraer fondos e 
inversores movidos por la conservación del ambiente. La experiencia pionera de 
Uruguay, con un bono emitido en octubre de 2022, apunta en esta dirección.  
Este bono incorpora una reducción en la tasa de interés asociada al buen 
desempeño en dos objetivos climáticos: la reducción de emisiones de GEI y la 
conservación de áreas de bosques nativos20 (Perelmuter, 2023). 

Adicionalmente, el desarrollo de taxonomías verdes que sean precisas podría 
ayudar a aumentar la transparencia y mejorar la distribución de fondos (Allub et 
al., 2024). Las taxonomías verdes21 definen objetivos ambientales y establecen 
sectores, subsectores y actividades económicas que cumplen con ellos. 
Asimismo, fijan los criterios y umbrales que debe satisfacer cada actividad para 
ser considerada ambientalmente sustentable. Su principal utilidad es establecer 
un lenguaje común para las finanzas en este ámbito y dar una señal clara a los 
inversionistas y actores del sector público y privado acerca de qué es una inversión 
verde. Igualmente, facilitan la creación de marcos regulatorios que promueven la 
inversión y el desarrollo de actividades sostenibles y contribuyen al desarrollo de 
políticas alineadas con los objetivos de sostenibilidad y reducción de las emisiones. 

Existen en la actualidad numerosas iniciativas a nivel global de taxonomías o 
clasificaciones verdes. Una de ellas es la de CAF, que identifica negocios verdes 
en diez sectores estratégicos y establece los criterios e indicadores que deben 
cumplirse para avanzar hacia negocios más sostenibles (Gómez García et al., 
2022). Por su parte, la taxonomía de la Iniciativa de Bonos Climáticos (CBI, 
por sus siglas en inglés), lanzada en 2014, sirve como guía en el desarrollo de 
criterios de certificación para sectores y actividades en la economía global.

19	 Un reciente trabajo explora el rol de inversión en infraestructura resiliente, los fondos 
de contingencia y el financiamiento concesional en la dinámica del producto y de la 
deuda sobre PIB de cara a choques ambientales. El análisis encuentra que la inversión 
en infraestructura resiliente y la constitución de fondos de contingencia reducen la 
incidencia de eventos climáticos en el PIB y pueden favorecer una mejor dinámica de la 
deuda en el mediano y largo plazo. No obstante, estos instrumentos implican una mayor 
carga de deuda pública a corto plazo, que podría desincentivar este tipo de acciones. 
El trabajo encuentra que el acceso a crédito concesional puede ser clave para mejorar 
los plazos a partir de los cuales estas inversiones rinden frutos en términos de las 
trayectorias de la razón deuda-PIB (Arreaza et al., 2023).

20	 Si bien la emisión fue por USD 1.500 millones, la demanda total llegó a USD 3.960 
millones, con interés de 188 inversionistas de Estados Unidos, Europa, Asia, Uruguay y 
otros países de Latinoamérica (Perelmuter, 2023).

21 Para más detalle del proceso de desarrollo y esquemas de gobernanza de una 
taxonomía verde, ver el apéndice del capítulo 10 del RED 2024, disponible en línea.	
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En América Latina y el Caribe, Brasil fue el primer país en contar con una 
clasificación verde propia en 2015. A este se suman en la actualidad Colombia  
y México (desde 2022 y 2023, respectivamente) y varios países que se  
encuentran en proceso de elaborarla (por ejemplo, Argentina, Chile, Perú  
y República Dominicana).

En el ámbito más estructural, un desafío de la transición verde se asocia con 
los ajustes del mercado laboral, pues algunos sectores se expandirán y otros 
se contraerán. Los retos de este ajuste laboral se agravan por las diferencias 
en las habilidades requeridas entres los empleos verdes y los no verdes. 
Afortunadamente, la transición verde también trae importantes oportunidades para 
la región. Nuestro potencial para producir energía limpia y nuestra abundancia en 
minerales críticos para la transición energética supone un potencial de desarrollo 
productivo para atraer industrias e insertarnos en cadenas de valor de la energía 
limpia. Más generalmente, explotar los recursos naturales, incluida la gran 
biodiversidad de la región, se constituye en una enorme palanca para avanzar 
hacia el desarrollo sostenible y, a la vez, contribuir a aliviar los grandes desafíos 
globales que se presentan al planeta de cara a la sostenibilidad medioambiental22.

22	 En los capítulos 1 y 5 revisamos con un poco más de detalle estos desafíos y 
oportunidades estructurales; para mayor profundidad, ver RED 2023 y RED 2024.
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